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A 5 días de septiembre de 2023, San Luis Potosí, S.L.P. 
 
CIUDADANAS Y CIUDADANOS DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA 
SEXAGÉSIMA TERCERA LEGISLATURA DEL HONORABLE 
CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
 
P r e s e n t e s. 
 
Con fundamento en lo que disponen los artículos 61 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 131, fracción IV de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado; y 71 del Reglamento para el Gobierno Interior 
del Congreso del Estado, José Antonio Lorca Valle, Diputado Local en la 
Sexagésima Tercera Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario 
del Movimiento de Regeneración Nacional, me permito elevar a la 
distinguida consideración de esta Asamblea, la presente Iniciativa con 
Proyecto de Acuerdo Económico  
 
La finalidad del instrumento parlamentario es: 
 
Vender en subasta la flota de vehículos del Congreso del Estado, 
adquirir una nueva con las unidades estrictamente necesarias para el 
desahogo de las funciones institucionales, y donar el sobrante del 
producto a instituciones de beneficencia social, suprimiendo 
efectivamente la asignación de vehículos a los diputados. 
 
Sustentada en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
El pasado 20 de septiembre del año 2018, al comienzo de esta Legislatura, se 
ingresó, por mi parte una iniciativa de Acuerdo Económico con la finalidad de 
establecer que no se asignaran automóviles para el uso de legisladores, que los 
vehículos se reservarán únicamente para tareas administrativas de los empleados 
del Congreso y que el resto de los vehículos fueran donados a instituciones de 
beneficencia social.   
 
Lo que se sostenía argumentando acciones impropias durante la legislatura 
pasada, como cuando por ejemplo, un automóvil del Congreso se utilizó en actos 
ilegales en materia electoral, así como austeridad, motivos administrativos 
internos, reflejar empatía con la ciudadanía, y llevar a cabo una donación 
beneficiosa para la sociedad. 
 



 

 

No obstante, ante las reacciones suscitadas, que llevaron a una prospectiva 
negativa sobre la aprobación de la propuesta, se optó por retirarla y desistir. No 
obstante, ratifico mi convencimiento en lo particular sobre la necesidad de 
aumentar las medidas de austeridad en el Poder Legislativo, al igual que prevenir 
los casos de uso inadecuado de bienes que están destinados al servicio público; 
por ello, en su momento manifesté que la propuesta debería de continuar en la 
eventualidad de que se presentara un caso de mala utilización de los vehículos del 
Congreso. 
 
Como es ahora del conocimiento general en San Luis Potosí, se ha vuelto a 
producir un caso de utilización de un vehículo oficial, otra vez vinculado a 
actividades proselitistas, en contrasentido de las leyes aplicables y de la ética 
pública con la que se deben manejar los bienes públicos que nos son 
encomendados.  
 
Por lo anterior, y como una respuesta que aspira a tener una dimensión 
institucional, es que presento una iniciativa de acuerdo económico, con el objetivo 
de dar de baja y subastar, el inventario actual de vehículos automotores del 
Congreso, incluyendo motocicletas. Dicho inventario, de acuerdo a la sección de 
transparencia de la propia página del Congreso del Estado, comprende:  27 
vehículos para los legisladores, 13 vehículos y 3 camionetas, para otros usos y 2 
motocicletas. 
 
Con el producto de esa operación, se plantea adquirir una flota que resulte mucho 
más apegada a los principios de austeridad y a las necesidades reales del Congreso 
del Estado.  
 
Por lo que se propone, integrar una flota compuesta por dos tipos y pocas 
unidades: en primer lugar vehículos compactos, que sirvan para las diversas 
gestiones de los empleados del Congreso; y en segundo lugar vehículos tipo 
camioneta, con varias filas de asientos, que puedan ser de utilidad para los 
traslados de personal, incluso en carretera, que serían particularmente aptos para 
las ocasiones en que el Congreso sesione en otros municipios y nada más. La idea 
de adquirir vehículos nuevos se debe a que se plantea una inversión que sea 
redituable a mediano y largo plazo, y no se realicen compras nuevas, durante un 
considerable lapso de tiempo. 
 
Un punto toral de esta propuesta, es que se eliminarían los automóviles que 
actualmente se ponen a disposición de los legisladores, en un ejercicio de 
austeridad y como una forma de prevenir cualquier uso inadecuado, con lo que se 
dejaría a esos servidores públicos, con las opciones de movilidad que cualquier 
ciudadano tiene.  



 

 

Con las necesidades de movilidad del Poder Legislativo cubiertas de forma 
adecuada, el excedente producido, podría destinarse a donaciones a instituciones 
de asistencia social, según la opinión del DIF, de manera análoga a la propuesta 
original. 
 
La propuesta en comento, no solo se trata de prevenir el mal uso de bienes y de 
fortalecer la austeridad del Poder Legislativo, es también una forma de dar la cara 
la ciudadanía, ya que la mayoría de los Diputados son de elección popular, de 
manera en la que esta institución pueda mostrar sensibilidad y consciencia, sobre 
aspectos importantes como la aplicación de recursos y los problemas cotidianos 
de movilidad, que todos los ciudadanos enfrentan. 
 
Con base en lo anterior, se propone el siguiente: 

 
PROYECTO DE ACUERDO ECONÓMICO 

 
ÚNICO. La Junta de Coordinación Política de la Sexagésima Legislatura del 
Congreso del Estado de San Luis Potosí, dispone que los vehículos que formen 
parte de los activos del Congreso del Estado, serán dados de baja y subastados, 
para que con el producto obtenido se realice la compra, de acuerdo a las leyes 
aplicables, de una flotilla integrada únicamente por las unidades estrictamente 
necesarias de vehículos compactos, destinadas a labores administrativas de 
empleados institucionales, y camionetas para pasajeros, suprimiendo la 
asignación de vehículos a legisladores. El sobrante del producto, se destinará a los 
asilos, albergues, casas hogar o instituciones de asistencia social, previo 
diagnóstico de necesidades del DIF estatal.  
 

ATENTAMENTE  
 
 

JOSÉ ANTONIO LORCA VALLE 
Diputado Local 

Movimiento de Regeneración Nacional 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

   



 

 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII  

LEGISLATURA DEL H. CONGRESO DEL ESTADO. 

PRESENTES: 

 

DIP. MARTHA PATRICIA ARADILLAS ARADILLAS, integrante de la LXIII Legislatura y miembro del 

Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en lo que 

disponen los numerales, 61 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 130 y 131 

de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado, someto a la consideración de esta Soberanía, 

Iniciativa con Proyecto de Decreto que insta Adicionar el artículo 108 Bis a la Ley de Protección 

de los Animales y Adicionar el articulo 317 al Código Penal del Estado, con el objeto de prohibir 

y sancionar a las personas que se difundan a través de videos o fotografías realizando actos 

de maltrato o crueldad animal.  

 

Dicha iniciativa, la fundamento en la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN  

DE  

MOTIVOS: 

 

En nuestro país se han creado leyes en favor de los animales, reconociendo sus derechos 

como seres sintientes y dando apertura a que el maltrato y la crueldad animal sean 

sancionados. 

 

La Declaración Universal de los Derechos de los Animales sostiene que todos los animales 

tienen derechos básicos como el respeto, la atención y protección por parte de las personas, 

así como al no recibimiento de malos tratos y el derecho a la libertad en su ambiente natural. 

 

Resulta fundamental destacar que, de acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía, México ocupa el tercer lugar a nivel mundial de maltrato animal. Lo anterior se ha 

traducido en una situación preocupante en donde 7 de cada 10 animales sufren maltrato en 

nuestro país. 

 

De conformidad con lo establecido en la Ley de Protección Animal, el maltrato es todo acto 

u omisión que ocasione dolor o sufrimiento, que afecte el bienestar animal, ponga en peligro 

su vida o afecte gravemente su salud, así como la sobreexplotación de su trabajo 

 

Es importante mencionar que nuestro Código Penal establece en su artículo 317, los delitos y 

sanciones que serán aplicables en caso de realizar actos que se determinen como maltrato 

animal. 

 

En San Luis Potosí, hasta el 29 de agosto de 2023 se registraron más de 800 reportes por maltrato 

animal, por lo que se puede observar que este delito va incrementando. 

 

Ahora bien, en la actualidad las redes sociales o plataformas digitales han resultado ser 

herramientas de gran importancia para la sociedad,  pues a través de ellas se pueden dar a 

conocer diversos acontecimientos, utilizarlas para generar información, puede ser utilizada 

para interactuar, como entretenimiento o bien para compartir fotos, videos y documentos. 

 



 

 

En muchas ocasiones, hemos sido espectadores de imágenes o videos en los que las personas 

viralizan actos de crueldad hacia los animales, contenido que por desgracia ha ido en 

aumento. 

 

En nuestra Entidad Potosina se han viralizado actos de total indignación, como el caso de un 

video en el que se observa a varios sujetos quemando a un perro; o aquel sujeto originario del 

Municipio de Rayón que se grabó arrojando a un perro hacia el rio; de aquel perrito al que le 

pusieron pirotecnia en su comida, o aquel video en el que un par de menores le pasan por 

encima a un perrito con una motocicleta causando la muerte del animal. 

 

Resulta despreciable que este tipo de acciones se realicen en muchas partes del mundo no 

solo de nuestro Estado, la falta de sensibilidad con la que cuentan miles de personas que con 

tanta saña y odio atacan a estos animalitos sin voz. 

 

De esta manera podemos observar que el mal uso de estas herramientas ha generado que 

se necesiten realizar acciones que protejan a las personas; sin embargo, no se han realizado 

acciones para castigar a las personas que utilicen estas herramientas para incitar a la 

realización de actos violentos en contra de los animales. 

 

Por ello resulta necesario que nuestra sociedad tome conciencia, pues si bien es cierto que 

los animales no tienes voz pero resultan ser seres sintientes con derechos establecidos en 

nuestra legislación y que las personas que realicen este tipo de actos deben ser castigados 

por parte de nuestras autoridades. 

 

En este sentido, la sensibilización y concientización del ser humano frente a la responsabilidad 

que tiene de preservar el entorno, sería el punto de partida para la consagración de normas 

mediante las cuales se reconozca y garantice el derecho que tienen los animales a no ser 

tratados con crueldad. 

 

Es por todo lo anterior que resulta necesario seguir legislando en favor de todos aquellos que 

no tienen voz pero que son seres sintientes a los cuales debemos respetar su bienestar y su 

vida; por ello, necesitamos de penas más duras que castiguen a cualquier persona que 

realice actos de maltrato o crueldad en contra de los animales.  

 

Para una mejor comprensión, expongo el siguiente cuadro comparativo: 

 

LEY DE PROTECCIÓN A LOS ANIMALES DEL ESTADO 

ACTUAL PROPUESTA 

NO HAY CORRELATIVO ARTÍCULO 108 BIS.- Queda prohibido 

difundir a través de cualquier red social 

o plataforma digital, videos o imágenes 

en los que se realicen actos de maltrato 

o crueldad animal. 

 

CODIGO PENAL DEL ESTADO 

ACTUAL PROPUESTA 

ARTÍCULO 317. Comete el delito de 

maltrato animal, quien con 

ensañamiento o crueldad, por acción u 

ARTÍCULO 317. … 

 

 



 

 

omisión, maltrata animales domésticos 

y/o silvestres, provocándoles lesiones 

que produzcan un menoscabo físico, o 

les cause la muerte; así como quien 

realice actos sádicos o zoofílicos, o de 

exposición a condiciones de 

sobreexplotación de su capacidad 

física con cualquier fin, contra cualquier 

animal doméstico y/o silvestre, ya sea 

por acción directa, omisión o 

negligencia. Este delito se sancionará 

con las siguientes penas: 

 

I. Cuando el maltrato implique lesiones 

mínimas, que no produzca un 

menoscabo físico permanente, se 

impondrá pena de cinco a doce meses 

de prisión, y sanción pecuniaria de 

treinta a ciento treinta días del valor de 

la unidad de medida de actualización 

vigente; e inhabilitación hasta por un 

año para el ejercicio de la profesión, 

oficio o comercio, cuando quien lo 

cometió se dedique al cuidado de 

animales; 

 

II. Cuando el maltrato implique lesiones 

que produzcan un menoscabo físico 

permanente, se impondrá pena de 

doce a veinticuatro meses de prisión, y 

sanción pecuniaria de doscientos a 

cuatrocientos días del valor de la 

unidad de medida y actualización 

vigente; e inhabilitación hasta por dos 

años para el ejercicio de la profesión, 

oficio o comercio, cuando quien lo 

cometió se dedique al cuidado de 

animales; 

 

III. Cuando el maltrato produzca la 

muerte, se impondrá pena de 

veinticuatro meses a cinco años de 

prisión, y sanción pecuniaria de 

trescientos a seiscientos días del valor 

de la unidad de medida y actualización 

vigente; e inhabilitación hasta por tres 

años para el ejercicio de la profesión, 

oficio o comercio, cuando quien lo 

cometió se dedique al cuidado de los 

animales, y 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

I. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

II. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

III. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

IV. Cuando el maltrato consista en actos 

sádicos o zoofílicos, o de exposición a 

condiciones de sobreexplotación de su 

capacidad física, se impondrá pena de 

tres a cinco años de prisión, y sanción 

pecuniaria de cuatrocientos a 

seiscientos cincuenta días del valor de 

la unidad de medida y actualización 

vigente; e inhabilitación hasta por cinco 

años para el ejercicio de la profesión, 

oficio o comercio, cuando quien lo 

cometió se dedique al cuidado de 

animales.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para los efectos de este artículo se 

entiende por animal doméstico, a aquél 

que se ha adaptado a vivir y convivir 

con las personas.  

 

Para los efectos de este artículo se 

entiende por animal silvestre, aquél que 

subsiste sujeto a los procesos de 

selección natural y que se desarrolla 

libremente, incluyendo sus poblaciones 

menores que se encuentran bajo 

control del hombre, así como los 

animales domésticos que por 

abandono se tornen salvajes y, por ello, 

sean susceptibles de captura y 

apropiación. 

 

IV. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cuando una persona a través de videos 

o imágenes, se difunda en cualquier red 

social o plataforma digital, realizando 

actos de cualquier tipo de maltrato 

animal, se aumentarán en una mitad las 

penas previstas para el delito cometido. 

 

… 

 

 

 

 

… 

 

 

PROYECTO  

DE  

DECRETO 

 

PRIMERO: Adicionar el artículo 108bis a la Ley de Protección a los Animales del Estado, para 

quedar como sigue: 

 

ARTÍCULO 108 BIS.- Queda prohibido difundir a través de cualquier red social o plataforma 

digital, videos o imágenes en los que se realicen actos de maltrato o crueldad animal. 



 

 

SEGUNDO. - Adicionar parrafo al artículo 317 del Código Penal del Estado para quedar como 

sigue: 

 

ARTÍCULO 317. … 

 

I. … 

 

II. … 

 

III. … 

 

IV. … 

 

Cuando una persona a través de videos o imágenes, se difunda en cualquier red social o 

plataforma digital, realizando actos de cualquier tipo de maltrato animal, se aumentarán en 

una mitad las penas previstas para el delito cometido. 

 

… 

 

… 

 

 

T R A N S I T O R I O S 

 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Estado, “Plan de San Luis”. 

M  

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 

 

 

 
 

 



 

 

 
San Luis Potosí, S.L.P. a 7 de septiembre de 2023  

 
C. C. SECRETARIOS DE LA LXIII LEGISLATURA   

DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 

P R E S E N T E S. 

 

 Diputado Alejandro Leal Tovías, en mi carácter de integrante de la LXIII 

Legislatura del Honorable Congreso del Estado de San Luis Potosí y del grupo 

Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, en ejercicio del derecho que 

me confieren como legislador los artículos 61 de la Constitución Política del Estado de 

San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; en 

términos de lo dispuesto por los diversos 61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado; presento la siguiente iniciativa donde se 

propone: Adicionar una Fracción al Artículo 936 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Estado de San Luis Potosí y que la actual fracción III, pase a ser la Fracción IV. 

OBJETIVO: Con la presente iniciativa se buscar regula y garantizar el derecho al 

debido proceso, así mismo asegurar el complimiento de lo que mandata el artículo 17 

de la carta magna, una justicia pronta, completa e imparcial. 

 

EXPOSICION DE MOTIVOS                                    

 

En la actualidad el derecho al debido proceso es una garantía primate para el 

respeto de los derechos humanos; si bien es cierto, en la normativa nacional mexicana 

se contemplan los principios que deben de seguirse, específicamente en el artículo 17 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece: 

 

…Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán 

expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 

resoluciones de manera pronta, completa e imparcial… (CPEUM, 2023)1 

 

Analizando este sentido, al referirse a resoluciones de manera pronta; es necesario 

que los recursos legales que señala el Código de Procedimientos Civiles para el Estado 

de San Luis Potosí, como lo son Revocación, Apelación y Queja sean aplicados para 

la protección más amplia de derechos humanos y evitar violaciones a los mismos. 

 

Con la presente iniciativa se busca que el recurso de Apelación amplié su función 

como el medio idóneo para salvaguardar los derechos humanos y fundamentales en 

los procedimientos legales, mismo que tiene por objeto que el tribunal superior 

confirme, revoque o modifique la sentencia o el auto dictado en la primera instancia, 

en los puntos relativos a los agravios expresados. 

 

                                                           
1 CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ARTICULO 17. Consultado 23 de Agosto de 2023, Sitio web: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf  

 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf


 

 

En nuestro ordenamiento jurídico, el recurso de Apelación es uno de los medios de 

impugnación más importantes que tiene el ciudadano para proteger sus derechos. A 

través del recurso de apelación, se puede impugnar la resolución dictada por un 

órgano jurisdiccional inferior. Solicitando a un tribunal superior que la revise y, en su 

caso, la modifique o anule. (Sitio Web, 2023)2 

 

Hoy en día, el recurso de apelación solo procede en los casos siguientes: 

 

I.- Cuando no se cite al juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley; 

II.- Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no 

se reciban conforme a la ley, y; 

III.- Cuando se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, 

con excepción de las que fueren instrumentos públicos.3 

 

Los supuestos mencionados no contemplan el caso donde se admite una prueba y 

luego es negado el desahogo dela misma, que se encuentran debidamente ofrecidas 

en términos de ley, admitida y luego no se desahoga, que tiene el mismo efecto de 

que no se hubiera admitido.  

 

El periodo de deshago de pruebas, en términos de ley es de gran relevancia e 

importancia para el debido proceso. La prueba, se define como: Razón, argumento, 

instrumento u otro medio con que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o 

falsedad de algo.4 

 

La prueba en derecho significa que es la justificación de la verdad de un hecho, su 

existencia o su contenido, en un juicio según los medios que establece la ley. Hechos, 

objetos o personas son considerados como fuente de prueba en un juicio. Sin 

embargo, es de destacar que quien debe demostrar la verdad de lo que dice es 

aquel afirma o alega alguna cosa en específica. Así, cada parte deberá probar los 

hechos en que fundamenta su defensa. Medios de prueba son la confesión de parte, 

la prueba testimonial, documentos públicos o privados, informes periciales, o 

inspecciones por parte del tribunal, así como presunciones establecidas por la ley o la 

jurisprudencia. 

 

Toda etapa procesal, consta de un orden y requisitos previamente establecidos por el 

Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí. Cuando en el 

proceso judicial no se lleva a cabo el desahogo de una prueba previamente admitida 

se violenta el derecho al debido proceso y se sitúan las partes en un estado de 

indefensión, debido a que no se está garantizando y respetando el principio general 

                                                           
2 RECURSO DE APELACION: ¿Qué es y cuáles son sus características? Consultado 22 de Agosto de 2023, Sitio Web:  
https://economia3.com/recurso-apelacion/ 
3 CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, Sitio Web: 
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/codigos/2021/10/Codigo_de_Procedimientos_Civil
es_para_el_Estado_12_Nov_2019_compressed.pdf 
4 DICCIONARIO DE LA REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, PRUEBA, 2023. SITIO WEB: https://www.rae.es/desen/prueba   



 

 

de la prueba: El que afirma, está obligado a probar; además, es parte fundamental 

el rol que juegan las pruebas en la resolución de sentencia, en los respectivos casos. 

 

Por ende, con esta iniciativa se busca contemplar el supuesto donde se prevé que 

pruebas debidamente ofrecidas en términos de ley, admitidas, ante el caso de que 

se niegue su desahogo, proceda el recurso de apelación. Lo anterior, con el fin de 

subsanar fallas en el proceso judicial, en un término de tiempo menos prolongado y 

no hasta la sentencia definitiva.  

 

Esto es, que se permita ir al recurso de apelación, desde que se de la hipótesis de que 

una prueba admitida, se niegue su desahogo, ya que tiene el mismo efecto de que si 

se hubiere negado, ya que el efecto es el mismo, se deja sin prueba a una de las 

partes. 

 

Para cumplir con la normatividad se presenta el siguiente: 

 

CUADRO COMPARATIVO                                           

TEXTO VIGENTE  PROPUESTA 

 

ART. 936.- La apelación tiene por 

objeto esencial que el tribunal de 

segunda instancia confirme, 

revoque o modifique la sentencia o 

el auto dictado en primera 

instancia, en los puntos relativos a 

los agravios expresados. 

 

Sin embargo, tratándose de 

sentencias definitivas, si el tribunal 

de apelación advierte que se 

violaron las reglas fundamentales 

que norman el procedimiento, o 

que el juez de primera instancia 

incurrió en alguna omisión que 

hubiere dejado sin defensa al 

apelante o pudiere influir en la 

sentencia que deba dictarse, en 

definitiva, aun cuando la parte 

recurrente no hubiese formulado el 

concepto de agravio respectivo, 

podrá revocar la resolución 

recurrida y mandar reponer el 

procedimiento, a fin de subsanar la 

violación advertida; determinación 

que también podrá emitir 

 

ART. 936.- La apelación tiene por 

objeto esencial que el tribunal de 

segunda instancia confirme, 

revoque o modifique la sentencia o 

el auto dictado en primera 

instancia, en los puntos relativos a 

los agravios expresados. 

 

Sin embargo, tratándose de 

sentencias definitivas, si el tribunal 

de apelación advierte que se 

violaron las reglas fundamentales 

que norman el procedimiento, o 

que el juez de primera instancia 

incurrió en alguna omisión que 

hubiere dejado sin defensa al 

apelante o pudiere influir en la 

sentencia que deba dictarse, en 

definitiva, aun cuando la parte 

recurrente no hubiese formulado el 

concepto de agravio respectivo, 

podrá revocar la resolución 

recurrida y mandar reponer el 

procedimiento, a fin de subsanar la 

violación advertida; determinación 

que también podrá emitir 



 

 

cuando aparezca que no ha sido 

oída alguna de las partes que 

tengan derecho a intervenir en el 

juicio conforme a la ley.  

 

Para los efectos de este artículo se 

entenderá que se violaron las leyes 

fundamentales del procedimiento, 

y se afectaron las defensas de la 

parte apelante, en los casos 

siguientes;  

 

I.- Cuando no se cite al juicio o se le 

cite en forma distinta de la 

prevenida por la ley; 

 

II.- Cuando no se le reciban las 

pruebas que legalmente haya 

ofrecido, o cuando no se reciban 

conforme a la ley, y; 

 

III.- Cuando se reciban, sin su 

conocimiento, las pruebas 

ofrecidas por las otras partes, con 

excepción de las que fueren 

instrumentos públicos. 

 

 

 

cuando aparezca que no ha sido 

oída alguna de las partes que 

tengan derecho a intervenir en el 

juicio conforme a la ley. 

 

Para los efectos de este artículo se 

entenderá que se violaron las leyes 

fundamentales del procedimiento, 

y se afectaron las defensas de la 

parte apelante, en los casos 

siguientes; 

 

I.- Cuando no se cite al juicio o se le 

cite en forma distinta de la 

prevenida por la ley; 

 

II.- Cuando no se le reciban las 

pruebas que legalmente haya 

ofrecido, o cuando no se reciban 

conforme a la ley, 

 

III.- Cuando se niegue el desahogo 

de una prueba previamente 

admitida. 

 

 

IV.-Cuando se reciban, sin su 

conocimiento, las pruebas 

ofrecidas por las otras partes, con 

excepción de las que fueren 

instrumentos públicos. 

 

 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

Se adiciona una fracción al artículo 936 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Estado de San Luis Potosí y que la actual fracción III pase a ser la fracción IV, para 

quedar como sigue: 

 

ART. 936.- La apelación tiene por objeto esencial que el tribunal de segunda instancia 

confirme, revoque o modifique la sentencia o el auto dictado en primera instancia, 

en los puntos relativos a los agravios expresados. Sin embargo, tratándose de 

sentencias definitivas, si el tribunal de apelación advierte que se violaron las reglas 

fundamentales que norman el procedimiento, o que el juez de primera instancia 

incurrió en alguna omisión que hubiere dejado sin defensa al apelante o pudiere influir 



 

 

en la sentencia que deba dictarse en definitiva, aun cuando la parte recurrente no 

hubiese formulado el concepto de agravio respectivo, podrá revocar la resolución 

recurrida y mandar reponer el procedimiento, a fin de subsanar la violación advertida; 

determinación que también podrá emitir cuando aparezca que no ha sido oída 

alguna de las partes que tengan derecho a intervenir en el juicio conforme a la ley. 

Para los efectos de este artículo se entenderá que se violaron las leyes fundamentales 

del procedimiento, y se afectaron las defensas de la parte apelante, en los casos 

siguientes; 

 

I.- Cuando no se cite al juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley; 

 

II.- Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no 

se reciban conforme a la ley, 

 

III.- Cuando se niegue el desahogo de una prueba previamente admitida. 

 

IV.-Cuando se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, 

con excepción de las que fueren instrumentos públicos. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”.  

 

SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan lo dispuesto 

en el presente Decreto.           

 

 

 

 

 Diputado Alejandro Leal Tovías 

Integrante del Grupo Parlamentario 

Del Partido Revolucionario Institucional 
 
 
 



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  

DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO  

DE SAN LUIS POTOSÍ  

P R E S E N T E S.- 

  

     CECILIA SENLLACE OCHOA LIMÓN, Diputada de la Sexagésima 

Tercera Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano 

de San Luis Potosí, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Verde Ecologista de México, en ejercicio de las facultades que me 

confieren los artículos 61 de la Constitución Política del Estado de 

San Luis Potosí y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de la 

Entidad, elevo a la consideración de esta representación de la 

Soberanía del Pueblo Potosino, la presente iniciativa, que pretende 

Reforma las fracciones II y III; y adiciona una fracción IV al artículo 

32 del Código Penal del  Estado de San Luis Potosí, propuesta que 

planteo al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) declaró el Día 

Mundial en Recuerdo de las Víctimas de Accidentes de Tránsito el tercer 

domingo de noviembre. Este día busca la reflexión en torno a las vidas 

perdidas, a las víctimas gravemente heridas, al sufrimiento de las 

familias y las comunidades afectadas por estos eventos. 

 

De acuerdo a la organización Mundial de la Salud en el mundo cada 

año hay 1.3 millones de accidentes de tránsito donde provocan la muerte 

de las personas, y entre 20 y 50 millones de personas sufren traumatismo 

no mortales, y muchos de ellos provocan discapacidad. 

 

Uno de los grandes problemas por él que se pierden muchas vidas, 

es el de conducir bajo los efectos del alcohol o de cualquier droga o 

sustancia psicoactiva. En los casos de conducción bajo los efectos del 

alcohol, que se produzca una colisión es notorio incluso con 

concentraciones bajas de la sustancia en la sangre y aumenta 

considerablemente cuando la concentración del conductor es de 0,04 g/dl 

o más. 

 

La causa de los accidentes viales aumenta cuando se priva de la 

vida a personas inocentes y más cuando estos tienen familia de los 

cuales dependen económicamente, emocionalmente, dejándolos en la 

orfandad y en situación de vulnerabilidad. 

 

Se debe de cuidar el interés superior de las niñas, niños y 

adolescentes en donde se les garantice y brinde una seguridad social, 

donde se les otorguen alimentosa, vestido, educación y vivienda. 

 

 

 



 

 

De acuerdo a la procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) y 

la Secretaria de Economía, emiten cada semana un listado de los 

productos básicos y de alto consumo para la alimentación de la 

población, los cuales son de primera necesidad en donde se enlistan 24 

productos y se da a conocer el precio. Se toma a consideración el 

consumo semanal de un hogar de cuatro integrantes, la PROFECO señala 

que los costos varían dependiendo de la zona del país, pues en el 

centro norte en donde se encuentra el Estado de Sana Luis Potosí, 

Aguascalientes, Durango y Zacatecas por mencionar algunos el precio 

máximo es de 1,006.05 pesos y el mínimo es 895.80 pesos, en el caso 

del norte es máximo 992.18 y un mínimo de 909.70, mientras que en el 

sur el máximo es de 1,006.90 y un mínimo de 862.00. 

 

En relación a lo señalado, se busca se protejan a las niñas, niños 

y adolescentes, cuando la víctima haya sido el padre, madre o persona 

cuyo cuidado se encuentren, la cual perdiera la vida a causa de un 

accidente de tránsito por que el conductor iba en estado de ebriedad 

y de la cual se desprende la hipótesis con la posible comisión de un 

delito de homicidio. El objeto de la presente iniciativa es de 

establecer como reparación del daño que se les otorgue una manutención 

a los hijos de victimas de accidente de tránsito causados por 

conductores que vayan bajo los efectos del alcohol, estupefacientes o 

sustancias sicotropicas, hasta que cumplan con la mayoría de edad, o 

en su caso a la conclusión de sus estudios superiores. 

 

 Luego entonces, la reforma que planteo la ilustro en el siguiente 

cuadro comparativo:  

 
CODIGO PENAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 

Texto vigente Propuesta 

 

ARTÍCULO 32. Conceptos y 

fijación de la reparación del 

daño La reparación del daño 

deberá ser plena, efectiva, 

proporcional a la gravedad del 

daño causado y a la afectación 

del desarrollo integral de la 

víctima u ofendido y, según la 

naturaleza del delito de que se 

trate, comprenderá en términos 

generales: 

 

I. El restablecimiento de las 
cosas en el estado en que se 

encontraban antes de 

cometerse el delito; 

 

II. La restitución del 

bien obtenido por el delito, 

con sus frutos y accesorios 

 

ARTÍCULO 32. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

I. … 

 

 

 

 

 

 

II. La restitución del bien 

obtenido por el delito, con 



 

 

y, si no fuese posible, el 

pago de su valor actualizado. 

Si se trata de bienes 

fungibles, el Juez podrá 

condenar a la entrega de un 

objeto igual al que fuese 

materia de delito sin 

necesidad de recurrir a 

prueba pericial, y 

 

   III. El pago del daño material 

y moral causado a la víctima o a 

las personas con derecho a la 

reparación del daño, incluyendo 

el de los tratamientos curativos 

médicos y psicológicos sean 

necesarios para la recuperación 

de la salud de la víctima y sean 

consecuencia del delito, en los 

términos de la legislación de la 

materia. 

 

 

sus frutos y accesorios y, si 

no fuese posible, el pago de 

su valor actualizado. Si se 

trata de bienes fungibles, el 

Juez podrá condenar a la 

entrega de un objeto igual al 

que fuese materia de delito 

sin necesidad de recurrir a 

prueba pericial; 

 

III. El pago del daño 

material y moral causado a la 

víctima o a las personas con 

derecho a la reparación del 

daño, incluyendo el de los 

tratamientos curativos 

médicos y psicológicos sean 

necesarios para la 

recuperación de la salud de 

la víctima y sean 

consecuencia del delito, en 

los términos de la 

legislación de la materia, y  

 

IV. En el caso de quien 

conduzca un vehículo bajo los 

influjos del alcohol, drogas 

o cualquier sustancia, 

provoque la muerte de una o 

varias personas comprenderá 

el pago de  100 a 200 salarios 

mínimos a las hijas e hijos 

de las víctimas, esta 

obligación se prorroga al 

cumplir la mayoría de edad. 

 

En mérito de lo expuesto y fundado, someto a la consideración de la 

honorable asamblea, el presente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

ÚNICO. Se Reforman las fracciones II y III; y adiciona una fracción IV 

al artículo 32 del Código Penal del Estado de San Luis Potosí, para 

quedar como sigue: 

ARTÍCULO 32. … 

 

I. … 

 

II. La restitución del bien obtenido por el delito, con sus frutos 

y accesorios y, si no fuese posible, el pago de su valor 

actualizado. Si se trata de bienes fungibles, el Juez podrá 



 

 

condenar a la entrega de un objeto igual al que fuese materia 

de delito sin necesidad de recurrir a prueba pericial; 

 

III. El pago del daño material y moral causado a la víctima o a las 
personas con derecho a la reparación del daño, incluyendo el 

de los tratamientos curativos médicos y psicológicos sean 

necesarios para la recuperación de la salud de la víctima y 

sean consecuencia del delito, en los términos de la legislación 

de la materia, y 

 

IV. En el caso de quien conduzca un vehículo bajo los influjos del 

alcohol, drogas o cualquier sustancia, provoque la muerte de una o 

varias personas comprenderá el pago de  100 a 200 salarios mínimos a 

las hijas e hijos de las víctimas, esta obligación se prorroga al 

cumplir la mayoría de edad. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

          PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado "Plan de 

San Luis". 

 

         SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a este 

Decreto. 

 

 

San Luis Potosí, S.L.P., a 16 de agosto del 2023 

 

 

ATENTAMENTE 

 

CECILIA SENLLACE OCHOA LIMÓN 

 

 

 



 

 

 San Luis Potosí, S.L.P. A 11 días del mes de septiembre del año 2023 
 
CIUDADANAS Y CIUDADANOS DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXIII 
LEGISLATURA DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
Presentes. 
 
Con fundamento en lo que disponen los artículos 61 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de San Luis Potosí;  el 130 y el 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de 
nuestro Estado; y el 61, 62, y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso de 
nuestro Estado, Emma Idalia Saldaña Guerrero, Diputada local e integrante de la 
expresión parlamentaria de Movimiento Ciudadano, me permito presentar a la digna 
consideración de esta Honorable Soberanía la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto que 
plantea ADICIONAR nuevo Capítulo VII denominado Reclutamiento de Menores para 
Realizar Actividades Delictivas, compuesto por los artículos 164 BIS y 164 TER, 
recorriéndose la numeración de los capítulos subsecuentes, al Título Segundo de la 
Parte Especial del Código Penal del Estado de San Luis Potosí. 
 
Con el propósito de:  
 
Tipificar en el Código Penal, el delito de Reclutamiento de Menores para Realizar 
Actividades Delictivas, con la finalidad de ampliar la protección a la libertad y al 
desarrollo de los menores en el estado. 
 
Lo anterior se justifica con la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
En la actualidad, nuestro país se encuentra en una crisis de seguridad pública, y uno de los 
elementos que ha tenido mayor impacto es la actuación del crimen organizado, en la comisión 
de delitos como tráfico de drogas, extorsión, tráfico de personas, y asesinatos. 
 
En el contexto de la pugna de diferentes organizaciones criminales en el territorio nacional, se 
han presentado varios fenómenos como un aumento de la violencia relacionada a las 
actividades delictivas, y recientemente, el reclutamiento de jóvenes para tomar parte en las 
actividades criminales, mediante engaños, amenazas o uso de la fuerza. 
 
Varios casos conocidos, ilustran la gravedad de tales conductas, y no se puede dejar de lado 
que los menores están expuestos también a sufrir tales acciones, y en ese supuesto es algo 
especialmente grave en el contexto jurídico, puesto que se atenta contra su libertad y su interés 
superior, y es por tanto una acción que debe ser tipificada de manera específica en el Código 
Penal, para su identificación, prevención y fijación de un castigo proporcional a la gravedad de 
las conductas.  
 
Es muy importante que nuestro estado reflexione sobre la presentación de estos graves modus 
delictivos que vulneran lo más valioso que tenemos: nuestras infancias y nuestras juventudes, 
por lo que el principio de protección al menor que orienta al marco jurídico, debe de 



 

 

manifestarse en una legislación que prevea y castigue estos supuestos, de manera coherente 
con la necesidad de protección. 
 
Ya que en muchas ocasiones, a los menores se les obliga a cometer actos ilegales, a veces con 
lujo de violencia, que además de causar daños a la sociedad, impactan en su propio desarrollo; 
puesto que no  debemos olvidar que el criterio del interés superior del menor, incluye la 
protección para su desenvolvimiento como personas. 
 
A pesar de que tales acciones podrían ser encuadradas como privación ilegal de la libertad, su 
finalidad específica, y las consecuencias de los actos de aquellos que han sido reclutados, 
vuelve cualitativamente diferente a esta conducta.  
 
Por tanto, y frente a la necesidad de prever estos actos en nuestro estado, estamos en una 
situación jurídica donde no existe tipicidad de tal conducta, es decir el delito no está 
considerado en el Código Penal; y de esa manera, tampoco se trata de un acto claramente 
identificable como antijurídico. 
 
Continuando con la argumentación jurídica que sustenta la necesidad de adicionar este tipo 
penal, tenemos que la interpretación histórica del Derecho, considera que las normas, por un 
lado, son la modificación o el desarrollo de otras ya existentes, y por otro que la intención del 
legislador responde a las necesidades del momento en que se expide una ley; y ambas 
consideraciones se reflejan en este instrumento. 
 
Por eso y de manera análoga a otras entidades de la república que ya lo han hecho, se propone 
adicionar esta conducta al Código Penal, para lo cual debe tipificarse con claridad.  
 
En consideración del sentido general del Derecho Penal, que es la protección de los bienes 
jurídicos, se busca que la adición deba de realizarse en la porción adecuada del Código, esto 
es en el Título Segundo de la Parte Especial, que tipifica los Delitos Contra la Paz, la Libertad, 
y la Seguridad de las Personas, introduciéndose como un nuevo Capítulo VII, después del 
Capítulo que  aborda el delito de Tráfico de Menores, en los siguientes términos: 
 

Comete el delito de reclutamiento de menores para realizar actividades delictivas, quien 
utilice o incorpore a un menor de dieciocho años de edad, por cualquier forma o medio, 
para que participe en la comisión de un delito tipificado en la Ley. 
 

Y estableciendo como agravantes, con un aumento de la mitad de la pena, las que siguen: 
 

I. Se cometa por el ascendiente, adoptante o tutor de la víctima o un familiar en línea 
colateral hasta el segundo grado, o por la persona que tenga a la víctima bajo su 
custodia, guarda o educación;  
II. Se cometa ejerciendo violencia, en cualquier forma, en contra de la víctima;  
III. Se cometido por un servidor público, o 
IV. La víctima se encuentre en condición de vulnerabilidad, por alguno de los siguientes 
supuestos: situación de calle, persona migrante, abandono familiar, discapacidad de 
cualquier tipo, o que haya sido víctima de algún delito. 



 

 

Respecto a la sanción planteada, se tomó como base la pena aplicable en el Código Penal de 
nuestro estado a los delitos de robo de menores y tráfico de menores, que es de ocho a 
cuarenta años de prisión y sanción pecuniaria de ochocientos a cuatro mil días del valor de la 
unidad de medida y actualización; debido a las similitudes en cuanto a las víctimas y los actos 
en contra de su libertad.  
 
Sin embargo, se considera que para este caso, la pena mínima debe de comenzar en los diez 
años, y en una sanción monetaria de mil UMAs, debido a que la gravedad del acto es mayor, 
al tener el potencial de causar daños a la sociedad en su conjunto.  
 
Finalmente, y puesto que se contempla que el reclutamiento puede darse por cualquier medio, 
no solo la violencia o el secuestro, se busca que la pena de este delito, resulte independiente 
de aquellas aplicables por los ilícitos de robo de menores o tráfico de menores, para que la 
tipificación cuente con los mayores elementos de claridad. 
 
Con base en los motivos expuestos, presento a consideración de este honorable Pleno, el 
siguiente: 
 

PROYECTO DE DECRETO 
 

ÚNICO. Se ADICIONA, nuevo Capítulo VII denominado Reclutamiento de Menores para 
Realizar Actividades Delictivas, compuesto por los artículos 164 BIS y 164 TER, y se recorre la 
numeración de los capítulos subsecuentes, al Título Segundo de la Parte Especial del Código 
Penal del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 

 
CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 

 
PARTE ESPECIAL 

 
TÍTULO SEGUNDO 

DELITOS CONTRA LA PAZ, LA LIBERTAD, Y LA SEGURIDAD DE LAS 
PERSONAS 

 
CAPÍTULO VII 

Reclutamiento de Menores para Realizar Actividades Delictivas 
 
Artículo 164 BIS. Comete el delito de reclutamiento de menores para realizar 
actividades delictivas, quien utilice o incorpore a un menor de dieciocho años 
de edad, por cualquier forma o medio, para que participe en la comisión de un 
delito tipificado en la Ley. Este delito se sancionará con una pena de diez a 
cuarenta años de prisión y multa de mil a cuatro mil días del valor de la unidad 
de medida y actualización, con independencia de las penas que resultarán 
aplicables por los delitos de robo de menores o tráfico de menores. 
 
ARTÍCULO 164 TER. Las penas a que se refiere el artículo anterior se 
aumentarán en una mitad cuando: 



 

 

I. Se cometa por el ascendiente, adoptante o tutor de la víctima o un familiar 
en línea colateral hasta el segundo grado, o por la persona que tenga a la 
víctima bajo su custodia, guarda o educación;  
 
II. Se cometa ejerciendo violencia, en cualquier forma, en contra de la 
víctima;  
 
III. Se cometido por un servidor público, o 
 
IV. La víctima se encuentre en condición de vulnerabilidad, por alguno de los 
siguientes supuestos: situación de calle, persona migrante, abandono 
familiar, discapacidad de cualquier tipo, o que haya sido víctima de algún 
delito.  

 
TRANSITORIOS 

 
PRIMERO. Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan lo dispuesto en la 
presente Ley. 
 
 

ATENTAMENTE 
 
 

Emma Idalia Saldaña Guerrero 
Diputada Local  

Movimiento Ciudadano 
 

  



 

 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA   

SEXAGÉSIMA TERCERA LEGISLATURA  

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO  

PRESENTE. –   

 

Lidia Nallely Vargas Hernández, Diputada Local en la Sexagésima Tercera Legislatura 

del Congreso del Estado de San Luis Potosí, e integrante del Grupo Parlamentario de 

MORENA, con fundamento en los artículos 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo; 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 

Estado, ambos de San Luis Potosí; Presento Iniciativa con Proyecto de Decreto que 

REFORMA diversas disposiciones del Código Familiar Para el Estado de San Luis Potosí. 

Con base en lo siguiente: 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La Organización Panamericana de la Salud, define a las personas con discapacidad 

como: “Aquellas que tienen deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales 

a largo plazo que, en interacción con diversas barreras, pueden obstaculizar su 

participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones con los 

demás”. Ya que las personas con discapacidad, llegan a toparse con una gran 

barrera de desigualdades en todos los ámbitos de la sociedad, en comparación con 

las personas sin discapacidad. 

 

La OMS nos brinda el “Informe Mundial sobre la Discapacidad”, en el que: “alrededor 

del 15% de la población vive con algún tipo de discapacidad. Las mujeres tienen más 

probabilidades de sufrir discapacidad que los hombres y las personas mayores más 

que los jóvenes. Las personas con discapacidad tienen de 2 a 4 veces más 

probabilidades de morir en desastres y emergencias que las personas sin 

discapacidad.” 1 

 

La pensión alimenticia es una obligación fundamental establecida en el marco legal 

de nuestro país para asegurar el sustento y el bienestar de aquellos que dependen de 

recursos financieros externos. Esta obligación cobra aún mayor relevancia cuando se 

trata de personas con discapacidades o enfermedades crónico-degenerativas, 

quienes a menudo enfrentan barreras adicionales para acceder a una vida digna y 

de calidad. La mayoría de edad, en la mayoría de jurisdicciones, se establece en 

torno a los 18 años. Sin embargo, para las personas con discapacidades o 

                                                           
1Discapacidad. Organización Panamericana de la Salud. OMS. Recuperado de: 

https://www.paho.org/es/temas/discapacidad#:~:text=Las%20personas%20con%20discapacidad%20son,de%20condiciones

%20con%20los%20dem%C3%A1s.  

 

https://www.paho.org/es/temas/discapacidad#:~:text=Las%20personas%20con%20discapacidad%20son,de%20condiciones%20con%20los%20dem%C3%A1s
https://www.paho.org/es/temas/discapacidad#:~:text=Las%20personas%20con%20discapacidad%20son,de%20condiciones%20con%20los%20dem%C3%A1s


 

 

enfermedades crónico-degenerativas, esta fecha puede no ser un indicador realista 

de su independencia económica o capacidad para mantenerse por sí mismas. 

 

Esta medida no solo es un acto de congruencia social, sino que también se alinea con 

los principios internacionales de derechos humanos que buscan proteger a las 

personas más vulnerables de nuestra sociedad, las personas con discapacidad.  En el 

ámbito internacional, se ha reconocido la importancia de garantizar los derechos 

fundamentales de las personas con discapacidad. La Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas, ratificada por numerosos 

países, establece en su Artículo 23 el derecho de las personas con discapacidad a "un 

nivel de vida adecuado" y "la igualdad de oportunidades" con respecto a los demás. 

La Convención también hace hincapié en la necesidad de asegurar el acceso a 

servicios de apoyo, incluyendo la asistencia financiera, para las personas con 

discapacidad. 

 

El principio de igualdad y no discriminación es un pilar fundamental en el derecho 

internacional de los derechos humanos. La Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad establece claramente que las personas con 

discapacidad tienen derecho a la igualdad de oportunidades en todas las áreas de 

la vida, incluyendo el acceso a servicios y recursos económicos. Negarles a estas 

personas la posibilidad de recibir una pensión alimenticia durante 60 días o más puede 

ser crucial para un pleno desarrollo de la persona, por todo lo que implica contar con 

una discapacidad. 

 

México es parte de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad de las Naciones Unidas, que establece claramente la obligación de los 

Estados partes de garantizar que las personas con discapacidad tengan acceso a 

servicios y apoyos adecuados para garantizar su bienestar económico y social. La 

extensión de la pensión alimenticia es una medida que se alinea con los principios de 

esta convención y contribuye a la igualdad de oportunidades para las personas con 

discapacidad. 

 

La Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad de México 

establece el marco legal para garantizar los derechos de las personas con 

discapacidad en el país. Esta ley reconoce la necesidad de adoptar medidas 

específicas para eliminar la discriminación y garantizar la igualdad de oportunidades 

para las personas con discapacidad. La extensión de la pensión alimenticia se alinea 

con los objetivos de esta ley al asegurar el bienestar económico de las personas con 

discapacidad. 

 

México es parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, también 

conocida como el Pacto de San José. Este tratado establece que todos los seres 

humanos tienen derecho a un nivel de vida adecuado para su salud y bienestar, y 

prohíbe la discriminación basada en la discapacidad. La extensión de la pensión 

alimenticia para personas con discapacidad es coherente con estos principios y 

contribuye a la protección de los derechos humanos. 



 

 

Debemos establecer consecuencias claras para aquellos deudores alimentarios que 

incumplan con sus obligaciones alimentarias y endurecerlas para quienes dejen 

desamparados y desprotegidos a sus descendientes con una discapacidad. 

Estableciendo en el Código Familiar del Estado de San Luis Potosí que se establezca 

como “Persona Deudora Alimentaria Morosa” a la persona que durante un período 

continuo de treinta días o deje de cubrir dos pensiones en un periodo de doce meses. 

Esta medida busca evitar retrasos injustificados en la entrega de los recursos 

necesarios para el sustento de la persona beneficiaria. 

 

Esta medida para los deudores de la pensión alimenticia de  personas con 

discapacidad o enfermedades crónico-degenerativas tiene como objetivo garantizar 

su bienestar y acceso a los recursos necesarios para una vida digna. Esto no solo es 

coherente con los principios de igualdad y no discriminación, sino que también 

contribuye a su inclusión y participación plena en la sociedad. Además, es importante 

destacar que esta medida no implica una carga económica excesiva, ya que se basa 

en la capacidad económica del deudor alimentario. 

 

 

La introducción de la figura del deudor alimentario moroso con un período de treinta 

días continuos de incumplimiento es esencial para asegurar el cumplimiento de esta 

obligación legal. Esto no solo protege los derechos de las personas con discapacidad, 

sino que también proporciona un mecanismo efectivo para hacer cumplir la pensión 

alimenticia. 

 

Siendo una medida que garantiza el respeto a los derechos fundamentales de estas 

personas. Asimismo, la imposición de inscribir en el Padrón Estatal y ejercer una medida 

coercitiva a los deudores alimentarios morosos busca asegurar el cumplimiento de 

esta obligación. Esta propuesta legislativa reflejará nuestro compromiso con la 

equidad y la justicia social en nuestra sociedad. 

 
CO ́DIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO DE  

SAN LUIS POTOSI ́ 

(actual) 

CO ́DIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO DE  

SAN LUIS POTOSI ́ 

(reformado) 

ARTICULO 152. El deudor alimentario 

cumple la obligación asignando una 

pensión proporcional y equitativa al 

acreedor alimentario o incorporándolo a la 

familia. Si el acreedor alimentario se opone 

a ser incorporado, compete a la autoridad 

judicial, según las circunstancias, fijar la 

manera de  

 
La persona que incumpla con lo señalado 

en el parrafeo anterior por un período de 

sesenta días continuos, o que deje de cubrir 

cuatro pensiones en un periodo de dos 
años, se constituirá ́ en deudora alimentaria 

morosa. La o el Juez de lo Familiar ordenara ́ 

ARTICULO 152. El deudor alimentario 

cumple la obligación asignando una 

pensión proporcional y equitativa al 

acreedor alimentario o incorporándolo a la 

familia. Si el acreedor alimentario se opone 

a ser incorporado, compete a la autoridad 

judicial, según las circunstancias, fijar la 

manera de  

 
La persona que incumpla con lo señalado 

en el párrafo anterior por un período de 

sesenta días continuos, o que deje de cubrir 

cuatro pensiones en un periodo de dos 
años, se constituirá ́ en deudora alimentaria 

morosa. La o el Juez de lo Familiar ordenara ́ 



 

 

su inscripción en el Padrón Estatal de 

Personas Deudoras Alimentarias Morosas.  

 

(SIN CORRELATIVO) 

su inscripción en el Padrón Estatal de 

Personas Deudoras Alimentarias Morosas.  

 

Cuando el acreedor se trate de una 

persona con algún tipo de discapacidad o 

enfermedades crónico-degenerativas, el 

periodo para constituirse como deudora 

alimentaria morosa será de treinta días 

continuos, o en su caso cuando la persona 

deje de cubrir dos pensiones en un periodo 

de doce meses. 

ARTICULO 165. Cuando la o el deudor 

alimentario no estuviere presente o 

estándolo rehusare entregar lo necesario 

para los alimentos de los miembros de su 
familia con derecho a recibirlos, se hará ́ 

responsable de las deudas que estos 

contraigan para cubrir esa exigencia, pero 

solo en la cuantía estrictamente necesaria. 

 

En el caso de que la persona deudora 

alimentaria no cumpla con sus 

obligaciones alimentarias por más de 

sesenta días continuos, o que deje de cubrir 

cuatro pensiones en un periodo de dos 

años, justificándose en la ausencia de 

ingresos, la o el Juez que conoce del asunto 
recabara ́, oficiosamente, los elementos 

que le permitan verificar tal circunstancia.  

 

 

ARTICULO 165. Cuando la o el deudor 

alimentario no estuviere presente o 

estándolo rehusare entregar lo necesario 

para los alimentos de los miembros de su 
familia con derecho a recibirlos, se hará ́ 

responsable de las deudas que estos 

contraigan para cubrir esa exigencia, pero 

solo en la cuantía estrictamente necesaria. 

 

En el caso de que la persona deudora 

alimentaria no cumpla con sus 

obligaciones alimentarias por más de 

sesenta días continuos, o que deje de cubrir 

cuatro pensiones en un periodo de dos 

años, y cuando trate de acreedores con 

algún tipo de discapacidad o enfermedad 

crónico-degenerativa, treinta días 

continuos, o deje de cubrir dos pensiones 

en un periodo de doce meses, 

justificándose en la ausencia de ingresos, la 
o el Juez que conoce del asunto recabara ́, 

oficiosamente, los elementos que le 

permitan verificar tal circunstancia.  

 

ARTÍCULO 167 BIS. Para los efectos de este 

Código se considera como deudora 

alimentaria morosa, a la persona que 

teniendo la obligación de proporcionar 

pensión alimenticia ordenada por 

mandato judicial, o establecida mediante 

convenio judicial, dejare de suministrarla 

por más de sesenta días continuos, o que 

deje de cubrir cuatro pensiones en un 

periodo de dos años.  

 

(SIN CORRELATIVO) 

 

ARTÍCULO 167 BIS. Para los efectos de este 

Código se considera como deudora 

alimentaria morosa, a la persona que 

teniendo la obligación de proporcionar 

pensión alimenticia ordenada por 

mandato judicial, o establecida mediante 

convenio judicial, dejare de suministrarla 

por más de sesenta días continuos, o que 

deje de cubrir cuatro pensiones en un 

periodo de dos años.  

 

Cuando el acreedor se trate de una 

persona con algún tipo de discapacidad o 

enfermedades crónico-degenerativas, el 

periodo para constituirse como persona 

deudora alimentaria morosa será de treinta 

días continuos, o se deje de cubrir dos 

pensiones en un periodo de doce meses. 

 



 

 

ARTÍCULO 167 TER. Por orden de la o el Juez, 

en el Padrón Estatal de Personas Deudoras 

Alimentarias Morosas, se asentarán los 

datos de quienes incurran en el supuesto 

señalado en los artículos, 152 párrafo 

segundo, y 167 BIS de este Código.  

 

ARTÍCULO 167 TER. Por orden de la o el Juez, 

en el Padrón Estatal de Personas Deudoras 

Alimentarias Morosas, se asentarán los 

datos de quienes incurran en el supuesto 

señalado en los artículos, 152, y 167 BIS de 

este Código.  

 

  

PROYECTO DE DECRETO 

 

PRIMERO. Se adiciona, a los artículos, 152 el párrafo tercero y el 167 bis el segundo 

párrafo; y reformar los artículos 165 el párrafo segundo y el 167 ter, del Código Familiar 
para el Estado de San Luis Potosí ́, para quedar como sigue:  

 

CÓDIGO FAMILIAR PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI ́ 

 

TÍTULO SE ́PTIMO  

 

Capítulo I  

Disposiciones Generales  

 
ARTICULO 152. …   

 

Cuando el acreedor se trate de una persona con algún tipo de discapacidad o enfermedades crónico-

degenerativas, el periodo para constituirse como deudora alimentaria morosa será de treinta días 

continuos. 

 

ARTICULO 165. …   

 

En el caso de que la persona deudora alimentaria no cumpla con sus obligaciones alimentarias por 

más de sesenta días continuos, o que deje de cubrir cuatro pensiones en un periodo de dos años, y 

cuando trate de acreedores con algún tipo de discapacidad o enfermedad crónico-degenerativa, 

treinta días continuos, o deje de cubrir dos pensiones en un periodo de doce meses, justificándose en 

la ausencia de ingresos, la o el Juez que conoce del asunto recabara ́, oficiosamente, los elementos 

que le permitan verificar tal circunstancia. 

 

Capítulo II 
Del Padrón Estatal de Personas Deudoras Alimentarias Morosas  

 

ARTÍCULO 167 BIS. … 

 

Cuando el acreedor se trate de una persona con algún tipo de discapacidad o enfermedades crónico-

degenerativas, el periodo para constituirse como persona deudora alimentaria morosa será de treinta 

días continuos, o se deje de cubrir dos pensiones en un periodo de doce meses. 

 

ARTÍCULO 167 TER. Por orden de la o el Juez, en el Padrón Estatal de Personas Deudoras Alimentarias 

Morosas, se asentarán los datos de quienes incurran en el supuesto señalado en los artículos, 152, y 167 

BIS de este Código.  

 



 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Este decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial Plan de San Luis. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este decreto. 

 

 

 

 

 

                                     

Lidia Nallely Vargas Hernández 
Diputada Local de la 

Sexagésima Tercera Legislatura del 

Congreso del Estado de San Luis Potosí 
 



 

 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA   

SEXAGÉSIMA TERCERA LEGISLATURA  

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO  

PRESENTE. –   

 

Lidia Nallely Vargas Hernández, Diputada Local en la Sexagésima Tercera Legislatura 

del Congreso del Estado de San Luis Potosí, e integrante del Grupo Parlamentario de 

MORENA, con fundamento en los artículos 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo; 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 

Estado, ambos de San Luis Potosí; Presento Iniciativa con Proyecto de Decreto que 

REFORMA el artículo 11 en su fracción XIV, y ADICIONA el artículo 88 bis del 

Reglamento Para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí; Y 

REFORMA el párrafo cuarto y el séptimo, además de DEROGAR el párrafo quinto del 

artículo 92 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí. Con 

base en lo siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Las atribuciones legislativas con las que cuenta el Congreso del Estado de San 

Luis Potosí, son de suma importancia así como lo prevé el artículo 15 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo, donde hace mención de algunas de las atribuciones 

del Congreso como por ejemplo; Dictar, abrogar y derogar leyes; Expedir las leyes que 

regulen la organización de los organismos constitucionales autónomos y las que 

normen la gestión, control y evaluación de los poderes del Estado y de los 

ayuntamientos, así como de los demás organismos e instituciones que administren 

fondos o valores públicos, y dictar las leyes que sean necesarias para hacer efectivas 

las atribuciones que la Constitución otorga a los poderes del Estado, entre otras. 

 

Derivado de lo anterior, la presente iniciativa surge del interés de querer darle la 

atención e importancia que la labor del Poder Legislativo nos merece, es por ello que 

con esta iniciativa además de darle más celeridad a las iniciativas propuestas ante 

este Congreso, el mismo también podrá tener más orden lo cual no solo hará más 

efectiva su labor sino que además se pretende agilizar el proceso legislativo dándole 

a todas y cada una de las iniciativas turnadas a comisión, una respuesta oportuna en 

tiempo y forma de parte de este congreso sin alargarlo demasiado ya que esto resulta 

perjudicial para el resto de iniciativas que quedan en espera de ser dictaminadas y 

posteriormente discutidas en pleno. 

 

Tan solo al comienzo de esta sexagésima tercera legislatura se contaba con al 

menos 600 iniciativas pendientes por parte de la anterior legislatura1, y si a ello le 

sumamos las que comenzaron a acumularse que correspondían a la legislatura 

actual, es más que comprensible que se tenga un atraso considerable en dictaminar 

iniciativas, problemática que con la presente iniciativa se espera poder mitigar y evitar 

el rezago de iniciativas sin ser puestas a discusión. 

                                                           
1 https://pulsoslp.com.mx/slp/heredo-legislatura-menos-de-600-iniciativas-pendientes/1370363 



 

 

En afán de armonizar nuestra actual legislación con la legislación Federal, es 

que buscamos en nuestro Estado se tenga una pronta respuesta del poder legislativo 

ante las iniciativas presentadas al mismo, sin permitir el rezago de estas al establecer 

que una vez vencido el término de la Comisión responsable para realizar el dictamen 

correspondiente y las prórrogas que permite la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado, se pueda discutir en Pleno la o las iniciativas que no hayan recibido dictamen 

dentro del término establecido en la misma, y evitar que sean desechadas por 

cuestiones de caducidad. 

 

De esta manera se espera poder terminar la legislatura en turno con el menor número 

de iniciativas pendientes de dictaminar, evitando así una carga excesiva de trabajo 

para la posterior legislatura y sobre todo evitar caducar trabajo legislativo que 

beneficiaria a las y los potosinos. 

 

Para mayor claridad se expone la reforma propuesta en el siguiente cuadro 

comparativo: 

 
Reglamento del Gobierno Interno del 

Congreso del Estado de San Luis Potosí 

(actual) 

Reglamento del Gobierno Interno del 

Congreso del Estado de San Luis Potosí 

(reformado) 

ARTICULO 11. El Presidente de la Directiva 

del Congreso en el ejercicio de sus 

funciones, tiene las siguientes atribuciones: 

    I – XIII… 

 

XIV.- Turnar, en cumplimiento de la 

determinación del Pleno, los asuntos 

propuestos por ciudadanos, que no sean 

resueltos en los plazos dispuestos por la Ley 

Orgánica, a una comisión creada ex 

profeso, la que deberá resolver en un 

término máximo de tres meses; además, 

declarar la caducidad de las iniciativas 

presentadas por, los diputados; el 

Gobernador del Estado; el Supremo 

Tribunal de Justicia; y los ayuntamientos, 

que no hayan sido dictaminadas en los 

plazos establecidos en la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo y este Reglamento; así 

como declarar la caducidad de los puntos 

de acuerdo presentados por los diputados, 

que no hayan sido resueltos en los plazos 

establecidos en la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo; 

 

XV. - XXIX 

ARTICULO 11. El Presidente de la Directiva 

del Congreso en el ejercicio de sus 

funciones, tiene las siguientes atribuciones: 

I – XIII… 

 

XIV.- Turnar, en cumplimiento de la 

determinación del Pleno, los asuntos 

propuestos por ciudadanos, que no sean 

resueltos en los plazos dispuestos por la Ley 

Orgánica, a una comisión creada ex 

profeso, la que deberá resolver en un 

término máximo de tres meses;  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

XV. - XXIX 

(SIN CORRELATIVO) ARTÍCULO 88  BIS. Una iniciativa podrá ser 

sometida a discusión y votación del Pleno 

sin que se presente el dictamen de 

comisión respectivo cuando: 

 



 

 

Se trate de iniciativas y minutas que no 

hubieran sido dictaminadas por la comisión 

responsable, en los plazos establecidos en 

la Ley Orgánica. En tal caso, la iniciativa o 

minuta deberá presentarse para su 

discusión y votación en sus términos y sin 

mayor trámite, en la siguiente sesión del 

Pleno. 

 

Ley Orgánica del Poder Legislativo Estado 

de San Luis Potosí (actual) 

Ley Orgánica del Poder Legislativo Estado 

de San Luis Potosí (reformada) 

ARTICULO 92. El turno de los asuntos que se 

presenten al Congreso del Estado, se hará 

conforme a la competencia que 

determina la presente Ley para cada 

comisión. En caso de que algún diputado 

disienta del turno determinado por el 

Presidente de la Directiva, solicitará que el 

mismo sea puesto a la consideración de la 

Asamblea para que ésta determine lo 

conducente.  

 

 

Las iniciativas deberán dictaminarse por las 

comisiones aprobándolas en sus términos, 

con modificaciones de las comisiones o, en 

su caso, desechándolas por 

improcedentes, en un término máximo de 

seis meses. Si la complejidad de la misma lo 

requiere, cualquiera de las comisiones que 

compartan el turno de una iniciativa podrá 

solicitar a la Directiva hasta dos prórrogas 

de tres meses cada una. La solicitud que 

realice cualquiera de las comisiones, así 

como el acuerdo por el que la Directiva 

resuelva, serán publicados en la Gaceta 

Parlamentaria, en el registro de iniciativas. 

 

 

Los asuntos de trámite que se turnen a 

comisiones deberán desahogarse en un 

plazo máximo de tres meses. La comisión 

podrá acordar que estos asuntos puedan 

ser desahogados por el Presidente y 

Secretario de cada comisión. 

 

 

Los puntos de acuerdo que presenten los 

diputados se resolverán preferentemente 

en la misma sesión; cuando la Directiva lo 

determine serán turnados a comisiones, las 

que los presentarán para su resolución al 

Pleno, en un plazo máximo de treinta días 

naturales, que son improrrogables; de no 

ARTICULO 92. El turno de los asuntos que se 

presenten al Congreso del Estado, se hará 

conforme a la competencia que 

determina la presente Ley para cada 

comisión. En caso de que algún diputado 

disienta del turno determinado por el 

Presidente de la Directiva, solicitará que el 

mismo sea puesto a la consideración de la 

Asamblea para que ésta determine lo 

conducente. 

 

 

Las iniciativas deberán dictaminarse por las 

comisiones aprobándolas en sus términos, 

con modificaciones de las comisiones o, en 

su caso, desechándolas por 

improcedentes, en un término máximo de 

seis meses. Si la complejidad de la misma lo 

requiere, cualquiera de las comisiones que 

compartan el turno de una iniciativa podrá 

solicitar a la Directiva hasta dos prórrogas 

de tres meses cada una. La solicitud que 

realice cualquiera de las comisiones, así 

como el acuerdo por el que la Directiva 

resuelva, serán publicados en la Gaceta 

Parlamentaria, en el registro de iniciativas. 

 

 

Los asuntos de trámite que se turnen a 

comisiones deberán desahogarse en un 

plazo máximo de tres meses. La comisión 

podrá acordar que estos asuntos puedan 

ser desahogados por el Presidente y 

Secretario de cada comisión. 

 

 

Los puntos de acuerdo que presenten los 

diputados se resolverán preferentemente 

en la misma sesión; cuando la Directiva lo 

determine serán turnados a comisiones, las 

que los presentarán para su resolución al 

Pleno, en un plazo máximo de treinta días 

naturales, que son improrrogables; Cuando 

no hubieran sido dictaminados por la 



 

 

ser resueltos en el plazo dispuesto, el 

Presidente de la Directiva, o el Presidente 

de la Diputación Permanente, declarará su 

caducidad, en términos del artículo 11 

fracción XIV, del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado. 

 

 

Por determinación del Pleno, en caso de 

que los asuntos propuestos por ciudadanos 

no sean resueltos en los plazos dispuestos 

en los párrafos anteriores, el asunto será 

turnado por la Directiva a una comisión 

creada ex profeso, la que deberá resolver 

en un término máximo de tres meses. 

 

 

Para el caso de las iniciativas presentadas 

por los diputados; el Gobernador del 

Estado; el Supremo Tribunal de Justicia; y los 

ayuntamientos, que no hayan sido 

resueltas en los plazos dispuestos en los 

párrafos anteriores, el Presidente de la 

Directiva, o de la Diputación Permanente, 

declarará su caducidad en términos de los 

artículos, 11 fracción XIV, y 157 fracción III, 

del Reglamento para el Gobierno Interior 

del Congreso del Estado, a solicitud de la 

comisión o comisiones a las que fueron 

turnadas, y sólo podrán volver a ser 

promovidas hasta el siguiente periodo 

ordinario. 

 

Las comisiones que compartan el turno de 

una iniciativa, un asunto de trámite o punto 

de acuerdo, serán solidaria y 

subsidiariamente responsables de su 

dictaminación, motivo por el cual, y solo 

para el caso de que no hayan sido 

resueltos en los términos establecidos en los 

párrafos anteriores, cualquiera de las 

comisiones podrá elaborar el dictamen 

respectivo y presentarlo ante el Pleno, 

siempre que la Directiva no haya 

declarado su caducidad, y que se hayan 

publicado las prórrogas en la Gaceta 

Parlamentaria. En este caso, una vez 

entregado el dictamen, la Coordinación 

General de Servicios Parlamentarios lo hará 

del conocimiento del resto de las 

comisiones, quienes, al no manifestarse en 

el término de diez días hábiles, se 

entenderá que están conformes con el 

sentido del dictamen presentado. 

comisión responsable, en los plazos 

establecidos. El punto de acuerdo deberá 

presentarse para su discusión y votación en 

sus términos y sin mayor trámite, en la 

siguiente sesión del Pleno. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por determinación del Pleno, en caso de 

que los asuntos propuestos por ciudadanos 

no sean resueltos en los plazos dispuestos 

en los párrafos anteriores, el asunto será 

turnado por la Directiva a una comisión 

creada ex profeso, la que deberá resolver 

en un término máximo de tres meses. 

 

 

(SIN CORRELATIVO) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Las comisiones que compartan el turno de 

una iniciativa, un asunto de trámite o punto 

de acuerdo, serán solidaria y 

subsidiariamente responsables de su 

dictaminación, motivo por el cual, y solo 

para el caso de que no hayan sido 

resueltos en los términos establecidos en los 

párrafos anteriores, cualquiera de las 

comisiones podrá elaborar el dictamen 

respectivo y presentarlo ante el Pleno, 

siempre que se hayan publicado las 

prórrogas en la Gaceta Parlamentaria. En 

este caso, una vez entregado el dictamen, 

la Coordinación General de Servicios 

Parlamentarios lo hará del conocimiento 

del resto de las comisiones, quienes, al no 

manifestarse en el término de diez días 



 

 

hábiles, se entenderá que están conformes 

con el sentido del dictamen presentado. 

 

  

PROYECTO DE DECRETO 

 

PRIMERO. –  MODIFICA el artículo 11 en su fracción XIV, y ADICIONA el artículo 88 bis 

del Reglamento Para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí. 

 

Reglamento Para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí. 

 
ARTICULO 11. El Presidente de la Directiva del Congreso en el ejercicio de sus funciones, tiene las 

siguientes atribuciones: 

 

I. - XIII 

 

XIV. Turnar, en cumplimiento de la determinación del Pleno, los asuntos propuestos por ciudadanos, 

que no sean resueltos en los plazos dispuestos por la Ley Orgánica, a una comisión creada ex profeso, 

la que deberá resolver en un término máximo de tres meses; además, declarar la caducidad de las 

iniciativas presentadas por, los diputados; el Gobernador del Estado; el Supremo Tribunal de Justicia; y 

los ayuntamientos, que no hayan sido dictaminadas en los plazos establecidos en la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo y este Reglamento; 

 

XV. - XXIX  

 

ARTÍCULO 88  BIS. Una iniciativa podrá ser sometida a discusión y votación del Pleno sin que se presente 

el dictamen de comisión respectivo cuando: 

 

Se trate de iniciativas y minutas que no hubieran sido dictaminadas por la comisión responsable, en los 

plazos establecidos en la Ley Orgánica. En tal caso, la iniciativa o minuta deberá presentarse para su 

discusión y votación en sus términos y sin mayor trámite, en la siguiente sesión del Pleno. 

 

SEGUNDO. - MODIFICA el párrafo cuarto y el séptimo, además de derogar el párrafo 

quinto del artículo 92 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis 

Potosí. 

 
ARTICULO 92. El turno de los asuntos que se presenten al Congreso del Estado, se hará conforme a la 

competencia que determina la presente Ley para cada comisión. En caso de que algún diputado 

disienta del turno determinado por el Presidente de la Directiva, solicitará que el mismo sea puesto a la 

consideración de la Asamblea para que ésta determine lo conducente. 

 

Las iniciativas deberán dictaminarse por las comisiones aprobándolas en sus términos, con 

modificaciones de las comisiones o, en su caso, desechándolas por improcedentes, en un término 

máximo de seis meses. Si la complejidad de la misma lo requiere, cualquiera de las comisiones que 

compartan el turno de una iniciativa podrá solicitar a la Directiva hasta dos prórrogas de tres meses 

cada una. La solicitud que realice cualquiera de las comisiones, así como el acuerdo por el que la 

Directiva resuelva, serán publicados en la Gaceta Parlamentaria, en el registro de iniciativas. 

 

Los asuntos de trámite que se turnen a comisiones deberán desahogarse en un plazo máximo de tres 

meses. La comisión podrá acordar que estos asuntos puedan ser desahogados por el Presidente y 

Secretario de cada comisión. 

 



 

 

Los puntos de acuerdo que presenten los diputados se resolverán preferentemente en la misma sesión; 

cuando la Directiva lo determine serán turnados a comisiones, las que los presentarán para su 

resolución al Pleno, en un plazo máximo de treinta días naturales, que son improrrogables; 

 

Por determinación del Pleno, en caso de que los asuntos propuestos por ciudadanos no sean resueltos 

en los plazos dispuestos en los párrafos anteriores, el asunto será turnado por la Directiva a una comisión 

creada ex profeso, la que deberá resolver en un término máximo de tres meses. 

 

Las comisiones que compartan el turno de una iniciativa, un asunto de trámite o punto de acuerdo, 

serán solidaria y subsidiariamente responsables de su dictaminación, motivo por el cual, y solo para el 

caso de que no hayan sido resueltos en los términos establecidos en los párrafos anteriores, cualquiera 

de las comisiones podrá elaborar el dictamen respectivo y presentarlo ante el Pleno, siempre Los puntos 

de acuerdo que presenten los diputados se resolverán preferentemente en la misma sesión; cuando la 

Directiva lo determine serán turnados a comisiones, las que los presentarán para su resolución al Pleno, 

en un plazo máximo de treinta días naturales, que son improrrogables; Cuando no hubieran sido 

dictaminados por la comisión responsable, en los plazos establecidos. El punto de acuerdo deberá 

presentarse para su discusión y votación en sus términos y sin mayor trámite, en la siguiente sesión del 

Pleno. 

 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Este decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial Plan de San Luis. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este decreto. 

 

 

 

 

 

 

Lidia Nallely Vargas Hernández 
Diputada Local de la 

Sexagésima Tercera Legislatura del 

Congreso del Estado de San Luis Potosí 



 

 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA  

LXIII LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO 

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 
PRESENTES. 

 

Dip. Roberto Ulices Mendoza Padrón, integrante de la LXIII Legislatura 

y miembro del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, 

con fundamento en lo que disponen los artículos, 61 de la Constitución 
Política del Estado de San Luis Potosí; los artículos 130 y 131 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y los artículos 61, 62, y 65 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, someto a la 
consideración de esta Soberanía, Iniciativa con Proyecto de Decreto que 

ADICIONA a los artículos, 3° una fracción XXV BIS; y 16 un párrafo 

segundo, por lo que el actual segundo pasa a ser párrafo último de 
la Ley de Deuda Pública del Estado y Municipios de San Luis Potosí, 

misma que fundamento en la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN  

DE  

MOTIVOS 

 

La Ley de Deuda Pública de la entidad tiene por objeto establecer las bases, 

requisitos y procedimientos para contraer obligaciones o celebrar 

empréstitos o créditos que deriven del crédito público y que en términos de 

lo previsto por este ordenamiento, constituyan deuda pública, así como 

regular lo relativo a su presupuestación, administración, registro, control, 

aplicación y publicación de las obligaciones financieras que contraigan los 

Sujetos de esta Ley; así como fijar los mecanismos de garantía y de pago 

que utilicen para tal efecto. 

 

 

 

 

Dicha norma establece los gastos que se llevan acabo con motivo de la 

contratación de créditos o empréstitos por parte del gobierno del Estado y 

de los municipios. 

 

Sin embargo, la referida Ley de Deuda Publica de la Entidad no establece con 

claridad el concepto de los gastos y costos relacionados con la contratación 



 

 

de créditos o empréstitos, por ello se vuelve necesario que este clarificado el 

tema en los conceptos y definiciones de la norma. 

 

Estableciendo que los gastos y costos relacionados con la contratación serán 

“aquellos que estén relacionados con la celebración del Financiamiento, que, 

de manera enunciativa mas no limitativa, son: comisiones de apertura, 

comisiones por disposición, comisiones por estructuración, costos por la 

contratación de calificadoras, de instrumentos derivados y garantías de pago, 

sin incluir honorarios por asesoría profesional, técnica, legal y financiera.” 

 

Con la incorporación del concepto de gastos y costos relacionados con la 

contratación de obligaciones y financiamientos se excluye aquellos costos 

asociados con honorarios por asesoría profesional, técnica, legal y financiera, 

ya que éstos contravienen el principio del destino de la deuda pública, 

previsto en el artículo 117, fracción VIII de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, que consiste en que ésta sea para inversiones 

públicas productivas, su reestructura o refinanciamiento.  

 

 

 

 

 

Asimismo la presente propuesta busca establecer que de los recursos 

obtenidos mediante deuda pública por parte de los entes públicos sólo podrán 

destinar hasta un 0.15 por ciento del monto de los financiamientos para 

cubrir los gastos y costos relacionados con la contratación, que de manera 

enunciativa mas no limitativa, son: comisiones de apertura, comisiones por 

disposición, comisiones por estructuración, costos por la contratación de 

calificadoras, de instrumentos derivados y garantías de pago.  

 

La presente reforma se alinea a lo que esta mandatado en la Ley de Disciplina 

Financiera de Entidades Federativas y Municipios. 

 

Por último, se elabora el siguiente cuadro comparativo para mayor 

comprensión de la reforma planteada. 

 
 

LEY DE DEUDA PÚBLICA DEL ESTADO Y 

MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ 
VIGENTE 

 

 
 

PROPUESTA 



 

 

ARTÍCULO 3°. Para efectos de esta Ley, en singular 
o plural, se entenderá por:  

 
I. Afectaciones: comprometer como garantía o 
fuente de pago de obligaciones los recursos que sean 
susceptibles para ello, de acuerdo a la normatividad 
federal y estatal vigente, a través de fideicomisos o 
contratos análogos; 
 

II. Agencia Calificadora de Valores: la institución 
autorizada por la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, como ente facultado para emitir opiniones 
al riesgo crediticio de un emisor o de un 
financiamiento;  
 
III. Asociaciones Público-Privadas: las previstas 

conforme a la Ley de Asociaciones PúblicoPrivadas 
en Proyectos para la Prestación de Servicios del 

Estado y Municipios de San Luis Potosí, incluyendo 
los proyectos de prestación de servicios o cualquier 
esquema similar de carácter local, 
independientemente de la denominación que se 

utilice;  
 
IV. Aportaciones Federales: las ministraciones de 
recursos que reciben el Estado y los municipios que 
están destinados a un fin específico de acuerdo al 
Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, y que se 
contemplan en el Ramo 33 del Presupuesto de 

Egresos de la Federación;  
 
V. Balance Presupuestario de Recursos Disponibles: 
la diferencia entre los Ingresos de libre disposición 
incluidos en la Ley de Ingresos, más el 

Financiamiento Neto y los Gastos no etiquetados 
considerados en el Presupuesto de Egresos, con 

excepción de la amortización de la deuda.  
 
El Financiamiento Neto que se contrate deberá estar 
dentro del límite establecido por el Sistema de 
Alertas, en cuyo caso será un balance sostenible; en 
caso contrario, el balance será negativo;  

 
VI. Calificación de riesgo crediticio: la calificación 
otorgada por una agencia calificadora de valores, a 
la calidad crediticia de un sujeto de esta Ley;  
 
VII. Crédito Público: la capacidad jurídica, política, 
económica y moral de los sujetos de esta Ley para, 

basados en la confianza de que gozan por su 
administración, patrimonio e historial crediticio, 

endeudarse con el objeto de obtener ingresos 
destinados a realizar inversiones públicas 
productivas, o cubrir sus necesidades de corto plazo;  
 
VIII. Créditos: las operaciones de endeudamiento 

directo o contingente que celebre el Ejecutivo del 
Estado o los municipios, así como las que contraten 
las entidades del Estado o las entidades del 
municipio y los organismos intermunicipales, con el 

ARTÍCULO 3°. …  
 

 
I a XXV. … 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 



 

 

aval o el respaldo solidario del Estado o del Municipio 
según corresponda;  

 
IX. Congreso: el Congreso del Estado de San Luis 
Potosí;  
 
X. Dependencias: las secretarías de Despacho, la 
Oficialía Mayor, la Procuraduría General de Justicia, 
y la Contraloría General del Estado, conforme a lo 

dispuesto en la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de San Luis Potosí;  
 
XI. Deuda Contingente: cualquier financiamiento sin 
fuente o garantía de pago definida, que sea asumida 
de manera solidaria o subsidiaria por el Estado con 
los municipios, organismos descentralizados y 

empresas de participación estatal mayoritaria y 
fideicomisos y, por los propios municipios con sus 

respectivos organismos descentralizados y empresas 
de participación municipal mayoritaria y sus 
fideicomisos;  
 

XII. Deuda Estatal Garantizada: el financiamiento del 
Ejecutivo del Estado o ayuntamientos con garantía 
del Gobierno Federal, de acuerdo con lo establecido 
en el Capítulo IV del Título Tercero de la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios;  
 

XIII. Deuda Directa: los endeudamientos que 
contraten los sujetos de esta Ley como responsable 
directo;  
 
XIV. Deuda Pública: cualquier financiamiento 

contratado por los sujetos de esta Ley;  
 

XV. Disciplina Financiera: la observancia de los 
principios y las disposiciones en materia de 
responsabilidad hacendaria y financiera, la aplicación 
de reglas y criterios en el manejo de recursos y 
contratación de obligaciones por los sujetos de esta 
Ley, que aseguren una gestión responsable y 

sostenible de sus finanzas públicas, generando 
condiciones favorables para el crecimiento 
económico, el empleo y la estabilidad del sistema 
financiero; (ADICIONADA, P.O. 30 AGOSTO DE 
2018)  
 
XV. BIS. Disponibilidades: los recursos provenientes 

de los ingresos que durante los ejercicios fiscales 
anteriores no fueron pagados ni devengados para 

algún rubro del gasto presupuestado, excluyendo a 
las transferencias federales etiquetadas;  
 
XVI. Empréstitos: las operaciones de endeudamiento 
directo o contingente que resulten del crédito 

público, mediante la emisión de valores que 
suscriban el Estado, o los municipios, así como las 
que emitan las entidades del Estado o las entidades 
de los municipios y los organismos intermunicipales, 

 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 



 

 

con el aval o el respaldo solidario del Estado, o 
Municipio correspondiente;  

 
 
XVII. Entidades del Estado: los organismos 
descentralizados estatales, las empresas de 
participación estatal mayoritaria, y los fideicomisos 
públicos que de conformidad con la Ley Orgánica de 
la Administración Pública del Estado, sean 

considerados entidades paraestatales;  
 
XVIII. Entidades de los Municipios: los organismos 
descentralizados municipales, las empresas de 
participación municipal mayoritaria, y los 
fideicomisos públicos municipales;  
 

XIX. Fideicomisos: aquéllos que por contrato o 
mediante acuerdo expreso constituyen el Estado o 

los municipios, con el propósito de que sirvan de 
auxilio en el ejercicio de las atribuciones legales que 
tienen conferidas cada uno de ellos, para impulsar 
las áreas prioritarias del desarrollo; (ADICIONADA, 

P.O. 30 AGOSTO DE 2018)  
 
XIX BIS Fideicomisos Públicos con Estructura 
Orgánica: aquellos que cuentan con un Comité 
Técnico, un Director General, y una estructura 
análoga a los organismos descentralizados o 
empresas de participación estatal mayoritaria, por lo 

que son considerados Entidades paraestatales;  
 
XX. Financiamiento: toda operación constitutiva de 
un pasivo, directo o contingente, de corto, mediano 
o largo plazo, a cargo de los sujetos de esta Ley, 

derivada de un crédito, empréstito o préstamo, 
incluyendo arrendamientos y factorajes financieros o 

cadenas productivas, independientemente de la 
forma mediante la que se instrumente; 
(REFORMADA, P.O. 30 AGOSTO DE 2018) 
 
XXI. Financiamiento Neto: la suma de las 
disposiciones realizadas de un Financiamiento y las 

Disponibilidades, menos las amortizaciones 
efectuadas de la Deuda Pública;  
 
XXII. Fuente de Pago: los recursos utilizados por los 
sujetos de esta Ley para el pago de cualquier 
financiamiento u obligación;  
 

XXIII. Gasto Corriente: las erogaciones que no 
tienen como contrapartida la creación de un activo, 

incluyendo de manera enunciativa, el gasto en 
servicios personales, materiales y suministros y los 
servicios generales, así como las transferencias, 
asignaciones, subsidios, donativos y apoyos;  
 

XXIV. Garantía de Pago: mecanismo que respalda el 
pago de un financiamiento u obligación contratada;  
 
XXV. Gastos no Etiquetados: las erogaciones que 
realiza el Estado y los municipios con cargo a sus 

 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 



 

 

ingresos de libre disposición y financiamientos. En el 
caso de los municipios, se excluye el gasto que 

realicen con recursos del Estado con un destino 
específico;  
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

XXVI. Ingresos de Libre Disposición: los ingresos 
locales y las participaciones federales, así como los 

recursos que, en su caso, reciban del Fondo de 
Estabilización de los Ingresos de las entidades 
federativas en los términos del artículo 19 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria y cualquier otro recurso que no esté 
destinado a un fin específico;  
 
XXVII. Ingresos Excedentes: los recursos que 
durante el ejercicio fiscal se obtienen en exceso de 
los aprobados en la Ley de Ingresos;  
 

XXVIII. Ingresos Ordinarios: los ingresos que 
perciban cada uno de los sujetos de esta Ley por 
concepto de impuestos, derechos, contribuciones por 
mejoras, productos, aprovechamientos, 
participaciones federales y estatales, aportaciones 

federales, así como por otros conceptos que 
sustituyan a los mencionados anteriormente, y otros 

que regularmente perciba el sujeto de esta Ley que 
corresponda, sin considerar los recursos derivados 
de financiamiento;  
 
XXIX. Ingresos Propios: aquéllos percibidos por el 
Estado y los municipios por impuestos, 

contribuciones de mejoras, derechos, productos y 
aprovechamientos, incluidos los recibidos por venta 
de bienes y prestación de servicios y los demás 
previstos en términos de las disposiciones aplicables;  
 
XXX. Ingresos Totales: la totalidad de los Ingresos 
de libre disposición, las transferencias federales 

etiquetadas y el Financiamiento Neto;  
 

XXXI. Instituciones Financieras: instituciones de 
crédito, sociedades financieras de objeto múltiple, 
casas de bolsa, almacenes generales de depósito, 
uniones de crédito, instituciones de seguros, 
sociedades mutualistas de seguros, sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo, sociedades 
financieras populares, sociedades financieras 
comunitarias y cualquiera otra sociedad autorizada 
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, o por 
cualquiera de las Comisiones Nacionales para 

 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
 
 

 
 
 
XXV Bis. Gastos y costos relacionados con la 
contratación: aquellos que estén relacionados con la 
celebración del Financiamiento, que, de manera 
enunciativa mas no limitativa, son: comisiones de 

apertura, comisiones por disposición, comisiones por 
estructuración, costos por la contratación de 
calificadoras, de instrumentos derivados y garantías 
de pago, sin incluir honorarios por asesoría 
profesional, técnica, legal y financiera. 

 
XXVI a LIII. … 

 
 
 



 

 

organizarse y operar como tales, siempre y cuando 
la normatividad que les resulte aplicable no les 

prohíba el otorgamiento de créditos;  
 
XXXII. Instrumentos Derivados: los valores, 
contratos o cualquier otro acto jurídico cuya 
valuación esté referida a uno o más activos, valores, 
tasas o índices subyacentes;  
 

XXXIII. Inversión Pública Productiva: toda erogación 
por la cual se genere, directa o indirectamente, un 
beneficio social, y adicionalmente, cuya finalidad 
específica sea: (i) la construcción, mejoramiento, 
rehabilitación y/o reposición de bienes de dominio 
público; (ii) la adquisición de bienes asociados al 
equipamiento de dichos bienes de dominio público, 

comprendidos de manera limitativa en los conceptos 
de mobiliario y equipo de administración, mobiliario 

y equipo educacional, equipo médico e instrumental 
médico y de laboratorio, equipo de defensa y 
seguridad, y maquinaria, de acuerdo al clasificador 
por objeto de gasto emitido por el Consejo Nacional 

de Armonización Contable, o (iii) la adquisición de 
bienes para la prestación de un servicio público 
específico, comprendidos de manera limitativa en los 
conceptos de vehículos de transporte público, 
terrenos y edificios no residenciales, de acuerdo al 
clasificador por objeto de gasto emitido por el 
Consejo Nacional de Armonización Contable;  

 
XXXIV. Ley de Ingresos: la Ley que contempla los 
ingresos que en un ejercicio fiscal recibirán el Estado 
y los municipios, aprobados por el Congreso;  
 

XXXV. Líneas de Crédito: a los montos máximos de 
financiamiento aprobados por las instituciones 

financieras autorizadas;  
 
XXXVI. Obligaciones: los compromisos de pago a 
cargo de los sujetos de esta Ley derivados de los 
financiamientos y de las Asociaciones Público-
Privadas;  

 
XXXVII. Obligaciones a Corto Plazo: cualquier 
obligación contratada con Instituciones financieras a 
un plazo menor o igual a un año;  
 
XXXVIII. Participaciones Federales: las 
ministraciones de recursos que reciben el Estado y 

los municipios por concepto de la proporción que 
corresponde a sus haciendas públicas de los ingresos 

federales de libre disposición y que se contemplan en 
el Ramo 28 del Presupuesto de Egresos de la 
Federación;  
 
XXXIX. Periódico Oficial: Periódico Oficial del 

Gobierno del Estado “Plan de San Luis”;  
 
XL. Presupuesto de Egresos: documento que 
establece la distribución del gasto público para un 
ejercicio fiscal, aprobado por el Congreso para el 



 

 

caso del gasto Estatal, y por el cabildo en el caso de 
gasto municipal;  

 
XLI. Quirografario: aquél que consta de manera 
escrita que no tiene garantía específica que respalde 
su recuperación;  
 
XLII. Reestructuración: la celebración de actos 
jurídicos que tengan por objeto modificar las 

condiciones originalmente pactadas en un 
financiamiento;  
 
XLIII. Reglamento: el Reglamento de esta Ley;  
 
XLIV. Refinanciamiento: la contratación de uno o 
varios financiamientos cuyos recursos se destinen a 

liquidar total o parcialmente uno o más 
financiamientos previamente contratados;  

 
XLV. Registro Estatal: al Registro de Obligaciones y 
Empréstitos del Estado y Municipios de San Luis 
Potosí, a cargo de la Dirección de Financiamiento, 

Deuda y Crédito Público de la Secretaría de Finanzas;  
 
XLVI. Registro Público Único: el registro para la 
inscripción de obligaciones y financiamientos que 
contraten los sujetos de esta Ley, a cargo de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público;  
 

XLVII. Secretaría: la Secretaría de Finanzas;  
 
XLVIII. Servicio de la Deuda: son los importes de 
dinero que se destinen a la amortización de capital y 
al pago de intereses, comisiones y demás accesorios 

legales y contractuales derivados de las operaciones 
de financiamiento, incluyendo los fondos de reserva 

y de provisión, los gastos de implementación y 
mantenimiento y demás costos que correspondan 
según la forma de financiamiento de que se trate. 
Asimismo, se consideran parte del servicio de la 
deuda pública, para efectos de esta Ley, los relativos 
a las operaciones financieras de cobertura que 

tiendan a evitar o reducir riesgos económico 
financieros a los Sujetos de esta Ley, derivados de 
créditos o empréstitos constitutivos de deuda 
pública, celebrados con base en la misma y el pago 
de comisiones por garantías de terceros;  
 
XLIX. Sistema de Alertas: la evaluación y publicación 

hecha por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
sobre los indicadores de endeudamiento de los 

sujetos de esta Ley;  
 
L. Sujetos de esta Ley: a los enumerados en el 
artículo 2º de esta Ley;  
LI. Techo de Financiamiento Neto: el límite de 

financiamiento neto anual que podrá contratar cada 
uno de los sujetos de esta Ley con fuente de pago de 
Ingresos de libre disposición. Dicha fuente de pago 
podrá estar afectada a un vehículo específico de pago 
o provenir directamente del Presupuesto de Egresos;  



 

 

 
LII. Transferencias Federales Etiquetadas: los 

recursos que reciben el Estado y los municipios, que 
están destinados a un fin específico, entre los cuales 
se encuentran las aportaciones federales a que se 
refiere el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, 
la cuota social y la aportación solidaria federal 
previstas en el Título Tercero Bis de la Ley General 
de Salud, los subsidios, convenios de reasignación y 

demás recursos con destino específico que se 
otorguen en términos de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y el 
Presupuesto de Egresos de la Federación, y  
 
LIII. Valores: a los valores representativos de un 
empréstito o financiamiento, tales como, las 

obligaciones, bonos, certificados y demás títulos de 
crédito, nominados o innominados, representativos 

de la parte alícuota de un bien o de la participación 
en un crédito colectivo o de cualquier derecho de 
crédito individual, que emitan los sujetos de esta 
Ley, en serie o en masa, en los términos de las leyes 

que rijan, destinados a circular en el mercado de 
valores, incluyendo los que se emitan de manera 
indirecta, mediante fideicomisos, a través de 
instituciones fiduciarias y al amparo, en su caso, de 
una acta de emisión, cuando por disposición de ley o 
de la naturaleza de los títulos correspondientes así 
se requiera. 

ARTÍCULO 16. Los sujetos de esta Ley sólo podrán 
contraer obligaciones o financiamientos cuando se 

destinen a inversiones públicas productivas y a 
refinanciamiento o reestructura, incluyendo los 
gastos y costos relacionados con la contratación de 

dichas obligaciones y financiamientos, así como las 
reservas que deban constituirse en relación con las 
mismas.  

 
 
 
 
 
 
Cuando las obligaciones se deriven de esquemas de 

Asociaciones Público-Privadas, el destino podrá ser 
la contratación de servicios, cuyo componente de 
pago incluya la inversión pública productiva 
realizada. 

ARTÍCULO 16. …  
 

 
 
 

 
 
 

 
 
Para efectos de lo anterior, los entes públicos, sólo 
podrán destinar hasta un 0.15 por ciento del monto 
de los Financiamientos para cubrir los Gastos y 
costos relacionados con la contratación. 
Cuando las obligaciones se deriven de esquemas de 

Asociaciones Público-Privadas, el destino podrá ser 
la contratación de servicios, cuyo componente de 
pago incluya la inversión pública productiva 
realizada. 

 

PROYECTO 

DE 

DECRETO 

 

ÚNICO. Se ADICIONA a los artículos, 3° una fracción XXV BIS; y 16 un 

párrafo segundo, por lo que el actual segundo pasa a ser párrafo último de 



 

 

la Ley de Deuda Pública del Estado y Municipios de San Luis Potosí, para 

quedar como sigue 

 

ARTÍCULO 3°. …  

 

I a XXV. … 

XXV Bis. Gastos y costos relacionados con la contratación: aquellos que 

estén relacionados con la celebración del Financiamiento, que, de manera 

enunciativa mas no limitativa, son: comisiones de apertura, comisiones por 

disposición, comisiones por estructuración, costos por la contratación de 

calificadoras, de instrumentos derivados y garantías de pago, sin incluir 

honorarios por asesoría profesional, técnica, legal y financiera. 

XXVI a LIII. … 

 

ARTÍCULO 16. …  

 

Para efectos de lo anterior, los entes públicos, sólo podrán destinar hasta un 

0.15 por ciento del monto de los financiamientos para cubrir los Gastos y 

costos relacionados con la contratación. 

Cuando las obligaciones se deriven de esquemas de Asociaciones Público-

Privadas, el destino podrá ser la contratación de servicios, cuyo componente 

de pago incluya la inversión pública productiva realizada. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 

en el Periódico Oficial del Estado. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al 

presente Decreto. 

 

ATENTAMENTE 

 

 

DIP. ROBERTO ULICES MENDOZA  

PADRÓN 

  



 

 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  

DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

 DE SAN LUIS POTOSÍ. 

P R E S E N T E S.-  

 

DIP.YOLANDA JOSEFINA CEPEDA ECHAVARRÍA, integrante de la LXIII Legislatura y 

miembro del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo 

que disponen los numerales, 61 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 130 y 131 

de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno 

Interior del Congreso del Estado, someto a la consideración de esta Soberanía, iniciativa con 

proyecto de decreto que insta reformar los artículos 12 y 13 de la Ley de las Personas Adultas 

Mayores para el Estado de San Luis Potosi al tenor de la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Los comités y consejos abarcan las sinergias de actuación entre los organismos de carácter público 

que funcionan en la Entidad como auxiliares del Ejecutivo del Estado en la promoción y 

concertación de acciones entre los diferentes niveles de gobierno y la sociedad civil se constituyen 

como un eje central de concertación de acuerdos, experiencias y definición de directrices para 

canalizar políticas publicas más eficientes. 

 

Actualmente la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de San Luis Potosi se 

establecen las bases jurídicas para que las personas adultas mayores, ejerzan de manera absoluta 

sus derechos a la salud, a una vida con calidad y calidez, a la capacitación para aspirar a un trabajo 

remunerado, a acceder a los beneficios de la recreación, cultura, práctica del deporte, el derecho a 

vivir en familia, y a ser sujetos de asistencia social; en este tenor se debe considerar que la garantía 

de estos derechos va evolucionando con el tiempo, por lo que es imperante adecuar las normas a la 

realidad que prevalece actualmente. 

 

Que dentro de la normatividad estatal relativa a las personas adultas mayores se contempla al 

Consejo interinstitucional Gerontológico, conformado por diversas instituciones de la 

administración pública. Este Consejo tiene como objetivo aglutinar y dar seguimiento a las acciones 

que las diversas dependencias del Poder Ejecutivo del Estado, realicen en materia geronto- 

geriátrica, así como plantear y analizar la problemática que exista en cada uno de los municipios 

del Estado, con la finalidad de proponer políticas públicas dirigidas a las personas adultas mayores. 

Que para dar cumplimiento a este objetivo a lo largo de los años se han incorporado diversas 

instituciones con el objetivo de abonar a generar mayores opiniones en la atención del adulto mayor 

con diversos enfoques; tal es el caso de que en el año 2021 se incorporó al  instituto de Desarrollo 

Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado, para vislumbrar en el 

enfoque de nuestros pueblos originarios;  de igual manera pero en el año 2022 se incorporó a la a 

Procuraduría de la Defensa de las Personas Adultas Mayores  en el marco de la asesoría y 

reconocimiento pleno de los derechos de nuestros adultos mayores; en este orden ideas se propone 

incorporar al consejo por parte del Congreso del Estado a la Comisión Legislativa de Salud y 

Asistencia Social esto en virtud de que su incorporación abundaría en la  continua comunicación 

con el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado, y demás organizaciones 

asistenciales públicas y privadas relacionadas con la materia, con el fin de contar con información 

actualizada que permita perfeccionar el marco jurídico en los rubros de su competencia, por ser una 

de sus competencias de conformidad con la ley Orgánica del Congreso Estatal; de igual manera por  

la visión del adulto mayor como sujeto de asistencia social de conformidad con  el artículo 6  de la 

Ley de Asistencia Social para el Estado y Municipios  de San Luis Potosi. 



 

 

En este tenor se aprecia que por parte del gobierno Federal se incorporó en nuestro consejo Estatal 

al Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores que es un organismo público descentralizado 

de la Administración Pública Federal rector de la política nacional a favor de las personas adultas 

mayores, teniendo por objeto general coordinar, promover, apoyar, fomentar, vigilar y evaluar las 

acciones públicas, estrategias y programas que se deriven de ella; por lo que resultaba de gran 

aportación su incorporación; sin embargo ante los cambios que el ejecutivo Federal ha establecido  

a partir del año 2022 San Luis Potosi no ha contado con una figura de Delegado en la entidad de 

dicho organismo, lo que ha limitado a que se pueda conformar el consejo gerontológico estatal; dicho 

lo anterior es que se propone que ante las inminentes reformas estructurales anunciadas por el 

poder ejecutivo federal en abril de 2023 , donde el INAPAM quien actualmente un organismo 

descentralizado de la Secretaría del Bienestar, es decir que recibe recursos propios y tiene una 

figura jurídica propia. Sin embargo, lo que plantea la iniciativa es que ahora el INAPAM pase a ser 

una Unidad Administrativa de la Secretaría del Bienestar (algo así como una dirección general) y 

con ello, depender de los mismos recursos asignados a la Secretaría del Bienestar. 1 En este sentido 

se propone reformar que se nombre ante el consejo a un representante del INAPAM eliminando la 

obligación de que sea el Delegado; esto en atención que de no reformarse con atingencia no se podría 

instaurar de forma efectiva. 

 

Al tenor de lo siguiente se debe considerar que la participación del INAPAM en el consejo, no solo 

se limita como integrante si no que actualmente tiene la función conjunta con el Titular del 

Ejecutivo Estatal de nombrar a ciudadanos que contribuyan con un aporte participativo dentro del 

consejo con su visión como adultos mayores; sin embargo al no existir actualmente delegado estatal, 

se limitaría tal decisión; por lo que se propone  incorporar a 4 adultos mayores dos hombres y dos 

mujeres atendiendo a la paridad de género donde su elección será a través del poder ejecutivo; en 

donde también tomara la determinación de nombrar a los participantes ciudadanos suplentes; y se 

reforma que no podrán durar más del periodo de la administración Estatal que los eligió.  

 

Nuestro compromiso con los adultos mayores debe incidir de forma positiva en que los mecanismos 

que velan por su derechos, estén acordes con la realidad que se vive en nuestra sociedad por tanto 

los planteamientos que se proponen buscan crear una solución operativa que elimine tramites 

burocráticos que limiten la atención de políticas públicas en beneficio del Adulto Mayor. 

 

LEY DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 

VIGENTE INICIATIVA 

ARTICULO 12. El Estado cuenta con un Consejo 

Interinstitucional Gerontológico, conformado por 

diversas instituciones de la administración 

pública. Este Consejo tiene como objetivo 

aglutinar y dar seguimiento a las acciones que las 

diversas dependencias del Poder Ejecutivo del 

Estado, realicen en materia geronto- geriátrica, 

así como plantear y analizar la problemática que 

exista en cada uno de los municipios del Estado, 

con la finalidad de proponer políticas públicas 

dirigidas a las personas adultas mayores. Se 

integra de la siguiente forma: 

ARTICULO 12. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 https://www.heraldobinario.com.mx/tendencias/2023/4/22/por-que-razon-el-inapam-desaparece-en-el-2023-
34712.html  

https://www.heraldobinario.com.mx/tendencias/2023/4/22/por-que-razon-el-inapam-desaparece-en-el-2023-34712.html
https://www.heraldobinario.com.mx/tendencias/2023/4/22/por-que-razon-el-inapam-desaparece-en-el-2023-34712.html


 

 

I. Presidente: Titular del Poder Ejecutivo del 

Estado, Presidente; 

II. Secretaria Técnica; cuya designación es 

determinada por los miembros del Consejo; 

III. Los siguientes vocales: 

a) Titular de la Secretaría de Salud. 

b) Titular de la Secretaría de Educación del 

Gobierno del Estado. 

c) Titular del Sistema para el Desarrollo Integral 

de la Familia del Estado. 

d) Titular de la Secretaría de Desarrollo Social y 

Regional. 

e) Titular de la Delegación del Instituto Nacional 

para las Personas Adultas Mayores. 

f) Titular de la Dirección del Instituto Estatal de 

Educación para Adultos. 

g) Titular de la Secretaría de Finanzas. 

h) Presidencia de la Comisión de Derechos 

Humanos, Equidad y Género del Congreso del 

Estado. 

i) Las presidencias de las comisiones de grupos 

vulnerables de los ayuntamientos, que 

representen a cada una de las cuatro regiones del 

Estado. 

j) Titular de la Comisión Estatal de Derechos 

Humano. 

k) Titular del Instituto de las Mujeres del Estado. 

l) Titular del Consejo Estatal de Población. 

m) Rector de la Universidad Autónoma de San 

Luis Potosí. 

n) titular de la Secretaria de Cultura 

o) titular de la Secretaria del Trabajo 

p) titular del Instituto Potosino del Deporte 

q) Tres personas adultas mayores, conforme a lo 

establecido en el reglamento de la presente Ley, y 

avaladas por del Delegado del INAPAM; y el 

Presidente del Consejo. 

 

r) Dos representantes de organismos no 

gubernamentales dedicados a la atención de las 

personas adultas mayores, que serán designadas 

entre ellos mismos.  

 

 

s) Instituto de Desarrollo Humano y Social de los 

Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado 

t) Titular de la Procuraduría de la Defensa de las 

Personas Adultas Mayores. 

Las vocalías a que se refiere los incisos q) y r) de 

esta fracción, durarán en su encargo tres años, 

I. … 

 

II. … 

 

III. … 

a) … 

 

b) … 

c) … 

 

d) … 

 

e) Un representante del Instituto Nacional para 

las Personas Adultas Mayores. 

f) ... 

 

g) ... 

h) Presidencias de las Comisiones de Derechos 

Humanos; y Salud y Asistencia Social del 

Congreso del Estado. 

i) … 

 

 

 

j) … 

 

k) … 

l) ... 

m) ... 

 

n) … 

o) … 

p) … 

q) Cuatro personas adultas mayores, y que por su 

experiencia en la materia, puedan contribuir con 

el objeto del Consejo; que serán electas de manera 

equitativa en cuanto a género por el Presidente 

del Consejo. 

r) Dos representantes de organismos no 

gubernamentales dedicados a la atención de las 

personas adultas mayores, propuestas por el 

Presidente del Consejo y designadas por el 

Consejo; 

 

s) … 

t) … 

 

 

Las vocalías a que se refiere los incisos q) y r) de 

esta fracción, durarán en su encargo tres años, 

contados a partir de la fecha de su designación; y 



 

 

contados a partir de la fecha de su designación; y 

podrán ser reelectas para un solo periodo. 

  

 

ARTICULO 13. Los miembros del Consejo 

Interinstitucional Gerontológico no percibirán 

remuneración, emolumento o gratificación 

alguna, por el ejercicio de su cargo, y todos los 

integrantes contarán con voz y voto. Teniendo el 

voto de calidad la Presidencia. 

 

Cada propietario del Consejo designará a su 

respectivo suplente, informándolo por escrito a la 

Presidencia, observándose la misma formalidad 

en caso de sustitución. Las suplencias cuentan con 

voz y voto durante su representación. 

 

 

 

 

 

 

En todo tiempo, la Presidencia del Consejo podrá 

invitar a participar, con voz, pero sin voto, a todas 

aquéllas personas e instituciones privadas o de 

interés público, y representantes de 

ayuntamientos, que considere idóneas para el 

cumplimiento de los objetivos del Consejo. 

podrán ser reelectas hasta la conclusión del 

periodo de la administración del Poder Ejecutivo 

en el que fueron nombrados. 

 

ARTICULO 13. … 

 

 

 

 

 

 

Cada propietario del Consejo designará a su 

respectivo suplente, informándolo por escrito a la 

Presidencia, observándose la misma formalidad 

en caso de sustitución, con excepción de la 

representación ciudadana descrita en la fracción 

III inciso (q del artículo 12 de este ordenamiento 

quienes también serán designados con las 

características y formalidades de los titulares. Las 

suplencias cuentan con voz y voto durante su 

representación. 

 

… 

 

 

Con base en los motivos expuestos presento a consideración de este Honorable Pleno, el siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

ÚNICO. Se reforman la fracción III incisos e); h); q) y último párrafo del artículo 12; segundo 

párrafo del artículo 13 de la  Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de San Luis 

Potosi para quedar en los siguientes términos: 

 

ARTICULO 12. … 

 

I. … 

 

II. … 

 

III. … 

 

a) … 

b) … 

c) … 

d) … 

e) Un representante del Instituto Nacional para las Personas Adultas 

Mayores. 



 

 

f) ... 

g) ... 

h) Presidencias de las Comisiones de Derechos Humanos; y Salud y 

Asistencia Social del Congreso del Estado. 

i) … 

j) … 

k) … 

l) ... 

m) ... 

n) … 

o) … 

p) … 

q) Cuatro personas adultas mayores, y que por su experiencia en la 

materia, puedan contribuir con el objeto del Consejo; que serán electas de 

manera equitativa en cuanto a género por el Presidente del Consejo. 

r) … 

s) … 

t) … 

 

Las vocalías a que se refiere los incisos q) y r) de esta fracción, durarán en 

su encargo tres años, contados a partir de la fecha de su designación; y 

podrán ser reelectas hasta la conclusión del periodo de la administración 

del Poder Ejecutivo en el que fueron nombrados. 

 

ARTICULO 13. … 

Cada propietario del Consejo designará a su respectivo suplente, 

informándolo por escrito a la Presidencia, observándose la misma 

formalidad en caso de sustitución, con excepción de la representación 

ciudadana descrita en la fracción III inciso (q del artículo 12 de este 

ordenamiento quienes también serán designados con las características y 

formalidades de los titulares. Las suplencias cuentan con voz y voto 

durante su representación. 

 

… 

 

T R A N S I T O R I O S 

 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Periódico Oficial del Estado, “Plan de San Luis”. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al 

presente Decreto. 

 

 

San Luis Potosí, S.L.P., A 18  septiembre de 2023. 

 

ATENTAMENTE 

 

 

DIP.YOLANDA JOSEFINA CEPEDA ECHAVARRÍA 
 



 

 

 

 
 

Dictámenes 
con Proyecto 
de Decreto 

 
 



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS   

DE LA LXIII LEGISLATURA 

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO 

P R E S E N T E S. 

 

A las Comisiones de: Derechos Humanos y Puntos Constitucionales les fue turnado en 

Sesión Ordinaria celebrada con fecha 18 de mayo del año en curso, iniciativa con 

Proyecto de Decreto que plantea adicionar artículo 61 BIS a la Ley de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de San Luis Potosí; propuesta por el legislador 

Cuauhtli Fernando Badillo Moreno, con el número de turno 3656.  

 

En tal virtud, las dictaminadoras al entrar al estudio y análisis de la referida Iniciativa, 

han llegado a los siguientes 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. Que la fracción I del artículo 57 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de San Luis Potosí, confiere atribuciones al Congreso del Estado para dictar, 

derogar y abrogar leyes; en consecuencia, éste es competente para conocer y 

resolver lo procedente sobre la iniciativa que se describe en el preámbulo. 

 

SEGUNDO. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del 

Estado, la iniciativa satisface las disposiciones de los numerales 61, 62 y 65 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado Libre y Soberano de 

San Luis Potosí. 

 

TERCERO. Que las que suscriben son comisión permanente de dictamen legislativo, 

como lo señala el artículo, 98 fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado de San Luis Potosí, y que conforme a lo dispuesto en el artículo 103, del mismo 

Ordenamiento, son competentes para dictaminar la iniciativa enunciada. 

 

CUARTO. Que quien promueve la iniciativa en estudio, en su carácter de legislador, 

tiene atribución para hacerlo, de conformidad con lo establecido en el artículo 61 de 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y 130 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí. 

  

QUINTO. Que la Iniciativa en estudio contiene la siguiente 

 

“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

“Las tecnologías de la información y la comunicación son parte primordial de la 

época actual, son herramientas indispensables para la conectividad y 

representan una oportunidad para el desarrollo y la adquisición de nuevos 

conocimientos, se podría decir que son aliados del aprendizaje de la sociedad 

en general, pero principalmente de niñas, niños y adolescentes. 

 



 

 

“Las niñas, niños y adolescentes son “nativos digitales”, ellos ya nacieron en esta 

época donde estos avances ya estaban presentes. Para ellos resulta normal ser 

parte de la tecnología cibernética, aprenderla es de lo más corriente y aplicarla 

es algo cotidiano. Es impensable que crezcan sin estos recursos que son tan 

propios, tan comunes, tan necesarios para su desarrollo integral y su adaptación 

a su medio tecnológico y social lo cual lo ha convertido en un derecho. 

 

“En diciembre de 1948, representantes de todas las regiones del mundo, 

emitieron la Declaración Universal de los Derechos Humanos. En esta 

declaración se enumeran los derechos fundamentales que idealmente deben 

ser respetados y aplicados en todo el mundo. 

 

“Estos derechos comprenden el respeto a la vida, a la libertad, la satisfacción 

de las necesidades económicas, sociales y culturales, a un adecuado nivel de 

vida y a recibir educación. 

 

“Se debe buscar que estos derechos sean protegidos por un conjunto de pautas 

legales las leyes deben buscar el respeto y la posibilidad de cada uno de estos, 

pues su existencia apela a una mejor convivencia social y sobre todo al respeto 

de la libertad y dignidad humana. 

 

“Estos derechos humanos se transforman y amplían de forma constante. Prueba 

de ello es que en la Asamblea General de la Organización de las Naciones 

Unidas se declaró que el acceso a Internet es un derecho humano. Este 

organismo internacional insta a los gobiernos de todo el mundo a garantizar el 

acceso de este recurso a sus ciudadanos. 

 

“La Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, reconoce la 

importancia de la expansión de las tecnologías de la información y la 

comunicación y enfatiza que este recurso posibilita el desarrollo y progreso 

humano y permite superar la brecha digital para un mejor desarrollo 

educacional y de la personalidad. Por ello se exhorta a los estados a que 

faciliten su promoción y el acceso a la información por Internet, a que fomenten 

la alfabetización digital y a que promuevan el empoderamiento de mujeres y 

niñas a través de las tecnologías de la información. 

 

“También se invita a los Estados a que faciliten la adopción de medidas 

oportunas para la participación de las personas con discapacidad en el diseño 

y desarrollo de tecnologías accesibles y adecuadas para ellas. En resumen, la 

ONU exhorta a todos los estados a adoptar políticas públicas cuyo objetivo sea 

el acceso y disfrute de los derechos humanos y considera al internet un derecho 

humano.  

 

“La era digital impacta la vida de todas las personas y genera una serie de 

cambios en las formas de relacionarse, de convivir, de ser, de aprender. En el 

caso de las personas con discapacidad tienen que enfrentarse a estos cambios 



 

 

y adaptarse a ellos. El Estado es el encargado de regular y atender estas 

situaciones de manera tal, que las personas con discapacidad tengan más 

facilidades en la adaptación a su entorno.  

 

“Por ello la inclusión no se refiere únicamente a que niñas, niños y adolescentes 

asistan a una escuela común, también considera el minimizar lo más posible las 

barreras que impidan la adquisición del conocimiento y la participación en la 

comunidad, lo cual sucede al eliminar las barreras de tecnología para éste 

sector poblacional. 

 

“El acceso a Internet, a la información digital, a los recursos virtuales que 

representan un medio de aprendizaje vanguardista, es una necesidad hoy en 

día. Todas las personas tenemos derecho de acceder a estos contenidos, sobre 

todo quienes se encuentran en proceso de formación. Sin importar su condición, 

todas las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a explorar, conocer, 

aplicar y aprovechar lo que la red les ofrece de acuerdo a su estadio de 

desarrollo físico, mental y emocional.” 

 

SEXTO. Que, para mejor comprensión de la iniciativa en estudio, incluye el siguiente 

comparativo de la misma, con la Ley Vigente. 

 
LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE SAN LUIS 

POTOSÍ 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE REFORMA 

ARTÍCULO 61. Niñas, niños y adolescentes 

tienen derecho al libre acceso a la 

información. Las autoridades estatales y 

municipales, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, promoverán la 

difusión de información y material que 

tengan por finalidad asegurar su bienestar 

social y ético, así como su desarrollo 

cultural y salud física y mental. 

 

En todos los casos, serán los padres o 

quienes ejerzan la patria potestad, tutela o 

guarda y custodia los primeros 

responsables de orientarlos y supervisarlos 

en el ejercicio de este derecho, a fin de 

que contribuya a su desarrollo integral. 

ARTÍCULO 61. Niñas, niños y adolescentes 

tienen derecho al libre acceso a la 

información. Las autoridades estatales y 

municipales, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, promoverán la 

difusión de información y material que 

tengan por finalidad asegurar su bienestar 

social y ético, así como su desarrollo cultural 

y salud física y mental. 

 

En todos los casos, serán los padres o 

quienes ejerzan la patria potestad, tutela o 

guarda y custodia los primeros 

responsables de orientarlos y supervisarlos 

en el ejercicio de este derecho, a fin de 

que contribuya a su desarrollo integral. 



 

 

No hay correlativo. ARTÍCULO 61 BIS. Las niñas, niños y 

adolescentes, tienen derecho al acceso y 

uso de Internet y a que se les faciliten los 

medios tecnológicos como un medio 

efectivo para ejercer sus derechos a la 

información, comunicación, educación, 

salud, no discriminación, siempre y cuando 

no afecte su estado psicoemocional, y 

pueda acceder a contenidos acordes a su 

grado de desarrollo y madurez. 

 

SÉPTIMO. En el tercer párrafo del artículo 6º de nuestra Constitución se establece que:  
“El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así 
como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para 
tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos 
servicios.” 

 

Sobre este mismo derecho, en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes se especifica que: “Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al 

acceso y uso seguro del Internet como medio efectivo para ejercer los derechos a la 

información, comunicación, educación, salud, esparcimiento, no discriminación, 

entre otros, de conformidad con el principio de interdependencia […]” (LGDNNA, Art. 

101 Bis 2).  

 

El acceso a internet de la infancia y adolescencia no es solamente un derecho, 

también forma parte de las principales propuestas de niñas y niños (“Usar Internet y 

tener equipos para mis cosas”), así como adolescentes (“Internet y equipos para 

todas y todos los jóvenes de mi edad”), que recogió el Estado mexicano con la 

finalidad de elaborar el Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes (PRONAPINNA) 2021-2024. 

 

El derecho de acceso a Internet es uno de los derechos digitales que posee toda 

persona para utilizar Internet con el fin de ejercer y disfrutar de su derecho a la libertad 

de expresión entre otros derechos humanos fundamentales, de forma que los Estados 

y las Naciones Unidas tienen la responsabilidad de garantizar que el acceso a Internet 

sea ampliamente disponible, no pudiendo restringirlo injustificadamente. El acceso a 

Internet está reconocido como un derecho fundamental por las leyes de varios países 

y como un derecho humano por parte de la Organización de las Naciones Unidas 

(ONU). 

 

El Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas aprobó la resolución para 

la “promoción, protección y el disfrute de los derechos humanos en Internet”. El 

documento establece que el acceso a Internet será considerado, de ahora en 

adelante, un derecho básico de todos los seres humanos. La resolución anima a todos 

los países a proveer a sus ciudadanos de acceso a la red y condena a las naciones 

que alteran esta libertad. 



 

 

El texto recoge que “los mismos derechos que tienen las personas offline deben ser 

protegidos online”, especialmente en lo que respecta a la libertad de expresión, 

defendida en el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 

en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

 

El documento recoge lo que gran parte de la población ya ha asumido: es importante 

proteger el acceso a Internet porque “facilita enormes oportunidades para la 

educación asequible e inclusiva a nivel mundial”. De acuerdo con la Agenda 2030, 

esta tecnología también tiene “un gran potencial para acelerar el progreso humano”. 

 

Además de la libertad de expresión en Internet, la resolución también destaca una 

serie de cuestiones que los países deben abordar: 

 

Todos los Estados tendrán que asegurar “la libertad y la seguridad en Internet”, 

perseguir todas las violaciones de los derechos humanos y todos los abusos cometidos 

contra personas que ejercen sus derechos, reconocer la importancia de la privacidad 

online y promover la educación de las mujeres y las niñas en los sectores tecnológicos 

relevantes. 

 

Esta iniciativa de la ONU para proteger el acceso a Internet de todos los seres 

humanos no es vinculante, es decir, ningún país está obligado a cumplir con esta 

resolución. Sin embargo, sí que supone una medida de presión que pueden utilizar los 

ciudadanos contra sus respectivos gobiernos. Ya en 2015, Barak Obama, presidente 

de Estados Unidos, dijo que “hoy la banda ancha no es un lujo, es una necesidad”.  

 

La Ley de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes vigente en la entidad, ya 

contempla en el Capítulo XXII “Del Derecho de Acceso a las Tecnologías de la 

Información y Comunicación, así como a los Servicios de Radiodifusión y 

Telecomunicaciones”, el derecho de acceso niñas, niños y adolescentes a las 

tecnologías de la información, incluido el acceso a internet, y al efecto dispone: 

 

“Artículo 88. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho de acceso a las 

tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de 

radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet, para ello, 

las autoridades del Estado darán todas las facilidades a efecto de coordinarse con la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en términos de lo previsto en la Ley 

Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.” 

 

Por ello, esta Comisión considera que la adición normativa propuesta por la Iniciativa, 

es complementaria de lo que dispone el artículo 88 precitado, y por ello modifica la 

ubicación del artículo 61 bis que la misma propone: (“ARTÍCULO 61 BIS. Las niñas, niños y 

adolescentes, tienen derecho al acceso y uso de Internet y a que se les faciliten los medios 

tecnológicos como un medio efectivo para ejercer sus derechos a la información, comunicación, 

educación, salud, no discriminación, siempre y cuando no afecte su estado psicoemocional, y pueda 

acceder a contenidos acordes a su grado de desarrollo y madurez.”), para pasar a ser el segundo 



 

 

párrafo del artículo 88 antes citado, modificando la redacción en lo conducente para 

evitar duplicación de conceptos.  

 

Conforme a lo anterior, nos permitimos elevar a la consideración de esta  Asamblea 

Legislativa el siguiente: 

 

DICTAMEN 

 

 ÚNICO. Es de aprobarse y se aprueba, con modificaciones, la iniciativa citada en el 

proemio, para quedar como sigue:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

 

En México, el 11 de junio de 2013, la presidencia de la República presentó una reforma 

constitucional en materia de telecomunicaciones, que fue aprobada por la Comisión 

Permanente del Congreso de la Unión el 22 de mayo del mismo año. Esta reforma de 

telecomunicaciones modificó diversos artículos de la Constitución. En cuanto al 

derecho de acceso a Internet el artículo 6º. fue reformulado para garantizar la 

inclusión de la población a la sociedad de la información y del conocimiento y su 

acceso a las tecnologías de la información, incluyendo a la banda ancha e Internet 

como servicios de telecomunicaciones, y declarando que éstos deben ser prestados 

en condiciones de competencia, calidad, pluralidad, cobertura universal, 

interconexión, convergencia, acceso libre y continuidad. 

 

La nueva normativa reconoce la función social de los servicios de 

telecomunicaciones y radiodifusión, y por lo tanto, el derecho de todo ciudadano al 

acceso a las tecnologías de información y comunicación Niñas, niños y adolescentes 

tienen derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así 

como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda 

ancha e Internet, en términos de lo previsto en la Ley Federal de Telecomunicaciones 

y Radiodifusión. Para tales efectos, el Estado debe establecer condiciones de 

competencia efectiva en la prestación de dichos servicios. En concordancia con el 

Derecho a la Educación las autoridades competentes deberán establecer 

mecanismos para fomentar el uso responsable y seguro de las tecnologías de 

información y comunicación. 

 

Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las 

demarcaciones territoriales del Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, adoptarán las medidas necesarias para garantizar estos derechos a 

todas las niñas, niños y adolescentes sin discriminación de ningún tipo o condición. 

 
https://www.gob.mx/sipinna/articulos/derecho-de-ninas-ninos-y-adolescentes-al-acceso-a-las-tecnologias-de-la-informacion-y-

comunicacion?idiom=es#:~:text=Ni%C3%B1as%2C%20ni%C3%B1os%20y%20adolescentes%20tienen,Federal%20de%20Telecomu

nicaciones%20y%20Radiodifusi%C3%B3n. 

 

Es importante mencionar que la disponibilidad de internet en los hogares del país ha 

aumentado considerablemente en los últimos años. Únicamente entre 2020 y 2021, el 

https://www.gob.mx/sipinna/articulos/derecho-de-ninas-ninos-y-adolescentes-al-acceso-a-las-tecnologias-de-la-informacion-y-comunicacion?idiom=es#:~:text=Ni%C3%B1as%2C%20ni%C3%B1os%20y%20adolescentes%20tienen,Federal%20de%20Telecomunicaciones%20y%20Radiodifusi%C3%B3n
https://www.gob.mx/sipinna/articulos/derecho-de-ninas-ninos-y-adolescentes-al-acceso-a-las-tecnologias-de-la-informacion-y-comunicacion?idiom=es#:~:text=Ni%C3%B1as%2C%20ni%C3%B1os%20y%20adolescentes%20tienen,Federal%20de%20Telecomunicaciones%20y%20Radiodifusi%C3%B3n
https://www.gob.mx/sipinna/articulos/derecho-de-ninas-ninos-y-adolescentes-al-acceso-a-las-tecnologias-de-la-informacion-y-comunicacion?idiom=es#:~:text=Ni%C3%B1as%2C%20ni%C3%B1os%20y%20adolescentes%20tienen,Federal%20de%20Telecomunicaciones%20y%20Radiodifusi%C3%B3n


 

 

porcentaje de personas de 6 a 17 años que no tenían acceso a internet a nivel 

nacional disminuyó de 36.9% a 29.4%. Esta disminución en el porcentaje de las niñas, 

niños y adolescentes que no tenían acceso a internet en el hogar a nivel nacional se 

observó tanto entre las niñas y niños de 6 a 11 años (de 39.6% a 32.3, como entre la 

población adolescente de 12 a 17 años (de 34.3% a 26.8%). 

 

Sin embargo, un cambio significativo que ocurrió entre estos dos periodos fue que en 

2020 más hombres que mujeres de entre 6 a 17 años en México no tenían acceso a 

internet en su hogar (37.3% y 36.6% respectivamente), mientras que en 2021 esta 

tendencia se revirtió: más mujeres que hombres de 6 a 17 años no tuvieron acceso a 

internet en el hogar el último año (29.9% y 29% respectivamente). Por otra parte, este 

decremento del porcentaje de la población de 6 a 17 años que no tenía acceso a 

internet en el hogar se observó mayormente en la zona rurales del país, donde el 

porcentaje de niñas, niños y adolescentes sin acceso a internet en el hogar pasó de 

64.4% en 2020 a 52.3% en 2021.  

 

En las zonas urbanas de México el porcentaje de personas de 6 a 17 años sin acceso 

a internet en el hogar también disminuyó entre 2020 y 2021 (de 26.7% a 20.6%). El 

porcentaje de la población de 6 a 17 años que no tenía acceso a internet en el hogar 

también disminuyó por más puntos porcentuales en los hogares del país de estratos 

socioeconómicos bajo (de 70.5% a 59.6%) y medio bajo (de 32.9% a 24.7%), en 

comparación a los hogares de estratos medio alto (de 13.8% a 9%) y alto (de 5.5% a 

2.7%), entre 2020 y 2021.  

 

No obstante, existieron entidades en las que el porcentaje de los hogares sin acceso 

a internet aumentó entre 2020 y 2021. Tal fue el caso de Oaxaca, que experimentó un 

incremento de 60% a 61% en el porcentaje de hogares sin acceso a internet durante 

este periodo. En otros estados la disminución en el porcentaje de hogares sin internet 

observada entre 2020 y 2021 fue reducida: en Chiapas, por ejemplo, este porcentaje 

pasó de 72.7% en 2020 a 69.2% en 2021. 

 

Como puede observarse, queda aún una importante brecha para alcanzar de 

manera universal el derecho de acceso de las niñas, niños y adolescentes a las 

tecnologías de la información, específicamente el acceso a internet, por lo que es 

necesario reforzar en la ley de la materia, ese derecho, para establecer que las niñas, 

niños y adolescentes, tienen derecho a que se les faciliten los medios tecnológicos 

como un medio efectivo para ejercer sus derechos a la información, comunicación, 

educación, salud, no discriminación, siempre y cuando no afecte su estado 

psicoemocional, y pueda acceder a contenidos acordes a su grado de desarrollo y 

madurez.  

 

PROYECTO  

DE  

DECRETO 

 



 

 

ÚNICO. Se REFORMA el artículo 88 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 

 

ARTÍCULO 88. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho de acceso a las 

tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de 

radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet, para ello, 

las autoridades del Estado darán todas las facilidades a efecto de coordinarse con la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en términos de lo previsto en la Ley 

Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

 

Los medios tecnológicos deberán ser un canal efectivo para ejercer sus derechos a la 

información, comunicación, educación, salud y no discriminación, siempre y cuando 

no afecte su estado psicoemocional, y puedan acceder a contenidos acordes a su 

grado de desarrollo y madurez. 

 

T R A N S I T O R I O S 

 

PRIMERO. Este Decreto entra en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Estado “Plan de San Luis”. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

 

D A D O POR LA COMISION DE DERECHOS HUMANOS EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO 

COLOSIO MURRIETA” DEL CONGRESO DEL ESTADO, A LOS VEINTITRES DÍAS DEL MES DE 

JUNIO DEL DOS MIL VEINTITRES. 

 

D A D O POR LA COMISION DE PUNTOS CONSTITUCIONALES EN LA SALA “LIC. LUIS 

DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL CONGRESO DEL ESTADO, A LOS TREINTA Y UN DÍAS 

DEL MES DE JULIO DEL DOS MIL VEINTITRES. 



 

 

 



 

 

 



 

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DEL  
CONGRESO DEL ESTADO, 
PRESENTES. 
 
A la Comisión de Asuntos Migratorios, le fue turnada en Sesión Ordinaria de fecha 20 de abril 
del año 2023, y recibido el día 21 de abril del presente año, iniciativa con Proyecto de Decreto 
que insta en REFORMAR el artículo 9, y ADICIONAR fracción IV al artículo 10  de la Ley de 
Atención y Apoyo a Migrantes del Estado de San Luis Potosí, presentado por las y los 
legisladores  BERNARDA REYES HERNANDEZ, JOSÉ RAMÓN TORRES GARCÍA, 
YOLANDA JOSEFINA CEPEDA ECHAVARRÍA, LILIANA GUADALUPE FLORES ALMAZÁN, 
MARÍA ARANZAZU PUENTE BUSTINDUI, EMMA IDALIA SALDAÑA GUERRERO, MA. 
ELENA RAMÍREZ RAMÍREZ, GABRIELA MARTÍNEZ LÁRRAGA, MARÍA CLAUDIA TRISTÁN 
ALVARADO, EDMUNDO AZAEL TORRESCANO MEDINA, ALEJANDRO LEAL TOVÍAS, 
JUAN FRANCISCO AGUILAR HERNÁNDEZ, RUBÉN GUAJARDO BARRERA Y HÉCTOR 
MAURICIO RAMÍREZ KONISHI. 
 
En tal virtud, la y los integrantes de, la comisión, verificamos la viabilidad y legalidad de la 
mencionada iniciativa de reforma y adición, para llegar a los siguientes: 
 

CONSIDERANDOS 
 
PRIMERO. Que acorde a lo dispuesto en el artículo 57 fracción I de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, es atribución de esta Soberanía dictar, 
derogar y abrogar leyes.  Y en atención a lo que establecen los dispositivos 98 fracción III, y 
101, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, la Comisión de 
Asuntos Migratorios, es competente para dictaminar la iniciativa descrita en el preámbulo. 
 
SEGUNDO. Que la iniciativa cumple con los requisitos estipulados en los artículos, 130, y 131, 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 61, y 62, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, por lo que es procedente su 
análisis. 
 
TERCERO. Que la comisión dictaminadora considera pertinente la transcripción de los 
argumentos que los promoventes manifiestan en la exposición de motivos, así como un cuadro 
comparativo a fin de identificar con exactitud los enunciados normativos que se pretenden 
modificar: 

 
“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

 
El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  establece 
que es obligación de todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad con los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, y prevé la correlativa 
obligación del Estado de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 
derechos humanos.1 
 

                                                           
1 Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos  
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A su vez, el numeral 11 del estatuto antes referido otorga el derecho a toda persona para 
entrar en la República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin 
necesidad de carta de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos 
semejantes; y faculta a la autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o 
civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que 
impongan las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad general de la República, 
o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país. 
 
El Instituto Nacional Electoral, define la migración como los cambios de residencia de las 
personas desde un lugar a otro, cruzando los límites geográficos, por ejemplo: de una 
región a otra, de una comuna a otra. 
 
A su vez, la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) define a un 
migrante como cualquier persona que se desplaza, o se ha desplazado, a través de una 
frontera internacional o dentro de un país, fuera de su lugar habitual de residencia.  
  
En este tema, la Suprema corte de justicia en su tesis IV.1o.A.21 A (11a.), resuelve que 
“LAS AUTORIDADES TIENEN LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR SU DERECHO 
HUMANO A LA DIGNIDAD, PROPORCIONANDO REFUGIO Y ALIMENTOS 
ADECUADOS EN LAS ESTACIONES MIGRATORIAS”.  
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2026011 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: IV.1o.A.21 A (11a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 22, Febrero de 2023, 
Tomo IV, página 3723 
Tipo: Aislada 
 
MIGRANTES. LAS AUTORIDADES TIENEN LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR SU 
DERECHO HUMANO A LA DIGNIDAD, PROPORCIONANDO REFUGIO Y ALIMENTOS 
ADECUADOS EN LAS ESTACIONES MIGRATORIAS. 
 
Hechos: Un migrante de nacionalidad extranjera promovió juicio de amparo indirecto 
contra la privación de su libertad en una estación migratoria federal en el Estado de 
Nuevo León. Solicitó la suspensión de plano de los actos reclamados para que se le 
pusiera en inmediata libertad. La Juez de Distrito concedió la suspensión de plano para 
el efecto de que las autoridades responsables, en el término de veinticuatro horas, 
emitieran un proveído en el que, con libertad de jurisdicción, determinaran si resultaba 
procedente o no cesar el alojamiento migratorio. 
 
Criterio jurídico: Cuando la autoridad migratoria determine que un migrante debe quedar 
bajo su responsabilidad material y directa, la estancia supervisada debe ser en 
condiciones aceptables de alimentación, vestido, salud, higiene, esparcimiento y 
comunicación, así como contar con espacios adecuados, libres de hacinamiento y con 
privacidad entre mujeres y hombres. 

https://www.iom.int/es
https://www.iom.int/es/quien-es-un-migrante
https://www.iom.int/es/quien-es-un-migrante


 

 

 
Justificación: El artículo 1o. de la Constitución General establece que es obligación de 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad, y prevé la correlativa obligación del 
Estado de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos. Por su parte, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en el "Informe 
especial. Situación de las estaciones migratorias en México, hacia un nuevo modelo 
alternativo a la detención" de 2019, destaca que uno de los factores que interfieren con 
el respeto al derecho de trato digno de las personas alojadas en los recintos migratorios 
es el hacinamiento; por tanto, el derecho al trato digno implica la necesidad de contar 
con lugares adecuados donde se tenga, además de espacio suficiente, alimentos, 
dormitorios, baños, acceso a actividades recreativas e higiene óptimas para que las 
personas que extraordinariamente deban ser alojadas desarrollen su vida con respeto a 
su dignidad, en tanto se resuelve su situación migratoria; derechos que recoge el artículo 
107 de la Ley de Migración. Así, de mantenerse a las personas migrantes sin los 
elementos señalados para una estancia adecuada, sería tanto como permitir la violación 
a los derechos humanos establecidos tanto en el marco jurídico nacional como en el 
internacional, lo que es incompatible con el respeto a su libertad. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 
 
Queja 465/2022. Recurrente: Yamid Camilo Lara Villalba. 16 de noviembre de 2022. 
Unanimidad de votos. Ponente: Magistrado Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: 
Alejandro Cavazos Villarreal. 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación.2 
 
De igual forma, el Gobierno Federal cuenta con una política migratoria, que se constituye 
sobre la base del respeto pleno de los derechos humanos a partir de un enfoque 
multisectorial, pluridimensional, corresponsable, transversal, incluyente y con 
perspectiva de género. Para dar cabal cumplimiento a esos fundamentos, la nueva 
política se sostiene sobre siete pilares que conjugan su implementación y gestión: la 
responsabilidad compartida; la movilidad y migración internacional regular, ordenada y 
segura; la migración irregular; el fortalecimiento institucional; la protección de 
connacionales en el exterior; la integración y reintegración de personas en contextos de 
migración y movilidad internacional, y el desarrollo sostenible; pilares que es importante 
aplicar de manera urgente.  
 
Por lo antes descrito, es imperante que las autoridades trabajen en materia de migración, 
con el objetivo de generar programas y herramientas que aporten beneficios y ayuda, a 
los migrantes que pasen por el territorio del Estado, por ello es que el propósito de la 
iniciativa, es generar condiciones favorables para las y los migrantes del Estado de San 
Luis Potosí.”  

 

                                                           
2 Semanario Judicial de la Federación  
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026011 



 

 

Por lo tanto y para una mayor comprensión de los alcances que persigue esta iniciativa, se 
presenta el siguiente cuadro comparativo: 
 

LEY DE ATENCIÓN Y APOYO A 
MIGRANTES DEL ESTADO DE SAN 

LUIS POTOSÍ 

LEY DE ATENCIÓN Y APOYO A 
MIGRANTES DEL ESTADO DE SAN 

LUIS POTOSÍ 

ACTUAL PROPUESTA DE REFORMA 

ARTICULO 9. El Ejecutivo del Estado 
preverá en el proyecto de Presupuesto de 
Egresos anual, las partidas necesarias 
para dar cumplimiento a la presente Ley; 
e, igualmente, los ayuntamientos deberán 
considerar lo previsto en el presente 
artículo, en la sus respectivos 
presupuestos de egresos. 
 
ARTÍCULO 10. Además de los derechos 
contenidos en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; la 
Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de San Luis Potosí, las leyes 
que de ellas emanen, así como de los 
Tratados y convenios internacionales de 
los cuales sea parte el Estado mexicano, 
se reconocen a los migrantes los 
siguientes derechos:  
 
I. El otorgamiento de información 
respecto a programas de atención a 
migrantes y de requisitos necesarios para 
ser beneficiarios;  
 
II. La inscripción de los migrantes en el 
Registro Estatal, y  
 
III. El acceso a servicios y prestaciones 
de los programas de atención a 
migrantes. 
 
IV. (SIN CORRELATIVO) 
 
 
 
 

ARTICULO 9. El Ejecutivo del Estado, 
así como los ayuntamientos, preverán 
en sus proyectos de Presupuesto de 
Egresos anual, las partidas necesarias 
para dar cumplimiento a la presente Ley. 
 
 
 
 
ARTÍCULO 10. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
I a III. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
IV. Garantizar condiciones aceptables 
de alimentación, vestido, salud, 
higiene, esparcimiento y 
comunicación, así como espacios 
adecuados, libres de hacinamiento y 
con privacidad entre mujeres y 
hombres. 
 
 



 

 

CUARTO. Que la iniciativa que se estudia es una propuesta de gran importancia para 
garantizar que en la entidad potosina se procure la atención a los migrantes con la debida 
protección y salvaguarda de sus derechos humanos, previendo los recursos necesarios para 
que el Poder Ejecutivo y los ayuntamientos cuentes con los recursos necesarios que les 
permitan cumplir con esta tarea. 
 
Por lo expuesto, con fundamento en los artículos, 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, ponemos a consideración del Honorable 
Pleno, el siguiente 
 

DICTAMEN 
 
ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba con modificaciones la iniciativa citada en el preámbulo. 
 

EXPOSICIÓN  
DE  

MOTIVOS: 
 

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  establece que es 
obligación de todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, y prevé la correlativa 
obligación del Estado de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 
derechos humanos.3 
 
A su vez, el numeral 11 del estatuto antes referido otorga el derecho a toda persona para 
entrar en la República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad 
de carta de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes; y faculta a la 
autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad 
administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, 
inmigración y salubridad general de la República, o sobre extranjeros perniciosos residentes 
en el país. 
 
El Instituto Nacional Electoral, define la migración como los cambios de residencia de las 
personas desde un lugar a otro, cruzando los límites geográficos, por ejemplo: de una región 
a otra, de una comuna a otra. 
 
A su vez, la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) define a un migrante como 
cualquier persona que se desplaza, o se ha desplazado, a través de una frontera internacional 
o dentro de un país, fuera de su lugar habitual de residencia.  
  
En este tema, la Suprema corte de justicia en su tesis IV.1o.A.21 A (11a.), resuelve que “LAS 
AUTORIDADES TIENEN LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR SU DERECHO HUMANO A LA 
DIGNIDAD, PROPORCIONANDO REFUGIO Y ALIMENTOS ADECUADOS EN LAS 
ESTACIONES MIGRATORIAS”.  
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 

                                                           
3 Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos  
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Tesis: IV.1o.A.21 A (11a.) 
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MIGRANTES. LAS AUTORIDADES TIENEN LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR SU 
DERECHO HUMANO A LA DIGNIDAD, PROPORCIONANDO REFUGIO Y ALIMENTOS 
ADECUADOS EN LAS ESTACIONES MIGRATORIAS. 
 
Hechos: Un migrante de nacionalidad extranjera promovió juicio de amparo indirecto contra la 
privación de su libertad en una estación migratoria federal en el Estado de Nuevo León. Solicitó 
la suspensión de plano de los actos reclamados para que se le pusiera en inmediata libertad. 
La Juez de Distrito concedió la suspensión de plano para el efecto de que las autoridades 
responsables, en el término de veinticuatro horas, emitieran un proveído en el que, con libertad 
de jurisdicción, determinaran si resultaba procedente o no cesar el alojamiento migratorio. 
 
Criterio jurídico: Cuando la autoridad migratoria determine que un migrante debe quedar bajo 
su responsabilidad material y directa, la estancia supervisada debe ser en condiciones 
aceptables de alimentación, vestido, salud, higiene, esparcimiento y comunicación, así como 
contar con espacios adecuados, libres de hacinamiento y con privacidad entre mujeres y 
hombres. 
 
Justificación: El artículo 1o. de la Constitución General establece que es obligación de todas 
las autoridades, en el ámbito de sus competencias, promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad, y prevé la correlativa obligación del Estado de prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos. Por su parte, la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos en el "Informe especial. Situación de las 
estaciones migratorias en México, hacia un nuevo modelo alternativo a la detención" de 2019, 
destaca que uno de los factores que interfieren con el respeto al derecho de trato digno de las 
personas alojadas en los recintos migratorios es el hacinamiento; por tanto, el derecho al trato 
digno implica la necesidad de contar con lugares adecuados donde se tenga, además de 
espacio suficiente, alimentos, dormitorios, baños, acceso a actividades recreativas e higiene 
óptimas para que las personas que extraordinariamente deban ser alojadas desarrollen su 
vida con respeto a su dignidad, en tanto se resuelve su situación migratoria; derechos que 
recoge el artículo 107 de la Ley de Migración. Así, de mantenerse a las personas migrantes 
sin los elementos señalados para una estancia adecuada, sería tanto como permitir la 
violación a los derechos humanos establecidos tanto en el marco jurídico nacional como en el 
internacional, lo que es incompatible con el respeto a su libertad. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 
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Unanimidad de votos. Ponente: Magistrado Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: 
Alejandro Cavazos Villarreal. 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2023 a las 10:26 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación.4 
 
De igual forma, el Gobierno Federal cuenta con una política migratoria, que se constituye sobre 
la base del respeto pleno de los derechos humanos a partir de un enfoque multisectorial, 
pluridimensional, corresponsable, transversal, incluyente y con perspectiva de género. Para 
dar cabal cumplimiento a esos fundamentos, la nueva política se sostiene sobre siete pilares 
que conjugan su implementación y gestión: la responsabilidad compartida; la movilidad y 
migración internacional regular, ordenada y segura; la migración irregular; el fortalecimiento 
institucional; la protección de connacionales en el exterior; la integración y reintegración de 
personas en contextos de migración y movilidad internacional, y el desarrollo sostenible; 
pilares que es importante aplicar de manera urgente.  
 
Por lo antes descrito, es imperante que las autoridades trabajen en materia de migración, con 
el objetivo de generar programas y herramientas que aporten beneficios y ayuda, a los 
migrantes que pasen por el territorio del Estado, por ello es que el propósito es generar 
condiciones favorables para las y los migrantes del Estado de San Luis Potosí.  

 
PROYECTO 

DE 
DECRETO 

 
ÚNICO: Se REFORMA los artículos 9º; y 10 en sus fracciones, II, y III; y ADICIONA al artículo 
10 la fracción IV de la LEY DE ATENCIÓN Y APOYO A MIGRANTES DEL ESTADO DE SAN 
LUIS POTOSÍ, para quedar como sigue. 
 
ARTICULO 9º. El Ejecutivo del Estado, así como los ayuntamientos, preverán en sus 
proyectos de Presupuesto de Egresos anual, las partidas necesarias para dar cumplimiento a 
la presente Ley. 
 
ARTÍCULO 10. … 
 
I. … 
 
II. …; 
 
III. …,y 
 
IV. Garantizar en todo momento el respeto y protección de sus derechos humanos. 
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T R A N S I T O R I O S 
 

 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado, “Plan de San Luis”.  
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 
 
 
DADO EN LA SALA JAIME NUNÓ” DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE 
Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTICINCO DÍAS DEL MES DE MAYO DE 
DOS MIL VEINTITRÉS. 



 

 

 
  



 

 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA DIRECTIVA  
H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
PRESENTES. 
 
A la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública, le fue 
consignada en Sesión Ordinaria de fecha 22 de junio de 2023, bajo el turno 3842, para 
estudio y dictamen, iniciativa que plantea reformar la fracción XVII inciso B del artículo 
84 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San 
Luis Potosí, presentada por la Legisladora María Aranzazu Puente Bustindui. 
 
Visto su contenido, con fundamento en lo establecido por los artículos, 92, 98 fracción 
XX, y 117, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 75, 85, 86, y demás 
relativos aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, 
y  
 

CONSIDERANDO 
 

PRIMERO. Que de conformidad con lo establecido por el artículo 124, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las facultades que no están 
expresamente concedidas por dicha Constitución a los funcionarios federales, se 
entienden reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos de sus 
respectivas competencias. 
 
No obstante lo anterior podemos advertir que, de las disposiciones contenidas en los 
artículos, 73, 74 y 76, de la referida Constitución de la República, no se desprende 
facultad exclusiva del Congreso de la Unión o de sus respectivas Cámaras, para legislar 
en la materia y en los términos referidos en la iniciativa de cuenta. 
 
Concomitante con el dispositivo 1° constitucional aludido, el diverso numeral 133 
estipula que dicha Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella 
y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren 
por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema 
de toda la Unión, en donde los jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha 
Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda 
haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas. 
 
En cuanto al ámbito local, los artículos 57, fracciones, I, y XLVIII, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; y 15 fracción I, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo de la Entidad, establecen como atribuciones del 
Congreso del Estado, las de dictar, abrogar y derogar leyes en el ámbito de su 
competencia, así como las demás que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Constitución local y las leyes que de ellas emanen le atribuyan. 
 
Respecto a la competencia de la Comisión legislativa de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, el artículo 117, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 



 

 

del Estado, estipula que a dicho órgano de trabajo parlamentario le compete dictaminar 
las iniciativas que le son turnadas por el Pleno.   
 
SEGUNDO. Que en razón del considerando que antecede, de conformidad con lo 
establecido por los artículos, 124 y 133, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 57 fracción I, de la Constitución Política del Estado de San Luis 
Potosí; 15 fracción I, y 117 fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado, compete al Congreso del Estado por conducto de esta Comisión legislativa, 
conocer y dictaminar la iniciativa citada en el proemio. 
 
TERCERO. Que en términos de lo dispuesto por los artículos, 61 de la Constitución 
Política del Estado; y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de la Entidad, el 
derecho de iniciar leyes, corresponde a los diputados, al Gobernador, al Supremo 
Tribunal de Justicia, y a los ayuntamientos, así como a los ciudadanos del Estado. 
 
En razón de lo anterior, la legisladora proponente de la iniciativa se encuentra 
legitimada para promoverla ante este Congreso. 
 
CUARTO. Que con la finalidad de conocer las razones que sustentan la iniciativa de 
cuenta, nos permitimos reproducir su exposición de motivos, siendo ésta del tenor que 
sigue: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado se ha constituido como una herramienta 
efectiva, por la cual se da un fuerte impulso al derecho de acceso a la información en la Entidad, coadyuvando 
con ello en la construcción de una sociedad cada vez más inmersa y participativa en el escrutinio de los asuntos 
del Estado; incidiendo directamente en la rendición de cuentas, así como en la disminución del impacto negativo 
que tienen la falta de transparencia, y la corrupción.  
 
Lo anterior busca que los Sujetos Obligados cumplan con tener la información apegada a ciertos criterios como 
son: tener la información identificable, accesible, uniforme, sencilla, clara, precisa, oportuna y actual.  
 
En ese orden de ideas, resulta evidente la necesidad de actualizar la Ley De Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de San Luis Potosí, ello mediante la presente reforma ya antes mencionada, con 
la finalidad de dar certeza en los ámbitos aplicables, por ello, es importante que las leyes cuenten con los 
elementos suficientes para su mejor aplicación y no sólo que estén bien redactadas, sino que cumplan sus 
objetivos, actualizándose continuamente para lograr los resultados más efectivos. 
 

 

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA  
DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

 
Capítulo II 

De las Obligaciones de 
Transparencia Comunes 

 
 
ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados 
pondrán a disposición del público y 
mantendrán    actualizada,    en    los 

 
Capítulo II 

De las Obligaciones de 
Transparencia Comunes 

 
 
ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados 
pondrán a disposición del público y 
mantendrán    actualizada,    en    los 



 

 

respectivos medios  electrónicos,  de 
acuerdo con sus facultades, atribuciones,    
funciones    u    objeto social,     según     
corresponda,     la información, por lo menos, 
de los temas, documentos y políticas que a 
continuación se señalan: 
 
XVII. La información en versión pública de las 
declaraciones, de situación patrimonial, fiscal 
y de intereses de los servidores públicos, en 
los sistemas habilitados para ello, de acuerdo 
con lo siguiente: 
 
b)  En  el  Poder  Ejecutivo  Estatal: todos los 
servidores públicos, desde el Gobernador del 
Estado, hasta los jefes de departamento. En 
cuanto a la Procuraduría General de Justicia 
del Estado, también los agentes del Ministerio 
Público y los agentes de la Policía Ministerial. 

respectivos medios  electrónicos,  de 
acuerdo con sus facultades, atribuciones,    
funciones    u    objeto social,     según     
corresponda,     la información, por lo menos, 
de los temas, documentos y políticas que a 
continuación se señalan: 
 
XVII. La información en versión pública de las 
declaraciones, de situación patrimonial, fiscal 
y de intereses de los servidores públicos, en 
los sistemas habilitados para ello, de acuerdo 
con lo siguiente: 
 
b)  En  el  Poder  Ejecutivo  Estatal: todos los 
servidores públicos, desde el Gobernador del 
Estado, hasta los jefes de departamento. En 
cuanto a la Fiscalía General del Estado, 
también los agentes del Ministerio Público y 
los agentes de la Policía Ministerial. 

 

QUINTO. Que de la exposición de motivos se desprende, que la iniciativa busca 
actualizar la denominación de la Procuraduría General de Justicia del Estado, para 
quedar como Fiscalía General del Estado. 
 
SEXTO. Que quienes integramos esta dictaminadora estimamos procedente la 
iniciativa por tratarse de una armonización legislativa. 
 
Al respecto debemos señalar que por Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de febrero de 2014, fueron reformadas diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que generaron, entre otros 
efectos, la creación de la Fiscalía General de la República, como órgano constitucional 
autónomo independiente del Poder Ejecutivo, en sustitución de la Procuraduría General 
de la República, así como la obligación para las entidades federativas de garantizar en 
sus constituciones, que las funciones de procuración de justicia se realicen con base 
en los principios de autonomía, eficiencia, imparcialidad, legalidad, objetividad, 
profesionalismo, responsabilidad y respeto a los derechos humanos. 
 
Es así que dicha reforma constitucional tuvo por efecto la obligación para las entidades 
federativas del país, de armonizar sus constituciones con el objeto de dotar de 
autonomía constitucional al Ministerio Público, lo que generó que por Decreto 705 
publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el 2 de octubre de 2017, 
se reformara la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 
para establecer la Fiscalía General del Estado con el carácter de órgano constitucional 
autónomo, en sustitución de la Procuraduría General de Justicia del Estado. 
 
Es conforme a lo anterior que resulte viable la iniciativa propuesta. 
 



 

 

SÉPTIMO. Que para mejor conocimiento de la modificación resulta por esta 
dictaminadora, la misma se plasma en la tabla siguiente, en contraposición del texto 
legal vigente: 
 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de San Luis Potosí 

 

Texto vigente Texto propuesto 

ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados pondrán a 
disposición del público y mantendrán 
actualizada, en los respectivos medios 
electrónicos, de acuerdo con sus facultades, 
atribuciones, funciones u objeto social, según 
corresponda, la información, por lo menos, de 
los temas, documentos y políticas que a 
continuación se señalan:  
 
I. Los instrumentos de control archivístico 
referidos en la Ley de Archivos del Estado de 
San Luis Potosí;  
 
II. El marco normativo aplicable al sujeto 
obligado, en el que deberá incluirse leyes, 
códigos, reglamentos, decretos de creación, 
manuales administrativos, reglas de operación, 
criterios, políticas, entre otros;  
 
III. Las iniciativas anuales de leyes de ingresos; 
y presupuesto de egresos del Estado. El Poder 
Ejecutivo y los municipios incluirán en sus 
respectivas leyes de ingresos y presupuestos de 
egresos, apartados específicos con la 
información siguiente:  
 
a) Leyes de ingresos  
 
1. Las fuentes de sus ingresos sean ordinarios o 
extraordinarios, desagregando el monto de cada 
una, incluyendo los recursos federales que se 
estimen serán transferidos por la Federación, a 
través de los fondos de participaciones y 
aportaciones federales, subsidios y convenios 
de reasignación; así como los ingresos 
recaudados con base en las disposiciones 
locales.  
 
2. Las obligaciones de garantía o pago causante 
de deuda pública u otros pasivos de cualquier 
naturaleza con contrapartes, proveedores, 
contratistas y acreedores, incluyendo la 
disposición de bienes o expectativa de derechos 
sobre éstos, contraídos directamente o a través 
de cualquier instrumento jurídico considerado o 
no dentro de la estructura orgánica de la 
administración pública correspondiente, y la 
celebración de actos jurídicos análogos a los 
anteriores y sin perjuicio de que dichas 

ARTÍCULO 84 … 
 
 
 
 
 
 
  
 
I a XVI … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

obligaciones tengan como propósito el canje o 
refinanciamiento de otras, o de que sea 
considerado o no como deuda pública en los 
ordenamientos aplicables. Asimismo, la 
composición de dichas obligaciones y el destino 
de los recursos obtenidos.  
 
b) Presupuesto de egresos:  
 
1. Las prioridades de gasto, los programas y 
proyectos, así como la distribución del 
presupuesto, detallando el gasto en servicios 
personales, incluyendo el analítico de plazas y 
desglosando todas las remuneraciones; las 
contrataciones de servicios por honorarios y, en 
su caso, previsiones para personal eventual; 
pensiones; gastos de operación, incluyendo 
gasto en comunicación social; gasto de 
inversión; así como gasto correspondiente a 
compromisos plurianuales, proyectos de 
asociaciones público privadas y proyectos de 
prestación de servicios, entre otros.  
 
2. El listado de programas, así como sus 
indicadores estratégicos y de gestión 
aprobados.  
 
3. La aplicación de los recursos conforme a las 
clasificaciones administrativas, funcionales, 
programáticas, económicas y, en su caso, 
geográficas y sus interrelaciones, que faciliten el 
análisis para valorar la eficiencia y eficacia en el 
uso y destino de los recursos y sus resultados.  
 
En el proceso de integración de la información 
financiera para la elaboración de los 
presupuestos, se deberán incorporar los 
resultados que deriven de los procesos de 
implantación y operación del presupuesto 
basado en resultados y del sistema de 
evaluación del desempeño, establecidos en 
términos del artículo 134 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
Las normas, metodologías, clasificadores y los 
formatos, con la estructura y contenido de la 
información, para armonizar la elaboración y 
presentación de los documentos señalados en 
esta fracción, se establecerán conforme a lo 
dispuesto por la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental;  
 
IV. La información de los movimientos de 
ingresos y egresos, que deberán contener, en el 
caso de egresos, el monto, beneficiario, 
concepto, fecha, folio, institución bancaria y 
funcionario que lo autoriza. En el caso de 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

ingresos, el número de entero, monto, concepto, 
contribuyente y fecha.  
 
Además, la relación de las cuentas bancarias 
productivas específicas en las cuales se 
depositaron los recursos federales transferidos 
por cualquier concepto, durante el ejercicio.  
 
Las cuentas bancarias a que se refiere el párrafo 
anterior se harán del conocimiento previo a la 
Tesorería de la Federación, para el efecto de la 
radicación de los recursos;  
 
V. Su estructura orgánica completa, en un 
formato que permita vincular cada parte de la 
estructura, las atribuciones y responsabilidades 
que le corresponden a cada servidor público, 
prestador de servicios profesionales o miembro 
de los sujetos obligados, de conformidad con las 
disposiciones aplicables;  
 
VI. Las facultades de cada área;  
 
VII. Los manuales de organización; así como los 
documentos que contengan las políticas de cada 
dependencia y unidad administrativa, que 
incluya metas, objetivos y responsables de los 
programas operativos a desarrollar;  
 
VIII. Los indicadores relacionados con temas de 
interés público o trascendencia social que 
conforme a sus funciones, deban establecer; 
 
IX. Los indicadores que permitan rendir cuenta 
de sus objetivos y resultados;  
 
X. El directorio de todos los servidores públicos, 
independientemente de que brinden atención al 
público; manejen o apliquen recursos públicos; 
realicen actos de autoridad o presten servicios 
profesionales bajo el régimen de confianza u 
honorarios y personal de base. El directorio 
deberá incluir, al menos el nombre, cargo o 
nombramiento asignado, nivel del puesto en la 
estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, 
número telefónico, domicilio para recibir 
correspondencia y dirección de correo 
electrónico oficiales, y versión pública de su 
currículum vitae que deberá contener, la copia 
correspondiente al título profesional y cédula 
que acredite su ultimo grado de estudios;  
 
XI. La remuneración bruta y neta de todos los 
servidores públicos de base o de confianza, de 
todas las percepciones, incluyendo sueldos, 
prestaciones, gratificaciones, primas, 
comisiones, dietas, bonos, estímulos, ingresos y 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

sistemas de compensación, señalando la 
periodicidad de dicha remuneración;  
 
XII. La agenda de actividades de los titulares de 
las dependencias públicas, reuniones públicas 
de los diversos consejos, gabinetes, cabildos, 
sesiones plenarias y sesiones de trabajo a las 
que convoquen;  
 
XIII. La información contenida en las minutas, 
acuerdos y actas de las reuniones oficiales de 
sus órganos colegiados, salvo que por 
disposición expresa de la Ley, se determine que 
deban realizarse con carácter reservado;  
 
XIV. Los gastos de representación y viáticos, así 
como el objeto e informe de comisión 
correspondiente;  
 
XV. El número total de las plazas y del personal 
de base y confianza, especificando el total de las 
vacantes, por nivel de puesto, para cada unidad 
administrativa;  
 
XVI. Las contrataciones de servicios 
profesionales por honorarios, señalando los 
nombres de los prestadores de servicios, los 
servicios contratados, el monto de los honorarios 
y el periodo de contratación;  
 
XVII. La información en versión pública de las 
declaraciones, de situación patrimonial, fiscal y 
de intereses de los servidores públicos, en los 
sistemas habilitados para ello, de acuerdo con lo 
siguiente:  
 
a) En el Poder Legislativo Estatal: los diputados, 
el oficial mayor, el auditor superior del Estado, el 
tesorero, coordinadores, directores, jefes de 
departamento y auditores.  
 
b) En el Poder Ejecutivo Estatal: todos los 
servidores públicos, desde el Gobernador del 
Estado, hasta los jefes de departamento. En 
cuanto a la Procuraduría General de Justicia del 
Estado, también los agentes del Ministerio 
Público y los agentes de la Policía Ministerial.  
 
c) En la administración pública paraestatal: 
directores generales, gerentes, jefes de 
departamento, servidores públicos equivalentes 
de los organismos descentralizados, empresas 
de participación estatal mayoritaria, sociedades 
y asociaciones similares, y fideicomisos 
públicos.  
 
d) En el Poder Judicial Estatal: magistrados, 
jueces, secretarios, subsecretarios y actuarios 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
XVII … 
 
 
 
 
 
a) … 
 
 
 
  
b) En el Poder Ejecutivo Estatal: todos los 
servidores públicos, desde el Gobernador del 
Estado, hasta los jefes de departamento. En 
cuanto a la Fiscalía General del Estado, también 
los agentes del Ministerio Público y los agentes 
de la Policía Ministerial.  
 
 
c) a i) … 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

de cualquier categoría o designación, así como 
el oficial mayor.  
 
e) En el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, y en los tribunales del trabajo: 
magistrados, miembros de la Junta, secretarios 
y actuarios.  
 
f) En la administración pública municipal: desde 
el presidente municipal, regidores, síndicos, 
secretario, tesorero, oficial mayor y contralor 
interno, hasta los servidores públicos con nivel 
de jefes de departamento o sus equivalentes, así 
como los agentes de Policía y Tránsito.  
 
g) En la administración pública paramunicipal: 
directores generales, gerentes, jefes de 
departamento, servidores públicos equivalentes 
de los organismos descentralizados, empresas 
de participación municipal mayoritaria, 
sociedades y asociaciones similares, y 
fideicomisos públicos.  
 
h) En los organismos a los que la Constitución 
Política del Estado otorgue autonomía: todos los 
servidores públicos, desde sus titulares hasta los 
servidores públicos con nivel de jefes de 
departamento o sus equivalentes.  
 
i) En general, todos aquellos servidores públicos 
que desempeñen un cargo de dirección, o 
administren recursos financieros.  
 
Las declaraciones, de situación patrimonial, 
fiscal, y de intereses se publicarán año con año, 
a más tardar quince días después de ser 
presentadas por el servidor público ante el 
órgano competente y, tanto al inicio como al 
término de su gestión;  
 
XVIII. La información acerca de los sistemas, 
procesos, oficinas, ubicación, teléfonos, horarios 
de atención, página electrónica, cuotas y 
responsables de atender las peticiones de 
acceso a la información, así como las solicitudes 
recibidas y las respuestas dadas por los 
servidores públicos; asimismo el nombre, 
puesto, domicilio oficial, teléfono y dirección 
electrónica de los servidores públicos 
responsables de atender las peticiones de 
acceso;  
 
XIX. Las convocatorias a concursos para ocupar 
cargos públicos y los resultados de los mismos;  
 
XX. La información de los programas de 
subsidios, estímulos y apoyos, en el que se 
deberá informar respecto de los programas de 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
… 
 
 
 
 
 
 
XVIII a LIII … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

transferencia, de servicios, de infraestructura 
social y de subsidio, en los que se deberá 
contener lo siguiente:  
 
a) Área.  
 
b) Denominación del programa.  
 
c) Periodo de vigencia.  
 
d) Diseño, objetivos y alcances.  
 
e) Metas físicas.  
 
f) Población beneficiada estimada.  
 
g) Monto aprobado, modificado y ejercido, así 
como los calendarios de su programación 
presupuestal.  
 
h) Requisitos y procedimientos de acceso.  
 
i) Procedimiento de queja o inconformidad 
ciudadana.  
 
j) Mecanismos de exigibilidad.  
 
k) Mecanismos de evaluación, informes de 
evaluación y seguimiento de recomendaciones.  
 
l) Indicadores con nombre, definición, método de 
cálculo, unidad de medida, dimensión, 
frecuencia de medición, nombre de las bases de 
datos utilizadas para su cálculo.  
 
m) Formas de participación social.  
 
n) Articulación con otros programas sociales.  
 
o) Vínculo a las reglas de operación o 
documento equivalente.  
 
p) Informes periódicos sobre la ejecución y los 
resultados de las evaluaciones realizadas.  
 
q) Padrón de beneficiarios mismo que deberá 
contener los siguientes datos: nombre de la 
persona física o denominación social de las 
personas morales beneficiarias, el monto, 
recurso, beneficio o apoyo otorgado para cada 
una de ellas, unidad territorial, en su caso, edad 
y sexo, así como la información sobre los montos 
pagados durante el período por concepto de 
ayudas y subsidios a los sectores económicos y 
sociales, identificando el nombre del 
beneficiario, su registro federal de 
contribuyentes con homoclave cuando sea 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

persona moral o física con actividad empresarial 
y profesional, así como el monto recibido;  
 
XXI. Las condiciones generales de trabajo, 
contratos o convenios que regulen las relaciones 
laborales del personal de base o de confianza, 
así como los recursos públicos económicos, en 
especie o donativos, que sean entregados a los 
sindicatos y ejerzan como recursos públicos;  
 
XXII. La información curricular, desde el nivel de 
jefe de departamento o equivalente, hasta el 
titular del sujeto obligado; así como, en su caso, 
las sanciones administrativas de que haya sido 
objeto;  
 
XXIII. El listado de servidores públicos con 
sanciones administrativas definitivas, 
especificando la causa de sanción y la 
disposición;  
 
XXIV. Los servicios que ofrecen señalando los 
requisitos para acceder a ellos;  
 
XXV. Los trámites, requisitos y formatos que 
ofrecen;  
 
XXVI. La información financiera sobre el 
presupuesto asignado, así como los informes del 
ejercicio trimestral del gasto, en términos de la 
Ley General de Contabilidad Gubernamental y 
demás normatividad aplicable;  
 
XXVII. La información presupuestal detallada 
que contenga por lo menos los datos acerca de 
los destinatarios, usos, montos, criterios de 
asignación, mecanismos de evaluación e 
informes sobre su ejecución. Además, deberá 
difundirse la información relativa a los montos 
recibidos por concepto de multas, recargos, 
cuotas, depósitos y fianzas señalando el nombre 
de los responsables de recibirlos, administrarlos 
y ejercerlos. Por lo que se refiere a los recursos 
federales transferidos al estado y municipios, se 
observarán las disposiciones específicas de las 
leyes: Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación;  
 
XXVIII. La información relativa a la deuda 
pública, en términos de la normatividad 
aplicable;  
 
XXIX. Los montos destinados a gastos relativos 
a comunicación social y publicidad oficial 
desglosada por tipo de medio, proveedores, 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

número de contrato y concepto o campaña; 
además, el costo del diseño, programación y 
alimentación de su página de internet 
institucional, así como el costo del dominio y 
mantenimiento del mismo;  
 
XXX. Los informes finales de resultados 
definitivos de las auditorías concluidas al 
ejercicio presupuestal de cada sujeto obligado 
que se realicen, en su caso, las aclaraciones que 
correspondan; una vez que se hayan agotado y 
resuelto los recursos que en su caso hubieren 
sido promovidos;  
 
XXXI. El resultado de la dictaminación de los 
estados financieros;  
 
XXXII. Los montos, criterios, convocatorias y 
listado de personas físicas o morales a quienes, 
por cualquier motivo, se les asigne o permita 
usar recursos públicos o, en los términos de las 
disposiciones aplicables, realicen actos de 
autoridad. Asimismo, los informes que dichas 
personas les entreguen sobre el uso y destino de 
dichos recursos;  
 
XXXIII. Las convocatorias e información acerca 
de los permisos, licencias, concesiones, 
licitaciones de obra, adquisiciones, 
arrendamientos, prestaciones de servicios y 
autorizaciones otorgadas por las entidades 
públicas, así como las opiniones argumentos, 
datos finales incluidos los expedientes y 
documentos que contengan los resultados de los 
procedimientos administrativos aludidos. 
Cuando se trate del otorgamiento de 
concesiones y licencias, permisos o 
autorizaciones a particulares, la información al 
respecto deberá contener el nombre o razón 
social del titular, el concepto y los objetivos de la 
concesión, licencia, autorización o permiso, el 
fundamento legal y el tiempo de vigencia;  
 
XXXIV. La información sobre los resultados 
sobre procedimientos de adjudicación directa, 
invitación restringida y licitación de cualquier 
naturaleza, incluyendo la versión pública del 
expediente respectivo y de los contratos 
celebrados, que deberá contener, por lo menos, 
lo siguiente:  
 
a) De licitaciones públicas o procedimientos de 
invitación restringida:  
 
1. La convocatoria o invitación emitida, así como 
los fundamentos legales aplicados para llevarla 
a cabo.  
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

2. Los nombres de los participantes o invitados.  
 
3. El nombre del ganador y las razones que lo 
justifican.  
 
4. El área solicitante y la responsable de su 
ejecución.  
 
5. Las convocatorias e invitaciones emitidas.  
 
6. Los dictámenes y fallo de adjudicación.  
 
7. El contrato y, en su caso, sus anexos.  
 
8. Los mecanismos de vigilancia y supervisión, 
incluyendo, en su caso, los estudios de impacto 
urbano y ambiental, según corresponda.  
 
9. La partida presupuestal, de conformidad con 
el clasificador por objeto del gasto, en el caso de 
ser aplicable.  
 
10. Origen de los recursos especificando si son 
federales, estatales o municipales, así como el 
tipo de fondo de participación o aportación 
respectiva.  
 
11. Los convenios modificatorios que, en su 
caso, sean firmados, precisando el objeto y la 
fecha de celebración.  
 
12. Los informes de avance físico y financiero 
sobre las obras o servicios contratados; Los 
informes pormenorizados sobre el avance físico 
de las obras y acciones respectivas que directa 
o indirectamente tienen que ejecutar con cargo 
al presupuesto público con préstamos, 
subvenciones u aportaciones privadas de 
carácter nacional e internacional. En este caso, 
deberá precisarse el monto; lugar, plazo de 
ejecución, entidad pública y servidores públicos 
responsables de la obra y mecanismos de 
vigilancia ciudadana. Adicionalmente, cuando 
corresponda a la diferencia entre el monto de los 
recursos transferidos y aquellos erogados, así 
como los resultados de las evaluaciones que se 
hayan realizado;  
 
13. El convenio de terminación.  
 
14. El finiquito.  
 
b) De las adjudicaciones directas:  
 
1. La propuesta enviada por el participante.  
 
2. Los motivos y fundamentos legales aplicados 
para llevarla a cabo.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 
3. La autorización del ejercicio de la opción.  
 
4. En su caso, las cotizaciones consideradas, 
especificando los nombres de los proveedores y 
los montos.  
 
5. El nombre de la persona física o moral 
adjudicada.  
 
6. La unidad administrativa solicitante y la 
responsable de su ejecución.  
 
7. El número, fecha, el monto del contrato y el 
plazo de entrega o de ejecución de los servicios 
u obra.  
 
8. Los mecanismos de vigilancia y supervisión, 
incluyendo, en su caso, los estudios de impacto 
urbano y ambiental, según corresponda.  
 
9. Los informes de avance sobre las obras o 
servicios contratados.  
 
10. El convenio de terminación.  
 
11. El finiquito;  
 
XXXV. Los informes que por disposición legal 
generen los sujetos obligados;  
 
XXXVI. Las estadísticas que generen en 
cumplimiento de sus facultades, competencias o 
funciones con la mayor desagregación posible;  
 
XXXVII. Informe de avances programáticos o 
presupuestales, balances generales y su estado 
financiero;  
 
XXXVIII. Padrón de proveedores y contratistas;  
 
XXXIX. Los convenios que realicen con la 
federación, con otros estados y con los 
municipios, siempre que no versen sobre 
seguridad nacional o seguridad pública;  
 
XL. Los convenios de coordinación de 
concertación con los sectores social y privado;  
 
XLI. El inventario de bienes muebles e 
inmuebles en posesión y propiedad;  
 
XLII. Las recomendaciones emitidas por los 
órganos públicos del Estado mexicano u 
organismos internacionales garantes de los 
derechos humanos, así como las acciones que 
han llevado a cabo para su atención, hasta su 
total cumplimiento;  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 
XLIII. Las resoluciones y laudos que se emitan 
en procesos o procedimientos seguidos en 
forma de juicio;  
 
XLIV. Los mecanismos de participación 
ciudadana;  
 
XLV. Los programas que ofrecen, incluyendo 
información sobre la población, objetivo y 
destino, así como los trámites, tiempos de 
respuesta, requisitos y formatos para acceder a 
los mismos;  
 
XLVI. Las actas y resoluciones del Comité de 
Transparencia de los sujetos obligados;  
 
XLVII. Todas las evaluaciones y encuestas que 
hagan los sujetos obligados a programas 
financiados con recursos públicos;  
 
XLVIII. Los estudios financiados con recursos 
públicos;  
 
XLIX. El listado de jubilados y pensionados y el 
monto que reciben;  
 
L. Los ingresos recibidos, así como todas las 
donaciones que reciban de personas físicas o 
morales e instituciones públicas, sean estos en 
efectivo, depósitos financieros, en especie, 
servicios, o de cualquier otra naturaleza, 
señalando en todos los casos el nombre de los 
responsables de recibirlos, administrarlos y 
ejercerlos, así como su destino, indicando el 
destino de cada uno de ellos;  
 
LI. Donaciones hechas a terceros en dinero o en 
especie;  
 
LII. Las actas de sesiones ordinarias y 
extraordinarias, así como las opiniones y 
recomendaciones que emitan, en su caso, los 
consejos consultivos, y  
 
LIII. Cualquier otra información que sea de 
utilidad o se considere relevante, además de la 
que, con base en la información estadística, 
responda a las preguntas hechas con más 
frecuencia por el público.  
 
Los sujetos obligados deberán informar a la 
CEGAIP y verificar que se publiquen en la 
Plataforma Nacional, cuáles son los rubros que 
son aplicables a sus páginas de internet, con el 
objeto de que éstos verifiquen y aprueben, de 
forma fundada y motivada, la relación de 
fracciones aplicables a cada sujeto obligado. 
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En mérito de lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos, 75, 85, 
86, y demás relativos aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
del Estado, sometemos a la consideración de la Honorable Asamblea, el siguiente:  

 
DICTAMEN 

 
ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, 
fueron reformadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que generaron, entre otros efectos, la creación de la Fiscalía 
General de la República, como órgano constitucional autónomo independiente del 
Poder Ejecutivo, en sustitución de la Procuraduría General de la República, así como 
la obligación para las entidades federativas de garantizar en sus constituciones, que 
las funciones de procuración de justicia se realicen con base en los principios de 
autonomía, eficiencia, imparcialidad, legalidad, objetividad, profesionalismo, 
responsabilidad y respeto a los derechos humanos. 
 
Es así que dicha reforma constitucional tuvo por efecto la obligación para las entidades 
federativas del país, de armonizar sus constituciones con el objeto de dotar de 
autonomía constitucional al Ministerio Público, lo que generó que por Decreto 705 
publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el 2 de octubre de 2017, 
se reformara la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 
para establecer la Fiscalía General del Estado con el carácter de órgano constitucional 
autónomo, en sustitución de la Procuraduría General de Justicia del Estado. 
 

PROYECTO DE DECRETO 
 

ÚNICO. Se REFORMA el artículo 84 fracción XVII en su inciso b), de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  para 
quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 84 … 
 
I a XVI … 
 
XVII … 
 
a) … 
 
b) En el Poder Ejecutivo Estatal: todos los servidores públicos, desde el Gobernador 
del Estado, hasta los jefes de departamento. En cuanto a la Fiscalía General del 



 

 

Estado, también los agentes del Ministerio Público y los agentes de la Policía 
Ministerial.  
 
c) a i) … 
 
… 
 
XVIII a LIII … 
 
… 

 
TRANSITORIOS 

 
PRIMERO. Este Decreto será vigente al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado “Plan de San Luis”. 
 
SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
DADO EN EL H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS ONCE 
DÍAS DEL MES DE JULIO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  



 

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS 
DE LA LXIII LEGISLATURA 
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO,  
P R E S E N T E S 
 
A la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, le fue turnada en Sesión Ordinaria 
de fecha 22 de junio de 2023, iniciativa que plantea adicionar último párrafo al artículo 49 de 
la Ley de Protección del Patrimonio Cultural para el Estado de San Luis Potosí; presentada 
por el legislador José Antonio Lorca Valle, con el número de turno 3860. 
 
En tal virtud, al entrar al estudio y análisis de la citada iniciativa, los integrantes de la comisión 
dictaminadora hemos llegado a los siguientes. 
 

CONSIDERANDOS 
 

PRIMERO. Que la fracción I del artículo 57 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de San Luis Potosí, confiere atribuciones al Congreso del Estado para dictar, 
derogar y abrogar leyes; en consecuencia, éste es competente para conocer y resolver lo 
procedente sobre la iniciativa que se describe en el preámbulo. 
 
SEGUNDO. Que los artículos, 61 del Código Político Local; y 130 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo, le confieren la facultad de iniciativa a las diputadas y diputados; por lo que, quien 
presentó la pieza legislativa que nos ocupa tenía ese carácter; por tanto, tenía la legalidad y 
legitimidad para hacerlo. 
 
TERCERO. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del Estado, ésta 
satisface las estipulaciones de los diversos 61 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior 
del Congreso del Estado de San Luis Potosí. 
 
CUARTO. Que la que suscribe es permanente y de dictamen legislativo, como lo señalan los 
artículos, 98 fraccion X, y 108 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; por tanto, 
es competente para dictaminar la iniciativa enunciada. 
 
QUINTO. Que la iniciativa en estudio tiene menos de tres meses de haber sido          
presentada; considerando lo acordado por la Junta de Coordinación Politica con fecha fecha 
18 de marzo del año 2020, en cuanto a que no correrán los plazos y términos legales, ante la 
contingencia sanitaria, por tanto, se está dentro del término de seis meses que se tiene para 
dictaminarse como lo marcan los artículos 92, párrafos segundo y sexto, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo; y 11 fracción XIV, y 157 en su fracción III, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTO. Que con el fin de conocer las razones y motivos que llevaron a la impulsante de la 
misma a presentarla, se cita literalmente enseguida: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Según la Ley de Protección del Patrimonio Cultural para el Estado de San Luis 
Potosí, el patrimonio cultural es el conjunto de manifestaciones materiales e 



 

 

inmateriales generadas a través del tiempo, desde la prehistoria hasta 
cincuenta años antes de la fecha que transcurre al momento de su aplicación, 
por los diferentes grupos sociales que se han asentado en territorio del Estado 
y que por sus cualidades de significación social o documental, constituyen 
valores de identidad y autenticidad de la sociedad de donde surgen, y su 
protección, se trata de un asunto de utilidad pública, en virtud de la 
importancia de estas manifestaciones. 
 
De acuerdo a esta regulación, el patrimonio se divide en patrimonio cultural 
material, e inmaterial. Para efectos de este instrumento legislativo, la atención 
se dirige hacia la primera categoría, que se define en la fracción XIII del artículo 
5º de la norma: 
 

XIII. Patrimonio cultural material: es el conjunto de bienes materiales 
muebles e inmuebles, públicos y privados que se generan en una sociedad 
en un tiempo y lugar determinados, ya sea por sus valores de documento 
histórico, significación social, características de expresión o simbolismo; 

 
Queda clara entonces la dimensión pública de la importancia de proteger estos 
bienes materiales, para lo cual la Ley previene lo siguiente en su artículo 10º: 

ARTICULO 10. Los propietarios de bienes muebles culturales, declarados 
como tales, son responsables de su salvaguarda, conservación, 
restauración, mantenimiento y de cualquier acción u omisión que vaya en 
contra de la conservación de los valores históricos, artísticos, de 
antigüedad, originalidad o cualquier otro considerado relevante en el bien 
inscrito en el Registro Estatal del Patrimonio Cultural. 

 
Todo lo anterior resulta relevante en los momentos actuales, a la luz del caso 
que se dio a conocer en días recientes, que involucra la desaparición de una 
colección de tres tomos de textos jurídicos que datan del año 1555, de los 
acervos de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí, volúmenes de los que 
solamente dos universidades en el país contaban con ejemplares similares.1 La 
misma edición de dichos tomos, según la casa de subastas Christie´s puede 
alcanzar un precio de 10 mil dólares a la venta.2  
 
Si bien el caso se está tratando de acuerdo a lo aplicable respecto a la vía penal 
del Derecho, la labor del legislador, en términos de los objetivos de 
conservación y protección que orientan el marco jurídico en materia 
patrimonial es prevenir la incidencia de casos similares mediante la Ley.  
 

                                                           
1 https://pulsoslp.com.mx/slp/desaparecen-libros-del-s-xvi-en-uaslp/1667031  
2 https://www.christies.com/lot/alfonso-x-1221-1284-las-siete-partidas-6145798/?intObjectID=6145798&lid=1  

https://pulsoslp.com.mx/slp/desaparecen-libros-del-s-xvi-en-uaslp/1667031
https://www.christies.com/lot/alfonso-x-1221-1284-las-siete-partidas-6145798/?intObjectID=6145798&lid=1


 

 

Por lo tanto el propósito de esta iniciativa es fortalecer los mecanismos de 
control sobre el patrimonio, con la finalidad de aumentar la vigilancia sobre la 
ubicación y el estado de los bienes que componen el patrimonio cultural 
material. 
 
La antecitada ley ya cuenta con un instrumento para la identificación 
sistemática de esos bienes, como es el Registro Estatal, en términos del artículo 
49 de la norma: 
 

ARTICULO 49. Se crea el Registro Estatal del Patrimonio Cultural 
dependiente de la SECULT; como instrumento para la salvaguarda, 
consulta y divulgación de los bienes culturales en el Estado; estableciendo 
los lineamientos e instrumentando los medios de control para la 
elaboración y actualización del mismo. 
El encargado del Registro será designado por el titular de la SECULT, y 
contará con el personal necesario para su funcionamiento. 

 
Como se puede apreciar, ya se cuenta con un Registro Estatal para este tipo de 
bienes y que está a cargo de la Secretaría de Cultura; no obstante, se propone 
adicionar una medida para que los propietarios de bienes muebles culturales, 
declarados como tales y que estén inscritos en el Registro Estatal del 
Patrimonio Cultural, deberán reportar a la SECULT, la ubicación y en su caso 
los cambios en el estado de conservación de dichos bienes, cada dos años. 
 
Con lo cual se pretende que la Secretaría de Cultura, en virtud de su papel como 
autoridad en materia patrimonial y de la utilidad pública de la conservación, 
pueda contar con información actualizada sobre la ubicación y el estado de 
estos bienes, ya que muchos de ellos pueden estar expuestos a deterioro debido 
a su antigüedad, de forma que exista una vigilancia más cercana sobre el 
patrimonio cultural del estado. 
 
Ahora bien, con esta medida el sujeto sobre el cual se impone una nueva 
obligación, son los propietarios de tales bienes, pero no se puede obviar que 
según la Ley, ya tienen un esquema de obligaciones en el citado artículo 10º, 
por lo que se buscaría simplemente ampliarlo, en razón de lograr una vigilancia 
y una protección más amplia sobre el patrimonio.  
 
Finalmente, en términos jurídicos, se busca que los pormenores de esta medida 
se regulen por medio del Reglamento de la Ley. 
 
Más allá del valor monetario que los bienes patrimoniales puedan alcanzar, su 
verdadero valor está en sus cualidades irrepetibles y auténticas, y lo que éstas 



 

 

significan para los habitantes de San Luis Potosí, para su identidad, para sus 
valores e incluso para sus instituciones; por ello la labor legislativa debe 
avanzar en pos de su protección.  
 
Con base en lo anterior, se propone el siguiente: 

 
PROYECTO DE DECRETO 

 
ÚNICO. Se ADICIONA último párrafo al artículo 49 de la Ley de Protección 
del Patrimonio Cultural para el Estado de San Luis Potosí, para quedar como 
sigue: 

 
LEY DE PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO CULTURAL PARA EL 

ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
 

TÍTULO QUINTO  
DEL PATRIMONIO CULTURAL, SISTEMA ESTATAL DE 

DOCUMENTACION Y DEL REGISTRO ESTATAL DEL 
PATRIMONIO CUTURAL 

 
CAPÍTULO IV  

Del Registro Estatal del Patrimonio Cultural 
 

ARTICULO 49. Se crea el Registro Estatal del Patrimonio Cultural 
dependiente de la SECULT; como instrumento para la salvaguarda, 
consulta y divulgación de los bienes culturales en el Estado; estableciendo 
los lineamientos e instrumentando los medios de control para la 
elaboración y actualización del mismo. 
 
El encargado del Registro será designado por el titular de la SECULT, y 
contará con el personal necesario para su funcionamiento. 
 
Los propietarios de bienes muebles culturales, declarados como 
tales y que estén inscritos en el Registro Estatal del Patrimonio 
Cultural, deberán reportar a la SECULT, la ubicación, y en su 
caso los cambios en el estado de conservación, de dichos bienes, 
cada dos años, de acuerdo al Reglamento de esta Ley. 

 
TRANSITORIOS 

 
PRIMERO. Esta Ley entrará en vigor a los seis meses siguientes de su 
publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”. 



 

 

 
SEGUNDO. El Poder Ejecutivo del Estado, realizará las adecuaciones 
pertinentes al Reglamento de esta Ley, dentro delos seis meses siguientes de su 
publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”. 
 
TERCERO. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan lo 
dispuesto en la presente Ley. 

 
ATENTAMENTE  

JOSÉ ANTONIO LORCA VALLE 
Diputado Local 

Movimiento de Regeneración Nacional 
 
SÉPTIMO. Que con el propósito de ampliar el análisis de la iniciativa en estudio se solicitó 
opinión a la Secretaria de Cultura en el Estado, mediante el oficio sin número, de fecha 28 de 
junio de 2023, signado por la diputada María Claudia Tristán Alvarado, en su carácter de 
Presidenta de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, mismo que se 
transcribe: 



 

 

 
 
Por medio del oficio SC-DAN-094/2023 la Secretaría de Cultura de Gobierno del Estado de 
San Luis Potosí de fecha veintiocho de julio de 2023, signado por el C. Antonio de Ravinal 
Gamboa López, en su carácter de encargado del Despacho de la Secretaria de Cultura, dio 
contestación a la opinión solicitada, misma que se produce: 



 

 

 



 

 

 



 

 

 
OCTAVO. Que del análisis que se hace de la iniciativa al caso, se desprende lo siguiente: 
La iniciativa que plantea adicionar último párrafo al artículo 49, de la Ley de Protección del 
Patrimonio Cultural para el Estado de San Luis Potosí, en cuanto a que los propietarios de 
bienes muebles culturales, reporten a la SECULT la ubicación y en su caso los cambios de 
los mismos, de acuerdo al Reglamento de esta Ley. 
 
En la opinión que emite el C. Antonio de Ravinal Gamboa López, en su carácter de encargado 
del Despacho de la Secretaria de Cultura del Gobierno del Estado, expone con precisión y 



 

 

detalle argumentos jurídicos con base en la Ley de Protección del Patrimonio Cultural para el 
Estado de San Luis Potosí, en el sentido que el artículo 9° de la Ley de Protección del 
Patrimonio Cultural para el Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente: 
 
ARTICULO. 9° Los bienes muebles culturales que formen parte del patrimonio del Estado, no 
podrán ser transportados, exhibidos comercializados, intervenidos para su conservación o 
restauración, o reproducidos, sin el permiso de la SECULT, previa opinión de la COTEPAC, 
en los casos en que aquella lo considere necesario. 
 
A su vez el artículo 30 del Reglamento de la Ley de Protección del Patrimonio Cultural para el 
Estado, de fecha 9 de agosto de 2008, contempla lo siguiente: 
 
ARTICULO. 30 Para transportar, exhibir o comercializar bienes muebles considerados como 
patrimonio cultural, tal como lo establece el Artículo 41 de la Ley se deberá obtener 
autorización de la SECULT, debiendo cumplir con los siguientes requisitos: 
 
I. Nombre y ubicación del bien. 
II. Nombre y domicilio del solicitante. 
III. Nombre y domicilio del Propietario. 
IV. Lugar a donde se va a transferir el bien. 
V. Causas que motivan la acción.  
 
De  igual manera el Reglamento de referencia determina en su artículo 54, lo siguiente: 
 
ARTICULO. 54 Para ejercer la vigilancia las autoridades podrán llevar a cabo inspecciones 
por personal técnico especializado con la finalidad de determinar el estado en que se 
encuentra el bien, así como las medidas de conservación, restauración, recuperación, puesta 
en valor, promoción y difusión del mismos, sujetándose a las siguientes normas. 
 
Ahora bien de los artículos anteriormente descritos, se hace notar que la legislación de la 
materia contempla como requisito para transportar los bienes muebles culturales que formen 
parte del Patrimonio del Estado, la autorización de la Secretaria de Cultura, en ese sentido se 
encuentra limitado el cambio de ubicación de dichos bienes, y en caso de suceder la Secretaria 
de Cultura tendría conocimiento de ello en razón de haber generado el permiso 
correspondiente.  
 
Por lo que debemos de concluir que la propuesta del legislador a medida de enriquecimiento 
de lo ya contemplado por la legislación de la materia, para lo cual deberá diseñarse y de igual 
manera  contemplarse en la Ley y su Reglamento el mecanismo por el cual se pueda dar este 
reporte cada dos años y el medio que obligue a los propietarios a reportar dichos datos, sobre 
todo el conocimiento del estado de conservación de los bienes muebles culturales, motivos 
por lo cual se considera viable la iniciativa que nos ocupa. 
 
NOVENO. Que en mérito de lo expuesto con fundamento en lo establecido por los artículos, 
75, 85, 86, 143 y demás relativos aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, elevamos a la consideración de la Honorable Asamblea el siguiente: 
 

DICTAMEN 

 



 

 

ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
 
Según la Ley de Protección del Patrimonio Cultural para el Estado de San Luis Potosí, el 
patrimonio cultural es el conjunto de manifestaciones materiales e inmateriales generadas a 
través del tiempo, desde la prehistoria hasta cincuenta años antes de la fecha que transcurre 
al momento de su aplicación, por los diferentes grupos sociales que se han asentado en 
territorio del Estado y que por sus cualidades de significación social o documental, constituyen 
valores de identidad y autenticidad de la sociedad de donde surgen, y su protección, se trata 
de un asunto de utilidad pública, en virtud de la importancia de estas manifestaciones. 
 
De acuerdo a esta regulación, el patrimonio se divide en patrimonio cultural material, e 
inmaterial. Para efectos de este instrumento legislativo, la atención se dirige hacia la primera 
categoría, que se define en la fracción XIII del artículo 5º de la norma: 

 
XIII. Patrimonio cultural material: es el conjunto de bienes materiales muebles e 
inmuebles, públicos y privados que se generan en una sociedad en un tiempo y lugar 
determinados, ya sea por sus valores de documento histórico, significación social, 
características de expresión o simbolismo; 

 
Queda clara entonces la dimensión pública de la importancia de proteger estos bienes 
materiales, para lo cual la Ley previene lo siguiente en su artículo 10º: 

 
ARTICULO 10. Los propietarios de bienes muebles culturales, declarados como tales, 
son responsables de su salvaguarda, conservación, restauración, mantenimiento y de 
cualquier acción u omisión que vaya en contra de la conservación de los valores 
históricos, artísticos, de antigüedad, originalidad o cualquier otro considerado relevante 
en el bien inscrito en el Registro Estatal del Patrimonio Cultural. 

 
Todo lo anterior resulta relevante en los momentos actuales, a la luz del caso que se dio a 
conocer en días recientes, que involucra la desaparición de una colección de tres tomos de 
textos jurídicos que datan del año 1555, de los acervos de la Universidad Autónoma de San 
Luis Potosí, volúmenes de los que solamente dos universidades en el país contaban con 
ejemplares similares. La misma edición de dichos tomos, según la casa de subastas Christie´s 
puede alcanzar un precio de 10 mil dólares a la venta. 
 
Si bien el caso se está tratando de acuerdo a lo aplicable respecto a la vía penal del Derecho, 
la labor del legislador, en términos de los objetivos de conservación y protección que orientan 
el marco jurídico en materia patrimonial es prevenir la incidencia de casos similares mediante 
la Ley.  
 
Por lo tanto el propósito de esta iniciativa es fortalecer los mecanismos de control sobre el 
patrimonio, con la finalidad de aumentar la vigilancia sobre la ubicación y el estado de los 
bienes que componen el patrimonio cultural material. 
 
La antecitada ley ya cuenta con un instrumento para la identificación sistemática de esos 
bienes, como es el Registro Estatal, en términos del artículo 49 de la norma: 

 



 

 

ARTICULO 49. Se crea el Registro Estatal del Patrimonio Cultural dependiente de la 
SECULT; como instrumento para la salvaguarda, consulta y divulgación de los bienes 
culturales en el Estado; estableciendo los lineamientos e instrumentando los medios de 
control para la elaboración y actualización del mismo. 
 
El encargado del Registro será designado por el titular de la SECULT, y contará con el 
personal necesario para su funcionamiento. 

 
Como se puede apreciar, ya se cuenta con un Registro Estatal para este tipo de bienes y que 
está a cargo de la Secretaría de Cultura; no obstante, se propone adicionar una medida para 
que los propietarios de bienes muebles culturales, declarados como tales y que estén inscritos 
en el Registro Estatal del Patrimonio Cultural, deberán reportar a la SECULT, la ubicación y 
en su caso los cambios en el estado de conservación de dichos bienes, cada dos años. 
 
Con lo cual se pretende que la Secretaría de Cultura, en virtud de su papel como autoridad en 
materia patrimonial y de la utilidad pública de la conservación, pueda contar con información 
actualizada sobre la ubicación y el estado de estos bienes, ya que muchos de ellos pueden 
estar expuestos a deterioro debido a su antigüedad, de forma que exista una vigilancia más 
cercana sobre el patrimonio cultural del estado. 
 
Ahora bien, con esta medida el sujeto sobre el cual se impone una nueva obligación, son los 
propietarios de tales bienes, pero no se puede obviar que según la Ley, ya tienen un esquema 
de obligaciones en el citado artículo 10º, por lo que se buscaría simplemente ampliarlo, en 
razón de lograr una vigilancia y una protección más amplia sobre el patrimonio.  
 
Finalmente, en términos jurídicos, se busca que los pormenores de esta medida se regulen 
por medio del Reglamento de la Ley. 
 
Más allá del valor monetario que los bienes patrimoniales puedan alcanzar, su verdadero valor 
está en sus cualidades irrepetibles y auténticas, y lo que éstas significan para los habitantes 
de San Luis Potosí, para su identidad, para sus valores e incluso para sus instituciones; por 
ello la labor legislativa debe avanzar en pos de su protección.  

 
INICIATIVA 

DE 
DECRETO 

 
ÚNICO. Se ADICIONA al artículo 49 último párrafo de la Ley de Protección del Patrimonio 
Cultural para el Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue  
 
ARTÍCULO 49. … 
 
… 
 
Los propietarios de bienes muebles culturales, declarados como tales y que estén 
inscritos en el Registro Estatal del Patrimonio Cultural, deberán reportar a la SECULT,  
la ubicación, y en su caso los cambios en el estado de conservación, de dichos bienes, 
cada dos años, de acuerdo al Reglamento de esta Ley. 

 



 

 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigencia al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado “Plan de San Luis”. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
DADO EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL HONORABLE 
CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS DIECIOCHO DÍAS DEL MES DE 
AGOSTO DEL DOS MIL VEINTITRÉS. 

 
 
 
 
  



 

 

 

 
 

 
 

 
 

 

 



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
Las comisiones de, Puntos Constitucionales; y Justicia, se permiten someter a la consideración 
de esta Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes: antecedentes, y 
consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S  

 
1. En Sesión Ordinaria celebrada el seis de octubre de dos mil veintidós, fue presentada por la 
Legisladora Emma Idalia Saldaña Guerrero, iniciativa mediante la que plantea a reformar los 
artículos, 25 en sus fracciones, V, y VI, y 26 en su párrafo segundo; y adicionar a los artículos, 
24 el párrafo quinto, 25 la fracción VII, y 26 el párrafo tercero de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General del Estado de San Luis Potosí. 
 
2. La iniciativa citada en el párrafo que antecede se turnó con el número 2202, a las comisiones 
de, Puntos Constitucionales; y Justicia. 
 
Así, al entrar al análisis de la idea legislativa en comento, los integrantes de las dictaminadoras 
atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente le faculta 
la ley,  por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a Derecho 
le son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por 
la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios previstos en 
el Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones 
de gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales 
deben guardar  armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene 
a constituir la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 
que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.  Por lo que, al no ser la materia de las iniciativas que con este 
dictamen se atienden, facultad reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con 
el artículo 73 de la Constitución General, esta Soberanía emite el presente instrumento 
parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, es atribución de este 
Poder Legislativo del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 
 



 

 

TERCERA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos, 98 en sus fracciones XV, y 
XVII, 111, y 113, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, las 
comisiones de, Puntos Constitucionales; y Justicia, son competentes para dictaminar la 
iniciativa de mérito. 
 
CUARTA. Que la iniciativa fue presentada por quien tiene atribución para ello, de acuerdo a lo 
que disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado; y 130, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que la iniciativa que se analiza cumple los requisitos que señalan los artículos, 131, 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que se observa el periodo señalado en el artículo 92 párrafo segundo, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, tocante a la emisión de dictámenes, luego de que 
la propuesta en estudio fue turnada a estas comisiones el seis de octubre de dos mil veintidós.   
 
SÉPTIMA. Que la idea legislativa en estudio se sustenta al tenor de lo siguiente: 
 

“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
El Plan de Persecución Penal es el documento que establece las prioridades y las metas de 
prosecución a nivel estatal, orienta la aplicación de los recursos de la Fiscalía General y define 
los lineamientos generales de la actuación de los Fiscales.  
 
Dicho documento es producto de un proceso de planeación institucional en el cual se formula 
una estrategia para abordar dichas prioridades, a través del análisis de la situación de la 
incidencia delictiva. Lo anterior de acuerdo al artículo 24 de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General del Estado. Dicho instrumento está orientado hacia la resolución de los problemas 
específicos de procuración de justicia en el estado, y por ello, incluso debe revisarse cada año, 
todo esto en función del último párrafo del citado numeral 24:  
 

El Plan de Persecución Penal podrá ser revisado y modificado anualmente en función 
de las necesidades generadas por cambios en la incidencia delictiva del Estado y la 
disponibilidad de los recursos humanos, materiales y financieros con los que cuente la 
Fiscalía.  

 
Además de lo anterior, los artículos subsecuentes estipulan el contenido obligatorio del Plan, 
así como la participación ciudadana por medio de Consejos Consultivos, con la finalidad de 
que las preocupaciones de la ciudadanía en materia de procuración de justicia, se reflejen en 
las prioridades del Plan.  
 
No se puede subestimar la importancia de ese documento de planeación, ya que es un 
instrumento útil para guiar el ejercicio de las atribuciones de la Fiscalía en pro del 
mantenimiento del estado de Derecho en la entidad, y del acceso a la justicia por parte de los 
potosinos.  
 
En los momentos actuales, en los que atravesamos por una compleja etapa en lo referente a 
la seguridad pública a nivel nacional, con impactos tanto directos como indirectos para la 
ciudadanía, resulta fundamental que la Fiscalía del estado cuente con datos y perspectivas 



 

 

actualizados, producto de un acercamiento a la sociedad, y que organice sus recursos y 
acciones para responder a las necesidades ciudadanas.  
 
Es por ello que esta iniciativa, busca adicionar elementos al Plan de Persecución Penal, con 
el ánimo de definir en mejor manera sus alcances, el marco temporal de su integración y los 
mecanismos participación ciudadana.  
En primer término, y en virtud de su importancia, el Plan debe de ser integrado con celeridad, 
para poder apoyar de la mejor manera la actuación de la Fiscalía, por ello se propone que, 
mediante una adición al artículo 24 de la antecitada Ley Orgánica, que las labores para la 
integración del Plan de Persecución Penal, deben comenzar durante los primeros 6 meses 
después de la toma de posesión del fiscal general del Estado.  
 
El artículo 25 por su parte, estipula el contenido del Plan, entre cuyos elementos podemos 
destacar, por ejemplo:  
 
Mapa de la incidencia delictiva estatal, Diagnóstico de las causas que genera la incidencia, y 
Metas y acciones a seguir. No obstante, al tratarse de un instrumento de Planeación, que 
dentro del Marco Legal, debe contar con una estructura mínima, no pasa desapercibido que el 
citado numeral no menciona elementos programáticos, es decir no contempla programas 
específicos derivados del Plan, que en términos de planeación, se tratan del elemento 
intermedio entre el documento denominado Plan y las acciones por las que se ejerce el 
presupuesto, y que además organiza y segmenta éstas últimas. Por lo tanto, se busca 
adicionar los programas específicos, que sean capaces de vincular los objetivos del Plan con 
las acciones y metas a seguir, dentro del contenido obligatorio.  
 
Por otro lado, no se omite señalar una deficiencia en la forma y contenido de la Ley vigente. 
El artículo 26 de la Ley en comento, que regula lo referente a los Consejos Consultivos 
Ciudadanos, presenta una omisión en la penúltima línea de su redacción, misma que se 
resalta: 
 

ARTÍCULO 26. Participación Ciudadana en la Planeación Institucional. 
 
Para la planeación institucional, podrán integrarse Consejos Consultivos Ciudadanos, 
que serán los órganos de participación ciudadana de la Fiscalía General del Estado, 
creados para asegurar la participación ciudadana en el establecimiento de las metas del 
Plan de Persecución Penal, y estarán integrados por, a fin de que se tome en cuenta sus 
opiniones; sus cargos serán honoríficos y concluirán en los términos que establezca el 
Reglamento de esta Ley 
 

Se advierte que la redacción está incompleta en la porción donde debería estipular la integración 
de los Consejos Consultivos Ciudadanos, por lo que se propone subsanar esa deficiencia, y 
adicionar al artículo que tales Consejos estarán integrados tanto por ciudadanía en general, en 
apego a su denominación, pero también se busca involucrar a especialistas en temas de 
seguridad y derecho, como los provenientes de las instituciones educativas del estado. De esta 
forma, se podría respaldar en la Ley la conformación de los Consejos Consultivos y su rol en la 
planeación de las labores de la Fiscalía.  
 
Para concluir, se pretende adicionar la disposición de que, dentro de las acciones para la 
integración del Plan de Persecución Penal se realizarán consultas públicas en las distintas 
regiones que integran el estado.  
 



 

 

Lo anterior con la finalidad de fundamentar en la Ley, la acertada práctica que la Fiscalía ha 
estado llevando a cabo en los meses anteriores, de convocar a foros consultivos públicos en 
diferentes regiones, para recoger información de sus necesidades de seguridad.  
 
Las labores de la Fiscalía General del Estado, son un elemento clave para el mantenimiento del 
estado de derecho, la paz social e incluso la vida productiva de nuestra Entidad, por ello, su 
planeación debe enmarcarse en leyes lo más claras posible.” 

 

OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro 
comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada con el 
número 2202,  a saber: 
 

LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO 
 DE  SAN LUIS POTOSÍ (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA 
INICIATIVA TURNO 2202 

ARTÍCULO 24. Plan de Persecución Penal. 
 
La Fiscalía General deberá seguir un proceso de 
planeación institucional en el cual establecerá las 
prioridades estatales respecto de la persecución penal, y 
así formulará una estrategia para abordar dichas 
prioridades, a través del análisis de la situación de la 
incidencia delictiva estatal; la orientación de los recursos 
de la Fiscalía General; y la emisión de lineamientos 
operativos para la aplicación de las facultades 
discrecionales de los Fiscales.  
 
Para lo anterior, el Fiscal General deberá emitir un Plan de 
Persecución Penal, el cual será el documento que 
establezca las prioridades y fije las metas de persecución 
estatal, orientando la aplicación de los recursos de la 
Fiscalía General y sentando los lineamientos generales de 
la actuación de los fiscales, para la consecución de las 
mismas.  
 
El Plan de Persecución Penal podrá ser revisado y 
modificado anualmente en función de las necesidades 
generadas por cambios en la incidencia delictiva del 
Estado y la disponibilidad de los recursos humanos, 
materiales y financieros con los que cuente la Fiscalía. 
 
 
NO HAY DISPOSICIÓN CORRELATIVA 

ARTÍCULO 24. Plan de Persecución Penal. 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
Las labores para la integración del Plan de 
Persecución Penal, deben comenzar durante los 
primeros 6 meses después de la toma de posesión 
del Fiscal General del Estado. 

ARTÍCULO 25. Integración del Plan de Persecución Penal. 
El Plan de Persecución Penal deberá de contener los 
siguientes apartados:  
 
I. Mapa de la incidencia delictiva estatal;  
 
II. Diagnóstico de las causas que genera la incidencia;  
 
III. Recursos disponibles con los que cuenta la fiscalía;  

ARTÍCULO 25. … 
 
 
 
I a VI. … 
 
 
 
 



 

 

 
IV. Metas y acciones a seguir;  
 
V. Estrategia de aplicación de recursos en el territorio del 
Estado, y  
 
VI. Lineamientos generales de las facultades 
discrecionales de los Fiscales. 
 
NO HAY DISPOSICIÓN CORRELATIVA 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
VII. Programas específicos derivados del Plan, que 
vinculen sus objetivos con las acciones. 

ARTÍCULO 26. Participación Ciudadana en la Planeación 
Institucional.  
 
Para la planeación institucional, podrán integrarse 
Consejos Consultivos Ciudadanos, que serán los órganos 
de participación ciudadana de la Fiscalía General del 
Estado, creados para asegurar la participación ciudadana 
en el establecimiento de las metas del Plan de 
Persecución Penal, y estarán integrados por, a fin de que 
se tome en cuenta sus opiniones; sus cargos serán 
honoríficos y concluirán en los términos que establezca el 
Reglamento de esta Ley. 

ARTÍCULO 26. … 
 
 
Para la planeación institucional, podrán integrarse 
Consejos Consultivos Ciudadanos, que serán los 
órganos de participación ciudadana de la Fiscalía 
General del Estado, creados para asegurar la 
participación ciudadana en el establecimiento de las 
metas del Plan de Persecución Penal, y estarán 
integrados tanto por ciudadanía en general, como 
por especialistas en temas de seguridad, derecho y 
justicia, a fin de que se tomen en cuenta sus 
opiniones; sus cargos serán honoríficos y concluirán 
en los términos que establezca el Reglamento de esta 
Ley.  
 
Dentro de las acciones para la integración del Plan 
de Persecución Penal, se realizarán consultas 
públicas en las distintas regiones que integran el 
estado. 

 
NOVENA. Que una vez analizado el contenido de las consideraciones Séptima y Octava, se 
desprende que el propósito de la iniciativa que nos ocupa es modificar los arábigos, 24, 25, y 
26, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, para que, tratándose del plan de 
persecución penal, se establezca el término de seis meses posteriores a la toma de posesión 
de la persona titular de la Fiscalía General, para que den inicio las labores para su integración 
del citado plan. 
 
Además, propone se adicione en los apartados que debe contener el plan de persecución 
penal, el relativo a programas específicos, que vinculen sus objetivos con las acciones. 
 
Respecto a la participación ciudadana plantea se integren a los Consejos Consultivos 
Ciudadanos, a especialistas en temas de seguridad, derecho y justicia. Y la realización de 
consultas públicas en las diversas regiones del Estado, en las acciones que se lleven a cabo 
para la conformación del plan de persecución penal. 
 
La Fiscalía General de la República, hace público el documento denominado plan de 
persecución penal, en el cual, para mayor esclarecimiento del tema que se analiza se 
transcribe el siguiente texto: 
 

“Directrices de persecución penal  



 

 

El Plan de Persecución Penal (PPP) representa la hoja de ruta que permitirá focalizar las 
capacidades institucionales para atender de manera pronta y expedita los delitos 
prioritarios, con base en su impacto, complejidad y volumen y a través de procesos 
eficaces y eficientes. En este sentido, se precisa un replanteamiento de los siguientes 
aspectos:  
 
a. Arquitectura institucional  
Se debe revisar a fondo el funcionamiento de la institución con la finalidad de replantear su 
organización con base en procesos que garanticen la colaboración y el flujo de información a 
nivel estratégico, táctico y operativo. Esto incluye ajustar el marco normativo que permita dar 
celeridad en los procedimientos internos.  
 
b. Priorización de los esfuerzos institucionales  
Debido a que la incidencia delictiva va en aumento y los recursos que posee la Fiscalía son 
limitados, es necesario desarrollar criterios de priorización que permitan focalizar sus 
capacidades en aquellos que resultan prioritarios con base en las soluciones legalmente 
aceptables y las necesidades nacionales.  
 
c. Atención a las demandas y necesidades de la sociedad  
Resulta fundamental incrementar el nivel de profesionalización y la capacidad de los 
servidores públicos para escuchar y atender el reclamo social de investigación y persecución 
de los delitos y brindar justicia penal oportuna y expedita.” 

(Énfasis añadido) 
 
DÉCIMA. Que para mejor proveer, comprender puntualmente la idea legislativa que nos ocupa, 
y conocer los alcances de la misma, se solicitó opinión a la Fiscalía General del Estado, por 
ser ésta la institución encargada de la implementación del plan de ejecución penal, opinión que 
si bien es cierto no es vinculante, sino un criterio orientador que ilustró a las dictaminadoras en 
el tema, lo que abonó para emitir el presente instrumento parlamentario, al coincidir con los 
razonamientos vertidos en el oficio VJ/2006/2023, que dio atención a la solicitud. 
 
No ha de pasar desapercibido que los razonamientos y fundamentos del oficio citado en el 
párrafo que antecede, coinciden con los argumentos plasmados en la exposición de motivos 
del Decreto Legislativo número 1045, publicado en el Periódico Oficial del Estado el veintiuno 
de marzo de dos mil diecinueve, el que en la parte que interesa se lee: 
 

• Estructura orgánica y planeación estratégica.  
 
A diferencia de las estructuras orgánicas que generalmente se definen en este tipo de 
instrumentos legales, se busca un diseño institucional novedoso con procesos eficientes y 
eficaces que permitan cumplir con la misión y la visión de la Fiscalía General del Estado, 
procurar el esclarecimiento de los hechos a través de la conducción jurídica de la investigación, 
ejercer la acción penal dentro del marco del debido proceso y respeto irrestricto a los derechos 
humanos, garantizar el acceso efectivo a la justicia para las víctimas de los delitos, así como 
generar confianza en la ciudadanía.  
 
A pesar de que se delimita una estructura sencilla, de acuerdo a los estándares internacionales 
le permitirá al Fiscal General contar con flexibilidad para crear estructuras que le hagan frente 
a los fenómenos delictivos que se presenten en el Estado; de igual forma se precisa que 
únicamente podrá crear, modificar o suprimir unidades y órganos técnicos, desconcentrados 
y administrativos que dependan de las establecidas en la Ley. Lo anterior, con el fin de que 
efectivamente sea con base en el Plan de Persecución Penal, se haga frente a los fenómenos 



 

 

delictivos a través de una estrategia definida con claridad, que no se transforme en una política 
de reacción, sino al contrario en una institución que esclarezca los hechos, proteja a los 
inocentes, asegure que los culpables no queden impunes, que se reparen los daños, asegure 
el acceso a la justicia mediante la aplicación de la ley, y resuelva los conflictos que surjan con 
motivo de la comisión de delitos, con base en una planificación estratégica.  
 
En este sentido, se establecen delegaciones regionales en las que se asegurará la 
implementación de las políticas y criterios operativos de la Fiscalía General, así como llevar a 
cabo la formalización de la acusación en el ámbito territorial, por sí, o por los agentes fiscales 
que integren la delegación regional, es importante resaltar que la configuración de las 
delegaciones regionales y sus áreas de apoyo, se modificarán con base en la incidencia y 
tipología delictiva, la densidad de población, las características geográficas de las regiones, la 
carga de trabajo, así como la suficiencia presupuestal.  
 
Para ello, el Plan de Persecución Penal establecerá las prioridades estatales respecto de la 
persecución penal, con base en éste se formulará una estrategia para abordar las prioridades 
a través del análisis de la situación de la incidencia delictiva estatal, así como por la orientación 
de los recursos de la Fiscalía General, para llevar a cabo lo anterior se emitirán lineamientos 
operativos para la aplicación de las facultades discrecionales de los Fiscales.  
 
El Plan de Persecución Penal podrá ser revisado y modificado anualmente en función de las 
necesidades generadas por cambios en la incidencia delictiva del Estado y la disponibilidad 
de los recursos humanos, materiales y financieros con los que cuente la Fiscalía.” 
 

Para mayor ilustración se reproduce el oficio VJ/2006/2023 suscrito por el titular de la 
Fiscalía General del Estado, Maestro José Luis Sánchez Ruiz, en sus términos: 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

 
Por lo que al coincidir con la opinión expresada por el titular de la Fiscalía General del Estado, 
se considera procedente modificar el artículo 26 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 
Estado, y en consecuencia proponemos la siguiente redacción: 
 

LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA 
GENERAL DEL ESTADO DE  SAN LUIS 

POTOSÍ (VIGENTE) 

INICIATIVA TURNO 2202 PROPUESTA DE REDACCIÓN DE 
LAS DICTAMINADORAS 



 

 

ARTÍCULO 26. Participación Ciudadana 
en la Planeación Institucional.  
 
Para la planeación institucional, podrán 
integrarse Consejos Consultivos 
Ciudadanos, que serán los órganos de 
participación ciudadana de la Fiscalía 
General del Estado, creados para 
asegurar la participación ciudadana en 
el establecimiento de las metas del Plan 
de Persecución Penal, y estarán 
integrados por, a fin de que se tome en 
cuenta sus opiniones; sus cargos serán 
honoríficos y concluirán en los términos 
que establezca el Reglamento de esta 
Ley.  

ARTÍCULO 26. … 
 
 
 
Para la planeación institucional, podrán 
integrarse Consejos Consultivos 
Ciudadanos, que serán los órganos de 
participación ciudadana de la Fiscalía 
General del Estado, creados para 
asegurar la participación ciudadana en 
el establecimiento de las metas del Plan 
de Persecución Penal, y estarán 
integrados tanto por ciudadanía en 
general, como por especialistas en 
temas de seguridad, derecho y justicia, 
a fin de que se tomen en cuenta sus 
opiniones; sus cargos serán honoríficos 
y concluirán en los términos que 
establezca el Reglamento de esta Ley.  
 
Dentro de las acciones para la 
integración del Plan de Persecución 
Penal, se realizarán consultas públicas 
en las distintas regiones que integran 
el estado. 

ARTÍCULO 26. … 
 
  
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Dentro de las acciones para la 
integración del Plan de Persecución 
Penal, se realizarán consultas 
públicas en las distintas regiones 
que integran el Estado. 

 
DÉCIMA. Que respecto al impacto presupuestario al que alude el artículo 16 de la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, al tratarse de acciones 
que ya considera llevar a cabo, como sucedió en el mes de agosto de dos mil veintidós,  al 
realizar consultas en los municipios de Tamazunchale, Tancanhuitz, Ciudad Valles, Rioverde, 
Matehuala y San Luis Potosí, y que como lo mencionó el Fiscal General, permitió acercamiento 
total a las bases de la ciudadanía y sociedad civil, para incluirlos como parte esencial de la 
conformación del plan de persecución penal, pues una institución que genera y escucha 
genera certidumbre y transparencia en su accionar, Por ende, se dio un gran paso en la 
elaboración de políticas públicas de procuración de justicia, con enfoque en derechos 
humanos, pues tiene como eje la dignidad de las personas a través de la observancia de los 
derechos humanos.”  Razonamiento por el cual no aplica la disposición contenida en el arábigo 
16 de la ley en cinta. 
 
Por lo expuesto, las comisiones de, Puntos Constitucionales; y Justicia, con fundamento en lo 
establecido en los artículos, 57 fracción I, 61, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de San Luis Potosí; 15 fracción I, 84 fracción I, 98 en sus fracciones XV, y XVII,  
111, y 113, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 85, y 86, 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, emiten el siguiente 

 
D I C T A M E N 

 
ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba con modificaciones, la iniciativa citada en el proemio. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 



 

 

El Plan de Persecución Penal es el documento que establece las prioridades y las metas de 
prosecución a nivel estatal, orienta la aplicación de los recursos de la Fiscalía General y define 
los lineamientos generales de la actuación de los Fiscales. Dicho documento es producto de 
un proceso de planeación institucional en el cual se formula una estrategia para abordar dichas 
prioridades, a través del análisis de la situación de la incidencia delictiva. 
 

Por lo que al ser la participación ciudadana un elemento clave en la construcción del plan de 
persecución penal, que se adiciona al artículo 26 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de 
Justicia, un párrafo en el que se estipula que dentro de las acciones para la integración del 
Plan de Persecución Penal se realizarán consultas públicas en las distintas regiones que 
integran el estado. Lo anterior con la finalidad de fundamentar en la Ley, la acertada práctica 
que la Fiscalía General del Estado ha llevado a cabo en meses anteriores, foros consultivos 
públicos en diferentes regiones, para recoger información de sus necesidades de seguridad. 
Las labores de la Fiscalía General del Estado, son un elemento clave para el mantenimiento 
del estado de derecho, la paz social e incluso la vida productiva de nuestra Entidad, por ello, 
su planeación debe enmarcarse en leyes lo más claras posible. 
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 
 

ÚNICO. Se ADICIONA el párrafo tercero al artículo 26 de la Ley Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 
 
ARTÍCULO 26. … 
 
… 
 
Dentro de las acciones para la integración del Plan de Persecución Penal, se realizarán 
consultas públicas en las distintas regiones que integran el Estado. 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
D A D O POR LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, EN LA SALA “LIC. LUIS 
DONALDO COLOSIO MURRIETA”, DEL EDIFICIO “PRESIDENTE JUÁREZ” DEL 
HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, A LOS TREINTA Y UN DÍAS DEL MES DE JULIO 
DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
 
D A D O POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO 
MURRIETA”, DEL EDIFICIO “PRESIDENTE JUÁREZ” DEL HONORABLE CONGRESO 
DEL ESTADO, A LOS VEINTIOCHO DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL 
VEINTITRÉS. 
 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

  



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
Las comisiones de, Justicia; y Comunicaciones y Transportes, se permiten someter a la 
consideración de esta Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes, 
antecedentes, y consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S  

 
1. En Sesión Ordinaria del dieciséis de febrero del año en curso, fue presentada por el Diputado 
Héctor Mauricio Ramírez Konishi, iniciativa mediante la que plantea adicionar el artículo 74 Bis 
de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí. 
 
2. La iniciativa citada en el párrafo que antecede, se turnó con el número 2995, a las 
comisiones de, Justicia; y Comunicaciones y Transportes. 
 
Así, al entrar al análisis de la iniciativa en comento, atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente  le 
faculta la ley,  por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a 
Derecho le son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por 
la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios previstos en 
el Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones 
de gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales 
deben guardar  armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene 
a constituir la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 
que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.   
 
Por lo que, al  no ser la materia de la iniciativa que con este dictamen se atiende, facultad 
reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con el artículo 73 de la Constitución 
General, esta Soberanía emite el presente instrumento parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,  es atribución de este 
Poder Legislativo del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 
 
TERCERA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos, 98 fracciones, IV, y  XV, 102, 
y 111, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, las comisiones de, 



 

 

Justicia, y Comunicaciones y Transportes, son  competentes para dictaminar la iniciativa de 
mérito. 
 
CUARTA. Que la iniciativa fue presentada por quien tiene atribución para ello, de acuerdo a lo 
que disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado; y 130, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que la iniciativa que se analiza cumple los requisitos que señalan los artículos, 131, 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que por cuanto hace al periodo señalado en el artículo 92 párrafo segundo, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, respecto a la emisión de dictámenes, éste se 
observa en sus términos, luego de que la iniciativa turnada con el número 2995 fue presentada 
el  dieciséis de febrero de la presente anualidad, por lo que en tiempo se emite el presente 
dictamen. 
 
SÉPTIMA. Que el Diputado Héctor Mauricio Ramírez Konishi, sustenta su idea legislativa al 
tenor de la siguiente: 
 
 
 

 
 



 

 

 
 



 

 

 
OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro 
comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada con el 
número 2995,  a saber: 
 

LEY DE TRÁNSITO DEL ESTADO DE  
SAN LUIS POTOSÍ (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA (TURNO 2995) 

 
 
 
NO EXISTE DISPOSICIÓN CORRELATIVA 

ARTÍCULO 74 BIS. Para el supuesto contemplado en el 
artículo 74 de esta Ley, las partes podrán realizar una 
videograbación y tomar fotografías del hecho de tránsito en 
donde se identifiquen a plenitud los daños y los vehículos que 
intervinieron. Si el estado mecánico de los mismos lo 
permiten y con el acuerdo de su respectiva institución de 
seguros, o aún sin existir una póliza vigente de una o más de 
las partes involucradas, las partes podrán acordar un 



 

 

convenio y movilizarse de inmediato hasta un espacio de 
resguardo para discutir y concluir los términos y para que la 
vialidad obstruida por el hecho de tránsito que provocaron, 
sea liberada, favoreciendo la recuperación del tránsito 
vehicular regular. De no lograr el convenio, la autoridad 
procederá en los términos de esta Ley y de la normatividad 
aplicable. El convenio entre las partes no libera a éstas de las 
responsabilidades que pudieran existir en razón de las 
infracciones a esta Ley y a los ordenamientos aplicables. 

 
NOVENA. Que del contenido de las consideraciones, Séptima, y Octava, se desprende que el 
propósito de la idea legislativa en estudio que tratándose de hechos de tránsito, y para no 
obstruir el tránsito vehicular, ocasionando embotellamientos, y tratándose del supuesto en el 
que las partes involucradas lleguen a un convenio, se pueda realizar  videograbación y captura 
de fotografías, para que se precisen los daños así como los vehículos que participaron, a efecto 
de que se muevan y despresuricen el tráfico. Objetivo con el que coinciden los integrantes de 
la dictaminadora, por lo que valoran procedente la idea legislativa en estudio. Sin embargo 
consideran le pertinencia de puntualizar la redacción de la disposición, en los siguientes 
términos:  
 

PROPUESTA DE REFORMA (TURNO 2995) PROPUESTA DE REDACCIÓN DE LAS DICTAMINADORAS 

ARTÍCULO 74 BIS. Para el supuesto contemplado en el 
artículo 74 de esta Ley, las partes podrán realizar una 
videograbación y tomar fotografías del hecho de 
tránsito en donde se identifiquen a plenitud los daños 
y los vehículos que intervinieron. Si el estado mecánico 
de los mismos lo permiten y con el acuerdo de su 
respectiva institución de seguros, o aún sin existir una 
póliza vigente de una o más de las partes involucradas, 
las partes podrán acordar un convenio y movilizarse de 
inmediato hasta un espacio de resguardo para discutir 
y concluir los términos y para que la vialidad obstruida 
por el hecho de tránsito que provocaron, sea liberada, 
favoreciendo la recuperación del tránsito vehicular 
regular. De no lograr el convenio, la autoridad 
procederá en los términos de esta Ley y de la 
normatividad aplicable. El convenio entre las partes no 
libera a éstas de las responsabilidades que pudieran 
existir en razón de las infracciones a esta Ley y a los 
ordenamientos aplicables. 

ARTÍCULO 74 BIS. En el caso al que se refiere el artículo 
anterior, las partes deberán videograbar y capturar 
fotografías del hecho de tránsito, para efecto de que se 
identifiquen plenamente los daños, así como los vehículos 
que intervinieron. Si el estado mecánico de éstos permite la 
movilización, y de conformidad con las compañías 
aseguradoras, en el caso de que las haya, podrán convenir la 
movilización inmediata a un espacio de resguardo para 
liberar la vialidad obstruida como consecuencia del hecho de 
tránsito, y acordar lo relativo al convenio.   
El convenio entre las partes no las libera de las 
responsabilidades que resulten de las infracciones a esta Ley 
y demás ordenamientos aplicables. 

 
DÉCIMA. Que para mejor proveer se solicitó la opinión de la Secretaría de Seguridad y 
Protección Ciudadana, respecto de la idea legislativa que nos ocupa, atendiendo en los 
siguientes términos: 



 

 



 

 

 
 
Por lo expuesto, las comisiones de, Justicia; y Comunicaciones y Transportes, con fundamento 
en lo establecido en los artículos, 61, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de San Luis Potosí; 15 fracción I, 84 fracción I, 98 fracciones, IV, y XV, 102, y  111, 
de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, y 85, del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, emite el siguiente 

 
 
 



 

 

D I C T A M E N 
 

ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba con modificaciones, la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Por lo que para impulsar políticas criminológicas enfocadas a garantizar la disminución de los 
índices de inseguridad y violencia que resultan en lugares con alta afluencia de tránsito 
vehicular derivado de una problemática de movilidad, cuyas causas son múltiples y complejas, 
como la cantidad de personas que requieren trasladarse de un lugar a otro de la ciudad, 
ineficiencia en el flujo de vehículos, sistema de transporte insuficiente, o el propio 
comportamiento de los usuarios y conductores, por mencionar algunos. 
 
Las problemáticas referidas dependen de las necesidades del usuario, desplazamiento, 
horarios, infraestructura de las vías de comunicación, entre otras. Lo que ocasiona que surjan 
conflictos entre las personas, que deriva de los requerimientos de movilidad, y de la propia 
convivencia de éstas para cumplir sus deberes y satisfacer sus requerimientos y necesidades. 
 
Por lo que no pasa desapercibido que los conflictos que resultan de hechos de tránsito, es 
viable se resuelvan a través de mecanismos de solución pacífica entre particulares, haciendo 
aplicable lo previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en su párrafo tercero prescribe “Siempre que no se afecte la igualdad entre las 
partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma 
de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos 
procedimentales.”   
 
Por lo que con la adición del artículo 74 BIS a la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, 
se pondera la solución de conflictos sin que se judicialicen,  y como consecuencia se 
despresuriza el aparato de procuración de justicia, fomentando una verdadera cultura de paz. 
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 

 

ÚNICO. Se ADICIONA el artículo 74 BIS de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis 

Potosí,  para quedar como sigue 
 
ARTÍCULO 74 BIS. En el caso al que se refiere el artículo anterior, las partes deberán 
videograbar y capturar fotografías del hecho de tránsito, para efecto de que se 
identifiquen plenamente los daños, así como los vehículos que intervinieron. Si el 
estado mecánico de éstos permite la movilización, y de conformidad con las compañías 
aseguradoras, en el caso de que las haya, podrán convenir la movilización inmediata a 
un espacio de resguardo para liberar la vialidad obstruida como consecuencia del hecho 
de tránsito, y acordar lo relativo al convenio.   
 
El convenio entre las partes no las libera de las responsabilidades que resulten de las 
infracciones a esta Ley y demás ordenamientos aplicables. 
 



 

 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
D A D O POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, EN LA SALA DE REUNIONES PREVIAS DEL 
EDIFICIO DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO. A LOS DIECINUEVE DÍAS DEL 
MES DE JULIO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
 
D A D O POR LA COMISIÓN DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, EN LA SALA “LIC. 
LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL EDIFICIO DEL HONORABLE CONGRESO 
DEL ESTADO, A LOS VEINTIUNO DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL 
VEINTITRÉS. 
 



 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

  



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
La Comisión de Puntos Constitucionales, se permite someter a la consideración de esta 
Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes, antecedentes, y 
consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S  

 
1. En Sesión de la Diputación Permanente celebrada el trece de julio de dos mil veintitrés, el 
Diputado Edmundo Azael Torrescano Medina, presentó iniciativa mediante la que plantea 
reformar la fracción II del artículo 6 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí. 
 
2. La iniciativa citada en el párrafo que antecede, se turnó con el número 3996, a la Comisión 
de Puntos Constitucionales. 
 
Así, al entrar al análisis de las iniciativas en comento, los integrantes de las dictaminadoras 
atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente  le 
faculta la ley,  por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a 
Derecho le son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por 
la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios previstos en 
el Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones 
de gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales 
deben guardar  armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene 
a constituir la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 
que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.  Por lo que, al no ser la materia de las iniciativas que con este 
dictamen se atienden, facultad reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con 
el artículo 73 de la Constitución General, esta Soberanía emite el presente instrumento 
parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,  es atribución de este 
Poder Legislativo del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 
 
TERCERA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos, 98 fracción XVII, y 113, de la 
Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, la Comisión de Puntos 
Constitucionales, es competente para dictaminar la iniciativa de mérito. 



 

 

CUARTA. Que la iniciativa que se analiza fue presentada por quien tiene atribución para ello, 
de acuerdo a lo que disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado; y 130, de 
la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que la iniciativa que se analiza cumplen los requisitos que señalan los artículos, 131, 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que se observa el periodo señalado en el artículo 92 párrafo segundo, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, respecto a la emisión de dictámenes,  luego de que 
la iniciativa en estudio fue turnada a esta Comisión  el trece de julio de esta anualidad. 
 
SÉPTIMA. Que la idea legislativa turnada con el número 3996, presentada por el Diputado 
Edmundo Azael Torrescano Medina, se sustenta al tenor de la siguiente: 

 
“E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S. 

 
En cualquier contienda electoral que se desarrolle en un sistema democrático como el nuestro, 
la equidad debe ser un ingrediente fundamental para generar confianza no solo entre los 
actores políticos participantes, sino ante la propia sociedad quien define con su voto el rumbo 
de una nación. 
 
El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define “equidad” como: principio 
de justicia material que debe ponderarse en la aplicación de las normas en atención a las 
circunstancias del caso. 
 
En México, nuestro sistema político contiene reglas jurídicas propias del proceso electoral que 
buscan generar mecanismos que aseguren esa equidad con lo que garantizarían que todos 
los participantes en una elección, siguiendo las mismas reglas y vigiladas por una autoridad 
electoral, compitan en igualdad de posibilidades para obtener el triunfo electoral. 
 
La equidad electoral se ha convertido en una de las demandas más importantes de los actores 
políticos, en consecuencia, es el origen de buena parte de las inconformidades presentadas 
por los partidos políticos y candidatos en los procesos electorales. 
 
La democracia procedimental electoral exige competencia verdadera entre dos o más partidos 
políticos, es decir, en toda contienda electoral debe haber claridad y certeza sobre las reglas 
e incertidumbre en el resultado. Así se justifica jurídica e ideológicamente el pluralismo político, 
esto es, se reconoce como una cualidad positiva del sistema la existencia de dos o más 
partidos que compiten efectivamente en cada elección y en donde el partido en el poder 
(incumbent) no tiene garantizada su permanencia a pesar de la ventaja inherente que tiene 
por su posición de partida. 
 
La igualdad de oportunidades supone que el Estado garantice condiciones mínimas para la 
competencia, el trato igual frente a la ley y el acceso a la justicia electoral. 
 
Las reglas de la equidad están pensadas para promover un arranque parejo, evitar que el 
incumbent tenga más ventajas que las derivadas directamente de su posición, nivelar el 
terreno de juego y asegurar condiciones equitativas en la competencia electoral. La 
Organización para la Cooperación y Desarrollo recomienda seguir cuatro políticas 
fundamentales:  
 



 

 

1) Equilibrio en el financiamiento público. (directo e indirecto) 
2) Control sobre el financiamiento privado que reciben los partidos o candidatos. 
3) Establecer límites a los gastos de campaña. 
4) Establecer controles al desvío de recursos del Estado diferentes a los propios del 
financiamiento público. 
 
La equidad está materializada desde la Carta Magna hasta legislaciones secundarias, es 
menester señalar las disposiciones que contemplan este concepto, para robustecer esta 
propuesta de reforma y dar un seguimiento formal y jurídico a lo que se establece.  
 
Desde la primera reforma al artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos se ha buscado crear las condiciones legales y materiales que permitan a los 
partidos políticos competir en condiciones de equidad. 
 
La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con 
elementos para llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el 
financiamiento de los propios partidos y sus campañas electorales, debiendo garantizar que 
los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado (CEPEUM, art. 41, fracción II, 
párrafo primero).  
 
En ese mismo artículo se establecen las reglas de distribución de las prerrogativas de los 
partidos políticos que, como ya se ha dicho, atienden a criterios de equidad. Por su parte, el 
artículo 116, base IV, de la Constitución reproduce las exigencias de condiciones equitativas 
para las entidades.  
 
Para entender a cabalidad el concepto de equidad establecido en nuestra Constitución 
debemos revisar también el artículo 134, párrafo séptimo, que establece la obligación de no 
utilizar los recursos de los gobiernos para fines de propaganda política o electoral en beneficio 
de los partidos en el gobierno (incumbent) o la promoción personalizada de un gobernante que 
aspira a ser candidato: 
 
Los servidores públicos de la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, tienen en todo tiempo la obligación de 
aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir 
en la equidad de la competencia entre los partidos políticos. 
 
La equidad se viola en el momento en que los órganos públicos intervienen en las elecciones 
mediante la publicidad de las relaciones. 
 
Ahora bien, una vez plasmado el concepto de equidad, como se ve materializada en las 
diferentes legislaciones y la aplicación de esta, es momento de abordar otro tema esencial 
que, es la base y el objeto de esta propuesta legislativa: actos anticipados de precampañas 
y campañas.  
 
Entre las inequidades que suelen existir en los procesos electorales, está el posicionamiento 
de forma anticipada a las etapas electorales de los aspirantes a cargos de elección popular. 
Esto es, los actos anticipados de precampaña, que consisten en aquellas expresiones que 
previo al inicio formal de las campañas electorales, llevan a cabo los contendientes para 
obtener un beneficio, ya sea exponiendo sus ofertas o descartando a otras para reducirle 
simpatía, e incluso se ha considerado que pueden desplegarse antes del inicio del proceso 
electoral. 
 



 

 

Las precampañas son el periodo en el que los partidos y/o coaliciones realizan sus procesos 
internos para la selección de candidatos, es decir la contienda es dentro de las fuerzas 
políticas. 
 
Su regulación tiene como propósito garantizar que los procesos electorales se desarrollen en 
un ambiente de equidad para los contendientes, al evitar que una opción política se encuentre 
con ventaja en relación con sus opositores, al iniciar anticipadamente la campaña respectiva, 
lo que se reflejaría en una mayor oportunidad de difusión de la plataforma electoral de un 
partido político o de un candidato” (SRE-PSD-523/2015). 
 
¿Por qué esos actos anticipados se consideran una infracción? 
Porque las diversas fuerzas políticas que pretenden acceder al poder público por vía del voto, 
con esos actos, vulneran las condiciones de equidad en la contienda, y no se ajustan sus 
conductas con las etapas que comprenden el proceso electoral, donde la campaña es el 
periodo establecido para buscar el voto ciudadano. 
 
También se busca proteger un segundo valor: la libre formación de las preferencias entre los 
ciudadanos. Es decir, se pretende evitar que la ciudadanía sea sometida constantemente y 
durante todo el proceso a solicitudes de respaldo electoral. De ese modo se pretende asegurar 
que el tiempo que la ley da a los votantes para reflexionar sus preferencias se de en ausencia 
del bombardeo de partidos y candidatos que piden el voto. 
 
Para que se acrediten estos actos, se requiere la concurrencia de los siguientes elementos:  
 
1) El personal, que la conducta sea cometida por partidos políticos, aspirantes, 
precandidatos y candidatos. 
2) Temporal, que se den antes del inicio formal de las campañas. 
3) El subjetivo, que la finalidad del mensaje esté relacionada con el llamado expreso al voto 
en contra o a favor de una candidatura o partido, o la solicitud de cualquier tipo de apoyo para 
contender en el proceso electoral. 
 
Desde 2009, esos elementos se han incluido en sentencias del TEPJF, tales como en las 
emitidas en los expedientes SUP-RAP-15/2009 y acumulado, SUP-RAP-191/2010, SUP-RAP-
204/2012, SUP-RAP-15-2012 y SUP-JRC-274/2010; sin embargo, en criterios posteriores se 
ha enriquecido una línea jurisprudencial que les da mayor precisión y que abona a la certeza 
para identificar posibles conductas infractoras. 
Identificar el uso de estas palabras o expresiones de “vota por”, “elige a”, “apoya a”, “emite tu 
voto por”, “vota en contra de”, “rechaza a” dota de seguridad a los partidos y candidatos 
respecto a lo que pueden hacer y no hacer en el discurso político, y permite también a las 
autoridades electorales determinar de manera precisa y objetiva cuándo se actualizan los 
actos anticipados de campaña. 
 
Además de brindar certeza y seguridad, se protege la equidad consagrada en nuestra 
Constitución Política, garantizando también la libertad de expresión en el debate electoral. 
 
Las sanciones van desde la amonestación pública y multas, reducción de ministraciones del 
financiamiento público e interrupción de la transmisión de la propaganda en radio y televisión 
en el caso de partidos políticos; a los aspirantes, precandidatos o candidatos partidistas se les 
puede imponer la pérdida del derecho a ser registrado, la cancelación del registro, o con la 
negativa para registrar al precandidato electo en el proceso interno partidista; y a los aspirantes 
a candidatos independientes con la negativa de registro, conforme al artículo 456, párrafo 1, 
inciso a), c) y d) de la LEGIPE. 
 



 

 

Por tal motivo, la presente iniciativa tiene por objeto modificar el concepto de actos anticipados 
de precampañas, estableciendo un periodo fijo que corresponde a 90 días antes del inicio del 
proceso electoral; con el propósito de evitar que los partidos políticos o ciudadanos que tengan 
la intención de participar en el próximo proceso electoral, realicen malas practicas tendientes 
a realizar actos anticipados.  
 
Ya que se necesita una equidad en la contienda y como el INE lo estableció en los lineamientos 
para las elecciones de 2021, se debe aplicar un “piso parejo” en la contienda electoral.  Así, 
evitaremos lo que a nivel nacional ya se ha visto con las famosas “corcholatas” que han violado 
en todo momento los tiempos que establece la legislación para realizar actos de precampaña 
y campaña.  
 
Por último, es menester señalar que esta propuesta de reforma obedece a los cambios 
realizados en el inicio del proceso electoral para nuestro Estado, mismos que fueron 
aprobados por mayoría en días pasados. “ 

 
OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un Cuadro 
comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada con el 
número 3996,  a saber: 
 

LEY ELECTORAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 
(VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA 
INICIATIVA TURNO 3996 

ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta Ley se entiende 
por: 
 
I. … 
 
II. Actos anticipados de precampaña: las expresiones que 
se realicen bajo cualquier modalidad y en cualquier 
momento durante el lapso que va desde el inicio del 
proceso electoral hasta antes del plazo legal para el inicio 
de las precampañas, que contengan llamados expresos al 
voto en contra o a favor de una precandidatura; 
 
 
 
 
III  a LIII. … 

ARTÍCULO 6º. … 
 
 
I. … 
 
II. Actos anticipados de precampaña: las 
expresiones que se realicen bajo cualquier 
modalidad y en cualquier momento durante el 
lapso que va desde 90 días antes del inicio del 
proceso electoral hasta antes del plazo legal para el 
inicio de las precampañas, que contengan llamados 
expresos al voto en contra o a favor de una 
precandidatura; 
 
III a LIII. … 

 
NOVENA. Que de lo plasmado en las consideraciones, Séptima y Octava, se desprende  que 
el propósito de la iniciativa en estudio, es precisar el plazo en el que se considera la comisión 
de actos anticipados de campaña, objetivo con el que coinciden los integrantes de la 
dictaminadora, en observancia al principio de equidad, y para que en las contiendas electorales 
haya  igualdad de oportunidades, siendo obligación del Estado garantizar condiciones mínimas 
para la competencia, el trato igual frente a la ley y el acceso a la justicia electoral, por lo que 
consideran viable la idea legislativa que nos ocupa. 
 
Por lo expuesto, la Comisión de Puntos Constitucionales, con fundamento en lo establecido en 
los artículos, 57 fracción I, 61, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
San Luis Potosí; 15 fracción I, 84 fracción I, 98 fracción XVII,  y 113, de la Ley Orgánica del 



 

 

Congreso del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado, emiten el siguiente 
 

D I C T A M E N 
 

ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba en sus términos, la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
En cualquier contienda electoral que se desarrolle en un sistema democrático como el nuestro, 
la equidad debe ser un ingrediente fundamental para generar confianza no solo entre los 
actores políticos participantes, sino ante la propia sociedad quien define con su voto el rumbo 
de una nación. 
 

El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define “equidad” como: 
principio de justicia material que debe ponderarse en la aplicación de las normas en 
atención a las circunstancias del caso. 
 
En México, nuestro sistema político contiene reglas jurídicas propias del proceso 
electoral que buscan generar mecanismos que aseguren esa equidad con lo que 
garantizarían que todos los participantes en una elección, siguiendo las mismas reglas 
y vigiladas por una autoridad electoral, compitan en igualdad de posibilidades para 
obtener el triunfo electoral. 
 
La equidad electoral se ha convertido en una de las demandas más importantes de los 
actores políticos, en consecuencia, es el origen de buena parte de las inconformidades 
presentadas por los partidos políticos y  candidatos en los procesos electorales. 
 
La democracia procedimental electoral exige competencia verdadera entre dos o más 
partidos políticos, es decir, en toda contienda electoral debe haber claridad y certeza 
sobre las reglas e incertidumbre en el resultado. Así se justifica jurídica e 
ideológicamente el pluralismo político, esto es, se reconoce como una cualidad positiva 
del sistema la existencia de dos o más partidos que compiten efectivamente en cada 
elección y en donde el partido en el poder (incumbent) no tiene garantizada su 
permanencia a pesar de la ventaja inherente que tiene por su posición de partida. 
 
La igualdad de oportunidades supone que el Estado garantice condiciones mínimas 
para la competencia, el trato igual frente a la ley y el acceso a la justicia electoral.”1 
 
Las reglas de la equidad están pensadas para promover un arranque parejo, evitar que el 
incumbent tenga más ventajas que las derivadas directamente de su posición, nivelar el 
terreno de juego y asegurar condiciones equitativas en la competencia electoral. La 
Organización para la Cooperación y Desarrollo recomienda seguir cuatro políticas 
fundamentales:  
1) Equilibrio en el financiamiento público. (directo e indirecto) 
2) Control sobre el financiamiento privado que reciben los partidos o candidatos. 
3) Establecer límites a los gastos de campaña. 
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4) Establecer controles al desvío de recursos del Estado diferentes a los propios del 
financiamiento público.”2 

 
La equidad está materializada desde la Constitución Política General, hasta legislaciones 
secundarias, es menester señalar las disposiciones que contempla este concepto, para 
robustecer la reforma al artículo 6º en su fracción I de la Ley Electoral del Estado, y dar un 
seguimiento formal y jurídico a lo que se establece.  
 
Desde la primera reforma al artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos se ha buscado crear las condiciones legales y materiales que permitan a los 
partidos políticos competir en condiciones de equidad. 
 

“La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con 
elementos para llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el 
financiamiento de los propios partidos y sus campañas electorales, debiendo garantizar que 
los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado (CEPEUM, art. 41, fracción II, 
párrafo primero). “3 
 
En ese mismo artículo se establecen las reglas de distribución de las prerrogativas de los 
partidos políticos que, como ya se ha dicho, atienden a criterios de equidad. Por su parte, el 
artículo 116, base IV, de la Constitución reproduce las exigencias de condiciones equitativas 
para las entidades.  
Para entender a cabalidad el concepto de equidad establecido en nuestra Constitución 
debemos revisar también el artículo 134, párrafo séptimo, que establece la obligación de no 
utilizar los recursos de los gobiernos para fines de propaganda política o electoral en beneficio 
de los partidos en el gobierno (incumbent) o la promoción personalizada de un gobernante que 
aspira a ser candidato: 
 
Los servidores públicos de la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, tienen en todo tiempo la obligación de 
aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir 
en la equidad de la competencia entre los partidos políticos.”4 

 
La equidad se viola en el momento en que los órganos públicos intervienen en las elecciones 
mediante la publicidad de las relaciones. 
 
Ahora bien, una vez plasmado el concepto de equidad, como se ve materializada en las 
diferentes legislaciones y la aplicación de esta, es momento de abordar otro tema esencial 
que, es la base y el objeto de esta propuesta legislativa: actos anticipados de precampañas y 
campañas.  
 

“Entre las inequidades que suelen existir en los procesos electorales, está el posicionamiento 
de forma anticipada a las etapas electorales de los aspirantes a cargos de elección popular. 
Esto es, los actos anticipados de precampaña, que consisten en aquellas expresiones que 
previo al inicio formal de las campañas electorales, llevan a cabo los contendientes para 
obtener un beneficio, ya sea exponiendo sus ofertas o descartando a otras para reducirle 
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simpatía, e incluso se ha considerado que pueden desplegarse antes del inicio del proceso 
electoral.”5 

 
Las precampañas son el periodo en el que los partidos y/o coaliciones realizan sus procesos 
internos para la selección de candidatos, es decir la contienda es dentro de las fuerzas 
políticas. 
 

“Su regulación tiene como propósito garantizar que los procesos electorales se desarrollen en 
un ambiente de equidad para los contendientes, al evitar que una opción política se encuentre 
con ventaja en relación con sus opositores.”6 

 
“¿Por qué esos actos anticipados se consideran una infracción? 
Porque las diversas fuerzas políticas que pretenden acceder al poder público por vía del voto, 
con esos actos, vulneran las condiciones de equidad en la contienda, y no se ajustan sus 
conductas con las etapas que comprenden el proceso electoral, donde la campaña es el 
periodo establecido para buscar el voto ciudadano.”7 

 
También se busca proteger un segundo valor: la libre formación de las preferencias entre los 
ciudadanos. Es decir, se pretende evitar que la ciudadanía sea sometida constantemente y 
durante todo el proceso a solicitudes de respaldo electoral. De ese modo se pretende asegurar 
que el tiempo que la ley da a los votantes para reflexionar sus preferencias se de en ausencia 
del bombardeo de partidos y candidatos que piden el voto. 
 

“Para que se acrediten estos actos, se requiere la concurrencia de los siguientes elementos:  
 
1) El personal, que la conducta sea cometida por partidos políticos, aspirantes, 
precandidatos y candidatos. 
2) Temporal, que se den antes del inicio formal de las campañas. 
3) El subjetivo, que la finalidad del mensaje esté relacionada con el llamado expreso al voto 
en contra o a favor de una candidatura o partido, o la solicitud de cualquier tipo de apoyo para 
contender en el proceso electoral. 
 
Desde 2009, esos elementos se han incluido en sentencias del TEPJF, tales como en las 
emitidas en los expedientes SUP-RAP-15/2009 y acumulado, SUP-RAP-191/2010, SUP-RAP-
204/2012, SUP-RAP-15-2012 y SUP-JRC-274/2010; sin embargo, en criterios posteriores se 
ha enriquecido una línea jurisprudencial que les da mayor precisión y que abona a la certeza 
para identificar posibles conductas infractoras. 

 
Identificar el uso de estas palabras o expresiones de “vota por”, “elige a”, “apoya a”, “emite tu 
voto por”, “vota en contra de”, “rechaza a” dota de seguridad a los partidos y candidatos 
respecto a lo que pueden hacer y no hacer en el discurso político, y permite también a las 
autoridades electorales determinar de manera precisa y objetiva cuándo se actualizan los 
actos anticipados de campaña.8 

 
Además de brindar certeza y seguridad, se protege la equidad consagrada en nuestra 
Constitución Política, garantizando también la libertad de expresión en el debate electoral. 
 

                                                           
5 Recuperado de Blog Felipe de la Mata (te.gob.mx)  
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“Las sanciones van desde la amonestación pública y multas, reducción de ministraciones del 
financiamiento público e interrupción de la transmisión de la propaganda en radio y televisión 
en el caso de partidos políticos; a los aspirantes, precandidatos o candidatos partidistas se les 
puede imponer la pérdida del derecho a ser registrado, la cancelación del registro, o con la 
negativa para registrar al precandidato electo en el proceso interno partidista; y a los aspirantes 
a candidatos independientes con la negativa de registro, conforme al artículo 456, párrafo 1, 
inciso a), c) y d) de la LEGIPE.”9 

 
Por tal motivo, la presente iniciativa tiene por objeto modificar el concepto de actos anticipados 
de precampañas, estableciendo un periodo fijo que corresponde a 90 días antes del inicio del 
proceso electoral; con el propósito de evitar que los partidos políticos o ciudadanos que tengan 
la intención de participar en el próximo proceso electoral, realicen malas practicas tendientes 
a realizar actos anticipados.  
 
Ya que se necesita una equidad en la contienda y como el INE lo estableció en los lineamientos 
para las elecciones de 2021, se debe aplicar un “piso parejo” en la contienda electoral.  Así, 
evitaremos lo que a nivel nacional ya se ha visto con las famosas “corcholatas” que han violado 
en todo momento los tiempos que establece la legislación para realizar actos de precampaña 
y campaña.  
 
Por último, es menester señalar que la reforma al artículo 6º fracción I de la Ley Electoral del 
Estado, obedece a las modificaciones al mencionado Ordenamiento, respecto del inicio del 
inicio del proceso electoral en nuestra Entidad. 
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 
 

ÚNICO. Se REFORMA el artículo 6º en su fracción II de la Ley Electoral del Estado de San 

Luis Potosí, para quedar como sigue 
 
ARTÍCULO 6º. … 
 
I. … 
 
II. Actos anticipados de precampaña: las expresiones que se realicen bajo cualquier modalidad 
y en cualquier momento durante el lapso que va desde 90 días antes del inicio del proceso 
electoral hasta antes del plazo legal para el inicio de las precampañas, que contengan 
llamados expresos al voto en contra o a favor de una precandidatura; 
 
III a LIII. … 
 

T R A N S I T O R I O S 
 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
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SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
 
D A D O EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA”,  DEL EDIFICIO 
“PRESIDENTE JUÁREZ”, DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO. A LOS TREINTA 
DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
  



 

 

 

 



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
La Comisión  de Justicia se permite someter a la consideración de esta Asamblea Legislativa 
el presente dictamen, al tenor de los siguientes, antecedentes, y consideraciones. 
 

A N T E C E D E N T E S 
 
1. En Sesión Ordinaria del veintitrés de febrero del año en curso, fue presentada por el 
Diputado Edmundo Azael Torrescano Medina, iniciativa mediante la que plantea reformar el 
artículo 233 en sus párrafos, primero, segundo y último del Código Penal del Estado de San 
Luis Potosí. 
 
2. La iniciativa citada en el párrafo que antecede, se turnó con el número 3053, a la Comisión 
de Justicia. 
 
Así, al entrar al análisis de la iniciativa en comento, atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 
PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente  le 
faculta la ley,  por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a 
Derecho le son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por 
la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios previstos en 
el Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones 
de gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales 
deben guardar  armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene 
a constituir la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 
que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.   
 
Por lo que, al  no ser la materia de la iniciativa que con este dictamen se atiende, facultad 
reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con el artículo 73 de la Constitución 
General, esta Soberanía emite el presente instrumento parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,  es atribución de este 
Poder Legislativo del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 
 
TERCERA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos: 98 fracción XV  y 111 de la 
Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, la Comisión de Justicia es  
competente para dictaminar la iniciativa de mérito. 



 

 

CUARTA. Que la iniciativa fue presentada por quien tiene atribución para ello, de acuerdo a lo 
que disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado; y 130 de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que la iniciativa que se analiza cumple los requisitos que señalan los artículos: 131 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que por cuanto hace al periodo señalado en el artículo 92 párrafo segundo, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, respecto a la emisión de dictámenes, éste se 
observa en sus términos, luego de que la iniciativa turnada con el número 3053 fue presentada 
el  veintitrés de febrero de la presente anualidad, por lo que en tiempo se emite el presente 
dictamen. 
 
SÉPTIMA. Que el Diputado Edmundo Azael Torrescano Medina sustenta su idea legislativa al 
tenor de la siguiente: 
 

“E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S. 
 
En el artículo 233 de nuestro Código Penal del Estado dispone que; se equipara al delito de daño en 
las cosas, cuando utilizando cualquier tipo de sustancias o medio, se realicen pintas, escrituras, dibujos, 
signos, tallones, mensajes, figuras o gráficos de todo tipo, en bienes muebles e inmuebles, sin 
consentimiento del dueño o de quien legalmente posea la cosa. 
 
De igual manera, en el referido artículo se establece el supuesto sobre aquel daño que se realice en 
dominio público, considerado patrimonio cultural con valor histórico o arquitectónico. Es importante 
tomar en cuenta que, en dicha disposición, hace falta especificar aquellas pintas que son realizadas en 
equipamiento urbano, así como considerar que, en los casos en que este delito se cometa sobre bienes 
públicos, el mismo procederá de oficio. 
 
Es importante mencionar que dicho delito considera como responsable únicamente a quien realice el 
daño, pero deja fuera el supuesto de que quien realice esto sea por una contratación, para realizar 
alguna campaña publicitaria en favor de alguna marca, evento o persona, por lo cual se considera 
oportuno sancionar igualmente a quien ordene la realización de dicho acto. Toda vez que últimamente 
se han visualizado en distintos puntos de la ciudad capital, así como en algunos municipios del distrito 
once la pinta en el equipamiento urbano.  
 
Así mismo, en el último párrafo del artículo en comento, se hace referencia a que, tratándose de 
propaganda o promoción de partidos o grupos políticos, se estará a lo dispuesto por la ley de la materia, 
considerando en este punto que se debe de incluir también a las figuras de candidatos y precandidatos, 
entes que se encuentran igualmente regulados por la legislación electoral vigente.” 

 
OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro 
comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada con el 
número 3053,  a saber: 
 
 

CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
(VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA (TURNO 3053) 



 

 

ARTÍCULO 233. Se equipara al delito de daño en las 
cosas, cuando utilizando cualquier tipo de sustancia 
o medio, se realicen pintas, escrituras, dibujos, 
signos, códigos, tallones, mensajes, figuras o 
gráficos de todo tipo, en bienes muebles e 
inmuebles, sin consentimiento del dueño o de quien 
legalmente posea la cosa.  
 
 
 
Este delito se sancionará con una pena de seis meses 
a tres años de prisión y multa de sesenta a 
trescientos días del valor de la unidad de medida y 
actualización vigente; así como la reparación del 
daño que consistirá en dejar en las mismas 
condiciones en que se encontraba la cosa, objeto 
material del hecho, en lo que se refiere a las mismas 
dimensiones o superficies.  
 
 
Cuando el daño se cometa en bienes de dominio 
público, monumentos, edificios, sitios o bienes 
considerados parte del patrimonio cultural con valor 
histórico o arquitectónico, o el daño se cause sobre 
bienes de cantera, piedra, madera o cualquier otro 
material de difícil o imposible reparación, se 
sancionará con pena de seis meses a seis años de 
prisión y multa de setenta a seiscientos días del 
valor de la unidad de medida y actualización vigente, 
además de que se perseguirá de oficio.  
 
Tratándose de propaganda o promoción de partidos 
o grupos políticos, se estará a lo dispuesto por la ley 
de la materia. 

ARTÍCULO 233. Se equipara al delito de daño en las cosas, 
cuando utilizando cualquier tipo de sustancia o medio, se 
realicen pintas, escrituras, dibujos, signos, códigos, 
tallones, mensajes, figuras o gráficos de todo tipo, en 
bienes muebles e inmuebles, sin consentimiento del 
dueño o de quien legalmente posea la cosa, cuando el 
daño sea producido en equipamiento urbano, que no sea 
dispuesto para publicidad, su denuncia procederá de 
oficio. 
 
Este delito se sancionará con una pena de seis meses a tres 
años de prisión y multa de sesenta a trescientos días del 
valor de la unidad de medida y actualización vigente; así 
como la reparación del daño que consistirá en dejar en las 
mismas condiciones en que se encontraba la cosa, objeto 
material del hecho, en lo que se refiere a las mismas 
dimensiones o superficies; resultando corresponsables, 
tanto quien haya realizado el daño, como quien haya 
ordenado su ejecución. 
 
Cuando el daño se cometa en bienes de dominio público, 
monumentos, edificios, sitios o bienes considerados parte 
del patrimonio cultural con valor histórico o 
arquitectónico, o el daño se cause sobre bienes de cantera, 
piedra, madera o cualquier otro material de difícil o 
imposible reparación, se sancionará con pena de seis 
meses a seis años de prisión y multa de setenta a 
seiscientos días del valor de la unidad de medida y 
actualización vigente, además de que se perseguirá de 
oficio.  
 
Tratándose de propaganda o promoción de partidos 
políticos, candidatos, precandidatos o agrupaciones 
políticas, se estará a lo dispuesto por la ley de la materia. 
 
 

 
 
NOVENA. Que del contenido de las consideraciones, Séptima, y Octava, se desprende que el 
propósito de la idea legislativa en estudio es reformar el artículo en el que se tipifica y sanciona 
el delito equiparado de daño en las cosas, para que en el primer párrafo se incluya lo relativo 
al producido al equipamiento urbano, el que se perseguirá de oficio; objetivo con el que 
coincidimos, sin embargo valoramos la pertinencia de que la porción normativa se adicione en 
un nuevo párrafo  
 
Además, pretende reformar el párrafo segundo para que se establezca  la corresponsabilidad 
de quien haya realizado el daño, como quien haya ordenado su ejecución; reforma que se 
considera innecesaria, luego de que los dispositivos 21 y 23 del Ordenamiento Punitivo Estatal 
ya lo estipulan: 
 
“ARTÍCULO 21. Formas de autoría y participación  
Son responsables del delito, quienes:  
 



 

 

I. Lo realicen por sí;  
 
II. Lo realicen conjuntamente con otro u otros autores;  
 
III. Lo lleven a cabo sirviéndose de otro como instrumento;  
 
IV. Determinen dolosamente al autor a cometerlo;  
 
V. Dolosamente presten ayuda o auxilio al autor para su comisión, y  
 
VI. Con posterioridad a su ejecución auxilien, al autor en cumplimiento de una promesa anterior al 
delito.  
 
Quienes únicamente intervengan en la planeación o preparación del delito, así como quienes 
determinen a otro o le presten ayuda o auxilio, sólo responderán si el hecho antijurídico del autor 
alcanza al menos el grado de tentativa del delito que se quiso cometer.  
 
La instigación y la complicidad a que se refieren las fracciones IV y V, respectivamente, sólo son 
admisibles en los delitos dolosos. Para las hipótesis previstas en las fracciones V y VI se impondrá la 
punibilidad dispuesta en el artículo 87 de este Código.”  
 
“ARTÍCULO 23. Culpabilidad personal y punibilidad independiente  
Los autores o partícipes del delito responderán cada uno en la medida de su propia culpabilidad.” 

 
Propone además que en el párrafo último del arábigo 233, se considere también en la comisión 
del ilícito que nos ocupa, a los candidatos y precandidatos, y precisa el concepto de 
organizaciones políticas, alcance con el que los integrantes de la dictaminadora coinciden, 
luego de que, efectivamente la ley debe ser expresa, y en la hipótesis que atiende esta 
disposición debe considerarse que también estas personas cometen las mencionadas 
conductas, por lo que si bien es cierto no es competencia de esta Soberanía tipificar delitos 
electorales, también lo es que es viable remitir a la ley  de la materia. 
 
Así, en atención a lo argumentado, proponemos la siguiente redacción: 
 

CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE SAN 
LUIS POTOSÍ (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA (TURNO 
3053) 

PROPUESTA DE REDACCIÓN DE 
LA DICTAMINADORA 

ARTÍCULO 233. Se equipara al delito 
de daño en las cosas, cuando 
utilizando cualquier tipo de sustancia 
o medio, se realicen pintas, escrituras, 
dibujos, signos, códigos, tallones, 
mensajes, figuras o gráficos de todo 
tipo, en bienes muebles e inmuebles, 
sin consentimiento del dueño o de 
quien legalmente posea la cosa.  
 
 
 
 
 
 
Este delito se sancionará con una 
pena de seis meses a tres años de 

ARTÍCULO 233. Se equipara al delito 
de daño en las cosas, cuando 
utilizando cualquier tipo de 
sustancia o medio, se realicen pintas, 
escrituras, dibujos, signos, códigos, 
tallones, mensajes, figuras o gráficos 
de todo tipo, en bienes muebles e 
inmuebles, sin consentimiento del 
dueño o de quien legalmente posea 
la cosa, cuando el daño sea 
producido en equipamiento 
urbano, que no sea dispuesto para 
publicidad, su denuncia procederá 
de oficio. 
 
Este delito se sancionará con una 
pena de seis meses a tres años de 

ARTÍCULO 233. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 



 

 

prisión y multa de sesenta a 
trescientos días del valor de la unidad 
de medida y actualización vigente; así 
como la reparación del daño que 
consistirá en dejar en las mismas 
condiciones en que se encontraba la 
cosa, objeto material del hecho, en lo 
que se refiere a las mismas 
dimensiones o superficies.  
 
 
 
Cuando el daño se cometa en bienes 
de dominio público, monumentos, 
edificios, sitios o bienes considerados 
parte del patrimonio cultural con 
valor histórico o arquitectónico, o el 
daño se cause sobre bienes de 
cantera, piedra, madera o cualquier 
otro material de difícil o imposible 
reparación, se sancionará con pena de 
seis meses a seis años de prisión y 
multa de setenta a seiscientos días del 
valor de la unidad de medida y 
actualización vigente, además de que 
se perseguirá de oficio.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Tratándose de propaganda o 
promoción de partidos o grupos 
políticos, se estará a lo dispuesto por 
la ley de la materia. 

prisión y multa de sesenta a 
trescientos días del valor de la 
unidad de medida y actualización 
vigente; así como la reparación del 
daño que consistirá en dejar en las 
mismas condiciones en que se 
encontraba la cosa, objeto material 
del hecho, en lo que se refiere a las 
mismas dimensiones o superficies; 
resultando corresponsables, tanto 
quien haya realizado el daño, como 
quien haya ordenado su ejecución. 
 
Cuando el daño se cometa en bienes 
de dominio público, monumentos, 
edificios, sitios o bienes 
considerados parte del patrimonio 
cultural con valor histórico o 
arquitectónico, o el daño se cause 
sobre bienes de cantera, piedra, 
madera o cualquier otro material de 
difícil o imposible reparación, se 
sancionará con pena de seis meses a 
seis años de prisión y multa de 
setenta a seiscientos días del valor 
de la unidad de medida y 
actualización vigente, además de 
que se perseguirá de oficio.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Tratándose de propaganda o 
promoción de partidos políticos, 
candidatos, precandidatos o 
agrupaciones políticas, se estará a lo 
dispuesto por la ley de la materia. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Cuando el daño se cometa en 
equipamiento urbano que no sea 
dispuesto para publicidad, se 
sancionará con pena de seis 
meses a seis años de prisión y 
multa de setenta a seiscientos 
días del valor de la unidad de 
medida y actualización vigente, 
además de que se perseguirá de 
oficio.  
 
Tratándose de propaganda o 
promoción de partidos políticos, 
agrupaciones políticas, personas 
candidatas, o precandidatas, se 
estará a lo dispuesto por la ley de 
la materia. 

 
Por lo expuesto, la Comisión de Justicia, con fundamento en lo establecido en los artículos, 61 
y 64 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 15 fracción I, 
84 fracción I, 98 fracción XV, y  111, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis 
Potosí; 61, 62, 84, 85 y 86 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, 
emite el siguiente 
 



 

 

D I C T A M E N 
 
ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba con modificaciones, la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
El artículo 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece los principios 
de legalidad y retroactividad, los cuales guardan un estrecho vínculo con los de taxatividad y 
hermética considerados en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.  
 
Respecto a los principios de taxatividad y plenitud hermética la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación he emitido el siguiente criterio: 
 

“Registro digital: 175846 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Novena Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: II.2o.P.187 P        
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Febrero de 2006, página 1879 
Tipo: Aislada 
 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD. LA TIPICIDAD CONSTITUYE SU BASE FUNDAMENTAL Y RIGE, CON 
LOS PRINCIPIOS DE TAXATIVIDAD Y DE PLENITUD HERMÉTICA DERIVADOS DE AQUÉL, COMO 
PILAR DE UN SISTEMA DE DERECHO PENAL EN UN ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO. 
 
El artículo 14 de la Constitución Federal consagra el conocido apotegma nullum crimen sine poena, 
nullum poena sine lege certa traducible como el que no puede haber delito sin pena ni pena sin ley 
específica y concreta para el hecho de que se trate; de ello deriva la importancia que la dogmática 
jurídico-penal asigna al elemento del delito llamado tipicidad, entendido como la constatación plena del 
encuadramiento exacto entre los componentes de una hipótesis delictiva descrita en la ley y un hecho 
concreto acontecido y probado en el mundo fáctico. La tipicidad es un presupuesto indispensable del 
acreditamiento del injusto penal que se entiende como la desvaloración de un hecho sin ponderar aun 
el reproche posible a su autor, y constituye la base fundamental del principio de legalidad que rige, con 
todas sus derivaciones, como pilar de un sistema de derecho penal en un estado democrático de 
derecho. Así, del propio principio podemos encontrar como derivaciones los de taxatividad o exigencia 
de un contenido concreto y unívoco en la labor de tipificación de la ley, es decir, que la descripción 
típica no debe ser vaga ni imprecisa, ni abierta o amplia al grado de permitir la arbitrariedad; de igual 
forma, el principio de plenitud hermética en cuanto a la prohibición de analogía o mayoría de razón en 
la aplicación de la ley penal, traduciéndose en la exigencia de exacta aplicación de la ley que se 
contiene de manera expresa, en el caso mexicano en el actual párrafo tercero del artículo 14 
constitucional que dice: "En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía 
y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al 
delito de que se trata." 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 137/2005. 6 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: José Nieves Luna 
Castro. Secretario: Fernando Horacio Orendain Carrillo.” 
 

 



 

 

Así, en observancia a los dispositivos invocados, se reforma el artículo 233 del Código Penal 
del Estado, para tipificar y sancionar la conducta de daño en las cosas cuando se comete en 
equipamiento urbano que no sea dispuesto para publicidad. 
 
Se adiciona un párrafo al ordinal citado, para que en éste se considere en la comisión del 
injusto penal de daño en las cosas equiparado, a las personas candidatas o precandidatas.  
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 

ÚNICO. Se REFORMA el artículo 233 en su párrafo cuarto; y ADICIONA al mismo artículo 

233 el párrafo quinto del Código Penal del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue  
 
ARTÍCULO 233. … 
 
… 
 
… 
 
Cuando el daño se cometa en equipamiento urbano que no sea dispuesto para 
publicidad, se sancionará con pena de seis meses a seis años de prisión y multa de 
setenta a seiscientos días del valor de la unidad de medida y actualización vigente, 
además de que se perseguirá de oficio.  
 
Tratándose de propaganda o promoción de partidos políticos, agrupaciones políticas, 
personas candidatas, o precandidatas, se estará a lo dispuesto por la ley de la materia. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
D A D O EN LA SALA LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA  DEL EDIFICIO  
PRESIDENTE JUÁREZ DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO. A LOS 
VEINTIOCHO DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
  



 

 

 



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
La Comisión de Puntos Constitucionales, se permite someter a la consideración de esta 
Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes, antecedentes, y 
consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S  

 
1. En Sesión Ordinaria del dieciséis de marzo del presente año, el Diputado Alejandro 

Leal Tovías, presentó iniciativa mediante la que plantea reformar a los artículos, 2°, 4°, 
5°, 8°, 9°, 10, 11 en sus fracciones, I, II, III, IV, V y VII, 12, 13, 14, 15, 16 en sus 
fracciones, II, y VIII, 18 en sus fracciones, II, III, V y VI, 21, 23 en sus fracciones, III, VI, 
y IX, 25 el párrafo primero y la fracción V, 26 párrafo primero y las fracciones, I, y II, 27 
párrafo primero y las fracciones I y III, 28 fracción IV y 29 en sus fracciones I, II y III; y 
derogar en los artículos, 16 la fracción III, 22, de la Ley de Juntas de Participación 
Ciudadana del Estado de San Luis Potosí. 
 
La iniciativa citada en el párrafo que antecede, se turnó con el número 3171, a la 
Comisión de Puntos Constitucionales. 

 
2. En Sesión de la Diputación Permanente del seis de julio del año en curso, el Diputado 

Eloy Franklin Sarabia presentó iniciativa mediante la que propone derogar el contenido 
de la fracción V del artículo 16, de la Ley de Juntas de Participación Ciudadana del 
Estado de San Luis Potosí. 
 
La iniciativa mencionada en el parágrafo anterior se turnó  con el número 3932 a la 
Comisión de Puntos Constitucionales. 

 
Así, al entrar al análisis de las iniciativas en comento, los integrantes de la dictaminadora 
atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente  le 
faculta la ley,  por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a 
Derecho le son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por 
la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios previstos en 
el Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones 
de gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales 
deben guardar  armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene 
a constituir la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 



 

 

que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.  Por lo que, al no ser la materia de las iniciativas que con este 
dictamen se atienden, facultad reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con 
el artículo 73 de la Constitución General, esta Soberanía emite el presente instrumento 
parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,  es atribución de este 
Poder Legislativo del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 
 
TERCERA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos: 98 fracción XVII y 113   de 
la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, la Comisión de  Puntos 
Constitucionales, es competente para dictaminar las iniciativas de mérito. 
 
CUARTA. Que las iniciativas que se analizan fueron presentadas por quienes tienen atribución 
para ello, de acuerdo a lo que disponen los artículos: 61 de la Constitución Política del Estado; 
y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que las iniciativas que se analizan cumplen los requisitos que señalan los artículos: 
131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que se observa el periodo señalado en el artículo 92 párrafo segundo de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, respecto a la emisión de dictámenes,  luego de 
que las iniciativas en estudio fueron turnadas a esta Comisión, la número 3171 el dieciséis de 
marzo; y la 3932 el dieciséis de julio, ambas del presente año. 
 
SÉPTIMA. Que la idea legislativa turnada con el número 3171, presentada por el Diputado 
Alejandro Leal Tovías, se sustenta al tenor de la siguiente: 
 

“Exposición de motivos 
 

Las construcciones de las normas jurídicas deben de ser lo más preciso, claro y 
conciso, que no se preste a ninguna duda en el sentido y contenido del presupuesto 
normativo planteado, en aras de su eficiente y eficaz observancia y aplicación, que 
generen certidumbre y seguridad jurídica a los agentes a los que están destinadas, 
que no provoquen confusión e incluso exclusión o antinomias entre estas y las 
previstas en otros ordenamientos del mismo sistema jurídico. 
 
En esa latitud, es pertinente, oportuno y necesario realizar algunas adecuaciones y 
precisiones a diversas porciones normativas previstas en la Ley de Juntas de 
Participación Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, la cual fue publicada en el 
Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, mediante el Decreto 0135, el 2 de 
diciembre de 2021. 
 
Una vez que es aplicada la norma, su amortización hace que la realidad que regula 
sea diferente a lo previsto en los presupuestos normativos, o que la jerga utilizada no 
es la más adecuada y apropiada, o inclusive las atribuciones concedidas a 
determinada autoridad no les compete. 



 

 

 
En ese tenor, se requiere hacer algunos ajustes a diversas porciones normativa de la 
Ley en estudio, para darle coherencia y congruencia con el objeto de la misma, a fin 
de precisar el tiempo en que se debe expedir la convocatoria para la integración de 
las juntas de participación ciudadana y quien la emite. 
 
Fijar con claridad cuáles son las atribuciones que van a tener las autoridades 
municipales y el Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana en esta 
materia.” 

 
OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro 
comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada con el 
número 3171,  a saber: 
 

LEY DE JUNTAS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL 
ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA 
INICIATIVA TURNO 3171 

ARTÍCULO 2º. Las Juntas de Participación Ciudadana, son 
organismos de representación ciudadana con 
personalidad jurídica, y con capacidad de establecer 
acuerdos y convenios, con los fines de fomentar y 
defender la participación ciudadana, así como promover 
la vinculación de las autoridades con la ciudadanía 

ARTÍCULO 2º. Las Juntas de Participación 
Ciudadana, son instancias de representación, 
con personalidad jurídica y capacidad de 
celebrar acuerdos y convenios, con el fin de 
fomentar la participación vecinal en la toma de 
decisiones públicas y su vinculación con las 
autoridades. 

ARTÍCULO 4º. Los cargos de las personas que integran las 
Juntas, son honoríficos, renunciables, y voluntarios. Se 
prohíbe que quienes las conforman acuerden para sí, 
percepción alguna, o algún otro concepto de forma 
directa o indirecta. 

ARTÍCULO 4º. Los cargos que desempeñan las 
personas que integran las Juntas, son honoríficos y 
voluntarios. Se prohíbe para quienes las 
conforman acuerden para sí percepción alguna, o 
algún otro concepto de forma directa o indirecta. 

ARTÍCULO 5º. Se prohíbe a quienes integran las Juntas, 
realizar cualquier acción de proselitismo, propaganda, 
promoción partidaria o electoral, así como condicionar el 
acceso o disfrute de cualquier servicio, programa o apoyo 
público de cualquier nivel. 

ARTÍCULO 5º. Se prohíbe a quienes integran las 
Juntas, realizar cualquier acción de proselitismo, 
propaganda y promoción politico electoral o 
partidista, así como condicionar el acceso o 
disfrute de cualquier servicio, programa o apoyo 
público de cualquier nivel. 

ARTÍCULO 8º. Es atribución de la persona titular del 
Poder Ejecutivo del Estado, realizar, en coordinación con 
los ayuntamientos, acciones de apoyo a las 
comunidades. 

ARTÍCULO 8º. Es atribución del titular del Poder 
Ejecutivo del Estado realizar en coordinación con 
las autoridades municipales, acciones de apoyo a 
las comunidades. 

ARTÍCULO 9º. Son atribuciones de las personas titulares 
de las presidencias municipales:  
 
I. Recibir; atender y resolver, por medio de las 
direcciones u organismos aplicables, las solicitudes 
presentadas por las Juntas;  
 
 
II. Responder, en coordinación con el Gobierno del 
Estado, en su caso, las solicitudes de las Juntas;  
 
 
 
 

ARTÍCULO 9º. Son atribuciones de las 
autoridades municipales correspondientes: 
 
 I. Emitir, en coordinación con el CEEPAC, la 
convocatoria para la integración de las Juntas, 
en estricta observación a los plazos y 
formalidades, indicados por esta Ley; 
 
II. Recibir las solicitudes de inscripción de las 
planillas que vayan a participar en el proceso de 
elección de las Juntas, y resolver lo procedente, 
notificando su determinación a los 
promoventes;  
 



 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
III. Recibir las solicitudes de inscripción para de las 
planillas para el proceso de elección de las Juntas, y  
 
 
 
 
IV. Las demás que establezcan las leyes. 

 
III. Apoyar al CEEPAC en la preparación, 
celebración y conclusión de la elección de las 
juntas; 
 
IV. Designar un representante en la mesa 
receptora de la votación; 
 
V. Recibir; atender y resolver, las solicitudes de 
gestión o de cualquier otro tipo presentadas 
por las personas que conforman las Juntas, con 
la intervención del Gobierno del Estado cuando 
fuera el caso, y  
 
IV. Las demás que establezca el Reglamento de 
esta Ley y demás disposiciones. 

ARTÍCULO 10. Los ayuntamientos deberán realizar 
acciones para fomentar la cercanía de la administración 
municipal con la ciudadanía, por medio de las Juntas. 

ARTÍCULO 10. Las autoridades municipales 
fomentarán la participación activa de los 
habitantes de sus jurisdicciones en la toma de 
decisiones públicas, y acercando los programas y 
acciones de gobierno, pudiendo ser éstas 
actividades por medio de las juntas.   

ARTÍCULO 11. El CEEPAC tendrá las siguientes 
atribuciones:  
 
I. Emitir, en coordinación con los ayuntamientos, la 
convocatoria para la integración de las Juntas de cada 
uno de los municipios del Estado, en estricta observación 
a los plazos y formalidades, indicados por esta Ley;  
 
II. Emitir los nombramientos que acrediten a los 
miembros de las Juntas;  
 
III. Llevar a cabo, en coordinación con los ayuntamientos, 
las elecciones de las Juntas;  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
IV. Emitir los lineamientos que regulen las elecciones de 
las Juntas;  
 
 
V. Recibir y resolver denuncias ciudadanas respecto al 
incumplimiento de esta Ley, e imponer las sanciones 
aplicables, y  

ARTÍCULO 11. … 
 
 
I. Coordinarse con las autoridades municipales 
en la expedición de la convocatoria para la 
integración de las juntas que emitan éstas;  
 
 
 
 
 
II. Llevar a cabo, en coordinación con las 
autoridades municipales, la preparación, 
celebración y conclusion de la elección de las 
Juntas; para tal efecto, insaculará a una 
presidenta (e) y secretaría(o) de entre los 
habitantes de la circuncripción territorial, para 
mesa receptora de la votación; 
III. Vigilar y orientar que se lleve a cabo el 
escrutinio y conteo de la votación debidamente 
en la elección de las juntas; 
 
IV. Expedir los nombramientos de las personas 
electas en las Juntas;  
 
V. Emitir los lineamientos que regulen la 
preparación, celebración y conclusión de las 
elecciones de las Juntas;  
 
VI. … 
 
 
 



 

 

 
VI. Las demás que establezcan las leyes y ordenamientos 
aplicables. 

VII. Las demás que establezca el reglamento de 
esta ley y disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 12. El CEEPAC recibirá y resolverá denuncias 
sobre el incumplimiento de esta Ley y su Reglamento, en 
lo relacionado al proceso de elección de las Juntas, 
pudiendo reponer el proceso bajo declaración judicial. 

ARTÍCULO 12. El CEEPAC recibirá y resolverá 
denuncias sobre el incumplimiento de esta Ley y 
su Reglamento, en lo relacionado a la 
preparación, celebración y conclusión de la 
elección de las Juntas, pudiendo reponer el 
proceso bajo declaración judicial. 

ARTÍCULO 13. La convocatoria para la integración de las 
Juntas deberá expedirse por el ayuntamiento que 
corresponda, en coordinación con el CEEPAC, antes del 
uno de noviembre del año de la elección constitucional. 
La integración de las Juntas deberá quedar conformada 
antes del día uno de diciembre del año de la elección. 

ARTÍCULO 13. La convocatoria para la 
integración de las Juntas, se expedirá por las 
autoridades municipales respectivas en 
coordinación con el CEEPAC, antes del uno de 
noviembre del año inmediato anterior al de la 
elección constitucional, las cuales deberán de 
quedar conformadas a más tardar el uno de 
diciembre de la misma anualidad citada con 
antelación.  
 
En la composición de las Juntas las autoridades 
municipales observarán el principio de paridad 
de género vertical y horizontal. 

ARTÍCULO 14. El Congreso del Estado incluirá en el 
Presupuesto de Egresos del Estado, del año 
correspondiente, las partidas presupuestales necesarias 
para efectuar el proceso de elección de las Juntas en los 
municipios de la Entidad. 

ARTÍCULO 14. Los ayuntamientos incluirán en 
su Presupuesto de Egresos del año 
correspondiente, las partidas presupuestales 
necesarias para efectuar el proceso de 
preparación, celebración y conclusión de la 
elección de las Juntas. 

ARTÍCULO 15. En las zonas urbanas el número de Juntas 
deberá atender al número de demarcaciones 
territoriales que establezca el municipio.  
 
 
En el caso de las zonas rurales, en cada una de las 
cabeceras de los municipios del Estado, deberá existir al 
menos una junta de mejoras que cumpla con el objeto de 
la presente Ley.  
 
En el caso de municipios con mayoría de población 
indígena, los ejercicios de participación ciudadana se 
llevarán a cabo conforme a los esquemas de usos y 
costumbres, y de acuerdo a la normatividad 
correspondiente, por lo que esta Ley no les resulta 
aplicable.  
 
 
En caso de las localidades que se encuentren organizadas 
bajo el esquema ejidal, los ejercicios de participación 
ciudadana y de acuerdo a la normatividad 
correspondiente, por lo que esta Ley no les resulta 
aplicable. 

ARTÍCULO 15. En las zonas urbanas el número 
de Juntas deberá atender al número de 
demarcaciones territoriales que establezcan las 
autoridades municipales para efecto.  
 
En las zonas rurales y en las cabeceras de los 
municipios de la Entidad, deberá existir al 
menos una junta que cumpla con el objeto de la 
presente Ley.  
 
En las localidades y comunidades de los 
municipios con población mayoritaria 
indigena, los ejercicios de participación 
ciudadana se llevarán a cabo conforme a los 
esquemas de usos y costumbres, y de acuerdo a 
la normatividad correspondiente, por lo que 
esta Ley no les resulta aplicable.  
 
En los lugares que se encuentren organizados 
bajo el esquema ejidal, los ejercicios de 
participación ciudadana se efectuará de 
acuerdo a la normatividad correspondiente, por 
lo que esta Ley no les resulta aplicable. 

ARTÍCULO 16. Para ser integrante de las Juntas se deberá 
cumplir con los siguientes requisitos:  
 
I. Saber leer y escribir;  

ARTÍCULO 16. Para ser integrante de la Junta se 
deberá cumplir con los siguientes requisitos:  
 
I. … 



 

 

 
II. Habitar en la territorialidad correspondiente a la Junta, 
o contar con al menos dos años de residencia;  
 
III. Ser ciudadana o ciudadano, y estar en pleno ejercicio 
de sus derechos;  
 
IV. No ocupar ningún cargo de elección popular, ni 
haberlo ocupado en los últimos tres años anteriores a su 
elección;  
 
V. No haber sido inhabilitado como servidora o servidor 
público;  
 
VI. No ocupar cargo alguno dentro de la administración 
municipal correspondiente;  
 
VII. No ser ministro de culto, y  
 
VIII. No ser dirigente, representante, o funcionario en 
algún partido político. 

 
II. Ser vecina o vecino en la territorialidad 
correspondiente a la Junta; 
 
III. Se deroga. 
 
 
IV a VII. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
VIII. No ser dirigente, representante, u ocupar 
algún cargo de dirección en algún partido 
político. 

ARTÍCULO 18. Son causas de separación de los cargos de 
las Juntas:  
 
I. Dejar de ser vecina o vecino en la territorialidad 
correspondiente;  
 
II. Ser candidata o candidato; electa o electo para un 
cargo de elección popular;  
 
III. Haber sido designada o designado funcionario 
municipal, o ministro de algún culto religioso;  
 
 
IV. Ser inhabilitado como servidora o servidor público;  
 
V. Presentar renuncia por escrito, y  
 
 
VI. Realizar actos de proselitismo en beneficio propio o 
de terceros. 

ARTÍCULO 18. … 
 
 
I. … 
 
 
II. Ser candidata o candidato; u electa o electo 
para un cargo de elección popular; 
 
III. Haber sido designada o designado 
funcionario o servidor público municipal, o 
ministro de algún culto religioso; 
 
IV. … 
 
V. Presentar renuncia por escrito ante la propia 
Junta, y  
 
VI. Realizar actos de proselitismo político y/o 
electoral, o partidista en beneficio propio o de 
terceros. 

ARTÍCULO 21. Al término de las elecciones, dos 
representantes, una o uno designado por el 
ayuntamiento respectivo, y otro más por el CEEPAC, 
levantarán el acta oficial en donde se haga constar la 
designación de las personas que integran la Junta. Tras el 
levantamiento del acta las personas representantes 
tomarán formal protesta a los integrantes de la Junta. 

ARTÍCULO 21. Al término de las elecciones, el 
representante del ayuntamiento respectivo y 
del CEEPAC, levantarán el acta oficial en donde 
se haga constar el nombre de las personas y 
cargos de planilla ganadora y que integrará la 
Junta. Tras el levantamiento del acta los 
representantes referidos tomarán formal 
protesta a los integrantes de la Junta. 

ARTÍCULO 22. El CEEPAC expedirá los nombramientos de 
las personas que integran las Juntas 

ARTÍCULO 22. Se deroga. 
 

ARTÍCULO 23. Las Juntas, tendrán ámbito de 
competencia únicamente sobre la territorialidad por la 

ARTÍCULO 23. … 
 



 

 

que fueron electas, para la cual tendrán las siguientes 
atribuciones:  
 
I. Fungir como órgano representativo de las personas 
habitantes de la territorialidad correspondiente; 
 
II. Realizar sesiones ordinarias y extraordinarias;  
III. Recibir y resolver mediante acuerdo, las propuestas o 
solicitudes que presente la ciudadanía en su 
territorialidad y darlas a conocer a las autoridades 
correspondientes;  
 
IV. Establecer convenios y acuerdos con autoridades u 
organismos de la sociedad civil, con el fin de impulsar el 
desarrollo de la comunidad;  
 
V. Promover la cultura de legalidad y la transparencia;  
 
VI. Promover la participación ciudadana, especialmente 
en los programas de mejora en la comunidad;  
 
 
VII. Promover el cuidado y el buen uso de los bienes 
públicos en su territorialidad;  
 
VIII. Constituir un canal permanente de comunicación 
entre las personas habitantes de su territorialidad y las 
autoridades;  
 
IX. Presentar a los ayuntamientos propuestas relativas a 
aspectos que impacten la vida de las personas habitantes 
representadas;  
 
 
X. Realizar acciones cuyo fin sea lograr un impacto 
favorable en la calidad de vida de las personas habitantes 
representadas;  
 
XI. Establecer mecanismos de comunicación que 
informen a las personas habitantes de su territorialidad 
sobre las acciones tomadas;  
 
XII. Apoyar a las autoridades en aquellas acciones 
emprendidas en su territorialidad, y  
 
XIII. Validar la conformación del comité de obra, y 
certificar el cumplimiento de las especificaciones de las 
obras públicas en la territorialidad de su competencia, en 
términos del artículo 170 de la Ley de Obras Públicas y 
Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San 
Luis Potosí. 

 
 
I a II. … 
 
 
 
III. Recibir y resolver mediante acuerdo, las 
propuestas o solicitudes que presenten sus 
habitantes y darlas a conocer a las autoridades 
correspondientes;  
 
IV a V. …  
 
 
 
 
 
VI. Promover la participación de sus habitantes, 
especialmente en los programas de mejora en la 
comunidad;  
 
VII a VIII.  
 
 
 
 
 
 
IX. Presentar a las autoridades municipales, 
estatales y federales propuestas relativas a 
aspectos que impacten la vida de las personas 
habitantes representadas;  
 
X a  XII. …  
 

ARTÍCULO 25. La presidencia de la Junta tendrá las 
siguientes atribuciones:  
 
I. Ejercer la representación de la Junta;  

ARTÍCULO 25. La o el presidente de la Junta 
tendrá las siguientes atribuciones:  
 
I a IV. … 



 

 

 
II. Sancionar y ejecutar los acuerdos tomados por la 
Junta;  
 
III. Supervisar el cumplimiento de funciones de las 
personas que integran la Junta; 
 
IV. Firmar los acuerdos o convenios en los que la Junta 
tome parte;  
 
V. Dar cuenta de los resultados y avances en la gestión 
de la Junta, a través de una sesión informativa semestral, 
para la que se podrán convocar funcionarios del 
ayuntamiento, y a la legisladora o legislador del Distrito 
Local correspondiente, o sus representantes, y  
 
 
VI. Convocar a las sesiones de la Junta asistiendo a las 
mismas con voz y voto. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
V. Dar cuenta de los resultados y avances en la 
gestión de la Junta, a través de una sesión 
informativa semestral, para la que se podrán 
convocar a las autoridades municipales, y a la 
legisladora o legislador del Distrito Local 
correspondiente, o sus representantes, y  
 
VI. … 

ARTÍCULO 26. La vicepresidencia de la Junta tendrá las 
siguientes atribuciones:  
 
I. Suplir a la presidencia en el ejercicio de sus funciones, 
por motivos de falta;  
 
II. Asistir a la presidencia en el cumplimiento de sus 
funciones, y  
 
III. Asistir a las sesiones con voz y voto. 

ARTÍCULO 26. La o el vicepresidente de la Junta 
tendrá las siguientes atribuciones:  
 
I. Suplir a la o el presidente en el ejercicio de sus 
funciones, por motivos de falta;  
 
II. Asistir a la o el presidente en el cumplimiento 
de sus funciones, y  
 
III. … 

ARTÍCULO 27. La secretaría de la Junta tendrá las 
siguientes atribuciones:  
 
I. Acordar con la presidencia el orden del día de las 
sesiones y levantar al término de la misma el acta de 
acuerdos correspondiente;  
 
II. Asistir a las sesiones de la Junta, con el carácter de 
secretaria o secretario de actas, con derecho a voz y voto;  
 
III. Dar cuenta a la presidencia de los asuntos pendientes 
para realizar su trámite;  
IV. Redactar los documentos necesarios para el 
funcionamiento de la Junta, y  
 
V. Integrar, y ser responsable del archivo de la Junta. 

ARTÍCULO 27. La o el secretario de la Junta tendrá 
las siguientes atribuciones:  
 
I. Acordar con la o el presidente el orden del día de 
las sesiones y levantar al término de la misma el 
acta de acuerdos correspondiente;  
 
II. … 
 
 
III. Dar cuenta a la o el presidente de los asuntos 
pendientes para realizar su trámite;  
IV a V. …  
 

ARTÍCULO 28. Las personas vocales tendrán las 
siguientes atribuciones:  
I. Asistir a las sesiones de la Junta con derecho a voz y 
voto;  
 
II. Proponer e implementar mecanismos de 
comunicación de las actividades de la Junta, previa 
aprobación por acuerdo;  
 

ARTÍCULO 28. … 
 
I a III. .. 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

III. Recibir y presentar ante la Junta, las propuestas de las 
personas avecindadas para su trámite, e informar a éstas 
sobre su resultado, y  
 
IV. Apoyar en las actividades que desarrolle la Junta y las 
que indique la presidencia de la misma. 

 
 
 
IV. Apoyar en las actividades que desarrolle la Junta 
y las que indique la o el presidente de la misma. 

ARTÍCULO 29. Las faltas temporales a las sesiones de las 
personas integrantes de las Junta, serán suplidas de la 
forma siguiente:  
 
I. Vicepresidencia suplirá a la presidencia;  
 
 
II. Secretaría a la vicepresidencia, y  
 
III. Una o uno de los vocales a la secretaría.  
 
 
 
Las ausencias que se notifiquen como definitivas, serán 
cubiertas por sus respectivos suplentes. 

ARTÍCULO 29. …  
 
 
 
I. La o el vicepresidente suplirá a la o el 
presidente;  
 
II. La o el Secretarío a la o el vicepresidente, y  
 
III. Una o uno de los vocales a la o el secretarío. 
Las ausencias que se notifiquen como 
definitivas, serán cubiertas por sus respectivos 
suplentes. 
 

 
NOVENA. Que de lo plasmado en las consideraciones, Séptima y Octava, se desprende  que 
el propósito de las iniciativa turnada con el número 3171 es  en estudio, es precisar conceptos 
contenidos en la ley; objetivo con el que coinciden los integrantes de la dictaminadora, ya que 
a decir de (Bourbon, 2007) El texto legal debe entenderse claramente y todos deben 
entenderlo de la misma manera. Por otra parte, el texto de la ley debe redactarse de modo de 
guardar total fidelidad a la decisión política. Es recomendable utilizar siempre un lenguaje 
clásico, alejado de los modismos coyunturales. Asimismo, debe evitarse el lenguaje rebuscado 
propio de los textos científicos o académicos.” 
 
Por lo que se valora viable la idea legislativa en análisis, puntualizando algunos conceptos y 
redacción, para con ello evitar errores o ambigüedades al momento de la aplicación de la 
norma.  
 
DÉCIMA. Que la iniciativa presentada por el Diputado Eloy Franklin Sarabia se soporta con 
los argumentos vertidos en la siguiente: 
 

“Exposición de motivos 
 
El requisito de no haber sido inhabilitado como servidora o servidor público, para ser parte de 
las juntas de participación ciudadana, previsto en la fracción V  del artículo 16 de la Ley de 
Juntas de Participación Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, vulnera el derecho a la 
igualdad y no discriminación previsto en el último párrafo del artículo 1° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que por su generalidad dicho requisito no 
permite distinguir si la sanción se impuso por resolución firme de naturaleza administrativa, 
civil o política, si fue por una conducta culposa o dolosa, si ésta fue grave o no grave, si la 
sanción fue impuesta hace varios años o recientemente, ni si ya fue cumplida o sigue surtiendo 
efectos, siendo este último el único supuesto constitucionalmente admisible para la restricción; 
por tanto, ante esa incertidumbre también se violenta los principios de certeza y seguridad 
jurídica previstos en los numerales 14 y 16 de la Carta Magna Federal. 
 



 

 

El citado requisito dado su generalidad, es irrazonable y abiertamente desproporcional, lo que 
provoca un efecto inusitado y trascendente a cualquier tipo de inhabilitación impuesta en el 
pasado, lo que indirectamente compromete la prohibición establecida en el artículo 22 del 
Código Político Nacional. 
 
El derecho a la igualdad y no discriminación previsto en el último párrafo del artículo 1° de la 
Constitución Federal, se refiere a un derecho humano expresado a través de un principio 
adjetivo, que consiste en que toda persona debe recibir el mismo trato y gozar de los mismos 
derechos en igualdad de condiciones que otras personas, siempre y cuando se encuentren 
en una situación similar que sea jurídicamente relevante. 
 
El derecho humano a la igualdad y la prohibición de discriminación obligan a toda clase de 
autoridades en el ámbito de sus competencias, pues su observancia debe ser un criterio 
básico para la producción normativa, para su interpretación y para su aplicación. 
 
 El derecho a la igualdad, implica colocar a las personas en condiciones de poder acceder a 
los demás derechos constitucionalmente reconocidos, lo que conlleva a eliminar 
circunstancias de desigualdad manifiesta, lo que no significa que todas las personas deban 
ser siempre iguales en todos los ámbitos, en condiciones absolutas y bajo cualquier 
circunstancia. Al contrario, en lo que debe traducirse esta prerrogativa a la igualdad es en la 
certeza de no tener que soportar un perjuicio o privarse de un beneficio de forma injustificada; 
de manera, dicho principio exige tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales, de tal 
forma que habrá ocasiones en que hacer distinciones estará vedado y habrá otras en las que 
no sólo estará permitido, sino que será una exigencia constitucional. 
El principio de igualdad en la ley opera frente a la autoridad materialmente legislativa y tiene 
como objetivo el control del contenido de la norma jurídica a fin de evitar diferenciaciones 
legislativas sin justificación constitucional o violatorias del principio de proporcionalidad en 
sentido amplio. 
 
Es indispensable que este requisito de no haber sido inhabilitado como servidora o servidor 
público, debe de estar directamente relacionados con el perfil idóneo para el desempeño de 
la respectiva función, lo que exige criterios objetivos y razonables a fin de evitar la 
discriminación a personas que potencialmente tengan las calificaciones, capacidades o 
competencias (aptitudes, conocimientos, habilidades, valores, experiencias y destrezas) 
necesarias para desempeñar con eficiencia y eficacia el ser parte de una junta de participación 
ciudadana. 
 
Para la definición de las respectivas calidades a ser establecidas en la ley, como requisitos 
exigibles para en este caso ser parte de la junta de participación ciudadana, es importante 
identificar las tareas o funciones inherentes al desempeño de esta función. 
 
Al establecerse la distinción en cuestión como restricción de acceso a ser parte de una junta 
de participación ciudadana, la porción normativa materia de esta propuesta excluye por igual 
y de manera genérica a cualquier persona que haya sido inhabilitada por cualquier vía, razón 
o motivo, y en cualquier momento, lo que, de manera evidente, ilustra la falta de razonabilidad 
y proporcionalidad de la medida, ya que el gran número de posibles supuestos comprendidos 
en la hipótesis normativa objeto de análisis impide, incluso, valorar si éstos tienen realmente 
una relación directa con las capacidades necesarias para el desempeño del cargo de 
referencia. 
 
En la norma referida el legislador local hizo una distinción que, en estricto sentido, no está 
estrechamente vinculada con la configuración de un perfil inherente a la función a 
desempeñar, lo que resulta sobreinclusivo. 



 

 

 
El requisito en cuestión excluye indefinidamente y de por vida la posibilidad de acceder a una 
junta de participación ciudadana, en consecuencia, provoca un efecto inusitado y 
trascendente a cualquier inhabilitación impuesta en el pasado de una persona, 
comprometiendo de forma indirecta la prohibición establecida en el artículo 22 de la Carta 
Magna Federal, en tanto que sanciones impuestas a una persona en un determinado tiempo 
adquieren un efecto de carácter permanente durante toda su vida. Esa exclusión genera un 
efecto discriminante injustificado. 
 
Por todo lo anterior, se plantea la derogación de este requisito de no haber sido inhabilitado 
la servidora o servidor público, previsto en la fracción V del artículo 16 de la Ley de Juntas de 
Participación Ciudadana del Estado de  San Luis Potosí.” 

 
DÉCIMA PRIMERA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un 
cuadro comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada 
con el número 3932,  a saber: 
 

LEY DE JUNTAS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL 
ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA 
INICIATIVA TURNO 932 

ARTÍCULO 16. Para ser integrante de las Juntas se deberá 
cumplir con los siguientes requisitos:  
 
I. Saber leer y escribir;  
 
II. Habitar en la territorialidad correspondiente a la Junta, 
o contar con al menos dos años de residencia;  
 
III. Ser ciudadana o ciudadano, y estar en pleno ejercicio 
de sus derechos;  
 
IV. No ocupar ningún cargo de elección popular, ni 
haberlo ocupado en los últimos tres años anteriores a su 
elección;  
 
V. No haber sido inhabilitado como servidora o servidor 
público;  
 
VI. No ocupar cargo alguno dentro de la administración 
municipal correspondiente;  
 
VII. No ser ministro de culto, y  
 
VIII. No ser dirigente, representante, o funcionario en 
algún partido político. 

ARTÍCULO 16. … 
 
 
I a IV. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
V. Se deroga 
 
 
VI a VIII. … 

 
DÉCIMA SEGUNDA. Que del contenido de las consideraciones: Décima y Décima Primera 
se colige que el objetivo que pretende alcanzar la idea legislativa planteada es derogar el 
requisito para ser integrante de la Junta de Participación Ciudadana de no estar inhabilitado o 
inhabilitada como servidor o servidora pública, al considerar que dicho requerimiento es 
contrario a la Constitución, por lo que se coincide con tal propósito, sin embargo, se valora la 
pertinencia de establecer en esta fracción: 
 



 

 

“V. No estar en alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado, por violencia familiar; o delitos 
contra las mujeres por razón de género. 
 
b) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado por los delitos: contra la libertad 
sexual; la seguridad sexual; y el normal desarrollo psicosexual, o 
 
c) Estar registrado o registrada en el padrón de personas deudoras alimentarias morosas o 
en caso de serlo, demostrar que ha pagado en su totalidad los adeudos alimenticios.” 

 
Por lo expuesto, la Comisión de Puntos Constitucionales, con fundamento en lo establecido 
en los artículos, 57 fracción I, 61, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de San Luis Potosí; 15 fracción I, 84 fracción I, 98 fracción XVII,  y 113, de la Ley Orgánica del 
Congreso del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 85 y 86 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado, emiten el siguiente 
 

D I C T A M E N 
 

ÚNICO. Son de aprobarse y, se aprueban con modificaciones, las iniciativas citadas en el 
proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
El texto legal debe entenderse claramente por todos los destinatarios de la misma manera; y 
ha de redactarse de modo de guardar total fidelidad a la decisión política. Es recomendable 
utilizar siempre un lenguaje clásico, alejado de los modismos coyunturales. Asimismo, debe 
evitarse el lenguaje rebuscado propio de los textos científicos o académicos. Por lo que, para 
evitar interpretaciones erróneas, se reforman disposiciones contenidas en la Ley de Juntas de 
Participación Ciudadana del Estado, por lo que deviene pertinente actualizar nuestro marco 
normativo estatal a fin de que no existan confusiones en la aplicación de la Ley. 
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 
 

ÚNICO. Se REFORMA los artículos 4º, 5º, 8º, 9º, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16 en su párrafo 

primero, y en sus fracciones, II, V, y VIII, 18 en sus fracciones, II, III, V, y VI, 21, 23 en sus 
fracciones, III, VI, y IX, 25 en su párrafo primero, y en su fracción V, 26 en su párrafo primero, 
y en sus fracciones I, y II, 27 en su párrafo primero, y en sus fracciones, I, y III, 28 en su 
fracción IV, 29 en sus fracciones, I, II, y III; y DEROGA el artículo 22 de la Ley de Juntas de 
Participación Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 
 
ARTÍCULO 4º. Los cargos que desempeñan las personas que integran las Juntas, son 
honoríficos y voluntarios. Se prohíbe para quienes las conforman, acuerden para sí 
percepción alguna, o algún otro concepto de forma directa o indirecta. 
 



 

 

ARTÍCULO 5º. Se prohíbe a quienes integran las Juntas, realizar cualquier acción de 
proselitismo, propaganda y promoción político-electoral o partidista, así como condicionar 
el acceso o disfrute de cualquier servicio, programa o apoyo público de cualquier nivel. 
 
ARTÍCULO 8º. Es atribución del titular del Poder Ejecutivo del Estado realizar en coordinación 
con las autoridades municipales, acciones de apoyo a las comunidades. 
 
ARTÍCULO 9º. Son atribuciones de las autoridades municipales correspondientes: 
 
 I. Emitir, en coordinación con el CEEPAC, la convocatoria para la integración de las 
Juntas, en estricta observación a los plazos y formalidades, indicados por esta Ley; 
 
II. Recibir las solicitudes de inscripción de las planillas que vayan a participar en el proceso 
de elección de las Juntas, y resolver lo procedente, notificando su determinación a los 
promoventes;  
 
III. Apoyar al CEEPAC en la preparación, celebración y conclusión de la elección de las 
Juntas; 
 
IV. Designar una persona representante en la mesa receptora de la votación; 
 
V. Recibir; atender y resolver, las solicitudes de gestión o de cualquier otro tipo presentadas 
por las personas que conforman las Juntas, con la intervención del Gobierno del Estado 
cuando fuera el caso, y  
 
IV. Las demás que establezca el Reglamento de esta Ley y disposiciones. 
 
ARTÍCULO 10. Las autoridades municipales fomentarán la participación activa de los 
habitantes de sus jurisdicciones en la toma de decisiones públicas, acercando los 
programas y acciones de gobierno, pudiendo ser estas actividades por medio de las 
Juntas.   
 
ARTÍCULO 11. … 
 
I. Coordinarse con las autoridades municipales en la expedición de la convocatoria para 
la integración de las Juntas que emitan éstas;  
 
II. Llevar a cabo, en coordinación con las autoridades municipales, la preparación, 
celebración y conclusión de la elección de las Juntas; para tal efecto, insaculará a una 
presidenta o presidente; y secretaria o secretario, de entre los habitantes de la circunscripción 
territorial, para mesa receptora de la votación; 
 
III. Vigilar y orientar que se lleve a cabo el escrutinio y conteo de la votación 
debidamente en la elección de las Juntas; 
 
IV. Expedir los nombramientos de las personas electas en las Juntas;  
 
V. Emitir los lineamientos que regulen la preparación, celebración y conclusión de las 
elecciones de las Juntas;  



 

 

VI. Recibir y resolver denuncias ciudadanas respecto al incumplimiento de esta Ley, e imponer 
las sanciones aplicables, y 
 
VII. Las demás que establezca el Reglamento de esta ley y disposiciones aplicables. 
 
ARTÍCULO 12. El CEEPAC recibirá y resolverá denuncias sobre el incumplimiento de esta 
Ley y su Reglamento, en lo relacionado a la preparación, celebración y conclusión de la 
elección de las Juntas, pudiendo reponer el proceso bajo declaración judicial. 
 
ARTÍCULO 13. La convocatoria para la integración de las Juntas se expedirá por las 
autoridades municipales respectivas, en coordinación con el CEEPAC antes del uno de 
noviembre del año inmediato anterior al de la elección constitucional, las cuales deberán 
de quedar conformadas a más tardar el uno de diciembre de la anualidad citada.  
 
En la composición de las Juntas, las autoridades municipales observarán el principio de 
paridad de género vertical y horizontal. 
 
ARTÍCULO 14. Los ayuntamientos incluirán en su Presupuesto de Egresos del año 
correspondiente, las partidas presupuestales necesarias para efectuar el proceso de 
preparación, celebración y conclusión de la elección de las Juntas. 
 
ARTÍCULO 15. En las zonas urbanas el número de Juntas deberá atender al número de 
demarcaciones territoriales que establezcan las autoridades municipales para el efecto.  
 
En las zonas rurales y en las cabeceras de los municipios de la Entidad, deberá existir al 
menos una junta que cumpla con el objeto de la presente Ley.  
 
En las localidades y comunidades de los municipios con población mayoritaria indígena, 
los ejercicios de participación ciudadana se llevarán a cabo conforme a los esquemas de usos 
y costumbres, y de acuerdo a la normatividad correspondiente, por lo que esta Ley no les 
resulta aplicable.  
 
En los lugares que se encuentren organizados bajo el esquema ejidal, los ejercicios de 
participación ciudadana se efectuará de acuerdo a la normatividad correspondiente, por lo 
que esta Ley no les resulta aplicable. 
 
ARTÍCULO 16. Para ser integrante de la Junta se deberá cumplir con los siguientes requisitos:  
 
I. … 
 
II. Ser vecina o vecino en la territorialidad correspondiente a la Junta; 
 
III y IV.  … 
 
V. No estar en alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado, por violencia familiar; o 
delitos contra las mujeres por razón de género. 



 

 

b) Tener sentencia condenatoria que haya causado estado por los delitos: contra la 
libertad sexual; la seguridad sexual; y el normal desarrollo psicosexual, o 
 
c) Estar registrado o registrada en el padrón de personas deudoras alimentarias 
morosas o en caso de serlo, demostrar que ha pagado en su totalidad los adeudos 
alimenticios; 
 
VI y VII. … 
 
VIII. No ser dirigente, representante, u ocupar algún cargo de dirección en algún partido 
político. 
 
ARTÍCULO 18. … 
 
I. … 
 
II. Ser candidata o candidato; o electa o electo para un cargo de elección popular; 
 
III. Haber sido designada o designado funcionario o servidor público municipal, o ministro de 
algún culto religioso; 
 
IV. … 
 
V. Presentar renuncia por escrito ante la propia Junta, y  
 
VI. Realizar actos de proselitismo político-electoral, o partidista en beneficio propio o de 
terceros. 
 
ARTÍCULO 21. Al término de las elecciones, el representante del ayuntamiento respectivo y 
del CEEPAC, levantarán el acta oficial en donde se haga constar el nombre de las personas 
y cargos de planilla ganadora y que integrará la Junta.  
 
Tras el levantamiento del acta los representantes referidos tomarán formal protesta a los 
integrantes de la Junta. 
 
ARTÍCULO 22. Se deroga. 
 
ARTÍCULO 23. … 
 
I a II. … 
 
III. Recibir y resolver mediante acuerdo, las propuestas o solicitudes que presenten sus 
habitantes y darlas a conocer a las autoridades correspondientes;  
 
IV a V. …  
 
VI. Promover la participación de sus habitantes, especialmente en los programas de mejora 
en la comunidad;  
VII a VIII…. 



 

 

IX. Presentar a las autoridades municipales, estatales y federales propuestas relativas a 
aspectos que impacten la vida de las personas habitantes representadas;  
 
X a XII. …  
 
ARTÍCULO 25. La o el presidente de la Junta tendrá las siguientes atribuciones:  
 
I a IV. … 
 
V. Dar cuenta de los resultados y avances en la gestión de la Junta, a través de una sesión 
informativa semestral, para la que se podrán convocar a las autoridades municipales, y a la 
legisladora o legislador del Distrito Local correspondiente, o sus representantes, y  
 
VI. … 
 
ARTÍCULO 26. La o el vicepresidente de la Junta tendrá las siguientes atribuciones:  
 
I. Suplir a la o el presidente en el ejercicio de sus funciones, por motivos de falta;  
 
II. Asistir a la o el presidente en el cumplimiento de sus funciones, y  
 
III. … 
 
ARTÍCULO 27. La secretario o el secretario de la Junta tendrá las siguientes atribuciones:  
 
I. Acordar con la o el presidente el orden del día de las sesiones y levantar al término de la 
misma el acta de acuerdos correspondiente;  
 
II. … 
 
III. Dar cuenta a la o el presidente de los asuntos pendientes para realizar su trámite;  
 
IV a V. …  
 
ARTÍCULO 28. … 
 
I a III. .. 
 
IV. Apoyar en las actividades que desarrolle la Junta y las que indique la o el presidente de 
la misma. 
 
ARTÍCULO 29. …  
 
I. La o el vicepresidente suplirá a la o el presidente;  
 
II. La o el Secretario a la o el vicepresidente, y  
III. Una o uno de los vocales a la o el secretario. Las ausencias que se notifiquen como 
definitivas, serán cubiertas por sus respectivos suplentes. 

 



 

 

T R A N S I T O R I O S 
 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
 
D A D O EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA”, DEL EDIFICIO 
“PRESIDENTE JUÁREZ”, DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, A LOS 
TREINTA DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
  



 

 

 



 

 

 
 
 

Dictámenes 
con Proyecto 
de Resolución 

 
 
 
 



 

 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
  
En Sesión Ordinaria de fecha 01 de junio de 2023, le fue turnada a la Comisión de Comunicaciones y 
Transportes, bajo el turno 3734, iniciativa con proyecto de decreto que propone REFORMAR las 
fracciones, I, II, III y X, del artículo 119, y las fracciones, I, II, III, IV, V, VI, X y XI del articulo 124 de la Ley 
de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; presentada por la Diputada María Aranzazu 
Puente Bustindui.1 
  
La proponente expuso los motivos siguientes: 
 

“El transporte público es un elemento consecutivo de la vida urbana; y así como su 
mejoramiento constituye a elevar la calidad de vida de su población, lo anterior es fundamental 
para el crecimiento económico de nuestro Estado, así como para crear empleo y conectar a las 
personas con los servicios básicos; el transporte público incluye diversos medios de transporte 
tales como autobuses, taxis, bicicletas, entre otros. 
 
La movilidad urbana se constituye a diario para miles de personas que transitan en nuestra 
ciudad, contar con un transporte eficiente genera un impacto ecológico positivo para nuestro 
planeta, así como el desahogo de nuestras calles, contar con un sistema eficiente y dinámico 
depende de todos, es importante señalar el trabajo constante para responder a las exigencias 
de la sociedad, como para quienes brindan dichos medios de transporte. 
 
En ese orden de ideas, resulta evidente la necesidad de actualizar la Ley De Transporte del 
Estado de San Luis Potosí, ello mediante la presente reforma ya antes mencionada, con la 
finalidad de dar certeza en los ámbitos aplicables, por ello, es importante que las leyes cuenten 
con los elementos suficientes para su mejor aplicación y no sólo que estén bien redactadas, sino 
que cumplan sus objetivos, actualizándose continuamente para lograr los resultados más 
efectivos.”  
 

Al realizar el estudio y análisis del citado asunto, la Comisión dictaminadora ha llegado a los siguientes: 
 

C O N S I D E R A N D O S 
 

PRIMERO. Que, de conformidad con lo dispuesto por los artículos, 98 la fracción IV, y 102, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, la citada Comisión es de dictamen legislativo permanente, 
por lo que resulta competente para emitir el presente.2 
 

                                                           
1 LXIII DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. Gaceta Parlamentaria. Iniciativas. Puede consultarse en: 
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/iniciativas/LXIII/Iniciativas_LXIII.pdf.  Consultado el 26 de junio de 2023.  
2 LXIII LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí. 
Puede verse en: 
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/leyes/2023/06/Ley_Organica_del_Poder_Legislativo_23_Jun_202
3.pdf. Consultado el 26 de junio de 2023. 

http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/iniciativas/LXIII/Iniciativas_LXIII.pdf
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/leyes/2023/06/Ley_Organica_del_Poder_Legislativo_23_Jun_2023.pdf
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/leyes/2023/06/Ley_Organica_del_Poder_Legislativo_23_Jun_2023.pdf


 

 

SEGUNDO. Que, de la iniciativa con proyecto de decreto, se advierte que, al momento de la 
presentación de la misma, la proponente lo hace en su carácter de Diputada de la LXIII Legislatura del 
Congreso del Estado de San Luis Potosí, motivo por el cual tiene el derecho de iniciar leyes, de 
conformidad con el artículo 61 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 
Potosí;3 y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.4 
 
TERCERO. Que, respecto de los requisitos de forma que deben cumplir las iniciativas que se presentan 
ante el Poder Legislativo del Estado, la dictaminadora considera que esta cumple cabalmente con las 
formalidades que necesariamente habrán de plasmarse en la presentación de iniciativas de ley, según 
lo disponen los artículos, 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí,5 y 
61, 62, 65 y 66, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí,6 
por lo anterior, se procede a entrar al fondo de la propuesta planteada por la Legisladora. 
 
CUARTO. Que, con el fin de conocer la iniciativa aludida en el preámbulo de este dictamen, se inserta 
cuadro comparativo, a saber: 
 

 
Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí 

 

Texto vigente Texto propuesto 

ARTICULO 119. El Consejo estará integrado de la siguiente 
manera:  
 
l. Por el Secretario de Comunicaciones y Transportes; 
 
II. Por el Director General de Comunicaciones y 
Transportes, o el Director General del Transporte 
Colectivo Metropolitano, según sea el tema que se trate; 
 
III. El diputado presidente de la Comisión de 
Comunicaciones y Transportes, o por el diputado 
integrante de dicha Comisión, que el propio presidente 
designe; 
 
IV a la IX...  
 
X. A convocatoria del Presidente del Consejo, y sólo con 
derecho a voz, podrán participar representantes de 
asociaciones de profesionistas, operadores, y ciudadanos, 
así como los funcionarios que, por razones de la 

 
ARTICULO 119… 
 
l. Por el o la titular de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes; 
 
II. Por el o la titula de la Dirección  General de 
Comunicaciones y Transportes, o el o la titular de la 
Dirección  General del Transporte Colectivo 
Metropolitano, según sea el tema que se trate; 
 
III. El diputado o diputada  presidente de la Comisión de 
Comunicaciones y Transportes, o por la o el diputado 
integrante de dicha Comisión, que el propio presidente 
designe; 
 
IV a la IX... 
 
X. A convocatoria de la o el  Presidente del Consejo, y sólo 
con derecho a voz, podrán participar representantes de 
asociaciones de profesionistas, operadores, y ciudadanos, 

                                                           
3 LXIII LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. 
Puede verse en: 
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/constitucion/2023/04/Constitucion_Politica_del_Estado_17_Abri
l_2023.pdf. Consultado el 26 de Junio de 2023. 
4 Ibid. 
5 Ibid 
6LXIII LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de 
San Luis Potosí. Puede verse en: 
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/reglamentos/2023/05/Reglamento_para_el_Gobierno_Congreso
_15_Mayo_2023.pdf. Consultado el 26 de junio de 2023. 

http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/constitucion/2023/04/Constitucion_Politica_del_Estado_17_Abril_2023.pdf
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/constitucion/2023/04/Constitucion_Politica_del_Estado_17_Abril_2023.pdf
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/reglamentos/2023/05/Reglamento_para_el_Gobierno_Congreso_15_Mayo_2023.pdf
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/reglamentos/2023/05/Reglamento_para_el_Gobierno_Congreso_15_Mayo_2023.pdf


 

 

importancia de sus atribuciones, estén vinculados con los 
fines del transporte público. 
 
… 
 
… 
 
… 

así como los funcionarios que, por razones de la 
importancia de sus atribuciones, estén vinculados con los 
fines del transporte público. 
 
… 
 
… 
 
… 

 
ARTICULO 124. El Consejo Municipal de Transporte Público se 
integrará de la siguiente forma: 
 
 l. Un Presidente que será el presidente municipal; 
 
 
II. Un Secretario Técnico, que será el secretario del 
ayuntamiento; 
 
III. Un Regidor, presidente de la Comisión de Seguridad Pública y 
Tránsito Municipal; 
 
IV. El Delegado regional de la Secretaria, o la persona que éste 
designe; 
 
V. Un representante de los usuarios por cada modalidad, 
designados por el Presidente; 
 
VI. Un representante de los concesionarios por cada ruta y 
modalidad, a invitación expresa del Presidente del Consejo; 
 
VII a la IX…  
 
X. Un representante de las organizaciones sindicales legalmente 
constituidas, que tengan relación directa con el transporte 
público, legalmente constituidas, que tengan relación directa 
con el transporte público; 
 
XI. A invitación expresa del Presidente, podrán participar en las 
sesiones del Consejo, los representantes de los sectores 
públicos, estatal y municipal, y las personas que por su 
experiencia y conocimientos puedan aportar importante 
colaboración al desarrollo de los trabajos del Consejo, y 
 
XII… 
 
… 
 
… 
 

 
ARTICULO 124… 
 
 
 l. Un Presidente que será el o la titular de la presidencia  
municipal; 
 
II. Un Secretario Técnico, que será el o la titular de la secretaría 
del ayuntamiento; 
 
III. La o el Regidor, presidente de la Comisión de Seguridad 
Pública y Tránsito Municipal; 
 
IV. El o la titular de la Delegación regional de la Secretaria, o la 
persona que éste designe; 
 
V. Un representante de los usuarios por cada modalidad, 
designados por la o el Presidente; 
 
VI. Un representante de los concesionarios por cada ruta y 
modalidad, a invitación expresa de la o el  Presidente del Consejo; 
 
VII a la IX… 
 
X. Un representante de las organizaciones sindicales legalmente 
constituidas, que tengan relación directa con el transporte 
público. 
 
 
XI. A invitación expresa de la o el Presidente, podrán participar en 
las sesiones del Consejo, los representantes de los sectores 
públicos, estatal y municipal, y las personas que por su 
experiencia y conocimientos puedan aportar importante 
colaboración al desarrollo de los trabajos del Consejo, y 
 
XII… 
 
… 
 
… 

 
QUINTO. Que, analizada la iniciativa de estudio, se advierte que la proponente insta REFORMAR las 
fracciones, I, II, III y X del articulo 119, y las fracciones, I, II, III, IV, V, X y XI del articulo 124 de la Ley de 
Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, la cual tiene como finalidad adoptar un lenguaje 
inclusivo dentro de la legislación, relativa de la integración de los Consejos Estatales y Municipales del 
Transporte Público. 
 



 

 

De acuerdo con María Isabel Pozzo, por lenguaje se ha de entender “cualquier código semiótico 
estructurado (un conjunto de signos, símbolos y señales) que poseen un contexto de uso y ciertos 
principios combinatorios formales.7 Al respecto, la Real Academia de la Lengua Española (RAE) por su 
parte, indica que inclusivo/a, es un adjetivo que tiene origen en el latín escolástico inclusivus, y este del 
latín inclūsus, participio pasado de includĕre “incluir”, “encerrar”, e -īvus -ivo, que significa “que incluye 
o tiene virtud y capacidad de incluir”.8 
 
La Organización de las Naciones Unidas (ONU) señala que, por lenguaje inclusivo, en cuanto al género, 
se entiende la manera de expresarse oralmente y por escrito sin discriminar a un sexo, género social, 
o identidad de género en particular y sin perpetuar estereotipos de género.9 De ese modo, el artículo 
1° párrafo quinto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,10 establece al respecto 
que, queda prohibida toda discriminación motivada por cualquier tipo de categoría sospechosa, es 
decir, por razones del origen étnico o nacional,  género, la edad, las discapacidades, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 
libertades de las personas.  
 
Por su parte, según un análisis elaborado por el Instituto para el Futuro de la Educación del Tecnológico 
de Monterrey, el lenguaje inclusivo o lenguaje no sexista, se refiere a la creación y uso de términos que 
visibilicen a los grupos demográficos con identidad de género y orientación sexual diferente a las 
masculinas o femeninas. Barraza Carbajal, doctora en lingüística y gramática de la Academia Mexicana 
de la Lengua, dice: 
 

  “Cuando aprendimos la lengua, el masculino nos lo enseñaron como un género que hace referencia a entidades 

masculinas, pero también en el caso de los colectivos puede incluir a las mujeres, como cuando decimos todos”.11 

 
Partiendo que el lenguaje jurídico es ante todo lenguaje, resulta relevante tener siempre en cuenta los 
criterios de la RAE y, además, utilizando también los diversos diccionarios que establecen las reglas de 
corrección al utilizar el lenguaje. Así, en su informe afirma que una de las interpretaciones de la 
expresión lenguaje inclusivo es la siguiente: 
 

“La expresión lenguaje inclusivo se aplica también a los términos en masculino que incluyen claramente en su 
referencia a hombres y mujeres cuando el contexto deja suficientemente claro que ello es así, de acuerdo con la 
conciencia lingüística de los hispanohablantes y con la estructura gramatical y léxica de las lenguas románicas. Es 
lo que sucede, por ejemplo, en expresiones como el nivel de vida de los españoles o todos los españoles son iguales 
ante la ley”.12 

                                                           
7 POZZO M. y SOLOVIEV K. (2011), "Culturas y lenguas: la impronta cultural en la interpretación lingüística”, Tiempo de Educar, Volumen 
12, número 24, p. 176. Puede verse en: https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=31121089002.  Consultado el 29 de junio de 2023. 
8 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA Y ASOCIACIÓN DE ACADEMIAS DE LA LENGUA ESPAÑOLA, consulta “inclusivo, va”, diccionario electrónico. 
Puede verse en: https://dle.rae.es/inclusivo. Consultado el 29 de junio de 2023. 
9 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Lenguaje Inclusivo en cuanto al género. Puede verse en: https://www.un.org/es/gender-
inclusive-language/. Consultado el 28 de junio de 2023. 
10 CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Puede verse en:  
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf. Consultado el 03 de julio de 2013.  
11 INSTITUTO PARA EL FUTURO DE LA EDUCACIÓN DEL TECNOLÓGICO DE MONTERREY (2023). Lenguaje e inclusión, la nueva guía del 
Tecnológico de Monterrey. Puede verse en: https://observatorio.tec.mx/edu-news/lenguaje-e-inclusion-guia-del-tecnologico-de-
monterrey/. Consultado el 29 de junio de 2023. 
12 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, Informe de la Real Academia Española sobre lenguaje inclusivo y cuestiones conexas, Madrid, pp. 5-6. 
Puede verse en: https://www.rae.es/sites/default/files/Informe_lenguaje_inclusivo.pdf. Consultado el 29 de junio de 2023.  

https://observatorio.tec.mx/edu-news/lenguaje-accesibilidad-inclusivo
https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=31121089002
https://dle.rae.es/inclusivo
https://www.un.org/es/gender-inclusive-language/
https://www.un.org/es/gender-inclusive-language/
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf
https://observatorio.tec.mx/edu-news/lenguaje-e-inclusion-guia-del-tecnologico-de-monterrey/
https://observatorio.tec.mx/edu-news/lenguaje-e-inclusion-guia-del-tecnologico-de-monterrey/
https://www.rae.es/sites/default/files/Informe_lenguaje_inclusivo.pdf


 

 

Los criterios que sostiene la RAE son claros pues, de acuerdo a lo expuesto anteriormente, establece 
que el masculino tiene carácter general y, además, es del género no marcado, por lo que resulta inútil 
y desaconsejable utilizar el desdoblamiento de género cuando se refiera a personas de ambos sexos. 
Ahora bien, en un ejercicio conceptual se ha de entender por desdoblamiento de género como la 
expresión de las dos versiones: la masculina y la femenina. Por ejemplo, hacer referencia a las maestras 
y a los maestros son agentes fundamentales del proceso educativo: desdoblamiento de género.  
 
Históricamente, los sustantivos masculinos en el lenguaje español se han utilizado para referirse tanto 
a hombres como a mujeres en su conjunto, por ello, por mucho tiempo no se consideró necesario 
referirse a ambos por separado; sin embargo, recientemente se ha reconocido la importancia del uso 
de un lenguaje inclusivo para referirse expresamente al género masculino y femenino. No obstante, de 
la exposición de motivos de la iniciativa no se advierte en la necesidad generalizada de desdoblar los 
géneros para incluir a las mujeres en todos los casos ni en todas las circunstancias, ni tampoco el 
beneficio o la ampliación de más derechos a favor de las mujeres que implicaría con la reforma, puesto 
que, actualmente la ley establece que el alcance de la norma incluye tanto a hombres como a mujeres, 
como lo indica expresamente en la propia Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, ya 
que el artículo 1º, párrafo segundo, dispone lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social; tienen como objeto regular la 
prestación del servicio de transporte público y los servicios auxiliares del mismo en el Estado de San Luis Potosí; y 
establecer las bases para la protección, la movilidad y la seguridad de la población en la materia. 
 
Las menciones que en este Ordenamiento se hagan en género masculino, se entenderán referidas también a las 

mujeres, salvo disposición en contrario”.13 
Énfasis añadido 

 
Por lo que, la Comisión dictaminadora, considera resulta innecesario realizar la reforma planteada, 
toda vez que, en primer lugar, se salvaguarda el principio de certeza jurídica y, atendiendo al principio 
de lege perpetua14 que, de acuerdo con su origen etimológico, significa la permanencia de la ley,15 ya 
que el ordenamiento advierte que, al referirse en términos generales se incluye a hombres y mujeres. 
Así mismo, el articulo 119, fracción X el párrafo IV, de la ley referida anteriormente, establece que la 
presidencia del Consejo implementará mecanismos que promuevan la participación de las mujeres en 
la integración del mismo.  
 
Ahora bien, en un ejercicio conceptual, por exposición de motivos se entiende: 
 

                                                           
13 LXIII LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí. Puede 
verse en: 
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/leyes/2023/06/Ley_de_Transporte_del_Estado_de_San_Luis_Pot
osi_23_mayo_2023.pdf. Consultada el 05 de julio de 2023. 
14 CARBONELL, M. ¿Qué es la seguridad jurídica? (2021). Según el cual, “los ordenamientos jurídicos deben ser lo más estables que sea 
posible a fin de las personas puedan conocerlos y ajustar su conducta a lo que establezcan. Si un ordenamiento es muy volátil lo más 
seguro es que cueste mucho alcanzar un conocimiento general de sus normas, de manera que la posibilidad de incumplirlo se incrementará 
sustancialmente.” Puede verse en: https://miguelcarbonell.me/2021/02/16/que-es-la-seguridad-juridica/. Consultado el 05 de julio de 
2023. 
15 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA: Diccionario de la lengua española, 23.ª ed., [versión 23.6 en línea]. Puede verse en https://dle.rae.es 
Consultado e 07 de julio de 2023. 

http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/leyes/2023/06/Ley_de_Transporte_del_Estado_de_San_Luis_Potosi_23_mayo_2023.pdf
http://congresosanluis.gob.mx/sites/default/files/unpload/legislacion/leyes/2023/06/Ley_de_Transporte_del_Estado_de_San_Luis_Potosi_23_mayo_2023.pdf
https://miguelcarbonell.me/2021/02/16/que-es-la-seguridad-juridica/
https://dle.rae.es/


 

 

“Texto que precede al articulado de un proyecto o proposición de ley y en el que se exponen las razones por las que 
se redacta el texto legal y se justifican los objetivos que pretende alcanzar”.16 
 

En ese tenor, la dictaminadora considera que, de los argumentos vertidos en la exposición de motivos, 
no se aprecia que la promovente explicara ni los antecedentes, razones, hechos y argumentos en que 
la iniciativa se sustenta: requisitos de fondo a que alude el artículo 85 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.17 Por otro lado, es fundamental 
decir que la reformas o adición a las leyes es un proceso que, si bien se encuentra dentro de las 
facultades de Poder Legislativo, también lo es que conlleva un análisis respecto de su pertinencia, 
idoneidad y máximo beneficio social, por lo que, si de la propuesta no existen argumentos de peso ni 
la reforma amplía, reconoce, garantiza o promueve más derechos a las personas que la norma vigente, 
ha de concluirse que no debe aprobarse, ni es susceptible de ser modificada en modo alguno. No debe 
pasar por alto que, si bien diversas disposiciones normativas de la Ley de Transporte Público del Estado 
de San Luis Potosí18, pudieran necesitar adoptar un lenguaje inclusivo, también lo es que, por técnica 
legislativa, ha de realizarse una redacción que privilegie el lenguaje neutro, es decir, preferiblemente 
utilizando técnicas que permitan hacer referencia a las personas sin especificar su sexo o, en función 
del contexto, destacando ambos géneros, toda vez que, gracias a la riqueza del idioma, casi siempre es 
posible encontrar alternativas aceptables desde el punto de vista gramatical y estilístico.  
 
Por lo que, si la legisladora no justificó dentro de la exposición de motivos los objetivos que pretende 
alcanzar con la iniciativa de ley que plantea, y la norma expresamente dispone que “las menciones que 
en este Ordenamiento se hagan en género masculino, se entenderán referidas también a las mujeres, 
salvo disposición en contrario”, se colige que la propuesta no realiza ampliación de derecho alguno, 
motivo por el cual la dictaminadora considera DESECHAR POR IMPROCEDENTE, la iniciativa que 
pretendía REFORMAR las fracciones, I, II, III, Y X del artículo 119, y las fracciones, I, II, III, IV, V, X, y XI, 
del artículo 124 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, no sin antes reconocer 
la importancia en la técnica de redacción lingüística que ha de utilizarse y debe ser tomada en cuenta 
sí en un futuro se crea y expide una nueva ley en la materia, atendiendo a las necesidades que surjan 
durante la evolución y mayor inclusión de las personas, en sociedad. Por lo anteriormente expuesto, la 
Comisión de Comunicaciones y Transportes, con fundamento en lo establecido en los artículos, 57 
fracción I; 60, 61, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 15 la 
fracción I, 84 la fracción I; 98 fracción V; 102, 131 la fracción II; y 133; de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, emiten el siguiente: 
 

D I C T A M E N 
 

ÚNICO. Por los argumentos lógico jurídicos expresados en el considerando QUINTO de este 
instrumento legislativo, se DESECHA POR IMPROCEDENTE, la iniciativa enunciada. 

 

                                                           
16 PARLAMENTO DE CANARIAS. Glosario. Disponible en: 
https://www.parcan.es/glosario/88/#:~:text=Texto%20que%20precede%20al%20articulado,los%20objetivos%20que%20pretende%20al
canzar. Consultado el 07 de julio de 2023. 
17 Ídem. 
18 Ibid. 

https://www.parcan.es/glosario/88/#:~:text=Texto%20que%20precede%20al%20articulado,los%20objetivos%20que%20pretende%20alcanzar
https://www.parcan.es/glosario/88/#:~:text=Texto%20que%20precede%20al%20articulado,los%20objetivos%20que%20pretende%20alcanzar


 

 

DADO EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL HONORABLE 
CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTIUN DÍAS DEL MES DE 
AGOSTO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 

 

 



 

 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXIII 
LEGISLATURA DEL H. CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
A la comisión Segunda de Hacienda y Desarrollo Municipal, le fue turnada en Sesión Ordinaria de 
fecha 1 de junio de 2023, bajo el Nº 3713, iniciativa del presidente municipal de Tancanhuitz, S.L.P., 
para modificar la ley de ingresos ejercicio fiscal 2023 de ese municipio. 
 
Al efectuar el estudio y análisis de la propuesta que presenta el presidente municipal de 
Tancanhuitz, S.L.P, en la dictaminadora hemos llegado a las siguientes 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 
PRIMERA. Que de conformidad con lo establecido por el artículo 124, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, las facultades que no están expresamente concedidas por dicha 
Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados o a la Ciudad de 
México, en los ámbitos de sus respectivas competencias. En virtud de ello, podemos advertir que, 
de las disposiciones contenidas en los artículos, 73, 74 y 76, de la referida Constitución de la 
República, no se desprende facultad exclusiva del Congreso de la Unión o de sus respectivas 
Cámaras, para resolver en la materia y en los términos que se refieren en la solicitud de cuenta. 
 

SEGUNDA. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 98 fracción XIX; y 112 fracción 
II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, la precitada comisión es de dictamen 
legislativo, por lo que resulta competente para emitir el presente. 
 
TERCERA. Que en la iniciativa presentada, recibida el 23 de mayo de 2023, los Cc. Octavio 
Contreras Medina, Juan Manuel Munguía Márquez, y Lic. Samuel Hernández Reyes, en su 
carácter de presidente municipal constitucional, secretario y síndico, respectivamente, presentan 
la siguiente exposición de motivos: 
 

“El artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce 
al Municipio como un orden de gobierno autónomo y otorga a éste la facultad de 
administrar libremente su hacienda, la cual se integra de los rendimientos de los bienes 
que les pertenezcan, las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas fijen a su 
favor, y todos aquellos ingresos derivados de impuestos, derechos, productos y 
aprovechamientos los cuales se destinaran a garantizar la prestación de servicios 
públicos a su cargo. 
 
Ha quedado establecido que, en lo referido a la recaudación por ingresos sobre el 
patrimonio, estas tasas impositivas para el ejercicio fiscal del 2023, se mantuvieron sin 
cambios teniendo en cuenta que la población pasa por una situación económica 
delicada, todo esto derivado de las afectaciones por la pandemia de enfermedad por el 
virus Sarscov-2 (covid-19), de la cual afortunadamente nos encontramos en la 
recuperación en materia de empleo y de las actividades económicas. 
 
No obstante lo anterior, en el contexto de la correcta y justa aplicación de la Ley de 
Ingresos, se han detectado algunos aspectos erróneos que afectan el principio de 
equidad y proporcionalidad del impuesto o derecho en algunos artículos. 
 
En Materia de Servicios de SERVICIOS DE AGUA POTABLE, DRENAJE Y 
ALCANTARILLADO, atendiendo al aumento en los costos de materiales que se utilizan, 



 

 

se propone realizar un cambio de pesos a UMAS y un pequeño ajuste en los costos de 
las cuotas de los derechos derivados de la contratación del servicio de agua potable. 
 
Por otra parte, en la iniciativa primigenia de ley de Ingresos que aprobó el Cabildo, no 
se consideró el cobro de suministro de agua potable del inciso b) comercial en el 
servicio de hospedaje mayor a 13 habitaciones, tampoco se consideró el cobro del 
suministro de agua potable mediante pipa, con una capacidad de hasta 10 mil litros, 
por lo que se hace necesario y se propone considerar estos conceptos para corregir 
dicha omisión. (Artículo 16) 
 
En el cobro del Derecho por la prestación de servicio y alcantarillado, no se consideró 
la tabla de los cobros en la instalación de las líneas nuevas de drenaje que requieran 
los particulares, por lo que se propone insertar esta tabla de cobro para corregir dicha 
omisión. (Artículo 17) 
 
En materia de SERVICIOS DE PANTEONES, se insiste en aumentar las UMA en la 
fracción I. En materia de inhumaciones: a 2 UMAS en fosa chica y a 5 UMAS en fosa 
grande, atendiendo al aumento en los costos de materiales que se utilizan en las 
inhumaciones. (Artículo 20) 
 
Se propone adicionar una fracción al artículo 20, para considerar el cobro de la venta 
de terreno en el panteón a perpetuidad, que indebidamente no se consideró en la Ley, 
y que es necesario incluir en dicho Ordenamiento.  
 
En materia de PLANEACIÓN, se propone disminuir el costo del excedente de metros 
cuadrados por la autorización de subdivisión de predios con superficie menor a 10 mil 
metros cuadrados y no requiera del trazo de vías públicas; para estar acorde al cobro 
de hasta 10 mil metros cuadrados que es de 0.05 UMA por metro cuadrado y en el 
excedente es de 0.50 UMA. (Artículo 22) 
 
Se propone adicionar en el Artículo 22 fracción IX el cobro de la Lotificación de predios, 
por metro cuadrado o fracción que se no se consideró en la actual Ley de Ingresos 
2023.  
 
En materia de EXPEDICIÓN DE USOS DE SUELO, no se consideró el derecho del 
ayuntamiento de exigir el cumplimiento de la entrega del 10 % de donación sobre la 
superficie total del predio, o los predios lotificados o relotificados conforme a lo que 
establece la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, por lo que se 
propone adicionarlo que dar cumplimiento a la mencionada Ley. (Artículo 23) 
 
Se propone adicionar el cobro de construcción de capillas en el panteón municipal y 
panteones particulares, en el “Artículo 25. El derecho que se cobre en materia de 
permisos para construir en cementerios.” Que no se consideró en la actual legislación 
materia de modificación. 
 
En relación con el tema de los SERVICIOS DE TRÁNSITO, SEGURIDAD Y PROTECCIÓN 
CIVIL, proponemos realizar un aumento en estas tarifas atendiendo a la necesidad de 
desincentivar la expedición de permisos: para circular sin placas o tarjeta de 
circulación; que se comisione al personal de seguridad y protección a cubrir eventos 
con fines de lucro, a solicitar permisos para manejar con tarjeta vencida, las 
constancias de no infracción (que están a un costo que no alcanza a cubrir ni la 
papelería, ni el tiempo empleado del personal); la carga y descarga de camionetas de 
hasta 2 ejes (que ocasionan un caos vial en las horas pico del día); y la carga y descarga 



 

 

de camiones de 3 ejes o mayores, considerando que la tasa fijada no es proporcional a 
la expedición de estos servicios. (Artículo 26) 
 
En materia de PROTECCIÓN CIVIL, proponemos realizar un aumento, atendiendo la 
necesidad de ajustar las tarifas derivado del incremento de los costos de insumos, 
papelería y el personal que se requieren para expedir las revisiones, certificaciones y 
permisos, en relación a la revisión de planes de contingencia a empresas, 
dependencias oficiales, organizaciones, negociaciones industriales y comercio de 
acuerdo para su clasificación sobre sus dimensiones y el riesgo que presente de 
funcionamiento. (Artículo 27). 
 
En Materia de SERVICIOS DE NOMENCLATURA URBANA, se propone adicionar el 
Inciso III, cobro por la expedición de Constancias, que no fue considerado en la Ley de 
Ingresos del Municipio de Tancanhuitz para el ejercicio fiscal 2023. (Artículo 37) 
 
El pasado 09 DE SEPTIEMBRE DE 2022, se reformó nuestra Constitución Política del 
Estado en MATERIA AMBIENTAL, para quedar como sigue: 
 
“ARTÍCULO 15. Todas las personas que habitan el Estado tienen derecho a vivir y 
crecer en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado y sustentable para su 
bienestar y desarrollo humano.  En la esfera de su competencia y, concurrentemente, 
los ayuntamientos, y el Gobierno del Estado, en coordinación con la Federación, en su 
caso, llevarán a cabo planes y programas para conservar, proteger, aprovechar 
racionalmente y mejorar los recursos naturales de la Entidad, así como para prevenir y 
combatir la contaminación ambiental. Realizarán acciones de prevención, adaptación y 
mitigación frente a los efectos del cambio climático.   Las personas que habitan el 
Estado, igualmente participarán en la preservación, restauración y equilibrio ecológico, 
y en materia de prevención, adaptación y mitigación frente al cambio climático.  El daño 
y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de 
lo dispuesto por la ley.” 
 
Derivado de lo anterior, es necesario y urgente sancionar severamente estas 
operaciones y obligar a realizar las acciones necesarias para evitar que se incremente 
el daño ocasionado al medio ambiente y que toda persona física o moral que con su 
acción u omisión ocasione directa o indirectamente un daño al ambiente, será 
responsable y estará obligada a la reparación de los daños. 
 
por lo tanto, la responsabilidad, ya sea administrativa, civil o penal, implica la atribución 
de un acto ilícito, ya sea por comisión u omisión a una persona física o jurídica, además, 
la responsabilidad también implica la valoración y la reparación del daño patrimonial y 
ambiental, por lo tanto, se propone imponer multas y permisos más elevadas y severas 
y para detener este ecocidio ocasionado por la tala desmedida de árboles maderables 
y no maderables, otates, bambús, palma, etc. (Artículo 41 y Artículo 48 fracción VI) 
 
En materia de regulación del comercio local es necesario ajustar el ARRENDAMIENTO 
DE INMUEBLES, LOCALES Y ESPACIOS FÍSICOS, en la cabecera municipal, porque 
cubren las necesidades de la zona con productos o servicios de la región, con un trato 
más personalizado y cercano, que crea una cadena de valor logrando la formación de 
riqueza en el lugar, pero también crea la necesidad de ordenar el uso de piso en la vía 
pública, mediante tarifas acorde a los espacios utilizados y sectorizados en la venta de 
sus productos. Clasificándolos en: I. Arrendamiento de locales y puestos fijos de 
comercio municipal II. Por el uso de los baños públicos propiedad del ayuntamiento. III. 



 

 

uso del piso en vía pública para fines comerciales en puestos ambulantes o semifijos. 
(Artículo 42) 

 
 
CUARTA. Que se anexa a la petición copia certificada del acta de cabildo de fecha 28 de abril de 
2023, en donde se aprueba por unanimidad la modificación a la ley de ingresos, misma que a 
continuación se inserta. 
 

 
 



 

 

 
 

 
 



 

 

 
 

 
 



 

 

 
 

QUINTA. Que para un mejor entendimiento de la propuesta que se presenta, se inserta el 
comparativo con la Ley de Ingresos vigente  
 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE 
TANCANHUITZ PARA EL EJERCICIO 

FISCAL 2023 

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 

CAPÍTULO II 
DERECHOS POR PRESTACIÓN DE 

SERVICIOS 
SECCIÓN PRIMERA  

SERVICIOS DE AGUA POTABLE, 
DRENAJE Y ALCANTARILLADO 

 
ARTÍCULO 15. Los derechos derivados de la 
contratación del servicio de agua potable se 
cobrarán de acuerdo a las siguientes cuotas 
y clasificaciones: 
 

 CUOTA 

I. Servicio doméstico  $ 66.00  

II. Servicio comercial  $ 165.00  

III.Servicio industrial  $ 440.00  

IV. Comercial Especial 
(cadenas de autoservicio)  
 

$500.00  

V. Se adiciona 
     No hay correlativo 
 
 

 

 

CAPÍTULO II 
DERECHOS POR PRESTACIÓN DE 

SERVICIOS 
SECCIÓN PRIMERA 

SERVICIOS DE AGUA POTABLE, 
DRENAJE Y ALCANTARILLADO 

 
ARTÍCULO 15. Los derechos derivados de la 
contratación del servicio de agua potable se 
cobrarán de acuerdo a las siguientes cuotas 
y clasificaciones: 
 

 UMAS 

I. Servicio doméstico   1.00  

II. Servicio comercial   2.00  

III.Servicio industrial   5.00 

IV. Comercial Especial (cadenas de 
autoservicio y servicios de 
hospedaje)  

 6.00  

V. Por la expedición de 
constancias en materia de 
servicios de agua potable, drenaje 
y alcantarillado 

1.00 

 



 

 

ARTÍCULO 16. Los derechos derivados del 
suministro del servicio de agua potable se 
cobrarán mensualmente conforme a las 
siguientes tarifas y clasificaciones: 
 

I. El suministro de 
agua potable mediante 
tarifa fija, se pagará de 
la siguiente manera:  

Cuota 

 
a) …. 

 
…. 

 
b) Comercial 

 

 
1. General 

 
$    82.50 

2. Servicio de 
hospedaje hasta 
12 habitaciones 

 
$    
105.00 

3. Comercial 
especial 
(cadenas de 
autoservicio) 

 
$    
140.00 

       Se adiciona 
      No hay correlativo 
 

 

c) Industrial $    
165.00 

  

II.- a) Se adiciona 
      No hay correlativo 
 
 
 

 
 

b) Se adiciona 
      No hay correlativo 
 
 

 
 

III y IV ….  
V. La solicitud por 
conexión a la línea en 
áreas que ya cuenten 
con el servicio será de, 
cada una  

 

 $    
20.00 

 

ARTÍCULO 16. … 
 
 
 
 

I. El suministro de 
agua potable 
mediante tarifa fija, se 
pagará de la 
siguiente manera:  

Cuota 

 
a) …. 

 
….. 

 
b) Comercial 

…. 

 
1. General 

 
$    
165.00 

2. Servicio de 
hospedaje hasta 
12 habitaciones 

 
$   
210.00 

3. Comercial 
especial 
(cadenas de 
autoservicio) 

 
$  280.00 

4. Servicio de 
hospedaje 
mayor a 13 
habitaciones 

 
$  300.00 

c) Industrial $  330.00 

  

II.- a) El suministro de 
agua mediante pipa 
propiedad del 
municipio hasta 10 
mil litros 

 
$   
950.00 

b) El suministro de 
agua mediante pipa 
particular por cada 
mil litros 

 
$     
60.00 

III y IV ….  

 
V. Se deroga 
 
 
 

 

 

 
ARTÍCULO 17. El cobro del derecho por la 
prestación de servicio de drenaje y 
alcantarillado, se establecerá de acuerdo a 
lo siguiente: 
I. La instalación de las líneas nuevas de 
drenaje que requieran los particulares la 

 
ARTÍCULO 17. El cobro del derecho por la 
prestación de servicio de drenaje y 
alcantarillado, se establecerá de acuerdo a 
lo siguiente: 
I. La instalación de las líneas nuevas de 
drenaje que requieran los particulares la 



 

 

realizará el municipio, previo pago del 
presupuesto que éste formule. En caso de 
que el particular fuera autorizado a efectuar 
estos trabajos por su cuenta, deberá 
observar las normas y especificaciones que 
se le indiquen. 
 
 
Se adiciona tabla 
No hay correlativo 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

realizará el municipio, previo pago del 
presupuesto que éste formule. En caso de 
que el particular fuera autorizado a efectuar 
estos trabajos por su cuenta, deberá 
observar las normas y especificaciones que 
se le indiquen. 
 
Se cobrarán de acuerdo a las siguientes 
cuotas y clasificaciones: 

 
 

UMA 

 
a) Servicio doméstico 

          
   1.50                                                 

b) Servicio Comercial    2.00                                                     

c) Servicio industrial    2.50                                           

d) Comercial especial 
(Cadenas de 
autoservicio y 
servicios de 
hospedaje) 

 
   3.00 

 
Por el servicio de reconexión por la 
prestación de servicio de drenaje y 
alcantarillado el 50 % de la cuota original. 
 

SECCIÓN TERCERA 
SERVICIOS DE PANTEONES 

 
ARTÍCULO 20. El derecho que se cobre por 
los servicios de panteones, se causará 
conforme a las siguientes tarifas: 
 

 UMA UMA 

I. En materia de 
inhumaciones: 

Chica Grande 

a) Inhumación a 
perpetuidad con 
bóveda 

1.09 2.00 

b) Inhumación a 
perpetuidad sin 
bóveda 

1.00 1.50 

c) Inhumación 
temporal con bóveda 
 

1.00 1.50 

  

II. Por otros rubros: UMA 

a)  a g) …  

Se adiciona 
No hay correlativo 

 

 

SECCIÓN SEGUNDA 
SERVICIOS DE PANTEONES 

 
ARTÍCULO 20. El derecho que se cobre por 
los servicios de panteones, se causará 
conforme a las siguientes tarifas: 
 

 UMA UMA 

I. … 
 

Chica Grande 

a) Inhumación a 
perpetuidad con 
bóveda. 

3.00 6.00 

b) Inhumación a 
perpetuidad sin 
bóveda. 

4.00 7.00 

c) Se deroga 
 
 

  

  

II. … UMA 

a)  a g) … … 

III. Uso de lotes en el panteón 
municipal 

  6.00 

 

SECCIÓN QUINTA 
SERVICIOS DE PLANEACIÓN 

 

SECCIÓN QUINTA 
SERVICIOS DE PLANEACIÓN 

 



 

 

ARTÍCULO 22. El cobro del derecho que se 
derive de la prestación de los servicios de 
planeación se causará de acuerdo con los 
conceptos y cuotas siguientes: 
 
I a VII. … 
 

VIII. Por el excedente de metros 
cuadrados se cobrará el por metro 
cuadrado o fracción.  

0.50  

IX.  …   

 Se adiciona 
No hay correlativo 

  

 
 

ARTÍCULO 22. … 
 
 
 
 
I a VII. … 
 

VIII. Por el excedente de metros 
cuadrados se cobrará el por metro 
cuadrado o fracción. 

0.03  

IX. …. ….  

a) Por la Lotificación de predios, por 
metro cuadrado o fracción se 
cobrará. 

0.06  

 

ARTÍCULO 23. Por la expedición de licencia 
de uso de suelo, se aplicarán las siguientes 
cuotas:  
 
I al IV ….  
 

V. Se adiciona 
     No hay correlativo 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

    Se adiciona 
     No hay correlativo 
 
 
 
 
 

… 

 

ARTÍCULO 23. … 
 
 
 
I al IV … 
 

V. En todos los pagos 
que se realicen por 
concepto de autorización 
de lotificación o 
relotificación, quedarán 
a salvo los derechos del 
ayuntamiento de exigir el 
cumplimiento de la 
entrega del 

 
 
 
 
 
 
 
 
10 % 

De donación sobre la 
superficie total del 
predio, o los predios 
lotificados o relotificados 
conforme a lo que 
establece la Ley de 
Desarrollo Urbano del 
Estado de San Luis 
Potosí. 

… 

 

 
ARTÍCULO 25. El derecho que se cobre en 
materia de permisos para construir en 
cementerios se causará conforme a los 
siguientes conceptos y cuotas: 

I. Panteón municipal ubicado en Cabecera 
Municipal de Tancanhuitz, S.L.P.  
 
 

a) a b) 6 UMA  

Se adiciona 
No hay correlativo 

 

 

 
ARTÍCULO 25. El derecho que se cobre en 
materia de permisos para construir en 
cementerios se causará conforme a los 
siguientes conceptos y cuotas: 

I. Panteón municipal ubicado en Cabecera 
Municipal de Tancanhuitz, S.L.P. y 
panteones particulares ubicados en el 
Municipio de Tancanhuitz, S.L.P. 

a) a b) 6 UMA 

b) 7. Capillas      
 

            5.00 

 

 
SECCIÓN SEXTA 

 

SECCIÓN SEXTA 



 

 

SERVICIOS DE TRÁNSITO, SEGURIDAD 
Y PROTECCIÓN CIVIL 

 
ARTÍCULO 26. Estos servicios se cobrarán 
conforme a las siguientes tarifas: 
 

UMA  

I. La expedición de permiso 
para circular sin placas o 
tarjeta de circulación se podrá 
otorgar por un máximo de 30 
días naturales, y su cobro será 
de  

3.24  

II. …. …. 

III. Las personas físicas o 
morales que realicen eventos 
con fines de lucro y soliciten 
personal adicional de 
seguridad y protección, por 
cada elemento comisionado 
deberán cubrir previamente la 
cantidad de  

2.29  

…  

IV. Por permiso para manejar 
con licencia vencida, por única 
vez, por un máximo de quince 
días, la cuota será de 

 
 
1.73  

V. Por constancia de no 
infracción, la cuota será de  

0.10  

VI. … …. 

VII. Por carga y descarga de 
camionetas de hasta 2 ejes, 
por un máximo de 6 horas por 
día, la cuota será de  

1.08  

VIII. Por carga y descarga de 
camiones de 3 ejes o mayores 
por un máximo de 6 horas por 
día, la cuota será de  

1.62  

IX y X. …. ….  
 

SERVICIOS DE TRÁNSITO, 
SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIVIL 

 
ARTÍCULO 26. Estos servicios se 
cobrarán conforme a las siguientes tarifas: 
 

UMA  

I. La expedición de permiso 
para circular sin placas o 
tarjeta de circulación se podrá 
otorgar por un máximo de 30 
días naturales, y su cobro será 
de  

5.00  

II. …. ….  

III. Las personas físicas o 
morales que realicen eventos 
con fines de lucro y soliciten 
personal adicional de 
seguridad y protección, por 
cada elemento comisionado 
deberán cubrir previamente la 
cantidad de  

8.00  

… 

IV. Por permiso para manejar 
con licencia vencida, por única 
vez, por un máximo de quince 
días, la cuota será de  

 
 
2.00  

V. Por constancia de no 
infracción, la cuota será de  

4.00 

VI. …. ….  

VII. Por carga y descarga de 
camionetas de hasta 2 ejes, 
por un máximo de 6 horas por 
día, la cuota será de  

2.00 

VIII. Por carga y descarga de 
camiones de 3 ejes o mayores 
por un máximo de 6 horas por 
día, la cuota será de 

3.00  

IX y X . ….. …. 
 

 

 
ARTÍCULO 27. Por los siguientes servicios 
de seguridad de Protección Civil:  
 

I. Revisiones, certificaciones y 
permisos, en relación a la revisión de 
planes de contingencia a empresas, 
dependencias oficiales, organizaciones, 
negociaciones industriales y comercio de 
acuerdo para su clasificación obre sus 
dimensiones, el riesgo que presente de 
funcionamiento: 

 

 
ARTÍCULO 27. … 
 
 

I. … 
 
 
 
 
 
 
 

 UMA 



 

 

 UMA 

a) y b). … 
 

… 

c) Expendios de 
materiales peligrosos  
 
 
 

 10.00 

d) y e). … 
 

 

f) Refrendo anual de 
planes internos de 
protección civil  

   3.00 

g) y h)…  

 
II. Por la expedición de constancias de 
verificación sobre medidas de seguridad: 

 UMA 

a) a e). … 
 

… 

f) Fondas, torterías, 
cafeterías, o similares  

 
   5.00 

g). …  

h) Hoteles, moteles, 
casas de huéspedes y 
otros servicios 
similares  

    
 
   6.00 

i) a n)…  

o) Pizzerías y 
panaderías 

 
   5.00 

p) …  

q) Quema de fuegos 
pirotécnicos 

 
  10.00 

r) y s)  

t) Tortillerías, molinos 
y carnicerías 

     
     5.00 

 

a) y b). … 
 

… 

c) Expendios de 
materiales peligrosos, 
pirotecnia, gaseras y 
gasolineras 
 

15.00 

d) y e). … 
 

 

f) Refrendo anual de 
planes internos de 
protección civil 

   10.00 

g) y h)…  

 
II Por la expedición de constancias de 
verificación sobre medidas de seguridad: 

 UMA 

a) a e). … 
 

… 

f) Fondas, torterías, 
cafeterías, o similares  

 
    7.00 

g). …  

h) Hoteles, moteles, 
casas de huéspedes y 
otros servicios 
similares  

    
 
   10.00 

i) a n)…  

o) Pizzerías y 
panaderías 

 
   10.00 

p) …  

q) Quema de fuegos 
pirotécnicos 

 
  15.00 

r) y s)  

t) Tortillerías, molinos 
y carnicerías 

     
    7.00 

 

 
SECCIÓN DÉCIMO CUARTA 

SERVICIOS DE NOMENCLATURA 
URBANA 

 
ARTÍCULO 37. Este derecho que se cause 
por el servicio de nomenclatura urbana, se 
cobrará de acuerdo a los conceptos y tarifas 
siguientes:                                           

 UMA 

I. y II.  …. 

Se adiciona 
No hay correlativo 

 

 

 
SECCIÓN DÉCIMO CUARTA 

SERVICIOS DE NOMENCLATURA 
URBANA 

 
ARTÍCULO 37. Este derecho que se cause 
por el servicio de nomenclatura urbana, se 
cobrará de acuerdo a los conceptos y tarifas 
siguientes:  

 UMA 

I. y II.  …. 

III. Constancias 
 

1.00 

 

 
SECCIÓN DÉCIMO OCTAVA 

 

 
SECCIÓN DÉCIMO OCTAVA 

 



 

 

SERVICIOS DE ECOLOGÍA Y MEDIO 
AMBIENTE. 

 
ARTÍCULO 41. Los servicios y permisos que 
realice la Dirección de Ecología Municipal, 
causarán las siguientes cuotas:  

CONCEPTO UMA  

I. a III. … …. 

IV. Permiso para tala de árbol o 
arbusto, sin extracción de raíz, por 
unidad  

2.00  

V. Permiso para tala de árbol o 
arbusto, con extracción de raíz, por 
unidad  
 

3.00  

VI. Por el permiso para el traslado 
de cualquier tipo de materias 
primas forestales o no forestales 
maderables o de cualquier otro 
uso.  
 

5.00  

VII a XII. ….  

XIII. Se adiciona 
        No hay correlativo 

  

XIV. Se adiciona 
        No hay correlativo 
 
 

  

XV. Se adiciona 
        No hay correlativo 
 

  

XVI. Se adiciona 
        No hay correlativo 
 
 

  

XVII. Se adiciona 
        No hay correlativo 
 
 
 

  

XVIII. Se adiciona 
        No hay correlativo 
 
 
 
 
 
 
 

  

XIX. Se adiciona 
        No hay correlativo 
 
 

  

SERVICIOS DE ECOLOGÍA Y MEDIO 
AMBIENTE. 

 
ARTÍCULO 41. Los servicios y permisos que 
realice la Dirección de Ecología Municipal, 
causarán las siguientes cuotas:  

CONCEPTO UMA  

I. a III. … …. 

IV. Permiso para tala de árbol o 
arbusto, sin extracción de raíz, por 
unidad No maderables 

5.00  

V. Permiso para tala de árbol o 
arbusto, con extracción de raíz, por 
unidad No maderables 

6.00  

VI. Permiso para el traslado de 
cualquier tipo de materias primas 
no maderables (Palma, otate, 
horcones de palma) para uso 
doméstico dentro del Municipio de 
Tancanhuitz, S.L.P. 

5.00  

VII a XII. ….  

XIII. Permiso para el traslado de 
Palma y Zacatón para uso 
comercial. 

10.00  

XIV. Permiso para el traslado de 
otate, bambú y horcones de palma 
para uso comercial fuera del 
Municipio de Tancanhuitz, S.L.P. 

 8.00  

XV. Permiso para el traslado de 
otate, bambú y horcones de palma 
para uso comercial  

30.00  

XVI. Permiso para el traslado de 
otate y bambú para uso comercial 
fuera del Municipio de 
Tancanhuitz, S.L.P. 

20.00  

XVII. Permiso para el traslado de 
palmilla, hojas de plátano, papatla, 
hoja de maíz para uso comercial 
fuera del Municipio de 
Tancanhuitz, S.L.P. 

10.00  

XVIII. Permiso para tala de árbol o 
arbusto, sin extracción de raíz, por 
unidad de las especies maderables 
cedro rojo, cedro blanco, palo de 
rosa, mora, chijol, orejón, telcon, 
mango criollo, palo de Brasil, 
sabaque, con permiso de la 
autoridad de la comunidad dentro 
del Municipio de Tancanhuitz, 
S.L.P. 

10.00  

XIX. Permiso para tala de árbol o 
arbusto, con extracción de raíz, por 
unidad de las especies maderables 

15.00  



 

 

 
 
 
 
 

XX. Se adiciona 
        No hay correlativo 
 
 
 
 
 
 

  

XXI. Se adiciona 
        No hay correlativo 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

cedro rojo, cedro blanco, palo de 
rosa, mora, chijol, orejón, telcon, 
mango criollo, palo deBrasil, 
sabaque, con permiso de la 
autoridad de la comunidad dentro 
del Municipio de Tancanhuitz, 
S.L.P. 

XX. Permiso para traslado de 
maderas preciosas de las 
siguientes especies: cedro rojo, 
cedro blanco, palo de rosa, mora, 
chijol, orejón, telcon, mango criollo, 
palo de Brasil, sabaque, sin 
cuantificar el volumen dentro del 
Municipio de Tancanhitz, S.L.P. 

10.00  

XXI. Permiso para traslado de 
maderas preciosas de las 
siguientes especies: cedro rojo, 
cedro blanco, palo de rosa, mora, 
chijol, orejón, telcon, mango criollo, 
palo de Brasil, sabaque, sin 
cuantificar el volumen fuera del 
Municipio de Tancanhuitz, S.L.P. 

50.00 

 

 
CAPÍTULO III 

OTROS DERECHOS 
SECCIÓN ÚNICA 

ARRENDAMIENTO DE INMUEBLES, 
LOCALES Y ESPACIOS FÍSICOS 

 
ARTÍCULO 42. Por arrendamiento y 
explotación de bienes públicos, de locales y 
puestos en los mercados y plazas 
comerciales, se cobrará conforme a las 
siguientes tarifas:  
 

I. Por arrendamiento de locales y 
puestos del mercado municipal 
se cobrará mensualmente: 

UMA  

a) Cada arrendatario de los 
locales dedicados a la venta de 
productos cárnicos como res, 
cerdo y aves pagará  
 

2.79  

b) El resto de los locatarios 
pagarán mensualmente  
 
 
 

1.39  

 
c) Se adiciona 
     No tiene correlativo 
 

 

 
CAPÍTULO III 

OTROS DERECHOS 
SECCIÓN ÚNICA 

ARRENDAMIENTO DE INMUEBLES, 
LOCALES Y ESPACIOS FÍSICOS 

 
ARTÍCULO 42. Por arrendamiento y 
explotación de bienes públicos, de locales y 
puestos en los mercados y plazas 
comerciales, se cobrará conforme a las 
siguientes tarifas:  
 

I. Por arrendamiento de 
locales y puestos fijos de 
comercio municipal se 
cobrará: 

CUOTA 
POR DÍA 

a) Cada arrendatario del uso 
de piso en el jardín municipal 
(Por venta de tacos, ropa, 
chácharas, accesorios para 
celulares) 

 $10.00 
por metro 
cuadrado 

b) Cada arrendatario del uso 
de piso en el callejón subida 
a la galera municipal (Por 
venta de café en grano, 
dulces, verduras, chácharas) 

 
$10.00 por 
metro 
cuadrado 

c) Cada arrendatario del uso 
de piso en la calle Gustavo 
Fritz (Por venta de sandalias, 

 
 
 



 

 

 
 
 
 

d) Se adiciona 
     No tiene correlativo 
 
 
 
 
 

 

CUOTA  

II. Por el uso de los baños 
públicos propiedad del 
ayuntamiento, cada usuario 
pagará  
 

0.06  

III. Por el uso del piso en vía pública para 
fines comerciales en puestos ambulantes o 
semifijos:  

a) Cada puesto pagará 
semanalmente por metro 
cuadrado 
  
 
 
 
 
 
 

0.06  

b) Cada comerciante ambulante 
foráneo pagará semanalmente  
 
 
 
 
 
 

0.08  

c) Permisos especiales en días festivos, 
feriados o en celebraciones religiosas a 
comerciantes ambulantes o semifijos, cada 
comerciante pagará por la duración  del 
evento  

 

Se adiciona  

1. … … 

2…. …  

3. …. …  

4.  … …  

d) … 

1. … … 

2. …. … 

especies, taqueros, frutas y 
verduras, chácharas, chorizo 
y chicharrones, dulces, 
mochilas, ropa, café en 
grano) 
 

$10.00 por 
metro 
cuadrado 

d) Cada arrendatario del uso 
de piso dentro de la galera 
municipal (Por venta de 
chácharas, ropa, imágenes 
religiosas, especies, 
mochilas, herbolaría, frutas y 
verduras, comedores) 

 
 
$10.00 por 
metro 
cuadrado 

 CUOTA 

II. Por el uso de los baños 
públicos propiedad del 
ayuntamiento, cada usuario 
pagará  

 $    6.00 

III. Por el uso del piso en vía pública para 
fines comerciales en puestos ambulantes o 
semifijos:  

a) Cada arrendatario del uso 
de piso en el jardín municipal, 
zona centro (por venta de 
tacos de canasta, aguas 
frescas, fruta picada, nieves, 
elotes y trolelotes, 
hamburguesas y hot dog, 
frituras, diversos productos del 
campo y artesanías alrededor 
del rodete, zacahuil, tortas, 
boleros). 

 
$ 40.00 

b) Cada arrendatario del uso 
de piso en la vía pública en la 
calle principal, zona centro (por 
venta de tacos (día y noche), 
tacos de canasta, aguas 
frescas, fruta picada, nieves, 
elotes y trolelotes), y en el 
callejón subida a la galera 
municipal (Por expendio de 
pollos) 

 
 
$ 
40.00 

c) Permisos especiales en días festivos, 
feriados o en celebraciones religiosas a 
comerciantes ambulantes o semifijos, cada 
comerciante pagará por la duración del 
evento  

 

 UMAS 

1. …  …  

2. … … 

3. … … 



 

 

I. … 

1. … … 

2. …. … 

V. … … 

VI. … … 
 

 

4. … … 

d) … 

1. … …  

2. …  …  

IV. ….  

1. … …. 

2. … … 

V. … …  

VI. …     … 

 
 

TÍTULO SEXTO 
APROVECHAMIENTOS 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

APROVECHAMIENTOS 
 

SECCIÓN PRIMERA 
MULTAS ADMINISTRATIVAS 

 
ARTÍCULO 48. Constituyen el ramo de 
multas a favor del fisco municipal las 
siguientes: 
I a V. ….. 
 
VI. MULTAS DE ECOLOGÍA. Estas multas 
se causarán por violaciones al Reglamento 
de Ecología Municipal, y leyes que rijan la 
materia:  
 

CONCEPTO UMA  

De a) a z) 4. …………………………….   

aa) Se adiciona 

     No hay correlativo 
 

 

ab) Se adiciona 
       No hay correlativo 
 
 
 
 
 
 

 

ac)  Se adiciona 
       No hay correlativo 
 
 
 
 
 

 

ad) Se adiciona 

       No hay correlativo 

 
 

 

TÍTULO SEXTO 
APROVECHAMIENTOS 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

APROVECHAMIENTOS 
 

SECCIÓN PRIMERA 
MULTAS ADMINISTRATIVAS 

 
ARTÍCULO 48. Constituyen el ramo de 
multas a favor del fisco municipal las 
siguientes: 
I a V. ….. 
 
VI. MULTAS DE ECOLOGÍA. Estas multas 
se causarán por violaciones al Reglamento 
de Ecología Municipal, y leyes que rijan la 
materia:  
 

CONCEPTO UMA  

De a) a z) 4. 
……………………………. 

  

aa) Por realizar combustiones al aire 
libre sin autorización de las 
Autoridades 

 3.00 

ab) Traslado de Maderas Preciosas 
Cedro rojo, Cedro blanco, Palo de 
Rosa, Mora, Chijol, Orejón, Telcon, 
Mango criollo, Palo de Brasil, 
Sabaque; dentro del Municipio de 
Tancanhuitz sin cuantificar el 
volumen sin el permiso 
correspondiente 

 
 
15.00 

 ac)  Por Tala de árbol de las especies  
Cedro rojo, Cedro blanco, Palo de 
Rosa, Mora, Chijol, Orejón, Telcon, 
Mango criollo, Palo de Brasil, 
Sabaque, sin extracción de raíz por 
unidad, sin el permiso 
correspondiente 

 
 
300.00 

ad)  Por Tala de árbol de las especies  
Cedro rojo, Cedro blanco, Palo de 
Rosa, Mora, Chijol, Orejón, Telcon, 
Mango criollo, Palo de Brasil, 

 
 
350.00 



 

 

 
 

Sabaque, con extracción de raíz por 
unidad, sin el permiso 
correspondiente 

 

 

SEXTA. Que después de llevar a cabo el análisis de la propuesta que presenta el ayuntamiento 
de referencia, se observa lo siguiente: 
 

a) En materia de servicios de agua potable, drenaje y alcantarillado, se pretende, además 
del incremento, el cambio de pesos a umas, lo que significaría no acatar lo dispuesto 
en la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí, ya que para el establecimiento de 
cuotas y tarifas en el servicio público urbano, se deben homologar los criterios y la 
metodología en la determinación de éstas, buscando con ello asegurar su actualización 
oportuna, justa y suficiente; y para lograrlo se deberán de tomar en cuenta las tarifas 
medias de equilibrio que deberán ser suficientes para cubrir los costos derivados de la 
operación, el mantenimiento y administración de los sistemas; la rehabilitación y 
mejoramiento de la infraestructura existente; la amortización de las inversiones 
realizadas; los gastos financieros de los pasivos; y las inversiones necesarias para la 
expansión de la infraestructura. 
 

b) Por otra parte, en el apartado referente a expedición de usos de suelo, en donde se 
menciona que no se consideró el derecho del ayuntamiento de exigir el cumplimiento 
de la entrega del 10 % de donación sobre la superficie total del predio, o los predios 
lotificados o relotificados conforme a lo que establece la Ley de Desarrollo Urbano 
del Estado de San Luis Potosí, es preciso mencionar que dicha Ley, quedó abrogada 
con la entrada en vigor de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del 
Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 17 de julio de 
2018, mediante Decreto Legislativo Nº 1017. 
 

c) Ahora bien, en el resto de los incrementos que se presentan dentro de la iniciativa, se 
pretenden incrementos que van desde el 3.65 y hasta 3,900 por ciento, y que tomando 
un incremento medio, este se encuentra en el orden del 234.03%, lo que resulta en un 
incremento desproporcionado con relación a los ajustes inflacionarios del País. 

 

SÉPTIMA. Que por lo derivado del análisis lógico jurídico realizado en supra líneas, la 
dictaminadora estima conveniente, desechar por improcedente, la iniciativa presentada por el 
presidente municipal de Tancanhuitz, S.L.P., para modificar la ley de ingresos ejercicio fiscal 
2023 de ese municipio. 
 
Por lo expuesto, la Comisión que suscribe con fundamento en los artículos, 84 fracción I y 112, 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; 85, y 86 fracciones, I y III, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado, sometemos a la consideración de este Cuerpo 
Colegiado el siguiente  
 

D I C T A M E N 
 

ÚNICO. Por los argumentos vertidos en los considerandos de este instrumento legislativo, se 
desecha por improcedente la iniciativa presentada por el presidente municipal de Tancanhuitz, 
S.L.P., para modificar la ley de ingresos ejercicio fiscal 2023 de ese municipio, a la que 
corresponde el turno 3713, de la Sesión Ordinaria celebrada el día 1 de junio de 2023. 



 

 

Notifíquese; y archívese los asuntos como total y definitivamente concluidos. 
 

DADO POR LA COMISIÓN SEGUNDA DE HACIENDA Y DESARROLLO MUNICIPAL EN LA 
SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL CONGRESO DEL ESTADO, A LOS 
VEINTINUEVE DÍAS DEL MES DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTITRÉS. 
 

 



 

 

 



 

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS  

DE LA LXIII LEGISLATURA DEL HONORABLE  

CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ,  

PRESENTES.  

 

A la Comisión Primera de Hacienda y Desarrollo Municipal, se le remitió en Sesión de 

la Diputación Permanente del veintinueve de julio del presente, el síndico municipio 

de Mexquitic de Carmona, solicita autorización para adecuar presupuesto ejercicio 

2023 para indemnización y acatar sentencia dictada en juicio de amparo Juzgado 4° 

Distrito. 

 

A la Comisión Primera de Hacienda y Desarrollo Municipal, se le remitió en Sesión de 

la Diputación Permanente del veintinueve de julio del presente, el síndico municipio 

de Mexquitic de Carmona, solicita autorización para adecuar partidas presupuestales 

para indemnización y acatar sentencia dictada en juicio de amparo Juzgado 2° 

Distrito. 

 

A la Comisión Primera de Hacienda y Desarrollo Municipal, se le remitió en Sesión de 

la Diputación Permanente del veintinueve de julio del presente, el síndico municipio 

de Mexquitic de Carmona, solicita autorización para adecuar partidas presupuestales 

para indemnización y acatar sentencia dictada en juicio de amparo Juzgado 2° 

Distrito. 

 

A la Comisión Primera de Hacienda y Desarrollo Municipal, se le remitió en Sesión de 

la Diputación Permanente del veintinueve de julio del presente, el síndico municipio 

de Mexquitic de Carmona, solicita autorización para adecuar partidas presupuestales 

para indemnización y acatar sentencia dictada en juicio de amparo Juzgado 2° 

Distrito. 

 

A la Comisión Primera de Hacienda y Desarrollo Municipal, se le remitió en Sesión de 

la Diputación Permanente del diez de agosto del presente, el síndico municipio de 

Mexquitic de Carmona, solicita adecuar partidas presupuestarias para cumplir con 

fallo protector amparo juzgado 4° de distrito. 

En tal virtud, al entrar en el estudio y análisis de los asuntos planteados, los diputados 

integrantes de esta comisión que dictamina, hemos valorado las siguientes 

 

CONSIDERACIONES 

 

PRIMERA. Que con fundamento en lo estipulado en el artículo 112 de la Ley Orgánica 

del Poder Legislativo del Estado, a la comisión se turnó el asunto descrito en el 

preámbulo. 

 

SEGUNDA. Que las propuestas se transcriben para conocimiento y análisis: 

 

Asunto 4125: 



 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

Asunto 4134: 

 

 
 

 

 

 

 



 

 

 

Asunto 4135: 

 

 
 

 

 

 



 

 

Asunto 4136: 

 

 
 

 

 

 

 

 



 

 

Asunto 4179: 

 

 
 

TERCERA. Que respecto a las solicitudes de adecuaciones de presupuesto de egresos 

del municipio de Mexquitic de Carmona es importante puntualizar las facultades que 

tiene esta Soberanía en materia de la Ley de Ingresos de los municipios y de su 

respectivo presupuesto de egresos. 



 

 

Nuestra Carta Magna establece en la fracción XIX del artículo 57 que es atribución de 

esta Soberanía “Fijar las contribuciones que deban recibir los municipios; establecer 

anualmente las bases, montos y plazos para la entrega de las participaciones 

federales que les corresponden y aprobar sus leyes de ingresos, cuotas y tarifas de los 

servicios públicos, conforme lo establezcan las leyes respectivas”. Dispositivo que se 

concatena con lo que establece el artículo 15 en su fracción V de la Ley Orgánica 

del Poder Legislativo del Estado. 

 

El citado numeral se relaciona con lo que señala el artículo 6º de la Ley de Hacienda 

para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, que a la letra mandata:  

 
“ARTÍCULO 6º. Los municipios, por conducto de sus ayuntamientos, someterán 

anualmente ante el Congreso del Estado su correspondiente iniciativa de Ley de 

Ingresos, en la que se especificarán las fuentes de sus ingresos, sean ordinarios o 

extraordinarios, desagregando el monto de cada una, incluyendo los recursos 

federales que se estime serán transferidos por la Federación, a través de los fondos 

de participaciones y aportaciones federales, subsidios y convenios de 

reasignación; así como los ingresos recaudados con base en las disposiciones 

locales. Asimismo, se establecerán las tasas, costos y cuotas que deben aplicarse 

a las contribuciones respectivas, sin modificar los demás elementos de las 

contribuciones, como sujetos, objeto, bases y períodos de pago.  

 

Dicha iniciativa debe incluir también las obligaciones de garantía o pago causante 

de deuda pública u otros pasivos de cualquier naturaleza con contrapartes, 

proveedores, contratistas y acreedores, incluyendo la disposición de bienes o 

expectativa de derechos sobre éstos, contraídos directamente o, a través de 

cualquier instrumento jurídico considerado o no dentro de la estructura orgánica 

de la administración pública correspondiente, y la celebración de actos jurídicos 

análogos a los anteriores y sin perjuicio de que dichas obligaciones tengan como 

propósito el canje o refinanciamiento de otras, o de que sea considerado o no 

como deuda pública en los ordenamientos aplicables. Además, la composición de 

dichas obligaciones y el destino de los recursos obtenidos. 

 

De conformidad con la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para 

el Estado y Municipios de San Luis Potosí, someterán asimismo a la Legislatura 

estatal, la aprobación de las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones 

que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad 

inmobiliaria.” 

 

CUARTA. Que con relación al presupuesto anual de egresos, destaca entre otros, lo 

que disponen los artículos 17, 18, 31, párrafo segundo del 35 el inciso f) de la fracción 

II del 37; la fracción IV del artículo 38 y 54 de la Ley de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria de la Entidad, que a la letra señalan:  

 
“ARTÍCULO 17. La Ley de Ingresos; y el Presupuesto de Egresos de los ejecutores del 

gasto, se elaborarán con base en objetivos y parámetros cuantificables, 

acompañados de sus correspondientes indicadores del desempeño, los cuales 

deberán incluir estrategias y metas anuales, congruentes con el Plan Estatal o los 



 

 

planes municipales de desarrollo, y los programas que derivan de éstos, así como 

indicadores desagregados por sexo, que valoren la transversalización del gasto con 

perspectiva de género.  

 

ARTÍCULO 18. Los montos establecidos en la Ley de Ingresos, y los que ejerzan en el 

ejercicio fiscal los ejecutores del gasto, deberán ser suficientes para dar 

cumplimiento a los requerimientos financieros.  

 

El gasto total propuesto por los ejecutores del gasto, en el proyecto de Presupuesto 

de Egresos, aquél que apruebe el Congreso del Estado o en su caso, el cabildo, y 

el que se ejerza en el ejercicio fiscal, no deberá presentar déficit presupuestario.  

ARTÍCULO 31. En el proyecto de Presupuesto de Egresos se deberán presentar en 

una sección específica, las erogaciones correspondientes al gasto en servicios 

personales, el cual comprenda:  

 

I. Las remuneraciones de los servidores públicos y las erogaciones a cargo de los 

ejecutores del gasto, por concepto de obligaciones de carácter fiscal y de 

seguridad social inherentes a dichas remuneraciones, y (REFORMADA, P.O. 21 DE 

JULIO DE 2018)  

 

II. Las previsiones salariales y económicas para cubrir los incrementos salariales, la 

creación de plazas, deudas por laudos laborales y otras medidas económicas de 

índole laboral. 

 

Dichas previsiones serán incluidas en un capítulo específico del Presupuesto de 

Egresos. Una vez aprobada la asignación global de servicios personales en el 

Presupuesto de Egresos, ésta no podrá incrementarse. 

 

ARTÍCULO 35. La Ley de Ingresos del Estado, y las de los municipios; y el Presupuesto 

de Egresos del Estado, serán los que apruebe el Congreso del Estado con 

aplicación durante el periodo de un año a partir del uno de enero del ejercicio 

respectivo.  

 

El presupuesto de egresos de los municipios será el aprobado anualmente por el 

cabildo a iniciativa del presidente municipal.  

 

En el Presupuesto de Egresos del Estado se aprobarán las previsiones de gasto a un 

nivel de ramo, capítulo y programa. 

ARTÍCULO 37. El proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado; y de los municipios, 

contendrá: 

 

I. … 

II. … 

a) a e). … 

 

f) Un capítulo específico que incluya las previsiones salariales y económicas a que 

se refiere el artículo 31, fracción II de esta Ley. 

g) a k). … 

 



 

 

ARTÍCULO 38. La aprobación de la Ley de Ingresos, y del Presupuesto de Egresos 

del Estado, se sujetará al siguiente procedimiento: 

 

IV. El Presupuesto de Egresos del Estado deberá ser aprobado por el Congreso del 

Estado, a más tardar el 15 de diciembre; en lo correspondiente al Presupuesto de 

Egresos de los municipios este se aprobará de conformidad a lo establecido en la 

Ley Orgánica del Municipio Libre; (fracción IX del inciso b) del artículo 31: Aprobar 

a más tardar el treinta de diciembre de cada año, el presupuesto anual de egresos 

que regirá el ejercicio fiscal inmediato posterior, el cual deberá incluir los 

tabuladores desglosados de las remuneraciones que se propone perciban sus 

servidores públicos, sujetándose a las bases previstas en el artículo 133 de la 

Constitución Política del Estado; así como la cuenta pública municipal anual que 

presente el tesorero del ayuntamiento, remitiéndola al Congreso del Estado para 

su revisión y fiscalización, a más tardar el día quince de marzo del año siguiente al 

del ejercicio.)” 

 

ARTÍCULO 54. Los poderes, Legislativo; y Judicial, los entes autónomos, los 

municipios y sus organismos, podrán autorizar adecuaciones a sus respectivos 

presupuestos en los términos del artículo anterior, siempre que permitan un mejor 

cumplimiento de los objetivos de los programas a su cargo. Dichas adecuaciones 

deberán ser autorizadas por sus órganos de gobierno.  
 

Que derivado de las disposiciones transcritas, se colige que: 

 

1. Es atribución de cada uno de los ayuntamientos del Estado la elaboración del 

presupuesto de egresos, el que deberá ser aprobado anualmente; que el 

presidente municipal por conducto del tesorero municipal es quien lo debe 

presentar al cabildo; para el caso que nos ocupa, deberá contener una partida 

que será destinada para el pago de laudos laborales y otras medidas económicas 

de índole laboral, la que se conformará con los recursos propios del municipio que 

se consideren indispensables para solventar tales responsabilidades. 

 

2. Que el Congreso del Estado, tiene atribución para aprobar las leyes de ingresos 

de los ayuntamientos del Estado, no sus presupuestos de egresos. 

 

Es de capital importancia decir que ésta dictaminadora carece de competencia; 

ya que no se está ante ninguno de los supuestos que estipula el artículo 112 de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo, ni alguno que se considere análogo, lo cual se 

refuerza con el análisis que se hace en las consideraciones tercera y cuarta en la 

cuales queda plasmado que la elaboración de los presupuestos de egresos de los 

municipios y por ende, la determinación de previsiones salariales y económicas 

para cubrir deudas por laudos laborales y otras medidas económicas de índole 

laboral es competencia exclusiva de los ayuntamientos. 

 

3. Que el pronunciamiento de esta comisión dictaminadora en cualquier sentido, por 

lo que se refiere al presupuesto de egresos de alguno de los ayuntamientos de la 

Entidad, supone una trasgresión a la autonomía municipal. 



 

 

 

4. También las adecuaciones presupuestales serán autorizadas por el órgano de 

gobierno de los municipios que en este caso es el cabildo, y en ninguna disposición 

se faculta a esta Soberanía a realizar ajustes al presupuesto de egresos de los 

municipios, ya que sería una transgresión a la AUTONOMÍA MUNICIPAL DE TENER 

LIBERTAD DE HACIENDA como lo establece el párrafo último de la fracción IV del 

artículo 115 de nuestra Carta Magna Federal que a la letra mandata: “Los recursos 

que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los 

ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley;”. 

 

5. Por todo lo antes descrito esta Soberanía está imposibilitada legalmente para dar 

trámite a las solicitudes del Municipio de Mexquitic de Carmona. 

 

Por lo expuesto, los integrantes de la comisión que suscribe, con fundamento en los 

artículos, 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, 

nos permitimos elevar a la consideración de esta Asamblea Legislativa, el siguiente 

 

DICTAMEN 

 

ÚNICO. Se desechan por improcedente las propuestas descritas en el 

preámbulo del presente dictamen. Notifíquese. 

 

DADO EN LA SALA LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL HONORABLE 

CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS DOCE DÍAS DEL MES DE 

SEPTIEMBRE DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 

 

 

 

 

 

 



 

 

 
 
 

 

Dictamen que resuelve por improcedentes los turnos 4125; 4134; 4135; 4136 y 4179. 



 

 

San Luis Potosí, S.L.P., a 1 de agosto de 2023 
2023, “Año del Centenario del Voto de las Mujeres en San Luis Potosí, Precursor Nacional” 

 
CC. Diputados Secretarios de la LXIII 
Legislatura del Congreso del Estado, 
Presentes. 
 
A la Comisión de Ecología y Medio Ambiente, se le remitió el turno 3896 en la Sesión Ordinaria 
del Congreso del Estado celebrada el veintinueve de junio de dos mil veintitrés, que refiere a 
Punto de Acuerdo que insta exhortar a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del 
Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y al Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., para 
llevar a cabo reunión de trabajo para dar solución al tema de los rellenos sanitarios en el 
Municipio de Ciudad Valles y dar cabal cumplimiento con la NOM-083-SEMARNAT-2003 para 
garantizar la seguridad del predio, el correcto manejo de los residuos y cuidar la salud de los 
habitantes, presenta diputado René Oyarvide Ibarra. 
 
En tal virtud, al entrar al estudio y análisis del asunto planteado, las diputadas y los diputados 
integrantes de esta comisión, llegamos a los siguientes: 

 
C O N S I D E R A N D O S 

 
 PRIMERO. Que de acuerdo con el primer párrafo del artículo 132, de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo del Estado, las y los diputados tienen atribuciones para plantear al Pleno 
Puntos de Acuerdo; por tanto, quien promueve el que no ocupa tiene esa característica y, por 
ende, está legalmente facultado y legitimado para presentarlo. 
 
SEGUNDO. Que el Punto de Acuerdo en estudio cumple con los requerimientos de forma y 
tiempo previstos en los numerales 72, 73 y 74 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado. 
 
TERCERO. Que del análisis de su contenido y materia que trata se desprenden los 
razonamientos, apreciaciones y determinaciones siguientes: 
1. Para una mejor comprensión de este instrumento parlamentario se cita literalmente su texto 
íntegro a continuación: 
 

“ANTECEDENTES 
 

La Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental de Gobierno del Estado de San Luis Potosí en noviembre 
del 2015 realizó inspección en el tiradero que se encuentra a la entrada de la Zona Tének en Ciudad 
Valles, S.L.P. donde determinó su remediación y clausura emplazando en enero de 2016. 
 
El Ayuntamiento de la administración 2015-2018, entregó el programa de remediación, saneamiento y 
clausura en abril de 2016, presentando fotografías como evidencia del cumplimiento. 
 
En abril del 2017 el Presidente Municipal solicitó una prórroga de 15 días y al cumplirse, SEGAM realizó 
verificación y encontró un retroceso del 80% del predio, es decir 7.4 has cubiertas con residuos sin 
control, encharcamientos de lixiviados entre otros. 
 



 

 

Derivado de esta verificación se realizó una resolución sancionatoria en febrero de 2018 por $ 4, 
594,200.00 y la clausura definitiva del tiradero, el Ayuntamiento solicitó prórroga para su cierre 
definitivo. 
 
El 8 de mayo de 2018 se colocaron los sellos de clausura, sin presentarse ninguna acción de remediación 
ni presentado proyecto para la conmutación. 
 
En el caso del relleno sanitario de Chantol, no existe una fecha formal de inicio de operaciones, siendo 
la fecha más cercana el 04 de mayo de 2018. 
 
En junio del 2018 se realizó inspección de SEGAM, emplazando en julio de ese mismo año. 
Las medidas de urgente aplicación en ese entonces fueron: 

 Pozos para extracción de biogás 

 Desalojar la fosa de lixiviados 

 Mantenimiento y limpieza de drenes pluviales 

 Compactar y cubrir los residuos 

 Cercado perimetral 

 Puertas de acceso y pesaje 

 Servicios de: agua potable, energía eléctrica, sanitarios y drenaje 

 Erradicar fauna nociva 

 Parte documental (manuales, monitoreo) 
 
El 09 de agosto compareció el Ayuntamiento con oficios y fotografías de trabajo, rol de recolección; el 
24 de agosto se presentó el manual de operación, proyecto de reglamento, evidencia fotográfica, 
desfogue de lixiviados, material para construcción de pozos, requerimientos de compras y trámites para 
servicios. 
 
El 12 de septiembre se realizó visita de verificación. 

 
JUSTIFICACIÓN 

 
El pasado lunes 19 de junio se inició un incendio en el relleno sanitario de Chantol, siendo atendido por 
el cuerpo de bomberos, mismo que generó una cortina de humo tóxico que cubrió la cabecera municipal 
y alrededores, causando malestares en vías respiratorias de los habitantes. 
 

Es fundamental dar cumplimiento con lo establecido en la NOM-083-SEMARNAT-2003 para garantizar 
la seguridad del predio y el correcto manejo de los residuos. 

 
CONCLUSIONES 

 
El crecimiento del Municipio de Ciudad Valles, S.L.P.,  genera al día en promedio 180 toneladas de 
residuos diarios, por lo cual se cataloga el sitio como tipo A. 
 
Es facultad y obligación de la actual administración ofrecer servicios eficaces y eficientes; es por ello la 
imperiosa necesidad de atender este tema por la importancia en dos sentidos, el primero la protección 



 

 

al medio ambiente mediante el correcto manejo de los residuos y el segundo conmutar la sanción por 
medio del cumplimiento de la norma referida. 

 
PUNTO DE ACUERDO 

 
ÚNICO.  Se Exhorta a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental de Gobierno del Estado de San Luis 
Potosí y al Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., para llevar a cabo reunión de trabajo a fin de dar 
solución al tema de los rellenos sanitarios en el Municipio de Ciudad Valles, S.L.P., y dar cabal 
cumplimiento con la NOM-083-SEMARNAT-2003 para garantizar la seguridad del predio, el correcto 
manejo de los residuos y cuidar la salud de los habitantes. 

 
ATENTAMENTE 

DIP. RENÉ OYARVIDE IBARRA” 
 
2.  Que el párrafo primero del artículo 132, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, 
menciona lo siguiente: “Los diputados en lo particular, las comisiones, los grupos parlamentarios, y la Junta, 

pueden proponer al Pleno Puntos de Acuerdo en relación con asuntos o materias que consideren de interés 
público y no sean de su propia competencia; o que se refieran al cumplimiento de las funciones de los municipios 
y los demás poderes del Estado, de los organismos constitucionales autónomos, de otras entidades federativas, 
de la Federación, y de asuntos internacionales.” 
 

2.1. La porción normativa descrita con antelación establece que los Puntos de Acuerdo pueden 
versar sobre asuntos o materias de interés público, de manera que es importante fijar que 
se entiende por esta locación, para efectos de saber si la materia que aborda la promovente 
en esta pieza legislativa es o no de esa naturaleza. 
 
2.1.1. En términos generales, por interés público se entiende a las acciones que realiza el 
gobierno para el beneficio de todos, es sinónimo de interés social, de interés colectivo o de 
utilidad comunitaria. En cierta medida este término puede considerarse como la antítesis del 
interés particular. 
 
El interés público presupone principios fundamentales de equidad, de justicia social y balances 
económicos en la apropiada distribución de las riquezas y bienes del País, Estado y/o 
Municipio para el bienestar general. 
 
En un momento dado, en condiciones óptimas los intereses individuales son armonizables con 
el bienestar de la sociedad, asumiendo que los objetivos personales pueden coincidir con el 
interés general. 
 
De acuerdo con lo expuesto con antelación, evidentemente el contenido y materia del Punto 
de Acuerdo que nos ocupa es de interés público y, por ende, susceptible de ser tratado en 
este mecanismo parlamentario. 
 
2.2. Ahora bien, la porción normativa citada de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, establece 
restricciones o limitantes sobre materias que no pueden ser abordados por los Puntos de 
Acuerdo, como son: que no sean de la propia competencia del Poder Legislativo Local, y que 
no se refieran al cumplimiento de las funciones de los municipios y los demás poderes del 
Estado, de los organismos constitucionales autónomos, de otras entidades federativas, de la 
Federación, y de asuntos internacionales. 



 

 

2.2.1. El contenido y materia de este Punto de Acuerdo evidentemente no es de la competencia 
del Poder Legislativo Local. 
 
2.2.2. El término funciones implica propiamente la actividad del Estado o Municipio para 
lograr la realización de sus fines; en se sentido, es diferente éste a la palabra atribuciones, 
que significa ésta última como los derechos y obligaciones específicas previstas en la ley para 
determinado ente de gobierno, en el tema que nos ocupa de este Punto de Acuerdo tiene que 
ver con las atribuciones que tienen la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental de Gobierno 
del Estado y el Municipio de Ciudad Valles, S.L.P., a fin de conminarlos a celebrar reunión de 
trabajo y puedan dar solución definitiva a relleno sanitario ubicado en la circunscripción 
territorial del municipio de Ciudad Valles, S.L.P. 
 
La fracción XIII y el último párrafo del artículo 7° de la Ley Ambiental del Estado establecen lo 
siguiente: 
 
“XIII. La regulación de los sistemas de recolección, transporte, almacenamiento, manejo, tratamiento y 
disposición final de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 137 de la LGEEPA, incluyendo la selección, determinación y autorización de los sitios 
destinados a la disposición final de estos residuos, con la participación de los ayuntamientos; 
Las facultades precedentes serán ejercidas indistintamente por el titular del Ejecutivo del Estado o por 
conducto de la SEGAM, a excepción de la establecida en la fracción XXXVII de éste artículo, que será 
de la competencia exclusiva del mismo.” 

 
De lo anterior se deprende, que el titular del  Poder Ejecutivo del Estado o por conducto 
de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental (SEGAM), tienen facultad para 
seleccionar, determinar y autorizar los sitios destinados a la disposición final de los 
residuos con la participación de los ayuntamientos; de manera, que el exhorto que se 
dirige mediante este punto de acuerdo tiene la intención de que la dependencia referida y el 
Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., establezcan una reunión de trabajo para solucionar la 
problema de los rellenos sanitarios de la demarcación municipal referida expuesta en la parte 
de antecedentes. 
 
Evidentemente esta problemática descrita es vigente, puesto que a pesar de que los hechos 
que se exponen sucedieron en los años 2015 al 2018; no obstante, a la fecha no se tiene una 
solución, que finalmente es lo que se busca; por tanto, es claro que las autoridades a las que 
se exhorta tienen las atribuciones para poder efectuar esta  reunión de trabajo.     
 
2.2.3. El segundo párrafo del artículo 132, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, establece 
otra restricción a los Puntos de Acuerdo, en que alude que los mismos  no pueden abordar 
temas que tengan que ver con el cumplimiento funciones previstas en las leyes. 
 
Como ya lo dilucidamos con antelación, la esencia que prevé la pieza legislativa en estudio, 
no se ocupa de las funciones previstas en los conjuntos normativos ya aludidos conferidas a 
las autoridades citadas.    
 
CUARTO. Que bajo los parámetros normativos que regulan los Puntos Acuerdo y con base en 
la argumentación expuesta en los puntos que anteceden, se considera que la propuesta que 
nos ocupa se ajusta a los extremos de su regulación.  
 



 

 

QUINTO. Que de acuerdo con los numerales, 98 y 99, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, 
el órgano parlamentario a quien se le turnó esta pieza legislativa, es competente para conocer 
y proponer al Pleno propuesta de resolución que considere pertinente. 
 
SEXTO. Que el Punto de Acuerdo en estudio tiene la fundamentación y motivación pertinente; 
por lo que, se propone una resolución favorable, reproducción a continuación su contenido con 
el ajuste, para los efectos de su discusión, y en su caso, aprobación: 
 

PUNTO DE ACUERDO 
 
ÚNICO. La Sexagésima Tercera Legislatura del Congreso del Estado de San Luis Potosí, 
exhorta de la manera atenta y respetuosa, a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del 
Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y al Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., a fin de 
que tengan reunión de trabajo para solucionar el tema de los rellenos sanitarios en el Municipio 
de Ciudad Valles, S.L.P., y den cabal cumplimiento con la NOM-083-SEMARNAT-2003 
actualizada, con el propósito de garantizar la seguridad del predio, el correcto manejo de los 
residuos y cuidar la salud de los habitantes de esa demarcación. 

 
DADO EN LA VÍA ZOOM, EL DIECISIETE DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTITRÉS. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 

  



 

 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA DIRECTIVA  
H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
PRESENTES. 
 
A la Comisión Transparencia y Acceso a la Información Pública, le fue consignada 
en Sesión Ordinaria de fecha 06 de julio de 2023, bajo el turno 3923, para estudio y 
dictamen, proposición de Punto de Acuerdo que plantea exhortar a la Comisión Estatal 
de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, para 
que informe a esta Soberanía sobre el cumplimiento que ha dado a la reforma realizada 
a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, de fecha 12 
de diciembre de 2022, en materia de recurso de revisión, con el objeto de conocer, 
número de recursos de revisión recibidos a partir del 12 de diciembre de 2022 y fecha 
de recepción; fecha en que se dictó el acuerdo admisorio del recurso de revisión en 
cada caso; número de recursos de revisión que fueron resueltos dentro del plazo 
establecido en el artículo 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado; número de recursos de revisión que fueron resueltos fuera del 
plazo; presentada por la legisladora y legisladores, Nadia Esmeralda Ochoa Limón, 
Juan Francisco Aguilar Hernández, y José Luis Fernández Martínez. 
 
Visto su contenido, con fundamento en lo establecido por los artículos, 92, 98 fracción 
XXII, y 117, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 75, 85, 86, y demás 
relativos aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, 
y  

 
CONSIDERANDO 

 
PRIMERO. Que de conformidad con lo establecido por los artículos, 83 fracción I, 84 
fracción I, 92, 98 fracción XXII, 117 y 132, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado, compete a esta Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
conocer y dictaminar la proposición de Punto de Acuerdo citada en el proemio. 
 
SEGUNDO. Que acorde a lo preceptuado por los artículos, 132 de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo de la Entidad, y 72 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, los diputados en lo particular, las comisiones, los grupos 
parlamentarios, y la Junta de Coordinación Política, pueden proponer al Pleno Puntos 
de Acuerdo en relación con asuntos o materias que consideren de interés público y no 
sean de su propia competencia; o que se refieran al cumplimiento de las funciones de 
los municipios y los demás poderes del Estado, de los organismos constitucionales 
autónomos, de otras entidades federativas, de la Federación, y de asuntos 
internacionales. 
 
En razón de lo anterior, la legisladora y los legisladores proponentes del Punto de 
Acuerdo cuentan con la legitimidad para promoverlo ante este Congreso. 
 



 

 

TERCERO. Que el artículo 73 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
del Estado, establece que los puntos de acuerdo deben contener los antecedentes, 
justificación, conclusiones y puntos específicos del acuerdo que se proponga aprobar.  
 
Es así que una vez impuestos de su contenido podemos afirmar que, el Punto de 
Acuerdo cumple con los extremos establecidos por el dispositivo reglamentario aludido. 
 
Para mejor conocimiento, del Punto de Acuerdo se desprenden los antecedentes, 
justificación, conclusiones y puntos específicos, que a continuación se transcriben: 
 

“ANTECEDENTES 
 
El 12 de diciembre de 2022, fue publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, Decreto 0548 
por el que se reforma el artículo 169 en su párrafo segundo; y adiciona el artículo 169 BIS, de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
 
De acuerdo con dicho Decreto, las modificaciones legales tuvieron por objeto establecer en la Ley, el plazo que 
tendrá la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, para dictar el auto admisorio del 
recurso de revisión.  
 
De acuerdo con la exposición de motivos del Decreto de cuenta, legisladoras y legisladores advirtieron la 
necesidad de realizar las modificaciones legales aludidas, en razón de que se identificó que, en aquellos casos 
en que el recurso cumplía con todos los requisitos de procedibilidad, la Ley era omisa en establecer el plazo que 
tendría la autoridad para dictar el auto admisorio, lo que significaba que la admisión del recurso podía prolongarse 
en el tiempo, generando con ello un retraso en el plazo de 30 días que la Ley otorga para resolverlo, lo que 
resultaba en perjuicio de los derechos humanos de, acceso a la justicia, y acceso a la información, de las personas 
recurrentes.  
 
Es así que a partir de dicha reforma legal, la CEGAIP debe dictar el acuerdo de admisión del recurso de revisión, 
dentro de los tres días siguientes al de la fecha en que lo haya recibido. 
 

JUSTIFICACIÓN 
 
De acuerdo con el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las personas 
gozan de los derechos humanos reconocidos en dicha Constitución y en los tratados internacionales de los que 
el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse 
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.  
 
Conforme a dicho numeral, las normas relativas a los derechos humanos deben interpretarse de conformidad con 
la misma Constitución y con los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia, teniendo todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, en consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
 
En términos del artículo 6°, de la Constitución de la Republica, todas las personas tienen derecho al libre acceso 
a la información; para hacer efectivo este derecho, el aparado “A” fracción IV, del citado numeral, estipula que la 
Federación, así como las entidades federativas, establecerán mecanismos de acceso a la información y 
procedimientos de revisión expeditos, que se sustanciaran ante los organismos autónomos especializados en la 
materia. 
 
Por otra parte, el artículo 17 del Pacto Federal establece que, toda persona tiene derecho a que se le administre 
justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, los cuales 
emitirán sus resoluciones de manera pronta, completa, imparcial y gratuita. De estos atributos, el que resulta 
oportuno invocar es el relativo a la justicia pronta, el cual consiste en la obligación de las autoridades encargadas 
de impartirla, así como de resolver las controversias ante ellas planteadas dentro de los términos y plazos que 



 

 

para tal efecto establezcan las leyes; sin soslayar que del Texto Constitucional se advierte que la prontitud 
comprende tanto el desarrollo del trámite o procedimiento como el pronunciamiento de la resolución respectiva. 
 
De los preceptos constitucionales aludidos debemos concluir que, todas las autoridades en el ámbito de su 
competencia tienen la obligación de garantizar a las personas los derechos humanos de, acceso a la información, 
y de acceso a la justicia. 
 
En esa línea es que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, a través de sus 
artículos, 163 y 167, dispone como procedimiento de revisión, el recurso de revisión el cual procede, entre otros 
supuestos, en contra de los actos o resoluciones que de cualquier forma no satisfagan las solicitudes de 
información. 
 
Es importante precisar que de conformidad con el artículo 170 de la Ley, la CEGAIP deberá resolver el recurso 
de revisión en un plazo que no podrá exceder de 30 días, contados a partir de la admisión del mismo, plazo que 
podrá ampliarse por una sola vez y hasta por un periodo de veinte días. 
 

CONCLUSIÓN 
 
En mérito de lo expuesto y fundado podemos concluir que, la CEGAIP en su actuar tiene la alta responsabilidad 
de observar los principios establecidos en el artículo 6° de la Constitución de la Republica, entre los que destaca 
el que se encuentra contenido en el aparado “A”, fracción IV, que exige procedimientos de revisión expeditos para 
garantizar el derechos de acceso a la información, así como el derechos de acceso a la justicia. 
 
Lo anterior significa que, cumplir con los plazos que estipula la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública de la Entidad, en la tramitación y resolución de los recursos de revisión que se interpongan ante la 
CEGAIP, es un requisito sine qua non para cumplir con el mandato que se desprende de los artículos, 1° y 6°, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
PUNTO DE ACUERDO 

 
ÚNICO. El Congreso del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí exhorta respetuosamente a la Comisión 
Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí –CEGAIP-,  para que 
informe a esta Soberanía sobre el cumplimiento que ha dado a la reforma realizada a la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado, de fecha 12 de diciembre de 2022, en materia de recurso de revisión, 
con el objeto de conocer, número de recursos de revisión recibidos a partir del 12 de diciembre de 2022 y fecha 
de recepción; fecha en que se dictó el acuerdo admisorio del recurso de revisión en cada caso; número de 
recursos de revisión que fueron resueltos dentro del plazo establecido en el artículo 170 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; número de recursos de revisión que fueron resueltos 
fuera del plazo establecido en el artículo 170; y finalmente, las razones por las cuales no hayan sido resueltos los 
recursos de revisión dentro del plazo legal”.  

 
CUARTO. Que quienes integramos esta dictaminadora estimamos procedente el Punto 
de Acuerdo al compartir en todos sus términos los motivos que lo sustentan, mismos 
que en obvio de repetición se tienen por reproducidos. 
 
Al respecto debemos señalar que si bien los órganos constitucionales autónomos 
cumplen con funciones especializadas y fundamentales a cargo del Estado, su 
actuación no se encuentra sujeta ni atribuida a ninguno de los depositarios tradicionales 
del poder público (ejecutivo, legislativo y judicial), sin embargo su autonomía e 
independencia no significa que se encuentren al margen de mecanismos de control 
constitucional, legal y político; es por ello que bajo la noción de Estado de Derecho, 
todos quienes ejercen alguna porción de poder en razón del desempeño de la función 
pública, deben rendir cuentas y estar sujetos a mecanismos de control y vigilancia como 



 

 

parte de un sistema de contrapesos y equilibrios a la luz del principio de “División de 
Poderes”.  
 
En esa tesitura es que la CEGAIP, en términos de los artículos, 33 y 33 BIS de la Ley 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, y 117 fracción V de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo de la Entidad, rinde al Congreso del Estado por 
conducto de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública, un 
informe anual de actividades, así como informes trimestrales, además de comparecer 
ante legisladoras y legisladores, con el objeto de recibir opiniones, preguntas y 
sugerencias respecto de los resultados de su desempeño. 
 
En ese orden de ideas el Congreso del Estado tiene la alta responsabilidad de dar 
seguimiento en forma permanente al trabajo y desempeño de la CEGAIP. 
 
Aunado a lo anterior debemos puntualizar que de igual forma el Poder Legislativo tiene 
la obligación de realizar una evaluación legislativa ex post, esto es, evaluar la eficacia 
de las normas jurídicas que expide, con el objeto de determinar si éstas cumplen con 
los fines para los que fueron creadas, o si se requiere de acciones complementarias 
para alcanzar los objetivos, e incluso, para determinar que la acción legislativa no fue 
la medida idónea para atender la problemática planteada.      
 
No obstante lo anterior, cabe proponer modificaciones a los puntos específicos del 
acuerdo, esto con el objeto de exhortar a la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a 
la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, para que informe a esta 
Soberanía sobre el cumplimiento específico que ha dado a los plazos que se 
encuentran establecidos en los artículos 169 BIS y 170 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado, en materia de recurso de revisión. 
 
En mérito de lo expuesto y con fundamento en lo establecido por el artículo 132 de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo de la Entidad,  sometemos a la consideración de la 
Honorable Asamblea, el siguiente: 
 

PUNTO DE ACUERDO 
 
ÚNICO. La Sexagésima Tercera Legislatura del Congreso del Estado de San Luis 
Potosí, exhorta a la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública 
del Estado de San Luis Potosí, para que informe a esta Soberanía sobre el 
cumplimiento que ha dado a los plazos establecido en los artículos 169 BIS y 170 de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, en materia de 
recurso de revisión, debiendo informar: número de recursos de revisión recibidos a 
partir del 12 de diciembre de 2022 y su fecha de recepción de cada uno; número de 
recursos de revisión en los que se dictó el acuerdo admisorio dentro del plazo 
establecido en el artículo 169 BIS de la Ley, y número de recursos de revisión en los 
que se dictó el acuerdo admisorio fuera  del plazo; número de recursos de revisión que 



 

 

fueron resueltos dentro del plazo establecido en el artículo 170 de la Ley, y número de 
recursos de revisión que fueron resueltos fuera del plazo. 
 
 
DADO EN EL H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS TREINTA 
DÍAS DEL MES DE AGOSTO  DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

CC. Diputadas Secretarias 
LXIII Legislatura del Congreso  
del Estado de San Luis Potosí  
Presentes 
 
En sesión de la Diputación Permanente del Congreso del Estado, celebrada el 19 de julio del año 2023, 
se consignó a la Comisión de Seguridad Pública, Prevención y Reinserción Social, bajo el TURNO 
4067, el punto de acuerdo que impulsa la Legisladora Martha Patricia Aradillas Aradillas, que insta 
“exhortar a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana a fin de asegurar que los vehículos a 
su cargo se encuentren debidamente balizados”.  
 
En virtud de lo anterior, los integrantes de esta comisión, verificaron la viabilidad y legalidad, por lo que 
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 115 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 
de San Luis Potosí; así como los artículos 75, 85, 86 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, se llegó a los siguientes  
  

CONSIDERANDOS 
 
PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 132 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí, a la promovente en su calidad de diputada, tiene la atribución 
de proponer al Pleno, puntos de acuerdo. 
 
SEGUNDO. Que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 92, y 115 de la Ley Orgánica de 
este poder legislativo, compete al Congreso del Estado por conducto de esta comisión de dictamen 
legislativo, conocer y dictaminar el punto de acuerdo citado en el proemio. 
 
TERCERO. Que con el fin de conocer los argumentos que sustentan el punto de acuerdo propuesto, a 
continuación, se insertan sus antecedentes, justificación y conclusiones del mismo: 

 
ANTECEDENTES 

 
La Secretaria de Seguridad Pública municipal y estatal son instituciones que desarrollan labores de 
operatividad y prevención del delito, es sabido que cada institución tiene distribuidas a nivel normativo sus 
funciones y que ambas están capacitadas y facultadas para intervenir en situaciones donde incurran 
personas participes de faltas y delitos, que la flagrancia es un factor determinante para que una falta o 
transgresión a la ley puedan ser materia de intervención por parte de la autoridad correspondiente. 
 
En los últimos meses han existido distintas controversias en cuanto a las facultades y competencias de 
nuestras autoridades en materia de seguridad pública, sin embargo, tenemos claro que la ley se mantiene 
en el orden actual y que las funciones de la policía preventiva como lo es la Secretaria de Seguridad y 
Protección Ciudadana del municipio y estado y/o en su caso la Guardia Nacional, se componen de distintas 
competencias y jurisdicciones. 
 
Actualmente la seguridad en nuestro país ha sido un factor complicado, pero no imposible de resolver, es 
sabido que los cuerpos de seguridad publica en el estado y municipios tienen distintas necesidades como 
responsabilidades, las cuales se deben resolver en favor de la población, estos deberán dotar y analizar 
las distintas necesidades en materia de seguridad para beneficio de las y los ciudadanos. 
 
En la actualidad han existido un porcentaje de comportamientos no adecuados como delitos de usurpación 
de funciones policiales y falsificación de vehículos oficiales de seguridad, en las cuatro zonas de la entidad, 
este tipo de situaciones no deben presentarse ni dentro ni fuera de las instituciones de seguridad pública 
Hay conocimiento de vehículos no balizados, blindados, y algunos con logotipos con todas las 
características de unidades oficiales estatales y federales, entre ellas de la Guardia Nacional, que 
aparentan ser policías. 
 



 

 

 Los  operativos y acciones pueden ser  conjuntas a manera de que a la ciudadanía nos quede claro a que 
corporación pertenece cada elemento, tanto al interior de los municipios como en carreteras estatales y 
federales que cruzan la Entidad, sin embargo han existido casos en que elementos con funciones 
operativas pertenecientes a instituciones de seguridad publica en todo el estado desarrollen sus actividades 
en vehículos oficiales no balizados, no portando denominación logotipo o escudo, números de unidad o 
placas que los identifique en la unidad que conducen. 
 
Un vehículo policial oficial  (coloquialmente conocido como patrulla) es un automóvil o motocicleta utilizado 
por la policía en sus labores de patrullaje destinado para responder a los incidentes que pueden producirse. 
Especialmente equipado, los usos típicos del vehículo policial incluyen el transporte de los oficiales de 
policía para acudir rápidamente a la escena del incidente o para patrullar un área, a la vez que ofrecen una 
gran visibilidad disuasoria del crimen. Algunos vehículos policiales están especialmente adaptados para el 
trabajo en áreas concretas, o están preparados para transportar a detenidos. 
 

CONCLUSIÓN 
 

Es de vital importancia que las autoridades involucradas en trabajos y funciones preventivas, operativas 
como patrullajes, recorridos, prevención del delito, vigilancia estacionaria, seguridad en carreteras estatales 
y presencia policial etc. se conduzcan en el marco de la ley refiriéndonos a la Secretaría de Seguridad y 
Protección Ciudadana estatal y municipal, que en el momento en que hagan acto de presencia  ante 
cualquier ciudadano, ya sea en labor de proximidad social o ante algún sujeto participe de delito, visibilidad 
disuasoria o sanción, lo realicen en unidades balizadas y totalmente identificadas para que la ciudadanía 
tenga la garantía y certeza legal de estar ante la autoridad correspondiente y que esta desarrolle su labor 
como lo marca la presente ley. 
 

PUNTO DE ACUERDO 
 

PRIMERO. – La LXIII Legislatura exhorta respetuosamente a la Secretaría de Seguridad y Protección 
Ciudadana estatal y municipal, para que en el ámbito de sus competencias supervisen cada vehículo 
destinado para unidad policial oficial  como adscrito a funciones preventivas, que estas estén debidamente 
balizadas, portando número oficial de identificación, placas y logotipos visibles de la corporación a la que 
le corresponda y que las unidades que no cuenten con balizado sean inmediatamente atendidas para que 
se desempeñen en el ámbito de su función y así se garantice la seguridad y atención de la ciudadanía. 

  
CUARTO. La promovente manifiesta (sin aportar datos específicos) que …”En la actualidad han 
existido un porcentaje de comportamientos no adecuados como delitos de usurpación de funciones 
policiales y falsificación de vehículos oficiales de seguridad, en las cuatro zonas de la entidad, este tipo 
de situaciones no deben presentarse ni dentro ni fuera de las instituciones de seguridad pública Hay 
conocimiento de vehículos no balizados, blindados, y algunos con logotipos con todas las 
características de unidades oficiales estatales y federales, entre ellas de la Guardia Nacional, que 
aparentan ser policías.” 
 
Al respecto es importante recordar que, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San 
Luis Potosí, establece lo siguiente: 
 

ARTICULO 32. Los vehículos operativos al servicio de corporaciones policiales deberán ostentar 
visiblemente su denominación, logotipo o escudo y número que los identifique, debiendo portar 
placas de circulación oficiales vigentes del Estado, excepto aquellos casos que se establezcan en 
los reglamentos respectivos. Queda estrictamente prohibido el uso de vehículos que hubieren sido 
decomisados con motivo de la investigación de delitos o de la comisión de faltas administrativas. 
 
ARTICULO 102. Además de cumplir con las disposiciones contenidas en otras leyes, las autoridades 
competentes manifestarán y mantendrán permanentemente actualizado el Registro de Armamento 
y Equipo, el cual incluirá: 
 

https://es.wikipedia.org/wiki/Autom%C3%B3vil
https://es.wikipedia.org/wiki/Motocicleta
https://es.wikipedia.org/wiki/Polic%C3%ADa


 

 

I. Los vehículos que tuvieran asignados, anotándose número de matrícula, placas de circulación, 
marca, modelo, tipo, número de serie y motor para el registro del vehículo,  

 
Estas disposiciones de la ley, resultan necesarias a fin de dar certidumbre a la actuación de todos los 
cuerpos de policía, además de que las y los ciudadanos puedan identificar de manera evidente, a la 
autoridad. 
 
Aun y cuando la ley de la materia ya determina la obligación de una adecuada identificación de los 
vehículos destinados a labores de seguridad pública, para  quienes integramos esta comisión, no es 
ocioso el hacer un llamado a las corporaciones de policía del Estado y de los municipios, para que 
revisen y en su caso corrijan cualquier deficiencia en el cumplimiento de esta obligación. 
 
Por lo anterior, con fundamento en los artículos, 92 párrafo segundo, y 94, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo; 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, se presenta a 
esta Asamblea Legislativa, el siguiente: 
 

DICTAMEN 
 
ÚNICO. Se RESUELVE aprobar con modificaciones el punto de acuerdo a que se refiere el presente 
dictamen, para quedar en los siguientes términos: 

 
PUNTO DE ACUERDO 

 
PRIMERO. El Congreso del Estado de San Luis Potosí, exhorta a la Secretaría de Seguridad Pública 
y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, así como a las corporaciones de policía 
municipal de los 58 ayuntamientos, para que, a más tardar al 30 de noviembre de 2023, verifiquen que 
los vehículos destinados a cualquier función en materia de seguridad pública a su cargo, cuenten con 
el balizado que identifique visiblemente su denominación, logotipo o escudo y número; para que porten 
placas de circulación vigentes; asimismo para que retiren en su caso, polarizados que no correspondan 
al entintado de cristales de fábrica.  
 
SEGUNDO. Informen a esta soberanía al término del plazo a que se refiere el punto primero, respecto 
de su cumplimiento. 
 
Notifíquese. 
 
Por la Comisión de Seguridad Pública, Prevención y Reinserción Social, dado en la sala “Lic. Luis 
Donaldo Colosio Murrieta” del Congreso del Estado, el 28 de agosto de dos mil veintitrés. 



 

 

 
 

 
 

 



 

 

 
 
 
 

Puntos de 
Acuerdo 

 
 
 

  



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  

DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ  

 

P R E S E N T E S.  

 

San Luis Potosí, S.L.P., a 08 de septiembre de 2023, legisladora MARTHA PATRICIA ARADILLAS 

ARADILLAS, miembro del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, e 

integrante de la LXIII Legislatura; en ejercicio de las facultades que me conceden los artículos, 

61 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 132 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 72, 73 y 74 del Reglamento para 

el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí; sometemos a la consideración 

de esta Soberanía, Punto de Acuerdo, tomando como base lo siguiente: 

 

ANTECEDENTES 

 

Según lo establecido en nuestra Ley de Protección animal, maltrato es todo acto u omisión 

que ocasione dolor o sufrimiento, que afecte el bienestar animal, ponga en peligro su vida o 

afecte gravemente su salud, así como la sobreexplotación de su trabajo. 

 

De conformidad con el articulo 317 del código penal del estado, comete el delito de maltrato 

animal, quien con ensañamiento o crueldad, por acción u omisión, maltrata animales 

domésticos y/o silvestres, provocándoles lesiones que produzcan un menoscabo físico, o les 

cause la muerte; así como quien realice actos sádicos o zoofílicos, o de exposición a 

condiciones de sobreexplotación de su capacidad física con cualquier fin, contra cualquier 

animal doméstico y/o silvestre, ya sea por acción directa, omisión o negligencia. 

 

Ahora bien,  podemos mencionar que en lo que va del año, en San Luis Potosí se han recibido 

más de 800 reportes por maltrato animal, sin embargo se calcula que más de 60 mil animales 

de compañía mueren cada año por esta causa y que 9 de cada 10 denuncias de abuso 

animal no se investigan. 

 

En la entidad potosina se han registrado diversos casos que han consternado a la ciudadanía, 

como: en el mes de enero de 2022, un callejerito fue arrastrado varios metros por un vehículo 

en la primera sección del fraccionamiento Villa Magna, o el caso de una conductora 

abandonó a un perrito en bulevar Río Santiago en marzo de 2022 o el reciente caso en febrero 

del presente año, en el cual, presuntos estudiantes pasaron una motocicleta por encima de 

un perro al que presuntamente mataron. 

 

Si bien es cierto, estos casos son algunos de los más escuchados en el Estado; sin embargo, 

existen más de 20 denuncias diarias por el delito de maltrato animal en las que no siempre se 

tiene respuesta por parte de las autoridades, pues si bien es cierto, se siguen dejando a un 

lado los Derechos de los animales. 

 

En este mismo sentido es importante mencionar que existe mucho desconocimiento de la 

gente sobre las áreas correspondientes en las que se debe presentar una denuncia o bien los 

números telefónicos a los que las personas deben comunicarse. 

 

CONCLUSIÓN 

 



 

 

Como lo establece la Ley de Protección a los animales “los Ayuntamientos, intervienen en las 

denuncias por maltrato animal, considerando que se encuentran implicadas vidas de seres 

inocentes que dependen del hombre e incluso, se prevé que las denuncias ante municipio, 

puedan ser en forma anónima, ya sea personal o por medios electrónicos, dada la reticencia 

de la sociedad para acudir a realizar la citada denuncia, ya sea por temor, falta de tiempo u 

otros; imponiendo únicamente al denunciante, exhibir las pruebas que garanticen que se 

trata de un hecho cierto, no una broma como suele ocurrir en las llamadas de emergencia.” 

Es importante resaltar que la crueldad con la que se trata a los animales, el abuso y el 

abandono es una problemática que debe ser atendida y erradicada, realizando difusión 

sobre cómo y en donde se debe presentar una denuncia por este delito y sobre todo es 

importante teniendo una respuesta por parte de las autoridades correspondientes, pues si 

bien es cierto, al hacer caso omiso de dichas denuncias, este delito seguirá siendo uno de los 

más altos en nuestro Estado. 

 

PUNTO DE ACUERDO 

 

UNICO. – La LXIII Legislatura exhorta respetuosamente a la Dirección de Ecología Municipal, 

para que en virtud de sus atribuciones, atiendan las denuncias de maltrato animal realizando 

las inspecciones correspondientes; así mismo, realice difusión de las áreas y teléfonos a los que 

se deben hacer estas denuncias, que faciliten la atención a los usuarios y que den continuidad 

a los casos. 

 

ATENTAMENTE 

 

 

DIP. MARTHA PATRICIA ARADILLAS ARADILLAS 

 



 

 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA DIRECTIVA 

DE LA LXIII LEGISLATURA DEL H. CONGRESO 

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 

P R E S E N T E S.- 

 

La que suscribe, Gabriela Martínez Lárraga, Diputada de la Representación 

Parlamentaria de Redes Sociales Progresistas, en ejercicio de las facultades que me 

concede la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí en su 

numeral 61; la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí en su 

artículo 132; y en los numerales 61, 72, 73 y 74 del Reglamento para el Gobierno Interior 

del Congreso del Estado de San Luis Potosí, me permito someter a la consideración de 

esta Soberanía para discusión y en su caso aprobación, el siguiente Punto de Acuerdo 

de Urgente y Obvia Resolución con exhorto el cual sustento y fundamento en los 

siguientes: 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

San Luis Potosí es tercer productor nacional de caña de azúcar, tan sólo en el año 

2020, se produjeron cuatro millones ciento ochenta y ocho mil toneladas de caña en 

San Luis Potosí, según datos de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural.1 

 

Existen más de dieciocho mil pequeños, medianos y grandes productores de caña en 

el Estado, principalmente en la zona huasteca, estos productores generan una 

derrama de cinco mil millones de pesos anuales a la entidad; setenta por ciento de 

cada peso que ingresa a Ciudad Valles proviene de la industria cañera. 

 

Para su actividad, al igual que para otro tipo de siembra, se necesita suficiente 

cantidad de agua durante el año, y desafortunadamente, de acuerdo con el monitor 

de sequía de la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA), San Luis Potosí cerró el mes 

de agosto con el cien por ciento de su territorio afectado por la falta de agua, 

reportando cuarenta y ocho municipios con sequía severa y seis con sequía extrema2, 

lo cual ha provocado que se pierdan miles de hectáreas de diversos cultivos, no solo 

de productores de caña de azúcar, además de que  ya se han reportado muertes de 

ganado. 

 

Estos productores no cuentan con algún tipo de seguro para enfrentar este desastre 

natural, y la sequía, ya causó pérdidas totales en las nuevas siembras, otras no 

nacieron, y otras no tuvieron el desarrollo suficiente necesario para la zafra. 

                                                           
1 https://www.gob.mx/agricultura/sanluispotosi/articulos/san-luis-endulzado-con-
piloncillo?idiom=es#:~:text=Tan%20s%C3%B3lo%20en%20el%20a%C3%B1o,producci%C3%B3n%20de%20ca%C3%B1a%20
para%20piloncillo. 
 
2 
https://smn.conagua.gob.mx/tools/DATA/Climatolog%C3%ADa/Sequ%C3%ADa/Monitor%20de%20sequ%C3%ADa%20en
%20M%C3%A9xico/Seguimiento%20de%20Sequ%C3%ADa/MSM20230815.pdf 
 

https://www.gob.mx/agricultura/sanluispotosi/articulos/san-luis-endulzado-con-piloncillo?idiom=es#:~:text=Tan%20s%C3%B3lo%20en%20el%20a%C3%B1o,producci%C3%B3n%20de%20ca%C3%B1a%20para%20piloncillo
https://www.gob.mx/agricultura/sanluispotosi/articulos/san-luis-endulzado-con-piloncillo?idiom=es#:~:text=Tan%20s%C3%B3lo%20en%20el%20a%C3%B1o,producci%C3%B3n%20de%20ca%C3%B1a%20para%20piloncillo
https://www.gob.mx/agricultura/sanluispotosi/articulos/san-luis-endulzado-con-piloncillo?idiom=es#:~:text=Tan%20s%C3%B3lo%20en%20el%20a%C3%B1o,producci%C3%B3n%20de%20ca%C3%B1a%20para%20piloncillo
https://smn.conagua.gob.mx/tools/DATA/Climatolog%C3%ADa/Sequ%C3%ADa/Monitor%20de%20sequ%C3%ADa%20en%20M%C3%A9xico/Seguimiento%20de%20Sequ%C3%ADa/MSM20230815.pdf
https://smn.conagua.gob.mx/tools/DATA/Climatolog%C3%ADa/Sequ%C3%ADa/Monitor%20de%20sequ%C3%ADa%20en%20M%C3%A9xico/Seguimiento%20de%20Sequ%C3%ADa/MSM20230815.pdf


 

 

J U S T I F I C A C I O N 

 

Si bien en el Estado se han implementado acciones para contrarrestar el daño 

causado, tal como el bombardeo de nubes, la realidad es que esto no ha sido 

suficiente ya que no se han dado las condiciones climatológicas para que las mismas 

tengan suficiente agua que permita que este mecanismo sea exitoso, motivo por el 

cual se han perdido cosechas completas no solo de caña de azúcar sino de diversos 

cultivos, lo cual implica que los productores trabajen a muy baja capacidad en 

comparación con el año pasado, lo que además implica no tener el sustento para sus 

familias durante todo el año. 

 

Este fin de semana, estuve personalmente en la huasteca, específicamente en la 

comunidad “La Loma” en la cual, hay más de sesenta productores de caña de 

azúcar, quienes manifestaron que aun y cuando llueva ahora, las cañas ya no 

crecieron,  por lo que se perdió el setenta por ciento de la zafra (tiempo que dura el 

proceso mediante el cual se cosecha la caña y se fabrica el azúcar), lo cual implica 

perdidas económicas importantes, tanto para el Estado, como para las familias de los 

propios productores quienes no tendrán los medios para el sostén de sus familias 

durante todo el año; si bien el bombardeo de nubes sin duda beneficiara a los 

ganaderos, no así a los productores de caña.  

 

C O N C L U S I O N 

 

En ese tenor, es importante que se emita una declaratoria de desastre y de 

emergencia ante la situación anormal que se está presentando en la entidad por la 

falta de precipitaciones pluviales, para que los productores de caña de azúcar 

accedan a los fondos federales correspondientes para combatir la emergencia 

actual, por lo cual propongo el siguiente: 

 

P U N T O  D E  A C U E R D O 

 

ÚNICO. La Sexagésima Tercera Legislatura del Honorable Congreso del Estado, 

exhorta de manera respetuosa:  

 

Primero. – Al Poder Ejecutivo del Estado, para que, solicite a la Secretaría de 

Gobernación Federal, lleve a cabo la acciones necesarias de acuerdo con los 

lineamientos del Programa Nacional de Protección Civil 2022 2024, para que en su 

momento, en conjunto con la Coordinación Nacional de Protección Civil, emitan la 

Declaratoria de Desastre y Emergencia, con la finalidad de que los productores de 

caña afectados por la sequía severa que se vive en la entidad, puedan acceder a 

los recursos correspondientes para este tipo de contingencia.  

 

Segundo. – Al titular de la Comisión Nacional de Agua para que informe el estado que 

guarda la situación de sequía que se vive en la entidad, evalúe las pérdidas 

económicas que esto ha provocado, específicamente en el sector cañero, informe la 

disponibilidad de los recursos hídricos en la entidad y las posibles medidas de apoyo 



 

 

que se pueden implementar para mitigar los efectos adversos de la sequía en el sector 

cañero. 

 

Tercero. Al titular de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario y Recursos Hidráulicos 

del Estado para que informe a esta soberanía, que acciones ha realizado y cuales se 

realizarán en apoyo al sector cañero de nuestro Estado, por la crisis que dicho sector 

está atravesando. 

 

A T E N T A M E N T E 

 

 

DIPUTADA GABRIELA MARTÍNEZ LÁRRAGA 

 

 



 

 

 
 

Informe financiero 
del Honorable 
Congreso del 

Estado, de julio 
2023 

 
 



 

 

 
 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

 
 


